
SEGUNDO  INFORME  DE  LA  COMISIÓN  DE
ECONOMÍA  recaído  en  el  proyecto  de  ley,  en
segundo trámite constitucional, que modifica la ley
N° 19.496, sobre Protección de los Derechos de
los Consumidores.

BOLETIN N° 9.369-03

HONORABLE SENADO:

Vuestra Comisión de Economía tiene el honor de
informar  respecto  del  proyecto  de  ley  de  la  suma,  en  segundo  trámite
constitucional, iniciado en Mensaje de Su Excelencia la señora Presidenta de
la República, con urgencia calificada de “suma”.

La  iniciativa  ingresó  a  tramitación  en  el  Senado
con fecha 20 de mayo de 2015, pasando a la Comisión de Economía, y a la
de Hacienda, en su caso. 

Con fecha 11 de agosto de 2015 la Sala acuerda
que, luego de ser informado por la Comisión de Economía, el proyecto sea
informado también por la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y
Reglamento. 

Posteriormente, con fecha 2 de septiembre la Sala
acuerda que el proyecto sea informado en general sólo por la Comisión de
Economía, y en la discusión particular sea considerado por la de Economía y
luego por la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

Fue aprobado en general por el Senado en sesión
de  29  de  septiembre,  fecha  en  la  que  se  abrió  un  plazo  para  presentar
indicaciones hasta el 9 de noviembre de 2015, plazo que fue ampliado hasta
las 12 horas del 16 de noviembre del mismo año. El 14 de junio de 2016, la
Sala abrió un nuevo plazo para presentar indicaciones, hasta las 18 horas de
ese mismo día.

____________

A una o más de las sesiones en que la Comisión
conoció  esta  iniciativa  asistió,  además de  sus  integrantes,  el  Ministro  de
Economía, Fomento y Turismo, señor Luis Felipe Céspedes.

Además, asistieron las siguientes personas:

Del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo:
el  Coordinador  Legislativo  del  Ministro,  señor  Pablo  Berazaluce;  los
asesores,  señores  Adrián  Fuentes,  David  Henríquez,  Cristián  Torres,
Mauricio  Garetto,  Jorge  Grunberg  y  Tomás  Valdivieso;  y  la  Jefa  de
Comunicaciones, señora Claudia Betancourt.

http://www.camara.cl/pley/pley_buscador.aspx
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Del Servicio Nacional del Consumidor (SERNAC):
el Director Nacional, señor Ernesto Muñoz; el Jefe de División de Consumo
Financiero,  señor  Rodrigo  Romo;  la  Jefa  de  Unidad  Jurídica  Estratégica,
señora  Ivonne  Valdivieso;  las  abogadas  señoras  Magdalena  Lazcano  y
Ximena Soto; y el asesor señor Félix Mercado. 

De la Asociación de Funcionarios del SERNAC: el
Presidente,  señor  Paul  Laulié;  el  Secretario,  señor  Jerardo  Lebuy;  y  el
Tesorero, señor Francisco Bustamante.

El  Abogado  de  la  Biblioteca  Nacional  del
Congreso, señor James Wilkins.

Otros asistentes, en calidad de oyentes:

De la  Secretaría  General  de  la  Presidencia:  las
asesoras,  señoras Tamara Gargieri,  Tania Larraín,  Vanesa Salgado y los
asesores señores Luis Batallé, Hernán Campos, Guillermo Briceño, Sergio
Herrera, Giovanni Semería y Héctor Valladares. 

Los  asesores,  señores  Renato  Rodríguez,
Eduardo Faúndez y las periodistas señoras Tania Cabezas y Karen Unda,
(Honorable  Senadora  señora  Lily  Pérez);  Pablo  Terrazas  (Honorable
Senador  señor  Iván Moreira);  Eduardo  Barros,  Claudio  Flores  (Honorable
Senador  señor  Eugenio  Tuma);  Alberto  Jara,  José  Huerta,  (Honorable
Senador señor Manuel José Ossandón); Fabián Luengo, Guillermo Rioseco y
Jaime Mondría (Honorable Senador señor Alejandro Navarro).

La Jefa de Gabinete, señora Kareen Herrera y la
asesora de prensa, señora Andrea Gómez (Honorable Senador señor Jorge
Pizarro).

La  señora  Alison  Silva  (invitada  Honorable
Senador señor Alejandro Navarro).

De la Biblioteca del Congreso Nacional (BCN), los
analistas, señora Christine Weidenslaufer y el señor James Wilkins.

De Libertad y Desarrollo: el abogado, señor Jorge
Avilés.

De la Fundación Jaime Guzmán: el asesor, señor
Diego Vicuña.

Del  Instituto  Igualdad,  Comisión  Socialista;  el
asesor, señor Francisco González.

De Imaginacción Consultores; la Cientista Político,
señora Javiera Campos y la periodista María Soledad Carlini.

El asesor del Comité de Senadores UDI, abogado,
señor Marcelo Alfaro.
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La abogada, asesora de CPC, señora María José
Acuña.

Asesora  Legislativa  del  Comité  DC,  señora
Constanza González.

De Igualdad el asesor legislativo, señor Francisco
González.

De  Bancada  DC  (asesoría  externa):  la  señora
María Jesús Mella.

La periodista del Senado, señora Karina Arancibia.

La  analista  de  la  Unidad  Presupuestaria  del
Senado, señora María Soledad Larenas.

Los periodistas de El  Mercurio,  los señores Luis
Musquiz y Sebastián Angulo; de diario El Pulso, la periodista señora Lucy
Aravena.

_______________

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL

NORMAS DE CARÁCTER ORGÁNICO CONSTITUCIONAL

El número 20),  que pasa a ser número 23);  el
artículo 50 O contenido en el número 26), que pasa a ser número 31); el
artículo 50 Q, contenido en el número 33, nuevo; la letra o) propuesta en
la letra b) del número 40) que pasa a ser número 49); el literal ii) de la
letra e) del número 40) que pasa a ser número 49); los incisos catorce a
dieciséis  del  artículo  59  ter  y  el  inciso  quinto  del  artículo  59  quáter,
ambos contenido en el  número 43),  que pasa a ser número 53),  todos
ellos del artículo 1° del proyecto contienen normas de carácter orgánico
constitucional,  de  conformidad  a  lo  establecido  en  el  artículo  77  en
relación  con  el  inciso  segundo  de  la  Constitución  Política  de  la
República,  y  a  lo  dispuesto  en  el  artículo  16  de  la  Ley  Orgánica
Constitucional del Congreso Nacional.

También  tiene  el  carácter  de  norma  orgánico
constitucional  la  contenida  en  el  inciso  quinto  del  artículo  59  ter,
contenido en el número 43), que pasa a ser número 53), en razón de lo
dispuesto en el inciso tercero del artículo 8° de la Constitución Política de
la República.
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NORMAS DE QUÓRUM CALIFICADO

Tienen  el  carácter  de  normas  de  quórum
calificado las contenidas los incisos primero y segundo del artículo 54 Ñ,
contenido  en  el  número  33),  que  pasa  a  ser  número  42,  y  el  inciso
primero del artículo 59 sexies, contenido en el  número 43) que pasa a
ser  número  53),  en  razón  de  lo  dispuesto  en  el  inciso  segundo  del
artículo  8°  de  la  Constitución  Política  de  la  República;  y  los  incisos
tercero y cuarto del artículo 54 Ñ, contenido en el número 33), que pasa
a ser número 42, y el inciso segundo del artículo 59 sexies, contenido en
el número 43) que pasa a ser número 53), en atención a lo establecido
en  el  inciso  primero  del  número  12  del  artículo  19  de  la  Carta
Fundamental.

___________
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OBJETIVOS DEL PROYECTO

En lo sustantivo, los objetivos del proyecto de ley
despachado por la Comisión de Economía son los siguientes:

1. Fortalecimiento del SERNAC.

El  proyecto propone un cambio en el  rol  que le
corresponde al SERNAC, confiriéndole nuevas facultades:

a. Facultad de fiscalizar.

b. Facultad de sancionar.

c. Facultad para interpretar la ley.

d.  Facultad para dictar  instrucciones de carácter
general.

En este orden de materias, el proyecto regula las
de  mediaciones  colectivas,  y  también  contempla  un  nuevo  estatuto  de
nombramiento y remoción para el cargo de Director Nacional del SERNAC,
así como la creación de un Consejo Normativo.

2. Modificación de la competencia de los Juzgados
de Policía Local para resolver los conflictos en el ámbito del interés individual
del consumidor.

3. Fortalecimiento  de  las  Asociaciones  de
Consumidores.

4. Incremento de los montos correspondientes a
las multas por infracción a la normativa de protección de los derechos de los
consumidores.

5. Reparación íntegra de los daños causados a los
consumidores.

6. Aumento en los plazos de prescripción extintiva
de acciones que persigan la responsabilidad contravencional.

___________
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Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124
del Reglamento del Senado, cabe dejar constancia de siguiente:

1.-  Artículos  del  proyecto  que  no  han  sido
objeto  de indicaciones  ni  de modificaciones: Los  números 1;  11,  que
pasa a ser 14; 12, que pasa a ser 15; 14 y 15, que pasan a ser 17 y 18,
respectivamente; 17 y 18, que pasan a ser 20 y 21; 31, que pasa a ser 29;
34, que pasa a ser 43; 36 a 38, que pasan a ser 45 a 47; y 42, que pasa a
ser  51,  del  artículo  1°;  el  artículo  3°;  los  artículos  primero  y  segundo
transitorios, y los artículos quinto a undécimo transitorios, que pasan a ser
artículos tercero a octavo transitorios, respectivamente. 

2.- Indicaciones aprobadas sin modificaciones:
las números 19, 21, 36, 51, 62, 68, 71, 72, 75, 77, 78, 80, 81, 82, 83, 84, 86,
87, 89, 90, 91, 93, 96, 97, 99, 102, 103, 105, 106, 107, 112, 114, 116, 118,
119, 128, 129, 130, 131, 141, 146, 150, 151, 152, 159, 164, 169, 174, 176,
178, 187, 188, 189, 191, 194, 195, 196, 197, 198, 199, 203, 206, 207 y 208.

3.-Indicaciones aprobadas con modificaciones:
las números 5, 6, 7, 8, 9, 10, 13, 16, 17, 18, 23, 32, 37, 41,42, 43, 44, 45, 48,
69, 85, 95, 98, 100, 101, 108, 109, 111, 121, 122, 123, 132, 133, 138, 140,
143, 145, 147, 149, 161, 162, 172, 173, 175, 184, 200, 205, 211, 212 y 213,
con excepción de la letra l), que fue rechazada.

4.- Indicaciones rechazadas: las números 1, 11,
14, 15, 28, 29, 30, 31, 33, 34, 35, 47, 49, 53, 54, 57, 59, 63, 66, 67, 76, 79,
88, 110, 120, 136, 165, 167, 168, 190 y 213, respecto de la letra l), relativa a
la dieta de los consejeros.

5.- Indicaciones retiradas:  las números 2, 3, 4,
22, 24, 25, 26, 27, 38, 39, 40, 46, 50, 52, 54bis, 55, 56, 58, 60, 61, 64, 65, 70,
73, 74, 92, 94, 104, 113, 115, 117, 124, 125, 126, 127, 134, 135, 137, 139,
142, 144, 148, 153, 154, 155, 156, 157, 158, 160, 163, 166, 170, 171, 177,
179, 182, 183, 185, 186 , 192, 193 y 204.

6.-  Indicaciones  declaradas  inadmisibles:  las
números 12, 20, 180, 181, 201, 202, 209 y 210.

_________________________
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EXPOSICIÓN DEL MINISTRO DE ECONOMÍA, FOMENTO Y TURISMO,
SEÑOR LUIS FELIPE CÉSPEDES, RESPECTO DEL SENTIDO DE LAS

INDICACIONES PRESENTADAS POR EL EJECUTIVO

Antes  de  iniciar  la  discusión  particular  de  esta
iniciativa,  la  Comisión  escuchó  la  exposición  del  Ministro  de Economía,
Fomento y Turismo, señor Luis Felipe Céspedes, respecto del sentido de
las indicaciones presentadas por el Ejecutivo.

Al  respecto,  señaló  que  tales  indicaciones
consideran los siguientes 6 ejes temáticos:

1. Consejo Normativo.

2.  Principio  de  especialidad  en aplicación  de
multas.

3. Opción plena del consumidor para denunciar
infracciones.

4. Robusto conjunto de reglas para graduar las
multas que resultan aplicables en el caso concreto.

5. Mejoras a los procedimientos regulados en
la ley de protección de los derechos de los consumidores.

6.  Facilitación  de  la  labor  desarrollada  por
asociaciones de consumidores e incremento de la transparencia en su
gestión.

________________

EJES TEMÁTICOS DE LAS INDICACIONES DEL EJECUTIVO

Luego, el señor Ministro se refirió en profundidad a
cada uno de los ejes temáticos sobre los cuales se apoyan las indicaciones
del Ejecutivo.

1. Consejo Normativo.

Las  indicaciones  del  Ejecutivo  plantean  crear,
introduciendo nuevos artículos en la ley de protección de los derechos de los
consumidores, un Consejo Normativo, cuerpo colegiado de cuya aprobación
depende el ejercicio de dos atribuciones del SERNAC:

(i) la atribución de interpretar administrativamente
la normativa de protección de los derechos de los consumidores; y

(ii) la atribución de dictar normas e instrucciones
de  carácter  general  en  materia  de  protección  de  derechos  de  los
consumidores.
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El  Consejo  Normativo  estará  conformado  por  3
miembros (Consejeros), con altas credenciales técnicas.

- Cada Consejero deberá ser experto en materia
de protección de los derechos de los consumidores y contar con relevantes
méritos  profesionales  o  académicos,  cuya  idoneidad  garantice  el  debido
funcionamiento del Consejo.

-  Los  Consejeros  serán  nombrados  por  el
Presidente de la República, mediante decreto supremo expedido a través del
Ministerio de Economía, previo acuerdo del Senado.

El  Consejo  operará  con  alto  grado  de
independencia  política,  como  también  de  imparcialidad  respecto  de  los
sujetos afectados por las normas de la ley de protección de los derechos de
los consumidores:

- Los consejeros durarán 4 años en sus cargos.

-  Los  miembros  del  Consejo  serán  inamovibles.
Las  causales  de  cesación  anticipada  en  el  cargo  serán  sumamente
calificadas: término del período legal de su designación; renuncia voluntaria;
negligencia manifiesta en el ejercicio de sus funciones; incapacidad psíquica
o física; incurrir en inhabilidades.

- El Consejo se renovará por parcialidades, según
va terminando el período legal de cada consejero.

-  Se  configuran  importantes  incompatibilidades
respecto  de  cargos  en  la  administración  del  Estado,  cargos  de
representación, integración de Tribunales de la República, etc., así como con
cargos de administración o de director en sociedades anónimas que pueden
ser objeto de fiscalización por el SERNAC.

- Se configuran, asimismo, inhabilidades para que
los  Consejeros  participen  en  la  propiedad  de  empresas  que  pueden  ser
objeto de fiscalización por el Servicio.

Proceso  previo  de  consulta  pública  para  el
ejercicio de atribuciones normativas. Cualquier persona podrá opinar acerca
del contenido y efectos de la propuesta del Director. Tanto la propuesta del
Director como las observaciones planteadas por particulares son públicas y
constituirán un antecedente que permitirá mejorar la propuesta del Director,
así como enriquecer la evaluación de la misma que posteriormente realice el
Consejo.

Medios  de  impugnación:  reclamación  por
ilegalidad.  Adicionalmente  se  contempla,  como  resguardo  para  los
destinatarios del  ejercicio  de estas atribuciones,  la  posibilidad de que los
afectados por un acto de aplicación de las normas o interpretaciones así
dictadas puedan reclamar por  ilegalidad ante la  Corte de Apelaciones de
Santiago en un término de 10 días.
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Conclusiones:

-El  establecimiento  del  Consejo  Normativo
profundiza las garantías del  ejercicio imparcial  de las nuevas atribuciones
que el Servicio asume.

-Esta  modificación  dejará  al  Servicio  en  una
posición  de  vanguardia  respecto  de  las  instituciones  fiscalizadoras  en
nuestro país.

-Los procedimientos establecidos para la dictación
de interpretaciones administrativas y normas de carácter general aumentan
los  niveles  de  transparencia,  predictibilidad  y  diálogo  con  los  posibles
afectados por el ejercicio de tales atribuciones, lo cual importará una mejora
sustantiva en la calidad de la normativa que se dicte.

2.- Principio de especialidad en aplicación de
sanciones.

Las indicaciones del Ejecutivo plantean establecer
que la sanción impuesta por la aplicación de una ley especial  impedirá al
Servicio aplicar una sanción adicional en razón de los mismos hechos, en la
medida  que,  para  la  determinación  de  la  sanción  basada  sobre  una  ley
especial, se haya considerado la vulneración de los derechos de los usuarios
o consumidores en los términos que los reconoce la ley de protección de los
derechos de los consumidores.

Aun  cuando  el  artículo  2º  bis  vigente  de  la  ley
sobre protección de los  derechos de los consumidores ya  soluciona este
problema, esta norma reafirmará dicha solución, eliminando cualquier clase
de incertidumbre en materia sancionatoria a la que podrían verse expuestas
empresas  que  actúan  en  industrias  reguladas,  tales  como  servicios
sanitarios, eléctricos, gas y telecomunicaciones.

3.-  Opción  plena  del  consumidor  para
denunciar infracciones.

Se permitirá la opción plena del consumidor para
denunciar,  en  las  causas de interés individual  (es decir,  en  aquellas  que
afectan  el  interés  del  consumidor  individualmente  considerado),  las
infracciones a la ley.

Así, podrá hacerlo ante:

(a) el Servicio Nacional del Consumidor;

(b) los Juzgados de Policía Local (tal como sucede
en la actualidad).
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Con  esta  indicación  el  proyecto  maximiza  las
alternativas para que el consumidor pueda hacer valer sus derechos.

4.- Reglas para graduar las multas que resultan
aplicables en el caso concreto.

Propone agregar un completo catálogo de reglas
para la determinación de las multas que proceden por infracciones a la ley de
protección  de  los  derechos  de  los  consumidores  (artículo  24  de  la  ley
vigente).

En  específico,  establecer  un  sistema  de
graduación de las multas que procedería aplicar atendiendo a determinadas
circunstancias atenuantes y agravantes.

Conforme  a  la  concurrencia  de  circunstancias
atenuantes  y  agravantes,  se  propone  establecer  rangos  porcentuales
acotados de la multa a aplicar en el caso concreto.

_________________

MESA DE ASESORES, O COMISIÓN TÉCNICA, 
FORMADA POR REPRESENTANTES 

DEL EJECUTIVO Y 
DE LOS SEÑORES PARLAMENTARIOS INTEGRANTES DE LA

COMISIÓN.

Es del caso hacer presente que, con la finalidad
de  facilitar  el  despacho de las indicaciones presentadas a la  iniciativa, la
Comisión  resolvió  formar  una  mesa  de  asesores,  o  comisión  técnica,
formada por representantes del Ejecutivo y de los señores Parlamentarios
integrantes de la Comisión.

Asimismo, la Comisión encomendó a tal instancia
de trabajo formular un plan de trabajo para el análisis de las indicaciones.

Respondiendo  a  este  último  requerimiento,  la
mesa de asesores propuso a la Comisión un orden para ir  abordando las
materias, el cual fue acogido unánimemente. 
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El referido plan de trabajo fue el siguiente:

TEMA SUBTEMA INDICACIONES 
RELACIONADAS 

MULTAS 
(Y DAÑOS

PUNITIVOS EN
PROCEDIMIENTO

PARA DEFENSA DE
INTERÉS

COLECTIVO O
DIFUSO)

 

MONTO DE
MULTAS

27, 28, 30, 32, 33, 34, 47, 48, 49,
57, 59, 167
 

LÍMITES A
MULTAS

29, 31, 35, 41, 42, 43, 44, 45, 53,
168
 

GRADUACIÓN
DE MULTAS

36, 37, 38, 39, 40

DAÑOS
PUNITIVOS

50, 51, 52, 54

PRESCRIPCIÓN
DE LA

RESPONSABILIDAD
CONTRAVENCIONAL

PLAZO DE
PRESCRIPCIÓN

55

CÓMPUTO DE
PRESCRIPCIÓN

56

PROCEDIMIENTOS

NORMAS
GENERALES

58, 60, 61, 62, 63, 64, 65, 66, 67, 
68, 69, 70, 71, 72, 73, 74, 75, 76, 
77, 78, 79, 80, 81, 82, 83, 84, 85, 
86, 87, 88, 89  

CONCILIACIONES 95

PROCEDIMIENTO
SANCIONATORIO

90, 91, 92, 93, 94, 98, 99, 100, 
101, 102, 103, 104, 105, 106, 107,
108, 109, 110, 111, 112, 113, 114, 
115, 116, 117, 118, 119, 120 
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PROCEDIMIENTO
ANTE JUZGADO

DE POLICÍA
LOCAL

128, 129

PROCEDIMIENTO
COLECTIVO

130, 131, 132, 133, 134, 135, 136,
137, 138, 139, 140, 141, 142, 143,
144, 145, 147, 148, 149 

MEDIACIONES
COLECTIVAS

150, 151, 152, 153, 154, 155, 156,
157, 158, 159, 160, 161, 162, 163,
164, 165, 166 

CONTRATOS DE ADHESIÓN 25, 26, 186
 

LIBRE COMPETENCIA 204

INDICACIONES MISCELÁNEAS 2, 3, 4, 44, 22, 23, 24, 205

ARTICULADO TRANSITORIO DEL
PROYECTO

206, 207, 208, 209, 210, 211, 212

Posteriormente, se agregó al señalado calendario
las siguientes materias:

PRINCIPIO DE ESPECIALIDAD Y
ÁMBITO DE APLICACIÓN DE LA LEY

INDICACIONES
RELACIONADAS

1, 46, 121, 122, 123, 124, 125, 
126, 127,  146, 170, 191
 

FACULTAD FISCALIZADORA

 

171, 172, 173, 174, 175, 188, 189
y 190
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ASOCIACIONES
DE

CONSUMIDORES

ASOCIACIONES DE
CONSUMIDORES

COMO
ORGANIZACIONES

DE INTERÉS
PÚBLICO

5, 6, 7, 8, 9

FACULTADES DE
ASOCIACIONES DE
CONSUMIDORES

10, 11, 12, 85, 96, 97

PROHIBICIONES DE
ASOCIACIONES DE
CONSUMIDORES

13, 14, 15, 16, 17

FONDO
CONCURSABLE

PARA
ASOCIACIONES

18, 19, 20, 21, 201, 202

OTRAS 137, 143, 144, 148, 14, 169.

DAÑO MORAL 136, 138, 61
 

REFERIDAS A LA ORGANIZACIÓN
DEL SERVICIO

CONSEJO NORMATIVO DEL
SERNAC

INDICACIONES RELACIONADAS

169, 176, 177, 178, 179 180, 181, 
182, 183, 184, 185, 187, 192, 193, 
194, 195, 196, 197, 198, 199, 200, 
203

_________________
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DISCUSIÓN PARTICULAR

Sobre  la  base de la  propuesta formulada por  la
mesa de asesores respecto del orden para ir abordando las materias en las
cuales  inciden  las  indicaciones,  la  Comisión  de  Economía  acordó,  por
unanimidad, discutir las indicaciones presentadas al proyecto aprobado en
general en relación con el tema o subtema sobre el cual recaiga, y no en el
orden correlativo utilizado en el boletín de las indicaciones.

Dado  lo  anteriormente  expuesto,  el  presente
segundo informe también contiene el debate recaído en las indicaciones en
el  orden  en  que  la  Comisión  de  Economía  fue  abordando  las  distintas
materias y votando las indicaciones correspondientes.

__________

En sesión de fecha 9 de diciembre, la Comisión
inició  el  análisis  particular  de  las  indicaciones  presentadas  al  proyecto
aprobado en general por el Senado.

De  acuerdo  a  lo  propuesto  por  la  mesa  de
asesores, la Comisión de Economía se abocó, en primer término, al estudio y
votación de las indicaciones referidas a las multas, como a su graduación;
sus límites; su monto, y daños punitivos en procedimiento para defensa del
interés colectivo o difuso.

También  consideró  la  prescripción  de  la
responsabilidad contravencional.

El  Director  del  SERNAC,  señor  Ernesto  Muñoz,
expresó que se dará cuenta de los acuerdos alcanzados por la comisión de
asesores en relación a estas materias. 

Puso  de  relieve  que  sobre  la  gran  mayoría  de
estos temas existe acuerdo, y sólo restan algunos aspectos que es necesario
perfeccionar.

________________
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INDICACIONES REFERIDAS A LAS MULTAS

SISTEMA DE GRADUACIÓN DE MULTAS, 
CON AGRAVANTES Y ATENUANTES.

Indicaciones N°s 37, 42, 42, 43, 44, 45; 29, 31, 35, 168; 27, 29, 38, 39, 40.

NUMERAL 8)

El numeral 8), del artículo 1°, del texto aprobado
en  general  por  el  Senado,  introduce  en  sus  letras  a)  a  d),  diversas
modificaciones al artículo 24 de la ley N° 19.496, norma de cierre en
materia de multas, y que, en lo sustantivo, dispone que las infracciones a lo
dispuesto por la ley sobre protección de los derechos de los consumidores
serán sancionadas con multa de hasta 50 unidades tributarias mensuales, si
no tuvieren señalada una sanción diferente.

La  asesora  del  SERNAC,  señora  Magdalena
Lazcano,  señaló  que  la  indicación  N°  37,  de  S.E.  la  Presidenta  de  la
República, relativa a la determinación del monto de las multas, es el eje de
los acuerdos alcanzados por la comisión de asesores en materia de multas. 

En consideración a lo anteriormente expresado, la
Comisión aceptó la proposición de los representantes del Ejecutivo de iniciar
el debate de esta materia con la referida indicación N° 37.

_______

Letra d)

Indicación N° 37

La  indicación  N°  37,  de  Su  Excelencia  la
Presidenta de la República, es para reemplazarla por la que sigue:

“d) Reemplázase el inciso final por los siguientes
incisos tercero, cuarto, quinto, sexto, séptimo, octavo, noveno y décimo:

“Para  la  determinación  del  monto  de  las  multas
señaladas  en  esta  ley,  el  Servicio  o  el  tribunal  correspondiente  deberán
aplicar las reglas señaladas en los incisos siguientes,  sin perjuicio de las
reglas especiales establecidas para determinadas infracciones.

Se considerarán circunstancias atenuantes:

a)  El  haberse  reparado  el  daño  causado  al
consumidor, antes de dictarse la resolución o sentencia sancionatoria, según
corresponda.

b)  Que  el  proveedor  sea  empresa  de  menor
tamaño en los términos que se refiere el inciso segundo del artículo segundo
de la ley N° 20.416.
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c) La colaboración que el infractor haya prestado
al  Servicio  Nacional  del  Consumidor  antes  o  durante  el  procedimiento
sancionatorio administrativo o judicial.

Se considerarán circunstancias agravantes: 

a) La reincidencia del proveedor cuando haya sido
sancionado con anterioridad por la misma infracción. 

b) El haber causado un daño patrimonial grave a
los consumidores, o haber dañado su integridad física o su dignidad, o haber
puesto en riesgo la seguridad e integridad física de los consumidores o de la
comunidad aun no habiéndose causado daño.

La  determinación  de  las  multas  se  efectuará
considerando las circunstancias atenuantes y agravantes señaladas en los
incisos precedentes conforme a los siguientes parámetros:

a) En aquellas infracciones respecto de las cuales
concurren  tres  atenuantes,  se  aplicará  hasta  el  40% del  máximum de la
multa que corresponda.

b) En aquellas infracciones respecto de las cuales
concurren dos atenuantes, se aplicará hasta el 60% del máximum de la multa
que corresponda.

c) En aquellas infracciones respecto de las cuales
concurre un atenuante, se aplicará hasta el 80% del máximum de la multa
que corresponda.

d) En aquellas infracciones respecto de las cuales
concurre  un agravante,  se aplicará  al  menos el  60% del  máximum de la
multa que corresponda.

e) En aquellas infracciones respecto de las cuales
concurren dos agravantes, se aplicará al menos el 80% del máximum de la
multa que corresponda.

En  caso  de  concurrir  tanto  circunstancias
atenuantes  como  agravantes,  el  Servicio  o  el  tribunal  deberán  ponderar
racionalmente cada una de éstas, a fin de que, graduando el valor de unas y
otras, al caso concreto se aplique una sanción proporcional a la intensidad
de la afectación provocada en los derechos del consumidor. Sin perjuicio de
lo anterior, la procedencia de un agravante determinará la aplicación de al
menos el 40% del máximum de la multa, aun cuando concurran una o más
circunstancias atenuantes. 

Dentro de los límites que se sigan de aplicar las
reglas establecidas en los incisos precedentes, las multas se determinarán
considerando  prudencialmente  los  siguientes  criterios:  los  parámetros
objetivos que definan el deber de profesionalidad del proveedor; el grado de
asimetría de información existente entre el infractor y la víctima; el beneficio
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económico obtenido con motivo de la infracción; la cantidad de infracciones
cometidas por parte del proveedor y su situación económica.

Tratándose de infracciones que afecten el interés
colectivo o difuso de los consumidores, el  tribunal graduará las multas de
acuerdo al número de consumidores afectados, pudiendo aplicar una multa
por  cada  uno  de  ellos,  tomando  en  consideración  la  naturaleza  de  la
infracción. Con todo, las multas que se impusieren en estos casos, no podrán
exceder  el  30% de las  ventas  del  producto,  línea de producto  o  servicio
asociado a la infracción, efectuadas por el infractor durante el periodo en que
ésta se haya prolongado o el doble del beneficio económico obtenido como
resultado  de  la  infracción.  En  caso  de  tratarse  de  un  proveedor  que
pertenezca a alguna de las categorías contenidas en el inciso segundo del
artículo segundo de la ley N° 20.416, la multa no podrá exceder el 10% de
las ventas del producto o línea de producto o servicio asociado a la infracción
efectuadas  por  el  infractor  durante  el  periodo  en  que  ésta  se  haya
prolongado, o el doble del beneficio económico obtenido como resultado de
la infracción.

Para determinar las medidas que se adopten para
prevenir o corregir infracciones, de conformidad a esta ley, el Servicio o el
tribunal, según corresponda, deberán considerar especialmente los criterios
referidos en los incisos cuarto, quinto y octavo del presente artículo.”.”.

___________

En  discusión,  el  Director  del  SERNAC,  señor
Ernesto  Muñoz,  hizo  presente  que  el  trabajo  realizado  por  la  mesa  de
asesores recoge lo que, en su oportunidad, solicitó la Comisión respecto a
especificar los criterios en materia de aplicación de multas. Por tal motivo, la
indicación  N°  37  contiene  un  sistema  de  graduación  de  multas  con
agravantes  y  atenuantes. También  hizo  presente  que,  en  materia  de
reincidencia,  la  propuesta  precisa  que  para  que  esta  se  configure  debe
tratarse de la misma infracción. 

La  Comisión  tuvo  en  consideración  que  la
proposición de la mesa de asesores es aprobar la referida indicación, con
modificaciones.

El texto modificado de la indicación N° 37 que la
mesa  de  trabajo  propone  aprobar  es  el  reemplazo  de  la  letra  d)  por  la
siguiente:

“d) Reemplázase el inciso final por los siguientes
incisos tercero, cuarto, quinto, sexto, séptimo, octavo, noveno y décimo:

“Para  la  determinación  del  monto  de  las  multas
señaladas  en  esta  ley,  el  Servicio  o  el  tribunal  correspondiente  deberán
aplicar las reglas señaladas en los incisos siguientes,  sin perjuicio de las
reglas especiales establecidas para determinadas infracciones.

Se considerarán circunstancias atenuantes:
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a)  El  haberse  reparado  el  daño  causado  al
consumidor, antes de dictarse la resolución o sentencia sancionatoria, según
corresponda.

b)  Que  el  proveedor  sea  empresa  de  menor
tamaño en los términos que se refiere el inciso segundo del artículo segundo
de la ley N° 20.416.

c) La colaboración que el infractor haya prestado
al  Servicio  Nacional  del  Consumidor  antes  o  durante  el  procedimiento
sancionatorio administrativo o judicial.

Se considerarán circunstancias agravantes: 

a) La reincidencia del proveedor cuando haya sido
sancionado con anterioridad por la misma infracción. 

b) El haber causado un daño patrimonial grave a
los  consumidores,  o  haber  dañado  su  integridad  física  o  psíquica o  su
dignidad, o haber puesto en riesgo la seguridad e integridad física de los
consumidores o de la comunidad aun no habiéndose causado daño.

La  determinación  de  las  multas  se  efectuará
considerando las circunstancias atenuantes y agravantes señaladas en los
incisos precedentes conforme a los siguientes parámetros:

a) En aquellas infracciones respecto de las cuales
concurren  tres  atenuantes,  se  aplicará  hasta  el  40% del  máximum de la
multa que corresponda.

b) En aquellas infracciones respecto de las cuales
concurren dos atenuantes, se aplicará hasta el 60% del máximum de la multa
que corresponda.

c) En aquellas infracciones respecto de las cuales
concurre un atenuante, se aplicará hasta el 80% del máximum de la multa
que corresponda.

d) En aquellas infracciones respecto de las cuales
concurre  un agravante,  se aplicará  al  menos el  60% del  máximum de la
multa que corresponda.

e) En aquellas infracciones respecto de las cuales
concurren dos agravantes, se aplicará al menos el 80% del máximum de la
multa que corresponda.

En  caso  de  concurrir  tanto  circunstancias
atenuantes  como  agravantes,  el  Servicio  o  el  tribunal  deberán  ponderar
racionalmente cada una de éstas, a fin de que, graduando el valor de unas y
otras, al caso concreto se aplique una sanción proporcional a la intensidad
de la afectación provocada en los derechos del consumidor. Sin perjuicio de
lo anterior, la procedencia de un agravante determinará la aplicación de al
menos el 40% del máximum de la multa, aun cuando concurran una o más
circunstancias atenuantes. 
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Dentro de los límites que se sigan de aplicar las
reglas establecidas en los incisos precedentes, las multas se determinarán
considerando  prudencialmente  los  siguientes  criterios:  los  parámetros
objetivos que definan el deber de profesionalidad del proveedor; el grado de
asimetría de información existente entre el infractor y la víctima; el beneficio
económico obtenido con motivo de la infracción; la cantidad de infracciones
cometidas por parte del proveedor y su situación económica.

Tratándose de infracciones que afecten el interés
colectivo o difuso de los consumidores, el  tribunal graduará las multas de
acuerdo al número de consumidores afectados, pudiendo aplicar una multa
por  cada  uno  de  ellos,  tomando  en  consideración  la  naturaleza  de  la
infracción. Con todo, el total de las multas que se impusieren en estos casos,
no podrán exceder el 30% de las  ventas de la línea de producto o servicio
objeto de la infracción, efectuadas por el infractor durante el periodo en que
ésta se haya prolongado o el doble del beneficio económico obtenido como
resultado  de  la  infracción.  En  caso  de  tratarse  de  un  proveedor  que
pertenezca a alguna de las categorías contenidas en el inciso segundo del
artículo segundo de la ley N° 20.416, el total de las multas no podrá exceder
el 10% de las ventas de la línea de producto o servicio objeto de la infracción
efectuadas  por  el  infractor  durante  el  periodo  en  que  ésta  se  haya
prolongado, o el doble del beneficio económico obtenido como resultado de
la infracción.

Para determinar las medidas que se adopten para
prevenir o corregir infracciones, de conformidad a esta ley, el Servicio o el
tribunal, según corresponda, deberán considerar especialmente los criterios
referidos en los incisos cuarto, quinto y octavo del presente artículo.”.

El  Honorable  Senador  señor  Tuma destacó  la
graduación en la aplicación de multas, y que se avanzó bastante en detallar
el  sentido  y  significado  de  cada  una  de  las  atenuantes  que  consagra  la
norma.

La Honorable Senadora señora Pérez consideró
que se ha logrado un buen acuerdo en la mesa técnica formada al efecto. Lo
relevante del acuerdo era fijar criterios, sin perjuicio del perfeccionamiento de
los mismos en el seno de la Comisión.

El Honorable Senador señor Tuma manifestó su
inquietud  por  el  monto  de  las  multas,  especialmente  tratándose  de  las
PYMES. La indicación señala que no se puede imponer una multa inferior al
40% del máximo, cifra que puede ser demoledora para una PYME, que en
ocasiones no tienen 3 millones de pesos ni de capital.

El  Honorable Senador  señor Moreira valoró el
trabajo de la comisión técnica. En relación con las PYMES, destacó que el
ser una pyme es precisamente una circunstancia atenuante. Consultó por el
modo en que se conjugan atenuantes y agravantes.

El  Honorable Senador señor Pizarro mostró su
acuerdo con la propuesta de la comisión técnica. En cuanto a la aprensión
respecto del techo mínimo de la multa, llamó la atención que se trata de un
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monto calculado sobre las ventas de una determinada línea de productos y
servicios.

El  Honorable  Senador  señor  Moreira hizo
presente  que,  compartiendo el  espíritu  de lo  expresado por  el  Honorable
Senador  señor  Pizarro,  no  hay  que  olvidar  que  las  PYMES  no  cuentan
habitualmente con distintas líneas de producción.

El  Honorable Senador señor Tuma agregó que
el  tope  de  un  30% por  línea  de  productos  o  servicios  se  consagra sólo
tratándose de  infracciones que afecten el interés colectivo o difuso de los
consumidores.

El  asesor del Honorable Senador señor Tuma,
señor  Eduardo  Barros,  consignó  que  en  la  comisión  técnica  no  se  ha
logrado acuerdo en relación con la conveniencia de fijar un piso mínimo de
las multas. También se encuentra pendiente el acuerdo sobre una propuesta
respecto de las PYMES.

Los Honorables Senadores presentes estuvieron
de  acuerdo  en  la  necesidad  de  dar  una  nueva  mirada  al  tema “multas”,
respecto del régimen especial de las PYMES y la existencia de un piso.

Se  solicitó  asimismo  al  Ejecutivo  traer  en  una
próxima sesión simulaciones que grafiquen el monto de las multas.

La  Honorable  Senadora  señora  Pérez solicitó
que en  las  hipótesis  concretas  que  se  analicen,  se  consideren casos de
PYMES de regiones, cuya realidad es distinta de las que están en Santiago.

En  una  nueva  sesión,  el  Honorable  Senador
señor Tuma manifestó que, habiendo analizado nuevamente el tema de las
PYMES,  y  consultado el  parecer  de  CONAPYME, estaría  de  acuerdo en
aprobar la propuesta sobre esta materia que el Ejecutivo dio a conocer la
última sesión, con excepción de lo relativo al techo de las multas aplicables a
las PYMES, que CONAPYME solicita se fijen en los siguientes montos: 72
UTM si existe una atenuante; 54 UTM con dos atenuantes, y 36 UTM si hay
tres atenuantes. Solicitó al Ejecutivo considerar esta proposición.

Respecto del techo, si  bien en su parecer sigue
siendo bastante alto, en miras a llegar a un consenso lo aprobará.

El Director del SERNAC, señor Ernesto Muñoz,
mostró  su  disposición  de  acoger  la  propuesta  hecha  por  el  Honorable
Senador señor Tuma, sustituyendo en la indicación N° 11 el “50%” de rebaja
por un “70%”.

Hizo  un rápido  repaso  de las  reglas  propuestas
para  las  PYMES,  que  fueron  desarrolladas  extensamente  en  una  sesión
anterior. 

La Comisión retomó el análisis de las indicaciones
presentadas al proyecto aprobado en general.
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El  asesor del  SERNAC, señor Rodrigo Romo,
recordó  que  el  eje  de  los  acuerdos  en  esta  materia  se  contiene  en  la
indicación N° 37 del Ejecutivo.

El  Honorable Senador señor Tuma consultó en
relación  con la  atenuante  de la  letra  a),  referida  a  la  reparación  del  mal
causado, si implícitamente implica reconocer que se cometió una falta y se
causó un daño. Recordó que en muchas oportunidades el proveedor discute
precisamente  la  existencia  de  estos  elementos,  y  consultó  quién  es  el
encargado de dirimir. También preguntó cómo se mide la colaboración, de
modo de evitar que se trate de algo subjetivo.

El señor Muñoz hizo presente, por una parte, que
al  hablar  de  atenuantes,  temporalmente  nos  ubicamos  al  momento  de
imposición de una sanción: se trata de reglas de aplicación de la multa, por lo
que ya se estableció en un procedimiento la existencia de la falta. Por otra
parte, se contempla en el artículo 24 la dictación de normas de aplicación
obligatoria para el Servicio, que especificarán los criterios para configurar las
atenuantes y agravantes.

Dio  algunos  ejemplos  de  lo  que  se  considera
reparar  el  mal  causado:  entrega de información,  disposición a concurrir  a
instancias respectivas, disposición a ofrecer soluciones al consumidor, entre
otras.

Siguiendo  con  las  reglas  de  aplicación  de  las
multas, el Honorable Senador señor Tuma hizo presente que el acuerdo es
que no exista un piso para las multas en el caso de la PYME. 

El señor Director precisó que las hipótesis en que
existen  pisos  mínimos de multas  son aquellas  en que sólo  se  presentan
agravantes. Lo anterior nunca ocurrirá respecto a una PYME, ya que el solo
hecho de ser una empresa de menor tamaño constituye una atenuante, de
manera que se cumple el acuerdo mencionado por el  Honorable Senador
señor Tuma. 

En relación con la rebaja del  techo de la multa,
recalcó que debe introducirse en la indicación N° 111 referida al artículo 50
N,  de  Su Excelencia la  Presidenta de la  República,  para  intercalar  como
inciso segundo el siguiente: 

“Tratándose  de  las  empresas  proveedoras
comprendidas en la clasificación del inciso segundo del Artículo Segundo de
la ley N° 20.416 que infrinjan por primera vez las disposiciones de esta ley,
las multas a que se refiere la letra b) precedente serán reemplazadas por
una capacitación en los derechos y deberes de los consumidores, salvo que
se hubiese configurado la agravante señalada en la letra b) del inciso quinto
del artículo 24.”.

El  Honorable  Senador  señor  Moreira formuló
diversos  comentarios.  En  primer  término,  destacó  la  introducción  como
agravante el daño síquico, o haber afectado la dignidad del consumidor. En
cuanto  a  la  agravante  “reincidencia”,  hizo  presente  que  se  contempla  un
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plazo para que se configure la reincidencia sólo en el caso de las PYMES,
pero tratándose del resto de los proveedores no hay plazo, lo que parece
excesivo; es importante que la infracción se repita en un marco de tiempo
definido para hablar de reincidencia, por ejemplo dos años.

El  Honorable  Senador  señor  Tuma reiteró  la
importancia de la rebaja del techo de las multas en el caso de las PYMES.
Respecto a la reincidencia, puso de relieve que este fue un tema de debate
en la comisión técnica, y consultó qué ocurre tratándose del  resto de los
proveedores. Coincidió con el Honorable Senador señor Moreira en que no
puede ser una situación eterna, que en cualquier momento que la empresa
cometa una nueva infracción se configure reincidencia.

El Director del SERNAC, señor Ernesto Muñoz,
informó que no se consideró en las discusiones en torno a esta disposición la
fijación de un plazo para la reincidencia en casos distintos de la PYME. Ello
ocurrió por dos motivos: una focalización del esfuerzo en las PYMES, y las
propias políticas comerciales de las grandes empresas. 

La Honorable Senadora señora Pérez consideró
que,  atendida la  naturaleza de las infracciones,  parece razonable fijar  un
plazo similar al de prescripción de los delitos económicos, homologar ambas
situaciones. Ese plazo es de 5 años. Esta ley debe contemplar sanciones
fuertes y duras, de modo que las grandes empresas estén conscientes que
las infracciones en este ámbito son gravísimas. Agregó que la incorporación
como agravante  del  daño  sicológico  fue  una  propuesta  de  su  equipo  de
trabajo y se mostró muy satisfecha por su aprobación. 

El  Honorable Senador señor Pizarro estuvo por
fijar  un  plazo.  Lo  importante  es  dejar  claramente  determinado  qué  se
entiende por “la misma infracción”. Es plausible querer sancionar mediante
una ley enérgica, pero hay que tener cuidado de no sobreactuar tratándose
de las multas. Es contrario a la estigmatización de las grandes empresas
como “malos”, ya que las malas prácticas pueden tener lugar tanto en una
gran  empresa  como  en  una  PYME.  En  ese  sentido,  le  parece
desproporcionado  asimilar  una  infracción  en  este  ámbito  a  un  delito
económico.

La Honorable Senadora señora Pérez puntualizó
que la homologación que propuso es sólo en cuanto al plazo, no a consignar
en  la  ley  que  una  infracción  a  la  ley  de  protección  de  los  derechos  del
consumidor se considera un delito económico.

El  Honorable Senador señor Moreira reiteró la
necesidad de consagrar un plazo.

El  Presidente  de  la  Comisión,  Honorable
Senador señor Tuma, propuso consagrar para proveedores que no sean
PYMES un plazo de 36 meses,  dentro del  cual,  si  es  sancionado por  la
misma infracción, se considera reincidente.

La Comisión estuvo de acuerdo con la propuesta
del señor Presidente.
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A  continuación,  el  Honorable  Senador  señor
Tuma se refirió  a  aquellas infracciones que afecten el  interés colectivo o
difuso. Pidió precisar algunos aspectos relativos al límite conforme al cual el
total de las multas que se impusieren en estos casos no podrán exceder el
30% de las ventas de la línea de producto o servicio objeto de la infracción,
como el período de ventas sobre la base del cual se calcula el límite, y qué
se entiende por línea de productos o servicios.

El  Director Nacional  del Servicio Nacional del
Consumidor,  señor  Ernesto  Muñoz recordó  que  hoy  en  día  el  juez  ya
cuenta  con  la  facultad  de  imponer  una  multa  por  cada  uno  de  los
consumidores  afectados.  Esta  disposición  establece  una  guía,  un  límite,
respecto de esta situación que ya está contemplada. La base de cálculo es el
30% de las ventas de la línea de producto o servicio objeto de la infracción,
efectuadas  por  el  infractor  durante  el  periodo  en  que  ésta  se  haya
prolongado. Puso de relieve que se trata del producto o servicio afectado por
la infracción, no de todas las ventas del proveedor.

--En votación, la indicación N° 37 fue aprobada,
con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la
Comisión,  Honorables  Senadores  señora  Pérez  y  señores  Moreira,
Pizarro y Tuma. (Aprobada, con modificaciones; unanimidad, 4x0).

Indicaciones N°s 41, 42, 43, 44 y 45

A continuación, a sugerencia del  señor Rodrigo
Romo,  el  señor  Presidente  propuso  a  la  Comisión  pronunciarse  por  las
indicaciones cuyo propósito coincida con la indicación N° 37, en los términos
recientemente aprobados, a saber, las indicaciones N°s 41 a 45, referidas a
los límites de las multas, y, de ser aprobadas, se entiendan subsumidas en el
texto ya sancionado, es decir, aprobadas con modificaciones.

--Puestas en votación, las indicaciones N°s 41,
42, 43, 44 y 45 fueron aprobadas, con modificaciones, por la unanimidad
de  los  miembros  presentes  de  la  Comisión,  Honorables  Senadores
señora  Pérez  y  señores  Moreira,  Pizarro  y  Tuma.  (Aprobadas,  con
modificaciones; unanimidad, 4x0).

Indicaciones N°s 29, 31, 35, 53, 57 letra b), 59
letra b) y 168

Seguidamente,  y  a  proposición  de  los
representantes del  Ejecutivo, el  señor Presidente de la Comisión puso en
votación un conjunto de indicaciones que proponen fijar un límite a las multas
distinto al aprobado, a saber, las indicaciones N°s 29; 31; 35; 53; 57 letra
b); 59 letra b) y 168.

La  Comisión  estimó  que  tales  indicaciones  son
contradictorias con la indicación N° 37, aprobada con modificaciones, por lo
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que  correspondería  rechazarlas.  También  tuvo  en  consideración  que  el
artículo  24  se  hace  cargo,  de  manera  genérica,  de  la  situación  de  las
empresas de menor tamaño. 

--Puestas en votación, las indicaciones N°s 29;
31;  35;  53;  57  letra  b);  59  letra  b);  y  168  fueron  rechazadas  por  la
unanimidad  de  los  miembros  presentes  de  la  Comisión,  Honorables
Senadores  señora  Pérez  y  señores  Moreira,  Pizarro  y  Tuma.
(Rechazadas; unanimidad, 4x0).

Finalmente, representaron a la Comisión que las
indicaciones N° 27, 38, 39 y 40 también están relacionadas con el tema
debatido.

--Las  indicaciones  N°  27,  38,  39  y  40  fueron
retiradas por sus autores.

_____________

OTRAS INDICACIONES RELACIONADAS CON LAS MULTAS, 
TANTO EN LO RELATIVO A SU MONTO COMO A SUS LÍMITES

Indicaciones N°s 36, 28, 30, 47, 48, 49, 32, 33, 34, 167, 57, 58, 59

Luego,  la  Comisión  estudió  y  se  pronunció
sobre  otras  indicaciones  relacionadas  con  las  multas,  tanto  en  lo
relativo a su monto, cuanto a sus límites. 

Indicación N° 36

La  indicación  N°  36,  de  Su  Excelencia  la
Presidenta de la República, es para sustituir la letra c) del numeral 8 del
artículo 1° por la siguiente:

“c) Derógase el inciso tercero.”.

La  señora  Lazcano explicó  que  la  mesa  de
asesores  propone  aprobar  esta  indicación  del  Ejecutivo,  que  elimina  el
concepto  de  reincidencia  del  artículo  24,  el  que  es  modificado  en  la
indicación  N°  37  del  Ejecutivo,  que  recoge  la  reincidencia  como  una
agravante.

--En votación la indicación N° 36 fue aprobada
por  la  unanimidad  de  los  miembros  presentes  de  la  Comisión,
Honorables Senadores señora Pérez y señores Moreira, Pizarro y Tuma.
(Aprobada; unanimidad, 4x0).
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Indicación N° 28

La  indicación  N°  28, del  Honorable  Senador
señor  García,  propone  reemplazar  el  numeral  6)  del  artículo  1° por  el
siguiente:

“6) Reemplázase en el  artículo 17K las palabras
“setecientas  cincuenta unidades tributarias mensuales”  por  “mil  quinientas
unidades tributarias mensuales”.”.

La  comisión  técnica  propuso  el  rechazo  de  la
indicación N° 28, por referirse a un tema resuelto por la ya citada indicación
N° 37 del Ejecutivo, manteniendo las multas y los topes. 

--En votación la indicación N° 28 fue rechazada
por  la  unanimidad  de  los  miembros  presentes  de  la  Comisión,
Honorables Senadores señora Pérez y señores Moreira, Pizarro y Tuma.
(Rechazada; unanimidad 4x0).

Indicación N° 30

La indicación  N°  30,  del  Honorable  Senador
señor  García,  es  para  reemplazar  el  numeral  7)  del  artículo  1° por  el
siguiente:

“7) Reemplázase en el inciso segundo del artículo
23, la frase “cien a trescientas” por “100 a 600”.”.

El numeral 7), del artículo 1°, del texto aprobado
en general por el Senado, prescribe:

“7) Reemplázase en el inciso segundo del artículo
23, la frase “cien a trescientas” por “100 a 3.000”.”.

____

La  comisión  técnica  propuso  rechazar  la
indicación N° 30, ya que se acordó que se mantendrán los topes de las
multas que contempla el texto aprobado en general por la Comisión, dado
que  con  la  indicación  N°  37  del  Ejecutivo  se  establece  un  sistema  de
graduación  de  las  multas  y  se  aclara  el  límite  en  los  procedimientos
colectivos. 

--En votación la indicación N° 30 fue rechazada
por  la  unanimidad  de  los  miembros  presentes  de  la  Comisión,
Honorables Senadores señora Pérez y señores Moreira, Pizarro y Tuma.
(Rechazada; unanimidad 4x0).

La  señora  Lazcano hizo  presente  que  lo
planteado respecto de la indicación N° 30 también aplica respecto de las
indicaciones N°s 33, 34, 47, 49, 57 letra a), 59 letra a) y 167, como se verá
oportunamente.
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Indicaciones N°s 47 y 48

Las  indicaciones  N°s  47  y  48  también  están
referidas al monto de las multas, y recaen en el  numeral 9) del artículo 1°
del texto aprobado en general por el Senado, que introduce en sus letras a) a
c) diversas modificaciones al artículo 25 de la ley N° 19.496, que contempla
multas para quien suspendiere, paralizare o no prestare, sin justificación, un
servicio previamente contratado y por el cual se hubiere pagado derecho de
conexión, de instalación, de incorporación o de mantención.

Letra a)

La letra a) dispone:

“a) En el inciso primero, reemplázase el guarismo
“150” por “750”.”.

La  indicación  N°  47,  del  Honorable  Senador
señor García, es para sustituir el guarismo “750” por “300”.

Letra b)

La letra b) dispone:

“b) En el inciso segundo, reemplázase el guarismo
“300” por “1.500”.”.

La indicación N° 48,  de la Honorable Senadora
señora Pérez, es para reemplazarla por la que sigue:

“b) Sustitúyese el inciso segundo por el siguiente:

“Cuando el servicio de que trata el inciso anterior
fuere  de  agua  potable,  gas,  alcantarillado,  energía  eléctrica,
telecomunicaciones,  recolección  de  basura  o  elementos  tóxicos,  los
responsables  serán sancionados con multa  de 300 hasta  1.500 unidades
tributarias mensuales.”.

________________

La  señora  Lazcano informó  que  la  mesa  de
asesores propone rechazar la indicación N° 47, ya que se acordó que se
mantendrán los topes de las multas que contempla el  texto aprobado en
general por la Comisión, dado que con la indicación N° 37 del Ejecutivo se
establece un sistema de graduación de las multas y se aclara el límite en los
procedimientos colectivos.
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Asimismo,  propone  aprobar,  con  modificaciones,
la  indicación  N°  48,  en  el  sentido  de  eliminar  el  piso  de  la  multa,  y  de
reemplazar  “teléfono”  por  “telecomunicaciones”,  pues  se  estima  que
“teléfono” es un concepto muy restrictivo. 

--En votación la indicación N° 47 fue rechazada
por  la  unanimidad  de  los  miembros  presentes  de  la  Comisión,
Honorables Senadores señora Pérez y señores Moreira, Pizarro y Tuma.
(Rechazada; unanimidad, 4x0).

--En votación la indicación N° 48 fue aprobada,
con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la
Comisión,  Honorables  Senadores  señora  Pérez  y  señores  Moreira,
Pizarro y Tuma. (Aprobada, con modificaciones; unanimidad, 4x0).

Indicación N° 49

La indicación  N°  49,  del  Honorable  Senador
señor García, por su parte, también recaída en el numeral 9) del artículo 1°
del  texto  aprobado  en  general  por  el  Senado,  propone  reemplazar  el
guarismo “1500” por “600”.

La comisión técnica propone su rechazo, pues la
propuesta  es  mantener  los  topes  de  las  multas  que  contempla  el  texto
aprobado en general por la Comisión, dado que con la indicación N° 37 del
Ejecutivo se establece un sistema de graduación de las multas y se aclara el
límite en los procedimientos colectivos.

--En votación la indicación N° 49 fue rechazada
por  la  unanimidad  de  los  miembros  presentes  de  la  Comisión,
Honorables Senadores señora Pérez y señores Moreira, Pizarro y Tuma.
(Rechazada; unanimidad, 4x0).

Indicación N° 32

La  indicación N° 32,  de la Honorable Senadora
señora Pérez, es para sustituir en el  numeral 7) del artículo 1° del texto
aprobado en general por el Senado, que reemplaza, en el inciso segundo del
artículo 23 de la L.P.C., la frase “cien a trescientas” por “100 a 3.000”, la
expresión “100 a 3.000” por “300 a 3.000”.

La  señora Lazcano expresó que la propuesta es
acoger la idea contenida en la indicación, con modificaciones, en el sentido
que  en  lugar  de  aumentar  el  piso  de  la  multa,  éste  se  eliminaría,
considerando que esta era la única multa que mantenía un piso. 

--En votación la indicación N° 32 fue aprobada,
con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la
Comisión,  Honorables  Senadores  señora  Pérez  y  señores  Moreira,
Pizarro y Tuma. (Aprobada, con modificaciones; unanimidad, 4x0).
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Indicaciones N° 33 y 34

Ambas  indicaciones  también  están  referidas  al
numeral 8) del artículo 1° del texto aprobado en general por el Senado, el
que,  como  ya  se  advirtió,  introduce  en  sus  letras  a)  a  d),  diversas
modificaciones  al  artículo  24,  norma  de  clausura  en  relación  con  las
sanciones de la ley N° 19.496.

La  indicación  N°  33,  del  Honorable  Senador
señor  García,  es  para  reemplazar  la  letra  a),  que  sustituye  en  el  inciso
primero  de artículo  24  el  guarismo “50”  por  “300”,  el  guarismo “300”  por
“100”.

A  su  vez,  la  indicación  N°  34,  también  del
Honorable Senador señor García, recae en la letra b) del numeral 8, que
reemplaza en el inciso segundo del artículo 24, los guarismos “750” y “1.000”
por  “1.500”  y  “3.000”,  respectivamente,  y  tiene  por  objeto  reemplazar  el
guarismo “3.000” por “2.000”.

La  mesa  de  asesores  propuso  rechazar  las
indicaciones N°s 33 y 34, ya que se acordó que corresponde mantener los
topes  de  las  multas  que  contempla  el  texto  aprobado  en  general  por  la
Comisión, dado que con la indicación N° 37 del Ejecutivo se establece un
sistema  de  graduación  de  las  multas  y  se  aclara  el  límite  en  los
procedimientos colectivos.

--En  votación  las  indicaciones  N°s  33  y  34
fueron rechazadas por la unanimidad de los miembros presentes de la
Comisión,  Honorables  Senadores  señora  Pérez  y  señores  Moreira,
Pizarro y Tuma. (Rechazadas; unanimidad 4x0).

o o o o o

La  Comisión  acogió  una  proposición  de  la
mesa de asesores en orden a introducir una modificación al numeral 34,
en el sentido de eliminar el inciso segundo del artículo 55 D.

----En  votación,  la  proposición  fue  aprobada
por  la  unanimidad  de  los  miembros  presentes  de  la  Comisión,
Honorables  Senadores  señora  Pérez  y  señores  Moreira  y  Tuma.
(Artículo  121  del  Reglamento  de  la  Corporación).  (Aprobada;
unanimidad 3x0).

o o o o o

Indicación N° 167

La  indicación 167, del Honorable Senador señor
García, recae en el número 35) del artículo 1° del proyecto, que modifica el
artículo  56  de  la  L.P.C.,  para  permitir  que  el  Servicio  Nacional  del
Consumidor sancione al proveedor con una multa de hasta 150 unidades
tributarias mensuales. La indicación plantea sustituir el guarismo “150” por
“100”.
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La Comisión estuvo por rechazar la indicación N°
167,  ya  que  se  acordó  que  se  mantendrán  los  topes  de  las  multas  que
contempla el texto aprobado en general por la Comisión, dado que con la
indicación N°37 del Ejecutivo se establece un sistema de graduación de las
multas y se aclara el límite en los procedimientos colectivos.

--En  votación  la  indicación  N°  167  fue
rechazada  por  la  unanimidad  de  los  miembros  presentes  de  la
Comisión,  Honorables  Senadores  señora  Pérez  y  señores  Moreira,
Pizarro y Tuma. (Rechazada; unanimidad, 4x0).

Indicación N° 57 letra a)

La  indicación  N°  57  letra  a) recae  sobre  el
numeral 11) del artículo 1° del texto aprobado en general por el Senado.

El numeral 11) del artículo 1° del texto aprobado
en  general  por  el  Senado  modifica  el  artículo  29  de  la  ley  N°  19.496,
incrementando a 300 unidades tributarias mensuales la multa máxima a que
podrá ser sancionado el que estando obligado a rotular los bienes o servicios
que produzca, expenda o preste, no lo hiciere, o faltare a la verdad en la
rotulación, la ocultare o alterare. La ley vigente fija un margen de entre 5 a 50
UTM para tal efecto.

La  indicación  N°  57,  del  Honorable  Senador
señor García, propone reemplazarlo por el siguiente:

“11) Introdúcense las siguientes modificaciones al
artículo 29:

a) Sustitúyese la frase “de cinco a cincuenta” por
“de hasta 100”.

b) Incorpórase el siguiente inciso segundo:

“Tratándose de proveedores de menor tamaño, la
multa establecida en el inciso anterior será de hasta 50 unidades tributarias
mensuales.”.”.

En  la  misma  línea  de  indicaciones  sobre  la
materia, la Comisión estuvo por rechazar la propuesta de la letra a), ya que
se acordó que se mantendrán los topes de las multas que contempla el texto
aprobado en general por la Comisión, dado que con la indicación N° 37 del
Ejecutivo se establece un sistema de graduación de las multas y se aclara el
límite en los procedimientos colectivos.
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La Comisión había rechazado la letra b) de esta
indicación, por considerarla contradictoria con la indicación N° 37, que fue
aprobada.

--La indicación N° 57 letra a) fue rechazada por
la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables
Senadores  señora  Pérez,  y  señores  Navarro,  Moreira  y  Tuma.
(Rechazada; unanimidad, 4x0).

Indicación N° 58

La  indicación N° 58 recae sobre el  numeral 13)
del artículo 1° del texto aprobado en general por el Senado, que reemplaza
el artículo 34 de la ley N° 19.496 por el siguiente:

“Artículo 34.-  En los casos de publicidad falsa o
engañosa, podrá el Servicio o el tribunal competente, de oficio o a solicitud
del denunciante, exigir del respectivo medio de comunicación utilizado en la
difusión de los anuncios o de la correspondiente agencia de publicidad, la
identificación  del  anunciante,  su  representante  legal  o  responsable  de  la
emisión publicitaria en los términos del artículo 50 D, dentro del plazo de
cuarenta y ocho horas contados desde el requerimiento formal.”.

La  indicación  N°  58,  del  Honorable  Senador
señor  Moreira,  propone  sustituir  la  frase  “podrá  el  Servicio  o  el  tribunal
competente, de oficio o a solicitud del denunciante,” por “el tribunal podrá, a
solicitud del Servicio o del particular afectado,”.

En discusión, el señor Rodrigo Romo señaló que
considera  necesario  que  el  Servicio  pueda  solicitar  información  que  es
general y sólo busca identificar al anunciante.

--La indicación N° 58 fue retirada por su autor.

Indicación N° 59 letra a)

La  indicación  N°  59  letra  a)  recae  sobre  el
número 16) del artículo 1°, que reemplaza en el inciso tercero del artículo
45, el guarismo “750” por “3.000”, con el objetivo de incrementar el monto
máximo de la multa con que podrá ser sancionado el que no cumpla con las
obligaciones establecidas en el referido artículo.
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La  indicación  N°  59,  del  Honorable  Senador
señor García,  es para reemplazarlo por el que sigue:

“16) Introdúcense las siguientes modificaciones al
artículo 45:

a)  Sustitúyese  en  su  inciso  tercero  el  guarismo
“750” por “1.500”.

b) Incorpórase el siguiente inciso cuarto:

“Tratándose de proveedores de menor tamaño, la
multa establecida en el inciso anterior será de hasta 750 unidades tributarias
mensuales.”.”.

En discusión, la Comisión estuvo por rechazar la
propuesta de la letra a) ya que se acordó que se mantendrán los topes de las
multas que contempla el texto aprobado en general por la Comisión, dado
que  con  la  indicación  N°  37  del  Ejecutivo  se  establece  un  sistema  de
graduación  de  las  multas  y  se  aclara  el  límite  en  los  procedimientos
colectivos.

La Comisión había rechazado la letra b) de esta
indicación, por considerarla contradictoria con la indicación N° 37, que fue
aprobada.

--La indicación N° 59 letra a) fue rechazada por
la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables
Senadores  señora  Pérez  y  señores  Navarro,  Moreira  y  Tuma.
(Rechazada. Unanimidad, 4x0).

______________
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INDICACIONES REFERIDAS AL DAÑO PUNITIVO

Indicaciones N°s 50, 51, 52, 54, 54 bis.

Luego, la Comisión se abocó al estudio de las
indicaciones referidas al daño punitivo. 

Indicación N° 50

La indicación N° 50 recae sobre la letra c) del
numeral 9), que modifica el artículo 25 de la L.P.C. 

La referida letra c) prescribe:

“c) Agréganse, a continuación del inciso segundo,
los siguientes incisos tercero y cuarto, pasando el actual tercero a ser quinto:

“En los casos señalados en el inciso anterior y, sin
perjuicio del ejercicio del derecho establecido en el artículo 3°, inciso primero,
letra  e),  de  esta  ley,  el  proveedor  deberá  indemnizar  por  vía  punitiva  al
consumidor afectado, por cada día de suministro, con un monto equivalente
al cobro efectuado por el consumo del mes anterior, con un tope máximo de
doce días. Dicho monto deberá descontarse del o de los cobros siguientes al
de la suspensión, paralización o no prestación del servicio. La indemnización
punitiva de que trata este inciso tendrá lugar en aquellos casos en que las
leyes  especiales  respectivas  no  contemplen  una  indemnización  de  esta
naturaleza.

Se  entenderá  como un  día  sin  suministro,  cada
vez que el  servicio  haya sido  interrumpido,  paralizado o no prestado por
cuatro horas o más en forma continua.”.”.

La  indicación  N°  50,  del  Honorable  Senador
señor Moreira, es para suprimirla.

--La indicación N° 50 fue retirada por su autor.

Indicación N° 51

La  indicación N° 51,  de la Honorable Senadora
señora Pérez, está referida al inciso tercero propuesto en la letra c), para
sustituir la expresión “tendrá lugar” por “sólo tendrá lugar”.

--En votación la indicación N° 51 fue aprobada
por  la  unanimidad  de  los  miembros  presentes  de  la  Comisión,
Honorables Senadores señora Pérez y señores Moreira, Pizarro y Tuma.
(Aprobada; unanimidad, 4x0).
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Inciso cuarto propuesto

Indicación N° 52

La  indicación N° 52,  de la Honorable Senadora
señora Pérez, está referida al inciso tercero propuesto por la letra c), para
reemplazar la locución “cuatro horas” por “seis horas”.

--La indicación N° 52 fue retirada por su autora.

o o o o o

Indicación N° 54 Y 54 bis

La indicación  N°  54,  de  los  Honorables
Senadores señores Moreira, Coloma, García, Larraín y Pérez Varela, y la N°
54 bis,  de la  Honorable Senadora señora Pérez,  proponen consultar  una
letra nueva, del siguiente tenor:

“…) Agrégase el siguiente inciso final:

“Lo dispuesto en este artículo no se aplicará en
aquellos casos en que las leyes especiales respectivas regulen los efectos
de la suspensión, paralización o no prestación de un servicio.”.

o o o o o

De acuerdo a la propuesta de la comisión técnica,
la Comisión acordó el rechazo de la indicación N° 54, pues el efecto buscado
se encuentra recogido en la norma aprobada en general por la Comisión, con
la modificación incorporada por la indicación N° 51 de la Honorable Senadora
señora Pérez.

--En votación la indicación N° 54 fue rechazada
por  la  unanimidad  de  los  miembros  presentes  de  la  Comisión,
Honorables Senadores señora Pérez y señores Moreira, Pizarro y Tuma.
(Rechazada; unanimidad, 4x0).

--La  indicación  N°  54  bis  fue  retirada  por  su
autora.
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INDICACIONES REFERIDAS A LA PRESCRIPCIÓN 
DE LA RESPONSABILIDAD CONTRAVENCIONAL.

Indicaciones N°s 55 y 56

En  relación  con  las  indicaciones  referidas  a  la
prescripción de la responsabilidad contravencional, la señora Lazcano hizo
presente  que  la  propuesta  de  la  mesa  técnica  es  mantener  la  forma  de
cómputo del plazo actualmente vigente. En tal sentido, propuso el retiro o el
rechazo de las indicaciones referidas este punto.

La  materia  es  abordada  en  el  numeral  10)  del
artículo 1° del texto aprobado en general por el Senado, que introduce en
sus letras a) a e) diversas modificaciones al artículo 26 de la ley N° 19.496.

Letras a), b) y c)

Introducen  diversas  modificaciones  a  su  inciso
primero, que dispone lo siguiente:

“Artículo  26.-  Las  acciones  que  persigan  la
responsabilidad  contravencional  que  se  sanciona  por  la  presente  ley
prescribirán en el plazo de seis meses, contado desde que se haya incurrido
en la infracción respectiva.”.

Letra a)

Reemplaza  las  palabras  “seis  meses”  por  la
expresión “dos años”.

La  indicación N° 55,  de la Honorable Senadora
señora Pérez, propone reemplazar la expresión “dos años” por “un año”.

--La indicación N° 55 fue retirada por su autora.

Letra b)

Reemplaza  la  frase  “se  haya  incurrido  en”  por
“haya cesado”.

La  indicación  N°  56,  de  los  Honorables
Senadores señores Pizarro y Tuma, propone eliminarla.

En discusión,  la  señora  Lazcano reiteró  que la
propuesta de la mesa técnica es mantener la forma de cómputo del plazo.

El  Honorable Senador  señor Tuma consultó  si
hay fecha cierta respecto del momento del cese, o se trata de una fecha
difusa.

El asesor del SERNAC, señor Rodrigo Romo, se
refirió a la lógica de la modificación. Puso de relieve que es claro en el caso
de contratos en que se incorporan cláusulas abusivas: se trata del momento
en que el contrato se firmó.
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El  Director  del  SERNAC hizo  presente  que  es
importante  que  se  cambie  el  principio,  en  atención  a  los  contratos  de
ejecución continuada en el tiempo.

--La  indicación  N°  56  fue  retirada  por  sus
autores.

___________
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PROCEDIMIENTOS

La  materia  comprende  los  siguientes
subtemas:

1.-  NORMAS  GENERALES  EN  MATERIA  DE
PROCEDIMIENTOS: Indicaciones N°s. 60, 62, 63, 64, 65, 66, 67, 68, 69,
70, 71, 72, 73, 74, 75, 76, 77, 78, 79, 80, 81, 82, 83, 84, 85, 86, 87, 88, 89.  

2.- CONCILIACIONES: Indicación N° 95.

3.-  PROCEDIMIENTO  SANCIONATORIO:
Indicaciones N°s. 90, 91, 92, 93, 94, 98, 99, 100, 101, 102, 103, 104, 105,
106, 107, 108, 109, 110, 111, 112, 113, 114, 115, 116, 117, 118, 119 y 120.

4.-  PROCEDIMIENTO  ANTE  JUZGADO  DE
POLICÍA LOCAL: Indicaciones N° 128.

5.- PROCEDIMIENTO COLECTIVO: Indicaciones
N°s. 130, 131, 132, 133, 134, 135, 138, 139, 140, 141, 142, 145 y 147.

6.-  MEDIACIONES COLECTIVAS:  Indicaciones
N°s. 150, 151, 152, 153, 154, 155, 156, 157, 158, 159, 160, 161, 162, 163,
164, 165 y 166.

_____________

INDICACIONES REFERIDAS A LAS 

NORMAS GENERALES EN MATERIA DE PROCEDIMIENTOS.

Indicaciones N°s. 60, 62, 63, 64, 65, 66, 67, 68, 69, 70, 71, 72, 73, 74, 75,
76, 77, 78, 79, 80, 81, 82, 83, 84, 85, 86, 87, 88, 89.

Indicación N° 60

La  indicación  N°  60,  de  los  Honorables
Senadores señores Tuma, Lagos y Pizarro, propone intercalar en el inciso
segundo del artículo 50, que reemplaza el número 19) del artículo 1° del
proyecto,  a continuación de la expresión “que corresponda” la siguiente: “,
entre otras”.

A mayor abundamiento, el número 19) del artículo
1° del proyecto reemplaza el artículo 50 por el siguiente:

“Artículo  50.-  Las  denuncias  y  acciones  que
derivan de esta ley se ejercerán frente a actos, omisiones o conductas que
afecten el ejercicio de cualquiera de los derechos de los consumidores.
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El incumplimiento de las normas contenidas en la
presente  ley  dará  lugar  a  las  denuncias  o  acciones  correspondientes,
destinadas a sancionar al proveedor que incurra en infracción, a anular las
cláusulas abusivas incorporadas en los contratos de adhesión, a obtener la
prestación de la obligación incumplida, a hacer cesar el acto que afecte el
ejercicio  de  los  derechos  de  los  consumidores,  o  a  obtener  la  debida
indemnización de perjuicios o la reparación que corresponda.

El  ejercicio  de las denuncias puede realizarse a
título individual. El ejercicio de las acciones puede efectuarse tanto a título
individual  como  en  beneficio  del  interés  colectivo  o  difuso  de  los
consumidores.

Se  considerarán  de  interés  individual  a  las
denuncias o acciones que se promueven exclusivamente en defensa de los
derechos del consumidor afectado.

Se  considerarán  de  interés  colectivo  a  las
acciones que se promueven en defensa de derechos comunes a un conjunto
determinado o determinable de consumidores, ligados con un proveedor por
un vínculo contractual. Son de interés difuso las acciones que se promueven
en defensa de un conjunto indeterminado de consumidores afectados en sus
derechos.

Para  los  efectos  de  determinar  las
indemnizaciones o reparaciones que procedan con motivo de denuncias y
acciones será necesario acreditar el daño. Asimismo, en el caso de acciones
de interés  colectivo se deberá acreditar  el  vínculo  contractual  que liga al
infractor y a los consumidores afectados.”.

_____________

En discusión, la Comisión tuvo en consideración
que no existen acciones en la L.P.C. adicionales a las enumeradas en el
inciso segundo del artículo 50.

--La  indicación  N°  60  fue  retirada  por  sus
autores.

______________

A  continuación,  la  Comisión  abordó  las
indicaciones recaídas en el número 20) del artículo 1° del proyecto, que
reemplaza el artículo 50 A. 

El numeral 20) del proyecto aprobado en general
remplaza el artículo 50 A. En términos generales, dispone que las denuncias
presentadas en defensa del interés individual serán de conocimiento de la
Dirección Regional del Servicio Nacional del Consumidor que corresponda a
la comuna del domicilio del consumidor, y que en las causas cuya cuantía
exceda de veinticinco unidades tributarias mensuales (25 UTM), así como en
aquellas  que  versen  sobre  materias  que  no  tienen  una  determinada
apreciación pecuniaria, el consumidor podrá escoger entre denunciar ante el
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Servicio o ante el juzgado de policía local que corresponda a su domicilio

Es  del  caso  recordar  que  el  texto  legal  vigente
dispone que los jueces de policía local conocerán de todas las acciones que
emanan de esta ley, siendo competente aquel que corresponda a la comuna
en que se hubiera celebrado el contrato respectivo, se hubiere cometido la
infracción o dado inicio a su ejecución, a elección del actor.

El texto literal del artículo 50 A que el número
20) del artículo 1° reemplaza en la L.P.C. es del siguiente tenor:

“Artículo 50 A.-  Las denuncias presentadas en
defensa  del  interés  individual  serán  de  conocimiento  de  la  Dirección
Regional  del  Servicio  Nacional  del  Consumidor  que  corresponda  a  la
comuna del domicilio del consumidor.

En  las  causas  cuya  cuantía  exceda  de
veinticinco  unidades  tributarias  mensuales,  así  como  en  aquellas  que
versen  sobre  materias  que  no  tienen  una  determinada  apreciación
pecuniaria, el consumidor podrá escoger entre denunciar ante el Servicio
o ante el juzgado de policía local que corresponda a su domicilio.

La cuantía se determinará de acuerdo al monto
de lo denunciado o demandado por el consumidor, sin que se considere
para estos efectos el monto de la multa aplicable.

Lo  dispuesto  en  los  incisos  anteriores  no  se
aplicará  a  las  acciones mencionadas en la  letra  b)  del  artículo  2°  bis,
emanadas de esta ley o de leyes especiales, incluidas las acciones de
interés colectivo o difuso derivadas de los artículos 16, 16 A y 16 B de la
presente  ley,  en  que  serán  competentes  los  tribunales  ordinarios  de
justicia, de acuerdo a las reglas generales.

El  conocimiento  de  la  acción  para  obtener  la
debida indemnización de los perjuicios que tuvieren lugar con infracción
a  esta  ley  corresponderá  a  los  juzgados  de  policía  local,  siendo
competente  aquel  que  corresponda  al  domicilio  del  consumidor  o  del
proveedor, a elección del primero, sin que sea admisible la prórroga de
competencia  por  la  vía  contractual.  El  procedimiento  se  iniciará  por
demanda del consumidor, la que deberá presentarse por escrito y con el
patrocinio de abogado habilitado.

En los casos en que no resulte posible practicar
la  primera  notificación  personalmente,  por  no  ser  habida  la  persona  a
quien se debe notificar, y siempre que el ministro de fe encargado de la
diligencia  deje  constancia  de  cuál  es  su  habitación  o  el  lugar  donde
habitualmente ejerce su industria, profesión o empleo y que se encuentra
en el lugar del juicio, se procederá a su notificación en el mismo acto y
sin necesidad de nueva orden del tribunal, en la forma señalada en los
incisos segundo y tercero del  artículo  44 del  Código de Procedimiento
Civil. El ministro de fe dará aviso de esta notificación a ambas partes el
mismo  día  en  que  se  efectúe  o  a  más  tardar  el  día  hábil  siguiente,
dirigiéndoles  carta  certificada.  La  omisión  en  el  envío  de  la  carta  no
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invalidará la notificación, pero hará responsable al infractor de los daños
y perjuicios que se originen y el tribunal, previa audiencia del afectado,
deberá imponerle alguna de las medidas que se señalan en los números
2,  3  y  4  del  inciso  tercero  del  artículo  532  del  Código  Orgánico  de
Tribunales.

En  este  procedimiento  no  será  admisible  la
reconvención del proveedor demandado. Las excepciones que se hayan
opuesto  se  tramitarán  conjuntamente  y  se  fallarán  en  la  sentencia
definitiva.  En  su  comparecencia,  las  partes  podrán  realizar  todas  las
gestiones procesales destinadas a acreditar la infracción y a probar su
derecho, incluidas la presentación, examen y tacha de testigos, cuya lista
podrá presentarse en la audiencia de contestación, conciliación y prueba.

El  tribunal  podrá  en  el  aludido  comparendo,
distribuir  la  carga de la prueba conforme a la  disponibilidad y facilidad
probatoria  que  posea  cada  una  de  las  partes  en  el  litigio,  lo  que
comunicará a ellas para que asuman las consecuencias que les pueda
generar  la  ausencia  o  insuficiencia  de  material  probatorio  que  hayan
debido  aportar  o  el  no  rendir  la  prueba  correspondiente  de  que
dispongan  en  su  poder.  Para  efectos  de  rendir  la  prueba  ordenada
conforme a  este  inciso,  el  juez  citará  a  una  nueva  audiencia  con  ese
único fin, la que deberá ser citada a la brevedad posible.

Los incidentes deberán promoverse y tramitarse
en  la  misma  audiencia,  conjuntamente  con  la  cuestión  principal,  sin
paralizar  el  curso  de esta,  cualquiera  sea la  naturaleza de la  cuestión
que  en  ellos  se  plantee.  El  tribunal  deberá  dictar  sentencia  definitiva
dentro de los treinta días siguientes a aquel en que hubiere terminado la
audiencia.

Las causas cuya cuantía,  de acuerdo al monto
de lo  pedido por  concepto  de indemnización,  no exceda de veinticinco
unidades  tributarias  mensuales,  se  tramitarán  como  procedimiento  de
única  instancia,  por  lo  que todas las  resoluciones que se  dicten  en él
serán inapelables.

El mismo procedimiento señalado anteriormente
se  aplicará  para  el  caso  que  el  consumidor  escoja  perseguir  la
responsabilidad contravencional del proveedor ante el juzgado de policía
local competente, de acuerdo a lo indicado en el inciso segundo.

Si  se promueve un juicio  de  indemnización de
perjuicios una vez que la resolución sancionatoria ha quedado firme, no
se admitirán pruebas o alegaciones incompatibles con la declaración de
existencia del hecho que constituyó la infracción y con el establecimiento
de la participación del proveedor en la misma.”.
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Indicaciones al inciso primero del artículo 50 A

Indicación N° 62

La  indicación  N°  62,  de  Su  Excelencia  la
Presidenta de la República, es para sustituirlo por el siguiente:

“Artículo  50  A.-  Las  denuncias  presentadas  en
defensa  del  interés  individual  podrán  interponerse,  a  elección  del
consumidor, ante el Servicio Nacional del Consumidor o ante el Juzgado de
Policía Local correspondiente a su domicilio o al domicilio del proveedor. Se
prohíbe la prórroga de competencia por vía contractual.”.

En discusión, representantes del Ejecutivo hicieron
presente que, recogiendo el parecer manifestado en el seno de la Comisión
durante la discusión en general del proyecto, la indicación plantea sustituir el
artículo  50  A  del  proyecto  aprobado  en  general,  para  establecer  la  libre
elección del consumidor para denunciar ante el SERNAC o el Juzgado de
Policía Local.

Consideran más adecuado otorgar al consumidor
la posibilidad de elegir,  independientemente de la cuantía de la causa, la
sede en que se verá su caso, permitiéndole presentar una denuncia ante el
SERNAC o el Juzgado de Policía Local. 

El Director  del  Servicio  Nacional  del
Consumidor,  SERNAC,  señor  Ernesto  Muñoz,  recordó  que  la  norma
original establecía que bajo cierta cuantía debía necesariamente recurrirse al
Servicio Nacional del Consumidor. Pero se ha recogido también otro interés,
en  razón  de  política  pública,  de  mejorar  la  cobertura.  Por  tal  motivo,  el
Ejecutivo presentó esta indicación precisamente para ampliar la cobertura. 

El Honorable Senador Tuma se mostró partidario
de  concederle  al  consumidor  la  posibilidad  de  elegir  dónde  presenta  la
denuncia, si en el SERNAC o en el Juzgado de Policía Local. Y tratándose
de este último caso, elegir también si lo hace en el domicilio del consumidor
o en el del proveedor.

-La  indicación  N°  62  fue  aprobada  por  la
unanimidad  de  los  miembros  presentes  de  la  Comisión,  Honorables
Senadores  señora  Pérez  y  señores  Moreira  y  Tuma.  (Aprobada;
unanimidad, 3x0).

Indicaciones N°s, 63, 64 y 70 

La Comisión acordó tratar en forma simultánea las
indicaciones  N°  63,  64  y  70,  por  estar  vinculadas  directamente  con  la
indicación  N°  62,  que  entrega  libertad  de  elección  al  consumidor  para
presentar su denuncia al SERNAC o ante el Juzgado de Policía Local.

La  indicación  N°  63,  del  Honorable  Senador
señor Navarro, es para agregar después de la expresión “interés individual”
la frase “menores de veinticinco unidades tributarias mensuales”.
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La  indicación  N°  64,  de  los  Honorables
Senadores señores Pizarro y Tuma, es para intercalar a continuación de las
palabras “interés individual”  la frase “hasta por una cuantía de veinticinco
unidades tributarias mensuales”.

La  indicación  N°  70,  de  los  Honorables
Senadores  señores  Pizarro  y  Tuma,  es  para  reemplazar,  en  el  inciso
segundo, la frase “podrá escoger entre denunciar ante el Servicio o” por la
frase “efectuará la respectiva denuncia”.

______

El  Ejecutivo  hizo  presente  que  las  tres
indicaciones se refieren a lo mismo y de alguna manera son contradictorias
con  la  indicación  N°  62,  que  se  aprobó,  en  términos  que  estas  tres
indicaciones  postulan  que  el  SERNAC conozca  sólo  aquellas  causas  de
menos de 25 UTM y que los Juzgados de Policía Local conozca las causas
que excedan de 25 UTM. 

El principio que se aprobó en la indicación anterior
es de la libre elección del consumidor respecto de la sede y, por lo tanto, la
propuesta  de  la  mesa  de  asesores  es  que  estas  tres  indicaciones  sean
retiradas.

-La  indicación  N°  63  fue  rechazada  por  la
unanimidad  de  los  miembros  presentes  de  la  Comisión,  Honorables
Senadores  señora  Pérez  y  señores  Moreira  y  Tuma.  (Rechazada;
unanimidad, 3x0).

-Las indicaciones N°s 64 y 70 fueron retiradas
por sus autores.

Indicaciones N°s. 65, 66 y 67

La  Comisión  adoptó  el  acuerdo  de  tratar
conjuntamente las indicaciones N°s. 65, 66 y 67.

La  indicación  N°  65,  de  los  Honorables
Senadores señores Tuma, Lagos y Pizarro, plantea intercalar, después de la
locución “domicilio del consumidor”, el siguiente texto: "cuando el consumidor
sólo opte por la restitución. Para el caso en que demande daño moral, será
competente para conocer el Juez de Policía Local de acuerdo a las normas
generales".

La  indicación  N°  66,  del  Honorable  Senador
señor Navarro, es para agregar, luego del punto final que pasa a ser coma
(,), lo siguiente: “y éste opte por la devolución de la cantidad pagada.”.

o o o o o

La  indicación  N°  67,  del  Honorable  Senador
señor  Navarro,  es  para  incorporar  a  continuación  del  inciso  primero  el
siguiente:
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“En casos que el consumidor solicite la devolución
de la cantidad pagada, la debida indemnización de los perjuicios y del daño
moral,  deberá  recurrir  directamente  al  Juzgado  de  Policía  Local
correspondiente al de su domicilio sin mediar reclamo ante el Servicio.”.

o o o o o

En discusión, El  señor Romo hizo presente, por
un lado, que sobre la materia la Comisión acogió el principio de la libertad de
elección  del  consumidor  respecto  de  la  sede  en  la  cual  presentará  su
demanda y,  por  otro,  que  la  indemnización  de  perjuicios  es  una  materia
propia  de  los  Juzgados  de  Policía  Local,  por  lo  que  la  mesa  de  trabajo
propone su retiro o rechazo.

-La  indicación  N°  65  fue  retirada  por  sus
autores.

-Las  indicaciones  N°s  66  y  67 fueron
rechazadas  por  la  unanimidad  de  los  miembros  presentes  de  la
Comisión,  Honorables  Senadores  señora  Pérez  y  señores  Moreira  y
Tuma. (Rechazada; unanimidad, 3x0).

Indicaciones al inciso segundo del Artículo 50 A

Indicación N° 68

La  indicación  N°  68,  de  Su  Excelencia  la
Presidenta  de la  República,  es  para  reemplazar  el  inciso  segundo por  el
siguiente:

“Las denuncias presentadas ante el Servicio serán
de conocimiento de la Dirección Regional que corresponda a la comuna del
domicilio del consumidor o del proveedor, a elección del consumidor.”.

En discusión, el señor Rodrigo Romo señaló que
la  finalidad  de  la  indicación  es  entregar  competencia  a  las  Direcciones
Regionales  del  Servicio  para  conocer  denuncias,  estableciendo  que  la
Dirección  Regional  competente  será  la  correspondiente  a  la  comuna  del
domicilio del consumidor o del proveedor, a elección del primero. Agregó que
es consistente con lo que se aprobó en las otras indicaciones, porque ellas
se referían a la competencia del Juzgado de Policía Local y con esta norma
se están complementando las reglas  de competencia,  pero respecto  a la
Dirección Regional del SERNAC.

En  respuesta  a  inquietudes  planteadas  por  los
Honorables  Senadores  señora  Pérez  y  señores  Moreira  y  Tuma,  el
Director del Servicio Nacional del Consumidor,  señor Ernesto Muñoz,
informó que  SERNAC tiene convenios  vigentes con municipalidades para
recibir los reclamos de los consumidores a nivel comunal. Adicionalmente,
las comunas disponen de medios para que los consumidores hagan llegar
sus reclamos vía web y por medio de un portal para el consumidor. En el
futuro tendrán más recursos e incentivos para fortalecer la descentralización
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con el apoyo de estas redes. 

Luego, el  Honorable Senador Tuma  celebró la
presencia de SERNAC, a través de los municipios, en las distintas comunas
con las que haya celebrado el convenio respectivo.

Ante  una  consulta  de  la Honorable  Senadora
señora Pérez, el señor Rodrigo Romo explicó que los recursos para poder
proveer  de  los  profesionales  destinados a  cumplir  con  esa función  están
considerados  en  el  informe  financiero  del  proyecto  de  ley.  El  Servicio
Nacional  del  Consumidor  deberá  administrar  tales  recursos  de  manera
desconcentrada en convenio con las municipalidades. Con ello no solamente
se  logra  la  extensión  territorial,  sino  que  también  podrá  contar  con  los
recursos para que las municipalidades tengan los incentivos necesarios para
celebrar los mencionados convenios

-La  indicación  N°  68  fue  aprobada  por  la
unanimidad  de  los  miembros  presentes  de  la  Comisión,  Honorables
Senadores  señora  Pérez  y  señores  Moreira  y  Tuma.  (Aprobada;
unanimidad, 3x0).

Indicación N° 69

La  indicación  N°  69,  del  Honorable  Senador
señor Moreira, es para reemplazar en el inciso segundo la locución “cuya
cuantía exceda de veinticinco unidades tributarias mensuales, así como en
aquellas  que  versen  sobre  materias  que  no  tienen  una  determinada
apreciación pecuniaria” por “en defensa del interés individual”.

En discusión, la Comisión tuvo en consideración
que la indicación plantea modificar el inciso segundo del artículo 50 A, para
establecer la libre elección del consumidor para denunciar ante el SERNAC o
el Juzgado de Policía Local. Tal objetivo se cumple con la modificación ya
aprobada por la indicación 62.

Por lo anteriormente expuesto, la Comisión estuvo
por  aprobarla,  con  modificaciones,  subsumida  en  la  indicación  N°  62,
aprobada en su oportunidad.

-La  indicación  N°  69  fue  aprobada,  con
modificaciones,  por  la  unanimidad  de los miembros  presentes  de  la
Comisión,  Honorables  Senadores  señora  Pérez  y  señores  Moreira  y
Tuma. (Aprobada, con modificaciones; unanimidad, 3x0).

Inciso tercero del artículo 50 A

Indicaciones N° 71  y 72

Las indicaciones  N°  71,  de  Su  Excelencia  la
Presidenta de la República, y N° 72,  del Honorable Senador señor Moreira,
son para suprimirlo.

Es del caso tener presente que el inciso tercero
del  artículo  50  A  del  texto  aprobado  en  general  establece  la  forma  de
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determinar la cuantía,  de acuerdo al monto de lo denunciado o demandado
por el consumidor.

Dado  el  criterio  adoptado  por  la  Comisión  de
consagrar  el  principio  según  el  cual  el  consumidor  podrá  elegir  entre
denunciar  ante  el  SERNAC  o  el  Juzgado  de  Policía  Local,  se  hace
innecesario determinar la cuantía.

Por  lo  tanto,  la  Comisión  estuvo  por  aprobar
ambas indicaciones y eliminar el inciso que establecía la determinación de la
cuantía.

-Las indicaciones N° 71 y 72 fueron aprobadas
por  la  unanimidad  de  los  miembros  presentes  de  la  Comisión,
Honorables  Senadores  señora  Pérez  y  señores  Moreira  y  Tuma.
(Aprobadas; unanimidad, 3x0).

Inciso cuarto del artículo 50 A

Indicación N° 73

La  indicación  N°  73,  de  los  Honorables
Senadores señores Tuma, Lagos y Pizarro, plantea agregar, después de la
expresión “16 B”, la locución “entre otras”.

El  inciso  cuarto  del  artículo  50  A  aprobado  en
general establece que lo dispuesto en los incisos anteriores no se aplicará a
las acciones mencionadas en la letra b) del artículo 2° bis, emanadas de esta
ley o de leyes especiales, incluidas las acciones de interés colectivo o difuso
derivadas de los artículos 16, 16 A y 16 B de la presente ley, en que serán
competentes los tribunales ordinarios de justicia,  de acuerdo a las reglas
generales.

La  indicación,  al  plantear  la  incorporación  de  la
alocución  “entre  otras”,  persigue  lograr  que  el  procedimiento  en  que  es
competente el juez civil, pueda originarse en cualquier disposición de la LPC.

El  señor  Romo hizo  presente  que  no  resulta
necesario modificar el texto aprobado en general.

-La  indicación  N°  73  fue  retirada  por  sus
autores.

 ° ° ° °

Indicación N° 74

La  indicación  N°  74,  de  los  Honorables
Senadores señores Tuma, Lagos y Pizarro, postula intercalar, después del
inciso cuarto del artículo 50 A, el siguiente inciso, nuevo:

“El conocimiento de las acciones para obtener: a)
la nulidad de cláusulas, b) el  cumplimiento de la obligación incumplida c)
hacer  cesar  el  acto  que  afecte  el  ejercicio  de  los  derechos  de  los
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consumidores d) nulidad del acto o contrato,  contenidas en la presente ley y
e)  la  debida  indemnización  de  los  perjuicios,  que  tuvieren  lugar  por
vulneraciones a esta ley corresponderá a los juzgados de letras en lo civil,
siendo competente aquel relativo al domicilio del demandado o del actor, a
elección de este último. La acción se tramitará conforme al procedimiento
establecido en el Título XI del Libro III del Código de Procedimiento Civil.”.

° ° ° ° °

La indicación agrega un nuevo inciso al artículo 50
A que hace competente a los tribunales ordinarios en las causas de interés
individual por cualquiera de las acciones establecidas en la LPC.

El señor Rodrigo Romo explicó que la indicación
busca algo contradictorio con la decisión de la Comisión en cuanto a que
esta acciones fueran conocidas por los Juzgados de Policía Local. Es decir,
se  ha  optado  por  que  las  causas  individuales  sean  conocidas  por  los
Juzgados de Policía Local.

En razón de lo anteriormente expuesto, indicó que
la mesa de trabajo propone el retiro de la indicación.

--La  indicación  N°  74  fue  retirada  por  sus
autores.

Indicaciones N° 75, 77, 78 y 80.

Todas  estas  indicaciones  de  Su  Excelencia  la
Presidenta de la República, eliminan los incisos quinto y otros que indican del
artículo 50 A, que se refieren al procedimiento ante el Juzgado de Policía
Local, para ubicarlos en un párrafo aparte. Así, la indicación N° 75 es para
suprimir el inciso quinto; la N° 77 es para suprimir los incisos sexto, séptimo y
octavo; la N° 78 es para suprimir el inciso noveno; y la indicación N° 80 es
para suprimir los incisos décimo y undécimo.

En discusión, el señor Rodrigo Romo planteó que
el sentido de este grupo de indicaciones es eliminar algunos de los incisos
del artículo 50 A referidos al procedimiento que conocerán los Juzgados de
Policía Local, toda vez que, por la vía de las indicaciones N°s 128 y 129, su
contenido es llevado a un párrafo separado, para que no estén mezcladas
cuestiones  que  tienen  que  ver  con  la  tramitación  ante  el  Servicio  con
aquellas relativas a la tramitación ante los Juzgados de Policía Local. 

Complementando  la  explicación  anterior,  el
Director del Servicio Nacional del Consumidor, SERNAC, señor Ernesto
Muñoz señaló que dentro de los temas que surgieron durante la tramitación
del  proyecto  está  precisamente  el  de  simplificar  la  tramitación  ante  los
Juzgados de Policía Local, resguardando ciertas instituciones, todo lo cual se
revisará en detalle más adelante.

La mesa de trabajo propuso a la Comisión aprobar
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las referidas indicaciones.

--Las  indicaciones  N°  75,  77,  78  y  80  fueron
aprobadas  por  la  unanimidad  de  los  miembros  presentes  de  la
Comisión,  Honorables  Senadores  señora  Pérez  y  señores  Moreira,
Pizarro y Tuma. (Aprobadas; unanimidad, 4x0).

Inciso quinto del artículo 50 A

La  indicación  N°  76,  del  Honorable  Senador
señor Navarro, es para reemplazar la locución “El conocimiento de la” por
“Toda”.

Representantes  del  Ejecutivo  hicieron  presente
que, de aprobarse el cambio que plantea la indicación, podría entenderse
que  incluso  las  acciones  colectivas  que  buscan  la  indemnización
corresponden  a  los  Juzgados  de  Policía  Local,  cuando  son  sólo  las  de
interés individual.

Por su parte, el Director del SERNAC explicó que
toda acción indemnizatoria es conocida por tribunales y no por el SERNAC.
También  señaló  que  la  aprobación  de  la  indicación  puede  generar
ambigüedad respecto de la situación de las acciones colectivas, que no son
conocidas por  los  Juzgados de Policía  Local,  sino  que por  los  Juzgados
Civiles. 

Por su parte, la propuesta de la mesa de trabajo
respecto de la indicación es que sea retirada.

--La  indicación  76  fue  rechazada  por  la
unanimidad  de  los  miembros  presentes  de  la  Comisión,  Honorables
Senadores  señora  Pérez  y  señores  Moreira,  Pizarro  y  Tuma.
(Rechazada; unanimidad, 4x0).

Inciso noveno del artículo 50 A

Indicación N° 79

La  indicación  N°  79,  del  Honorable  Senador
señor Moreira, es para sustituir la expresión “veinticinco” por “diez”.

En otras palabras rebaja el límite de la cuantía de
las causas de única instancia de 25 a 10 UTM.

En  discusión,  el  señor  Rodrigo  Romo  hizo
presente  que la  indicación  busca reducir  de  25 a 10 unidades tributarias
mensuales  la  cuantía  de  procedimientos  de  única  instancia.  Llamó  a  no
innovar al respecto, dado que la norma del proyecto aprobado en general
prescribe que aquellas causas de hasta 25 unidades tributarias mensuales
serán conocidas  en  única  instancia,  de  manera  de proteger  la  economía
procesal y no generar una carga excesiva para el consumidor a la hora de
interponer su denuncia. Estima además que el cambio propuesto por esta
indicación podría inhibir al consumidor de litigar, al aumentar los costos en
segunda instancia. Esa es la idea de la norma del Ejecutivo.
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Por  su  parte,  la  mesa  de  trabajo  no  llegó  a
acuerdo respecto de la indicación.

- La  indicación  N°  79  fue  rechazada  por  la
mayoría de los miembros presentes de la Comisión. Votaron en contra
los Honorables Senadores señora Pérez, Pizarro y Tuma. Votó por la
aprobación  de  la  indicación  el  Honorable  Senador  señor  Moreira
(Rechazada; mayoría, 3x1). 

Número 21)

Artículo 50 B

El numeral 21) del artículo 1° del texto aprobado
en general por el Senado, reemplaza el artículo 50 B actualmente vigente por
el siguiente:

“Artículo  50  B.-  En  lo  no  previsto  por  el
procedimiento  establecido en el  Párrafo  2°  de  este  Título,  se  estará  a  lo
dispuesto  en  la  ley  N°19.880.  En  lo  no  previsto  por  el  procedimiento
establecido en el inciso quinto del artículo 50 A, se estará a lo dispuesto en la
ley N°18.287 y, en subsidio, a lo dispuesto en las normas contenidas en el
Código de Procedimiento Civil. En el caso del procedimiento contemplado en
el Párrafo 3° de este Título, en lo no previsto se estará a lo dispuesto en las
normas del Código de Procedimiento Civil.”.

Indicaciones N°s 81, 82, 83

Estas indicaciones plantean efectuar correcciones
en las referencias que hace el artículo e incorporar como norma supletoria la
ley N° 15.231 sobre Organización y Atribuciones de los Juzgados de Policía
Local, para hacer aplicables algunas normas procedimentales de cierre, cuya
aplicabilidad podía estar en duda.

Las  tres  indicaciones  son  de  Su  Excelencia  la
Presidenta de la República: la N° 81 es para reemplazar la expresión “inciso
quinto del artículo 50 A” por la siguiente frase: “Párrafo 3º de este Título”; la
N° 82 es para sustituir la expresión “la ley N°18.287” por la siguiente frase:
“las leyes N° 18.287 y N° 15.231”, y la  N° 83 es para sustituir la locución
“Párrafo 3º” por “Párrafo 4º”.

En  discusión, el  señor  Romo  explicó  que  la
práctica ha dejado de manifiesto la necesidad de darle a la ley N° 15.231,
sobre Organización de Atribuciones del Juzgado de Policía Local el carácter
de supletoria, con la finalidad de llenar algunos espacios que quedan en la
regulación sobre la tramitación de los juicios ante los Juzgados de Policía
Local. 

La  mesa  de  trabajo  propone  la  aprobación  de
estas indicaciones.

--Las  indicaciones  N°s  81,  82  y  83  fueron
aprobadas  por  la  unanimidad  de  los  miembros  presentes  de  la
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Comisión,  Honorables  Senadores  señora  Pérez  y  señores  Moreira,
Pizarro y Tuma. (Aprobadas; unanimidad, 4x0).

Número 22)

Artículo 50 C

El artículo 50 C, contenido en el numeral 22) del
artículo 1° del proyecto aprobado en general por el Senado, establece, en lo
pertinente  a  la  indicación,  que  la  denuncia  no  requerirá  patrocinio  de
abogado.  Los  interesados  podrán  comparecer  personalmente,  sin
intervención de letrado, ante el Servicio Nacional del Consumidor. 

Inciso primero del artículo 50 C

Indicación N° 84

La  indicación  N°  84,  de  Su  Excelencia  la
Presidenta  de  la  República,  propone  sustituir  el  texto  que  señala:  “La
denuncia  no  requerirá  patrocinio  de  abogado.  Los  interesados  podrán
comparecer  personalmente,  sin  intervención  de  letrado,  ante  el  Servicio
Nacional del Consumidor”, por la siguiente oración: “La denuncia presentada
ante  el  Servicio  Nacional  del  Consumidor  no  requerirá  de  patrocinio  de
abogado,  pudiendo  los  interesados  comparecer  personalmente  ante  el
Servicio.”.

Representantes  del  Ejecutivo  hicieron  presente
que la indicación sólo busca precisar que la comparecencia ante el Servicio
puede hacerse de manera personal y sin abogado.

La mesa de trabajo propone la aprobación de la
indicación.

--La  indicación  N°  84  fue  aprobada  por  la
unanimidad  de  los  miembros  presentes  de  la  Comisión,  Honorables
Senadores señora Pérez y señores Moreira, Pizarro y Tuma. (Aprobada;
unanimidad, 4x0).

o o o o

Indicación N° 86

La  indicación  N°  86,  de  Su  Excelencia  la
Presidenta de la República, es para consultar un numeral nuevo, del tenor
que se indica:

“…) Reemplázase en el artículo 50 D, la frase “Si
la demandada fuera una persona jurídica, la demanda se notificará” por la
siguiente: “En aquellos casos en los que en virtud de esta ley se interponga
demanda en contra de una persona jurídica, su notificación se efectuará”.”.

El citado artículo 50 D de la ley vigente dispone lo
siguiente:
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“Artículo  50  D.-  Si  la  demandada  fuera  una
persona jurídica, la demanda se notificará al representante legal de ésta o
bien al jefe del local donde se compró el producto o se prestó el servicio.
Será obligación de todos los proveedores exhibir en un lugar visible del local
la individualización completa de quien cumpla la función de jefe del local,
indicándose al menos el nombre completo y su domicilio.”.

En  discusión,  el  señor  Rodrigo  Romo expresó
que la indicación busca clarificar quién debe ser notificado en caso que la
denuncia deba ser presentada en contra de una persona jurídica. Para ello
señala que se efectuará al  representante legal  de ésta o bien al  Jefe del
Local dónde se compró el producto o se prestó el servicio.

La mesa de trabajo propone su aprobación.

--La  indicación  N°  86  fue  aprobada  por  la
unanimidad  de  los  miembros  presentes  de  la  Comisión,  Honorables
Senadores señora Pérez y señores Moreira, Pizarro y Tuma. (Aprobada;
unanimidad, 4x0).

o o o o

Indicación N° 87

La  indicación  N°  87,  de  Su  Excelencia  la
Presidenta de la República, es para incorporar un numeral nuevo, del tenor
que se señala:

“…)  Reemplázase  en  el  artículo  50  E  la  frase
“Cuando la denuncia, querella o demanda interpuesta” por la siguiente: “En
aquellos  casos  en  los  que,  en  virtud  de  esta  ley,  se  interponga  ante
tribunales una denuncia o demanda que”.”.

El  señor  Rodrigo  Romo señaló  que  es  una
indicación  formal  del  Ejecutivo  para  eliminar  la  referencia  a  la  palabra
“querella”,  que existe en la norma actual  y debe corregirse, porque en el
sistema de la L.P.C. no existe este tipo de acciones. Se trata de un error de
larga data, que no había sido enmendado. 

La mesa de trabajo propuso su aprobación.

--La  indicación  N°  87  fue  aprobada  por  la
unanimidad  de  los  miembros  presentes  de  la  Comisión,  Honorables
Senadores señora Pérez y señores Moreira, Pizarro y Tuma. (Aprobada;
unanimidad, 4x0).

Número 23)

Artículo 50 F

El número 23) reemplaza el artículo 50 F, el cual
prescribe que si durante un procedimiento el Servicio o el juez que conoce
del mismo tomare conocimiento de la existencia de bienes susceptibles de
causar daño, ordenará su custodia en dependencias del Servicio Nacional
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del Consumidor, del tribunal, o en algún otro lugar que señale al efecto, si lo
estimare necesario; y regula además qué ocurriría de no ser ello factible.

Indicación N° 88

La  indicación  N° 88,  del  Honorable  Senador
señor Moreira, es para reemplazarlo por el que sigue:

“Artículo 50 F.- Si durante un procedimiento el juez
que  conoce  del  mismo  tomare  conocimiento  de  la  existencia  de  bienes
susceptibles de causar daño, ordenará su custodia en dependencias, si lo
estimare  necesario.  En  caso  de  que  ello  no  fuere  factible,  atendida  la
naturaleza y características de los bienes, el juez ordenará las pericias que
permitan  acreditar  el  estado,  la  calidad  y  la  aptitud  de  causar  daño  y
dispondrán  las  medidas  que  fueren  necesarias  para  la  seguridad  de  las
personas o de los bienes.

En  caso  de  ser  el  Servicio  quien,  durante  un
procedimiento, tomare conocimiento de la existencia de bienes susceptibles
de  causar  daño,  podrá  solicitar  al  juez  su  custodia  en  dependencias  del
Servicio  Nacional  del  Consumidor.  Asimismo,  podrá  solicitar  al  juez  las
pericias a que se refiere el inciso anterior.”.

En discusión, el señor Rodrigo Romo explicó que
la indicación se refiere a una facultad tanto del Servicio como del Juez, de
solicitar y ordenar, en aquellos casos en que se tome conocimiento de la
existencia  de  bienes  susceptibles  de  causar  daño,  su  custodia  en
dependencias  del  Servicio  Nacional  del  Consumidor  o  del  Tribunal,  o  en
algún otro lugar  que se señale al  afecto.   El  objetivo de la  indicación es
sujetar a control judicial previo tal atribución. 

La  discusión  en  la  mesa  de  trabajo  tuvo  en
consideración que la norma alude a bienes que son susceptibles de causar
daño, por lo que es muy relevante contar con una reacción rápida por parte
del Servicio o del juez para impedir que estos bienes salgan al comercio. En
tal sentido, la incorporación del requisito de un control judicial previo podría
hacer ineficaz la acción del Servicio de impedir la comercialización de estos
bienes. 

Por tanto, la propuesta de la mesa de trabajo es
que se retire la indicación, y aprobar un inciso nuevo que permite al afectado,
en caso que el Servicio no cumpla con los requisitos que establece la norma,
reclamar ante el Juzgado de Policía Local competente. De esta manera se
conjugan dos elementos relevantes: primero, la reacción rápida por parte del
Servicio o del tribunal ante bienes que puedan causar daño; y segundo, la
sujeción de esta atribución a control  judicial  posterior ante el  Juzgado de
Policía Local.

En  consecuencia,  la  propuesta  de  la  mesa  de
trabajo es el retiro de la indicación y la incorporación de un nuevo inciso al
artículo 50 F, del siguiente tenor: 

“En el caso que el Servicio no cumpliere con los
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requisitos previstos en los incisos precedentes, el afectado podrá reclamar
ante el Juzgado de Policía Local competente.”.

Destacaron que este nuevo inciso explicita que la
atribución del SERNAC de custodiar bienes susceptibles de causar daño o
disponer medidas para la seguridad de las personas está sujeta a control
judicial ante el Juzgado de Policía Local competente.

--La  indicación  N°  88  fue  rechazada  por  la
unanimidad  de  los  miembros  presentes  de  la  Comisión,  Honorables
Senadores  señora  Pérez  y  señores  Moreira,  Pizarro  y  Tuma.
(Rechazada; unanimidad, 4x0).

--Asimismo,  en  virtud  de  lo  dispuesto  en  el
artículo 121 del Reglamento de la Corporación,  la unanimidad de los
miembros  presentes  de  la  Comisión,  Honorables  Senadores  señora
Pérez y señores Moreira, Pizarro y Tuma, acordaron la incorporación de
un  nuevo  inciso,  que  pasaría  a  ser  inciso  tercero,  en  los  términos
propuestos. (Aprobada; unanimidad, 4x0).

Indicación N° 89

La  indicación  N°  89,  de  Su  Excelencia  la
Presidenta de la República, es para agregar el siguiente inciso segundo en el
artículo 50 F:

“Tratándose  de  servicios  susceptibles  de  causar
grave  daño,  el  Servicio  o  el  juez  podrá  ordenar  la  suspensión  de  su
prestación a los consumidores.”.

Las  mismas  razones  que  justifican  la  orden  de
custodiar un bien determinado por ser susceptible de causar daño se aplican
a la prestación de servicios también susceptibles de causar daño.

--La  indicación  N°  89  fue  aprobada  por  la
unanimidad  de  los  miembros  presentes  de  la  Comisión,  Honorables
Senadores señora Pérez y señores Moreira, Pizarro y Tuma. (Aprobada;
unanimidad, 4x0).
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INDICACIÓN REFERIDA A CONCILIACIONES

Número 25)

Reemplaza el  artículo  50  G por  otro,  referido al
procedimiento administrativo sancionatorio.

Artículo 50 G

Inciso sexto

Indicación N° 95

La  indicación  N°  95,  de  Su  Excelencia  la
Presidenta  de  la  República,  es  para  agregar  la  siguiente  oración:  “Sin
perjuicio  de  lo  anterior,  las  conciliaciones podrán celebrarse  en forma no
presencial  a  través  de  los  medios  técnicos  que  el  Servicio  ponga  a
disposición de consumidores y proveedores, los que en cualquier caso deben
permitir dejar registro fidedigno de la actuación.”.

El  señor  Romo explica  que  la  finalidad  de  la
indicación es permitir que las conciliaciones se lleven a cabo de manera no
presencial,  a  través  de  medios  tecnológicos  que  el  Servicio  ponga  a
disposición de consumidores y proveedores. 

Agregó que la indicación abre la posibilidad de que
la conciliación se lleve a cabo por medios no presenciales, como se hace en
varios países. 

Ante la petición del  Honorable Senador Pizarro
para que ilustrara sobre casos concretos, el Director del Servicio Nacional
del  Consumidor,  SERNAC,  señor  Ernesto  Muñoz,  explicó  que  están
examinando  experiencias.  Con  esta  finalidad,  el  Servicio  ha  enviado
funcionarios  a  México  a  conocer  el  sistema  “concilia  net”,  en  el  cual  un
funcionario  del  Servicio  tiene  a  disposición  salas  donde  se  hacen
conciliaciones virtuales por vía de un chat especializado. Es una excelente
forma de  reducir  casi  al  mínimo los  costos  de  la  solución.  La  indicación
permitirá desarrollar el sistema en nuestro país.

La mesa de trabajo propuso su aprobación,  con
una modificación, consistente en emplear el término “tecnológico” en vez de
“técnico”.

--La  indicación  N°  95  fue  aprobada,  con
modificaciones,  por  la  unanimidad  de los miembros  presentes  de  la
Comisión,  Honorables  Senadores  señora  Pérez  y  señores  Moreira,
Pizarro y Tuma. (Aprobada, con modificaciones; unanimidad, 4x0).
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INDICACIONES REFERIDAS AL PROCEDIMIENTO SANCIONATORIO

Indicaciones N°s. 90, 91, 92, 93, 94, 98, 99, 100, 101, 102, 103, 104, 105,
106, 107, 108, 109, 110, 111, 112, 113, 114, 115, 116, 117, 118, 119, 120 .

Número 24)

Párrafo 2°

Del procedimiento sancionatorio

Indicación N° 90

La  indicación  N°  90,  de  Su  Excelencia  la
Presidenta de la República, propone reemplazar la frase “Del procedimiento
sancionatorio” por la siguiente: “De la mediación individual, la conciliación y
el  procedimiento  sancionatorio  instruido  por  el  Servicio  Nacional  del
Consumidor”.

El señor Rodrigo Romo explicó que ésta es una
indicación más bien formal y lo que hace es precisar el epígrafe del Párrafo
2°  por  el  siguiente:  “De  la  mediación  individual,  la  conciliación  y  el
procedimiento  sancionatorio  instruido  por  el  Servicio  Nacional  del
Consumidor”.

En  suma,  la  indicación  modifica  el  nombre  del
Párrafo 2° para dar cuenta de la incorporación a éste de la regulación sobre
mediación individual y conciliación.

La mesa de trabajo propuso su aprobación.

--La  indicación  N°  90  fue  aprobada  por  la
unanimidad  de  los  miembros  presentes  de  la  Comisión,  Honorables
Senadores señora Pérez y señores Moreira, Pizarro y Tuma. (Aprobada;
unanimidad, 4x0).

Número 25)

Reemplaza el  artículo  50  G por  otro,  referido al
procedimiento administrativo sancionatorio.

Artículo 50 G

Inciso segundo del artículo 50 G

El inciso segundo del artículo 50 G establece que
el procedimiento administrativo sancionatorio se iniciará de oficio cuando el
Servicio tome conocimiento, por cualquier medio, de hechos que pudieren
ser constitutivos de alguna infracción dentro del ámbito de su competencia.
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Indicación N° 91

La  indicación  N°  91,  de  Su  Excelencia  la
Presidenta de la República, es para agregar la siguiente oración final en el
inciso segundo: “Se iniciará por denuncia cuando, interpuesta ésta en los
términos señalados en el inciso siguiente, una vez que hayan fracasado las
instancias de mediación y conciliación señaladas en este artículo, el Servicio
estimare que existe mérito para ello,  de conformidad a lo  señalado en el
inciso décimo tercero.”.

En  discusión,  representantes  del  Ejecutivo
señalaron  que  lo  propuesto  por  la  indicación  mejora  la  redacción  de  la
norma,  que  no  establecía  con  claridad  el  momento  del  inicio  del
procedimiento sancionatorio por denuncia.

La mesa de trabajo propuso su aprobación.

--La  indicación  N°  91  fue  aprobada  por  la
unanimidad  de  los  miembros  presentes  de  la  Comisión,  Honorables
Senadores señora Pérez y señores Moreira, Pizarro y Tuma. (Aprobada;
unanimidad, 4x0).

Inciso cuarto del artículo 50 G

Indicación N° 92

En  lo  concerniente  al  punto  que  aborda  la
indicación, el inciso cuarto establece que el proveedor denunciado dispondrá
de  siete  días  hábiles  para  proponer  alternativas  concretas  de  solución  o
corrección al hecho denunciado.

La  indicación  N°  92,  del  Honorable  Senador
señor Pizarro, es para reemplazar la expresión “siete días hábiles” por “diez
días hábiles”.

En discusión, el  señor Rodrigo Romo hizo notar
que la finalidad de la indicación es aumentar el  plazo del  proveedor para
responder  a  la  denuncia  de  siete  días  hábiles,  que  es  el  que  está
contemplado en el proyecto, a diez días hábiles. 

En  la  lógica  de  contar  con  un  procedimiento
expedito,  considerando  que  es  la  fase  inicial  de  un  proceso  que  tendrá
distintas  etapas,  la  propuesta  de la  mesa de trabajo  es  el  retiro  de  esta
indicación,  porque  el  plazo  dado  por  la  norma  aprobada  en  general  es
suficiente.

--La indicación N° 92 fue retirada por su autor.

Inciso quinto del artículo 50 G

Está  referido  a  la  audiencia  obligatoria  de
conciliación.  En  lo  que  respecta  a  la  indicación  que  recae  sobre  esta
disposición, se establece que tal audiencia obligatoria de conciliación estará
a cargo de la entidad que recibió la denuncia.
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Indicación N° 93

La  indicación  N°  93,  de  Su  Excelencia  la
Presidenta de la República, es para eliminar la frase “, a cargo de la entidad
que recibió la denuncia”.

Representantes del Ejecutivo hicieron notar que la
indicación elimina la frase “a cargo de la entidad que recibió la denuncia”,
pues  es  posible  que  la  conciliación  se  lleve  a  cabo  sin  involucrar
necesariamente  a  la  entidad que recibió  la  denuncia,  como ocurriría,  por
ejemplo, en caso de denuncias recibidas por internet o de las conciliaciones
no presenciales. De esta manera se evita amarrar la conciliación.

La mesa de trabajo propuso su aprobación.

--La  indicación  N°  93  fue  aprobada  por  la
unanimidad  de  los  miembros  presentes  de  la  Comisión,  Honorables
Senadores señora Pérez y señores Moreira, Pizarro y Tuma. (Aprobada;
unanimidad, 4x0).

Inciso sexto del artículo 50 G

Dispone  que  el  funcionario  a  cargo  de  la
conciliación  citará  inmediatamente  al  consumidor  y  al  proveedor  a  una
audiencia breve y desformalizada, que tendrá lugar en un plazo no inferior a
siete  días  hábiles.  Dicha  citación  podrá  efectuarse  mediante  correo
electrónico o carta certificada.

Indicación N° 94

La  indicación  N°  94,  del  Honorable  Senador
señor Pizarro, es para reemplazar la expresión “siete días hábiles” por “diez
días hábiles”.

La indicación aumenta el plazo mínimo para citar a
la audiencia de conciliación de siete a diez días hábiles.

Al  respecto,  los  representes  del  Ejecutivo
señalaron que, en el contexto de la búsqueda de un procedimiento lo más
expedito posible, consideran que el plazo dado es suficiente.

--La indicación N° 94 fue retirada por su autor.

Inciso décimo tercero del artículo 50 G

Indicación N° 98

La  indicación N° 98,  de la Honorable Senadora
señora  Pérez,  es  para  intercalar,  a  continuación  de  la  voz  “seriedad”,  la
expresión “y gravedad”.

Modifica el inciso decimotercero del artículo 50 G,
agregando  como  requisito  la  gravedad  de  la  denuncia,  además  de  la
seriedad, para iniciar un procedimiento sancionatorio.
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El  equipo  de  trabajo  consideró  más  pertinente
señalar de manera explícita que el origen del procedimiento sancionatorio
sólo  tendrá  lugar  cuando,  además  de  la  seriedad  que  debe  revestir  la
denuncia,  los  hechos  objeto  de  la  misma  puedan  ser  infracciones  a  los
derechos de los consumidores.

Por lo tanto, la propuesta de la mesa, es aprobarla
con modificaciones, en el sentido de incorporar, como requisito, junto con la
seriedad  de  la  infracción,  que  los  hechos  denunciados  puedan  importar
infracción  a  las  disposiciones  de  esta  ley  o  a  las  demás  normas  de
protección de los derechos de los consumidores.

--La  indicación  N°  98  fue  aprobada,  con
modificaciones,  por  la  unanimidad  de los miembros  presentes  de  la
Comisión,  Honorables  Senadores  señora  Pérez  y  señores  Moreira,
Pizarro y Tuma. (Aprobada, con modificaciones; unanimidad, 4x0).

Inciso décimo cuarto del artículo 50 G

Indicación N° 99

La  indicación  N°  99,  de  Su  Excelencia  la
Presidenta de la República, es para intercalar, después de la frase “Todo el
procedimiento”,  la  siguiente:  “,  incluidas las actuaciones previas a que se
refiere este artículo,”.

Modifica el inciso décimo cuarto del artículo 50 G,
aclarando que deben constar en un expediente las actuaciones referidas a la
mediación individual y a la conciliación.

La  Comisión  tuvo  en  consideración  que  lo
propuesto por la indicación aclara que tanto la mediación individual como la
conciliación deben constar en expedientes, ya sean escritos o electrónicos.

Por su parte, el señor Rodrigo Romo señaló que
todas  las  actuaciones  en  este  procedimiento  deben  constar  en  un
expediente,  y  la  indicación  clarifica  que  efectivamente  también  las
actuaciones  previas  tienen  que  constar  en  un  expediente,  escrito  o
electrónico.

La mesa de trabajo propuso su aprobación.

--La  indicación  N°  99  fue  aprobada  por  la
unanimidad  de  los  miembros  presentes  de  la  Comisión,  Honorables
Senadores señora Pérez y señores Moreira, Pizarro y Tuma. (Aprobada;
unanimidad, 4x0).

Número 26)

El número 26) del artículo 1° del proyecto agrega a
la ley sobre protección de los derechos de los consumidores, los artículos 50
H a 50 P.
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Indicación N° 100

La  indicación  N°  100,  de  los  Honorables
Senadores señores Tuma, Lagos y Pizarro, es para consultar en la ley N°
19.496 un artículo 50 H del siguiente tenor:

“Artículo  50  H.-  Admitida  a  tramitación  la
demanda, el  juez a petición de parte debidamente fundada podrá ordenar
como medida precautoria  que el  proveedor  cese de manera inmediata  el
cobro de la deuda que está siendo controvertida por la demanda.”.

Representantes  del  Ejecutivo  hicieron  presente
que el objetivo que busca la norma propuesta está suficientemente cubierto
por  las  reglas  generales  sobre  medidas  precautorias  contempladas en  el
Código de Procedimiento Civil. 

Para no generar un estatuto paralelo que pudiera
dar lugar a  dificultades interpretativas,  proponen explicitar  la  medida pero
haciendo  referencia  a  las  reglas  generales  existentes,  a  propósito  del
procedimiento  colectivo,  en  el  artículo  51,  número  10).  Establece  la
posibilidad que el Juez ordene el cese del cobro de la deuda como medida
precautoria. 

El grupo de trabajo propone reemplazar el número
10) del artículo 51 por el que sigue: 

“10. De conformidad con lo dispuesto en el Título
V del Libro II del Código de Procedimiento Civil, en casos calificados y sólo
una vez admitida  a  tramitación  la  demanda,  el  juez  podrá  ordenar  como
medida precautoria que el proveedor cese provisionalmente en el cobro de
cargos cuya procedencia esté siendo controvertida en juicio. Para tal efecto,
el demandante deberá acompañar antecedentes que constituyan a lo menos
presunción grave del derecho que se reclama.”.

Así se recoge el sentido de la indicación, pero se
ajusta su redacción de manera de hacerla concordante con lo que establece
la norma general del Código de Procedimiento Civil.

--La  indicación  N°  100  fue  aprobada,  con
modificaciones,  por  la  unanimidad  de los miembros  presentes  de  la
Comisión,  Honorables  Senadores  señora  Pérez  y  señores  Moreira,
Pizarro y Tuma. (Aprobada, con modificaciones; unanimidad, 4x0).

Artículo 50 H

El artículo 50 H está referido a la instrucción del
procedimiento  sancionatorio,  que  en  lo  sustantivo  se  realizará  por  un
funcionario abogado del Servicio, a quien se le haya delegado la atribución.
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Inciso primero del artículo 50 H

Indicación N° 101

La  indicación  N°  101,  de  los  Honorables
Senadores señores Tuma,  Lagos y  Pizarro,  es  para  suprimir  la  siguiente
oración: “Lo anterior se entenderá sin perjuicio del derecho del proveedor, en
cualquier  momento  del  procedimiento,  de  aducir  alegaciones  y  aportar
documentos u otros  elementos de juicio,  los  que deberán ser  tenidos en
cuenta por el instructor al emitir el dictamen a que se refiere el artículo 50 L.”.

La  Comisión  tuvo  en  consideración  que  la
indicación propone modificar el inciso primero del artículo 50 H, eliminando la
posibilidad de que el proveedor,  en cualquier momento del procedimiento,
pueda aducir alegaciones y aportar documentos.

El  señor  Rodrigo  Romo hizo  presente  que  la
mesa de trabajo acordó eliminar sólo parte de la frase de la norma aprobada
en  general,  de  manera  de  no  restringir  la  posibilidad  del  proveedor  de
efectuar alegaciones, pero no obligando al instructor a tener necesariamente
en cuenta dichas alegaciones al emitir el dictamen. Como esta posibilidad se
le da en cualquier momento del proceso, podría obstaculizar el proceso que
lleva a cabo el instructor, si es que estuviera obligado a hacerse cargo de
alegaciones que llegan en momentos posteriores a aquellos en que ya se
hizo una evaluación del caso. 

Lo que la mesa de trabajo propuso eliminar en el
inciso primero del artículo 50 H la expresión “los que deberán ser tenidos en
cuenta por el instructor al emitir el dictamen a que se refiere el artículo 50 L”.

--La  indicación  N°  101  fue  aprobada,  con
modificaciones,  por  la  unanimidad  de los miembros  presentes  de  la
Comisión,  Honorables  Senadores  señora  Pérez  y  señores  Moreira,
Pizarro y Tuma. (Aprobada, con modificaciones; unanimidad, 4x0).

Inciso tercero del artículo 50 H

Indicación 102

La  indicación  N°  102,  de  Su  Excelencia  la
Presidenta de la República, es para intercalar, entre la palabra “oficio” y el
punto seguido (.), la siguiente expresión: “, pudiendo procederse, en tal caso,
de conformidad a lo señalado en el inciso tercero del artículo 50 Q”.

La indicación propone modificar  el  inciso tercero
del  artículo  50  H,  haciendo  aplicable  la  notificación  establecida  para  el
procedimiento  ante  el  Juzgado  de  Policía  Local,  al  procedimiento
sancionatorio.

El  señor Rodrigo Romo indicó que es necesario
contar con una notificación subsidiaria,  y se hace aplicable la establecida
para el procedimiento ante los Juzgados de Policía Local, que a su vez hace
referencia a la norma del artículo 44 del Código de Procedimiento Civil.
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De este modo, de no encontrarse personalmente a
quien debe ser notificado, se recurre a la notificación supletoria, contemplada
en el artículo 44 del Código de Procedimiento Civil. La indicación hace una
referencia al artículo 50 Q, que es donde esta notificación está establecida, y
la hace aplicable al procedimiento sancionatorio.

La mesa de trabajo propuso su aprobación.

--La  indicación  N°  102  fue  aprobada  por  la
unanimidad  de  los  miembros  presentes  de  la  Comisión,  Honorables
Senadores  señora  Pérez  y  señores  Pizarro  y  Tuma.  (Aprobada;
unanimidad, 3x0). 

Inciso cuarto del artículo 50 H

Indicación 103

La  indicación  N°  103,  de  Su  Excelencia  la
Presidenta de la República, es para intercalar entre la expresión “despacho
de  correos”  y  el  punto  y  aparte  (.),  la  siguiente  frase:  “al  domicilio  del
notificado”.

Representantes  del  Ejecutivo  señalaron  que
resulta  necesario  aclarar  desde  cuándo  se  debe  contar  el  plazo  para
entender efectuada la notificación, en el sentido de indicar que éste tiene que
contarse desde que la carta sale despachada desde la oficina de correos
hacia el domicilio del notificado, y no a partir del despacho desde donde se
efectúa la notificación.

Por lo tanto, la indicación clarifica desde cuándo
se cuenta ese tercer día hábil. Al parecer, en la práctica se han generado
ciertas problemáticas y lo que busca esta indicación es que ese tercer día
hábil se cuente desde el despacho de la oficina de correos que se dirige al
domicilio del notificado.

Por su parte,  el Honorable Senador Tuma  hizo
presente que respecto de una carta certificada la empresa de correos está
obligada a estampar la fecha de salida, y desde ese momento se cuentan los
tres días para entender practicada la notificación.

La mesa de trabajo propuso su aprobación.

--La  indicación  N°  103  fue  aprobada  por  la
unanimidad  de  los  miembros  presentes  de  la  Comisión,  Honorables
Senadores señora Pérez y señores Moreira, Pizarro y Tuma. (Aprobada;
unanimidad, 4x0).
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Artículo 50 I

Regula el término probatorio.

Inciso segundo del artículo 50 I

Se refiere a las medidas o diligencias probatorias
que solicite el proveedor respectivo en sus descargos.

Indicación 104

La  indicación  N°  104, del  Honorable  Senador
señor Moreira,  es para suprimir  la oración “Sin perjuicio de lo anterior,  el
instructor  podrá  rechazar  las  pruebas  propuestas  cuando  sean
manifiestamente  improcedentes  o  innecesarias,  mediante  resolución
motivada.”.

El  señor Rodrigo Romo explicó que la mesa de
trabajo estima que la eliminación de la atribución podría generar dilaciones
innecesarias  a  través  de  solicitudes  de  prueba  manifiestamente
improcedentes o innecesarias.

La frase que la indicación plantea suprimir permite
al instructor del  procedimiento sancionatorio rechazar medidas probatorias
que  considera  manifiestamente  improcedentes  o  innecesarias,  mediante
resolución fundada. La indicación lo que busca es eliminar esta posibilidad
de rechazar las pruebas. 

La mesa de asesores decidió proponer el retiro de
esta  indicación,  por  considerar  que  la  señalada  atribución  ayuda  a  la
economía procesal, en la medida que permitirá que el instructor rechace, de
manera fundada, aquellas diligencias probatorias solicitadas, que no tienen
mayor relación con la  controversia,  y  no aportan al  proceso que se  está
llevando a cabo. 

--La indicación N° 104 fue retirada por su autor.

Indicación 105

La indicación N° 105, de la Honorable Senadora
señora  Pérez,  es  para  sustituir  la  palabra  “pruebas”  por  “medidas  o
diligencias probatorias”.

La Comisión estimó que la indicación realiza una
precisión necesaria para la mejor comprensión de la norma.

La mesa de trabajo propuso su aprobación.

--La  indicación  N°  105  fue  aprobada  por  la
unanimidad  de  los  miembros  presentes  de  la  Comisión,  Honorables
Senadores  señora  Pérez  y  señores  Moreira  y  Tuma.  (Aprobada;
unanimidad, 3x0).
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Artículo 50 L

En lo medular, dispone que cumplidos los trámites
señalados en los artículos anteriores, el instructor del procedimiento emitirá,
dentro del plazo fatal de cinco días, un dictamen, en el cual propondrá la
absolución o sanción que a su juicio corresponda aplicar.

o o o o

Indicación N° 106

La indicación  N°  106,  de  Su  Excelencia  la
Presidenta de la República, es para agregar el siguiente inciso tercero:

“En ningún caso el dictamen a que se refiere el
inciso anterior podrá considerar como infracciones hechos que no guarden
conexión con los descritos en la resolución que dio inicio al procedimiento.”.

En discusión, representantes del Ejecutivo hicieron
presente que la indicación incorpora un nuevo inciso tercero al artículo 50 L,
para que exista congruencia entre el dictamen del instructor y la resolución
que dio inicio al procedimiento.

La finalidad es evitar que el  dictamen que pone
término a la instrucción se refiera a hechos distintos de aquellos que estaban
contenidos en la resolución que dio origen al procedimiento sancionatorio. 

La propuesta de la mesa es aprobar la indicación.

--La  indicación  N°  106  fue  aprobada  por  la
unanimidad  de  los  miembros  presentes  de  la  Comisión,  Honorables
Senadores  señora  Pérez  y  señores  Moreira  y  Tuma.  (Aprobada;
unanimidad, 3x0).

o o o o

Artículo 50 N

El artículo 50 N establece las medidas que puede
contemplar la resolución que pone término al procedimiento, como el cese de
la o las conductas infractoras y la imposición de multas, entre otras. 

Letra c)

La  letra  c)  del  artículo  50  N  dispone  que  la
resolución que ponga término al procedimiento, junto con resolver el asunto
al que este se refiera, podrá ordenar una o más de las siguientes medidas: 

“c) Para las empresas proveedoras comprendidas
en  la  clasificación  del  inciso  segundo  del  Artículo  Segundo  de  la  ley
N°20.416,  que no sean reincidentes,  una capacitación  en los  derechos y
deberes de los consumidores.”.
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Indicaciones N°s 107 y 111

En  relación  a  la  letra  c  del  artículo  50  N,  la
indicación  107)  elimina  la  capacitación  del  listado  de  sanciones,  y  la
indicación 111) la agrega como inciso final.

La  indicación  N°  107,  de Su  Excelencia  la
Presidenta de la República, es para suprimirla.

Por su parte, la indicación N° 111, también de Su
Excelencia  la  Presidenta  de  la  República,  para  intercalar  como  inciso
segundo del artículo el siguiente:

“Tratándose  de  las  empresas  proveedoras
comprendidas en la clasificación del inciso segundo del Artículo Segundo de
la ley N° 20.416 que infrinjan por primera vez las disposiciones de esta ley,
las multas a que se refiere la letra b) precedente serán reemplazadas por
una capacitación en los derechos y deberes de los consumidores, salvo que
se hubiese configurado la agravante señalada en la letra b) del inciso quinto
del artículo 24.”.

La mesa de asesores propuso la  aprobación de
ambas indicaciones, con modificaciones en el caso de la indicación N° 111,
con la finalidad de eliminar la capacitación del listado de medidas que se
puede  imponer,  e  incorporarlo  como  nuevo  inciso  segundo.  Busca  hacer
obligatoria la aplicación de la capacitación en vez de la multa cuando se den
las condiciones: esto es que se trate de una empresa de menor tamaño, que
no sea reincidente (que no haya cometido la misma infracción dentro de los
últimos  doce  meses).  Adicionalmente,  se  señala  que  la  primera  multa
efectivamente impuesta se rebajará en un 50%. 

Propuso  aprobar  la  indicación  N°  111,  con
modificaciones, como, incisos segundo a cuarto, nuevos, del artículo 50 M.

--La  indicación  N°  107  fue  aprobada  por  la
unanimidad  de  los  miembros  presentes  de  la  Comisión,  Honorables
Senadores señora Pérez y señores Moreira, Pizarro y Tuma. (Aprobada;
unanimidad, 4x0).

--La  indicación  N°  111  fue  aprobada,  con
modificaciones,  por  la  unanimidad  de los miembros  presentes  de  la
Comisión,  Honorables  Senadores  señora  Pérez  y  señores  Moreira,
Pizarro y Tuma. (Aprobada, con modificaciones; unanimidad, 4x0).

Indicaciones N°s. 108 y 109

A  proposición  de  la  mesa  de  asesores,  la
Comisión acordó tratar conjuntamente las indicaciones N°s 108 y 109, toda
vez que la ideas que ambas contienen están presentes en la indicación N°
111, recientemente aprobada por la Comisión, con modificaciones.
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En  ambos  casos,  proponen  su  aprobación,  con
modificaciones, en el sentido que queden subsumidas la referida indicación
N° 111, con modificaciones.

La indicación N° 108, de la Honorable Senadora
señora Pérez, es para sustituirla por la que sigue:

“c) En el caso de empresas proveedoras que no
sean  reincidentes,  la  resolución  deberá  ordenar  la  realización  de
capacitaciones en derechos y deberes de los consumidores. El imposición de
esta medida es incompatible con la imposición de multas contemplada en la
presente ley. Se entenderá como empresa proveedora no reincidente aquella
que no sea sancionada por infracciones a esta ley dos veces o más dentro
del mismo año calendario, de acuerdo al inciso tercero del artículo 24 de la
presente ley.”.

Por su parte, la indicación N° 109, del Honorable
Senador  señor  Navarro  es,  para  agregar  después  de  la  palabra
“consumidores”  lo  siguiente:  “a  sus  trabajadores  o  a  un  grupo  de
consumidores, que será realizada por alguna Asociación de Consumidores
de la zona legalmente constituida, asumiendo los costos de su ejecución por
la empresa proveedora”.

--La  indicaciones  N°s  108  y  109  fueron
aprobada,  con  modificaciones,  por  la  unanimidad  de  los  miembros
presentes  de  la  Comisión,  Honorables  Senadores  señora  Pérez  y
señores  Moreira,  Pizarro  y  Tuma.  (Aprobadas,  con  modificaciones;
unanimidad, 4x0).

Letra e)

La letra e) contempla una norma de clausura que
admite, en general, adoptar cualesquiera otras medidas que, de conformidad
esta ley, tengan por objeto prevenir o corregir la infracción cometida.

Indicación N° 110

La  indicación  N°  110,  del  Honorable  Senador
señor Moreira, es para eliminarla.

La mesa de trabajo hizo presente que el literal e)
entrega  al  SERNAC  la  posibilidad  de  decretar  medidas  que  no  son
necesariamente previsibles, pero que pueden ser necesarias para corregir
una infracción cometida, como, por ejemplo, retirar carteles de limitación de
responsabilidad. Los ajustes que se hacen apuntan a hacer la medida lo más
específica posible, acotándola con claridad a su objetivo, que es prevenir o
corregir la infracción cometida.

En este caso la indicación propone eliminar la letra
e) del artículo 50 N. 
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Destacó que lo que busca la letra e) es dar cuenta
de situaciones que no son previsibles y por ello hace más flexible la norma.
Por tales consideraciones proponen el retiro de la indicación. 

El  Honorable Senador señor Moreira manifestó
que no retiraría la indicación, por lo que la Comisión procedió a votarla.

--La indicación N° 110 fue rechazada por dos
votos en contra y uno a favor. Votaron en contra los Senadores señora
Pérez y señor Tuma, y votó a favor el Honorable Senador señor Moreira
(Rechazada; mayoría, 2x1).

° ° ° ° °

Accediendo  a  una  proposición  de  la  mesa  de
trabajo  en  relación  con  el  tema  recién  abordado,  la  unanimidad  de  los
miembros presentes de la Comisión acordó considerar una modificación a la
señalada letra e), con la finalidad de hacer más específica y más precisa la
referencia a esta atribución.

En tal sentido, la mesa de trabajo propuso sustituir
el literal e) del artículo 50 N por el siguiente:

“e) Otras medidas que, de conformidad a esta ley,
tengan por objeto exclusivo prevenir y/o corregir la infracción cometida.”.

El Director  del  Servicio  Nacional  del
Consumidor,  SERNAC,  señor  Ernesto  Muñoz, señaló  que  los  términos
“objeto  exclusivo”  usados  en  la  redacción  propuesta  permiten  precisar  la
pertinencia de la medida.

La Comisión, por la unanimidad de los Senadores
presentes, acogió la enmienda propuesta porque, por las razones fundadas
expuestas  por  el  señor  Director  del  SERNAC,  la  estimó  necesaria.  Lo
anterior, en consideración a lo dispuesto en el artículo 121 del Reglamento
de la Corporación.

--La  modificación,  consistente  en  sustituir  el
literal  e)  del  artículo  50  N,  fue  aprobada  por  la  unanimidad  de  los
miembros  presentes  de  la  Comisión,  Honorables  Senadores  señora
Pérez y señores Moreira, Pizarro y Tuma. (Aprobada; unanimidad, 4x0).
(Artículo 121 del Reglamento de la Corporación).

° ° ° ° °

Inciso segundo

Indicación N° 112

La  indicación  N°  112,  de  Su  Excelencia  la
Presidenta  de  la  República,  es  para  reemplazar  la  frase  “Lo  señalado
anteriormente” por la siguiente: “Lo señalado en este artículo”.
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El señor Rodrigo Romo destacó que esta es una
indicación  más  bien  formal  y  reemplaza  la  expresión  “lo  señalado
anteriormente” por la expresión “lo señalado en este artículo”, con la finalidad
de acotar el efecto del inciso y para aclarar que es sin perjuicio de otras
atribuciones del Servicio.

Agregó que, sobre la base de lo expuesto, la mesa
propone la aprobación de la indicación, puesto que perfecciona la redacción
de la disposición.

--La  indicación  N°  112  fue  aprobada  por  la
unanimidad  de  los  miembros  presentes  de  la  Comisión,  Honorables
Senadores señora Pérez y señores Moreira, Pizarro y Tuma. (Aprobada;
unanimidad, 4x0).

Artículo 50 Ñ

Inciso primero

Indicación N° 113

El inciso primero del artículo 50 Ñ establece que
las resoluciones del  Servicio  que apliquen multa,  ordenen devoluciones o
reintegros  o  dispongan  otras  medidas  que  tengan  por  objeto  prevenir  o
corregir la infracción cometida, tendrán mérito ejecutivo.

La  indicación  N°  113,  de  los  Honorables
Senadores  señores  Tuma,  Lagos  y  Pizarro,  es  para  agregar  la  siguiente
oración final: "El cumplimiento de dichas resoluciones se efectuará ante el
mismo servicio.".

La Comisión tuvo en consideración el acuerdo de
la mesa de trabajo,  en el  sentido que es más preciso modificar  el  inciso
tercero del artículo 50 Ñ, que señala que el pago de las multas debe ser
acreditado ante el servicio, y hacer ello aplicable al cumplimiento de todas las
sanciones impuestas.

En suma,  las propuestas de la  mesa de trabajo
fueron el retiro de la indicación N° 113 y la aprobación de una modificación
propuesta al inciso tercero, para que su redacción quede como sigue:

“El cumplimiento de las resoluciones a que se
refiere  el  inciso primero,  incluido  el  pago  de  las  multas,  deberá  ser
acreditado ante el Servicio dentro de los 10 días siguientes a la fecha en
que aquél fuere exigible.”.

--La  indicación  N°  113  fue  retirada  por  sus
autores.

--La modificación,  consistente en modificar el
inciso tercero del artículo 50 Ñ, fue aprobada por la unanimidad de los
miembros  presentes  de  la  Comisión,  Honorables  Senadores  señora
Pérez y señores Moreira, Pizarro y Tuma. (Artículo 121 del Reglamento
de la Corporación). (Unanimidad, 4x0).
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Artículo 50 O

El artículo 50 O regula lo que ocurre una vez que
el Director Regional dicta una resolución, incluyendo también la que pone
término al procedimiento administrativo.

Inciso primero del artículo 50 O

El inciso primero del artículo 50 O dispone que, en
contra de las resoluciones que dicte el Director Regional, solo procederá el
recurso de reposición contemplado en el artículo 59 de la ley N°19.880, que
establece las bases de los procedimientos administrativos que rigen los actos
de los Órganos de la Administración del Estado. El recurso jerárquico será
improcedente.

Indicación N° 114 

La indicación N° 114, de la Honorable Senadora
señora Pérez, es para suprimir la frase “, que establece las bases de los
procedimientos  administrativos  que  rigen  los  actos  de  los  Órganos  de  la
Administración del Estado”.

La mesa de asesores propuso acoger la indicación
y,  por lo tanto,  eliminar la mención al  nombre de la ley,  de modo que la
norma sólo haga referencia a la  ley N° 19.880,   fundado en que eso es
suficiente.

--La  indicación  N°  114  fue  aprobada  por  la
unanimidad  de  los  miembros  presentes  de  la  Comisión,  Honorables
Senadores señora Pérez y señores Moreira, Pizarro y Tuma. (Aprobada;
unanimidad, 4x0).

°°°°

Accediendo  a  una  proposición  de  la  mesa  de
trabajo, la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión accedió  a
considerar una modificación al inciso primero del artículo 50 O, del siguiente
tenor:

“Para agregar en el inciso primero del artículo 50
O, a continuación del punto aparte, que pasa a ser seguido, la frase “Todo
otro recurso administrativo establecido en dicha ley será improcedente”.”.

Representantes  del  Ejecutivo  y  de  la  mesa  de
asesores señalaron que el sentido de la modificación propuesta es señalar
inequívocamente que contra las resoluciones que dicte el Director Regional
sólo procederá el recurso de reposición contemplado en el artículo 59 de ley
N° 19.880, y todo otro recurso establecido en dicha ley será improcedente. 

Recordaron  que  la  ley  sobre  procedimientos
administrativos establece al  menos tres recursos generales: el  recurso de
reposición;  el  recurso  jerárquico  y  un  recurso  especial  de  revisión.  La
propuesta  va  en  la  línea  de  lo  que  ocurre  en  otros  procedimientos
administrativos, como los seguidos ante el  Servicio Civil,  ante Aduanas, o
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ante la Superintendencia del Medio Ambiente, acotando la presentación de
recursos administrativos solamente al de reposición. 

La justificación de eso es que el recurso jerárquico
es  conocido  por  el  superior  jerárquico  del  Director  Regional,  que  es  el
Director Nacional, lo que atentaría en contra de la “muralla china” que se
quieren establecer entre las funciones sancionatorias que se realizan a nivel
de la Dirección Regional y la Dirección Nacional. De no excluir el  recurso
jerárquico esa “muralla china” se debilitaría. Ésta es una forma de fortalecer
la separación de funciones.

El  Honorable Senador Tuma pidió dejar expresa
constancia que esto se refiere solamente a los recursos administrativos y que
es  sin  perjuicio  de  los  recursos  judiciales  que  procedan  en  contra  de  la
resolución  del  Director  Regional.  Es  decir,  sólo  se  refiere  al  ámbito
administrativo  y  deja  intacta  la  posibilidad  de  recurrir  en  contra  de  esa
resolución judicialmente.

Haciéndose  cargo  de  lo  planteado,  el  señor
Rodrigo  Romo,  precisó  que  la  ley  N°  19.880  sólo  contempla  recursos
administrativos y no judiciales.  La modificación propuesta aclara que sólo
resulta  procedente  el  recurso  de  reposición,  sin  perjuicio  de  los  demás
recursos judiciales procedentes.

--La modificación al inciso primero del artículo
50 O, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la
Comisión,  Honorables  Senadores  señora  Pérez  y  señores  Moreira,
Pizarro  y  Tuma.  (Artículo  121  del  Reglamento  de  la  Corporación).
(Aprobada; unanimidad, 4x0).

Inciso segundo del artículo 50 O

Regula el procedimiento de reclamo por ilegalidad
respecto de la resolución que pone fin al procedimiento administrativo.

Indicación N° 115

La  indicación  N°  115,  de  los  Honorables
Senadores señores Tuma, Lagos y Pizarro, es para agregar, a continuación
de la locución “, contado desde la notificación de la resolución respectiva” lo
siguiente:  “,  tratándose de causas cuya cuantía  no  exceda de veinticinco
unidades  tributarias  mensuales.  Todas  las  resoluciones  que  se  dicten  en
estas causas serán inapelables”.

Luego de la discusión que se dio al interior de la
mesa  de  asesores,  ésta  concluyó  que  es  mejor  permitir  el  recurso  de
ilegalidad respecto de toda resolución sancionatoria y no sólo de aquellas de
menos de 25 UTM.

Por  lo  tanto,  la  propuesta  es  el  retiro  de  la
indicación, de manera de permitir que toda resolución sancionatoria pueda



68

ser reclamada de ilegalidad.

-La  indicación  N°  115  fue  retirada  por  sus
autores.

Indicación N° 116

La  indicación  N°  116,  de  Su  Excelencia  la
Presidenta de la República, es para sustituir la oración “En la reclamación
por  ilegalidad  el  juez  podrá  revisar  tanto  aspectos  formales  como
sustantivos.”  por  las  siguientes:  “Si  el  procedimiento  administrativo  fue
iniciado  de  oficio  por  el  Servicio,  el  proveedor  podrá  reclamar  ante  el
Juzgado  de  Policía  Local  correspondiente  a  la  comuna  de  la  Dirección
Regional.  La  reclamación  deberá  presentarse  por  escrito  y  contener  los
fundamentos  de  hecho  y  de  derecho  en  que  se  apoya  y  las  peticiones
concretas  que se  formulan.  Al  conocer  de  la  reclamación,  el  juez  podrá,
realizando  un  control  sobre  la  legalidad  de  la  resolución,  revisar  tanto
aspectos formales como sustantivos.”.

Representantes  del  Ejecutivo  hicieron  presente
que el objetivo de la indicación es clarificar cuál es el Juzgado de Policía
Local competente para conocer del recurso de ilegalidad contra la resolución
sancionatoria dictada por el Director Regional, y hacer una breve descripción
de la forma de hacerlo.

Precisa  cuál  es  el  tribunal  competente  para
conocer de la reclamación de ilegalidad. Si el procedimiento administrativo
fue iniciado de oficio por el  Servicio, el  proveedor podrá reclamar ante el
Juzgado  de  Policía  Local  correspondiente  a  la  comuna  de  la  Dirección
Regional.  La  reclamación  deberá  presentarse  por  escrito  y  contener  los
fundamentos  de  hecho  y  de  derecho  en  que  se  apoya,  y  las  peticiones
concretas que se formulan. Al conocer de la reclamación de ilegalidad el juez
podrá revisar tanto aspectos formales como sustantivos.

La mesa de asesores propuso la aprobación de la
indicación.

El  Director  del  Servicio  Nacional  del
Consumidor, SERNAC, señor Ernesto Muñoz, explicó que los Jueces de
Policía Local han participado desde temprano y activamente en la tramitación
de este proyecto,  proponiendo distintas modificaciones y,  por  lo  tanto,  su
criterio ha sido tomado en consideración en varias de las indicaciones que ha
presentado el Ejecutivo.

--La  indicación  N°  116  fue  aprobada  por  la
unanimidad  de  los  miembros  presentes  de  la  Comisión,  Honorables
Senadores señora Pérez y señores Moreira, Pizarro y Tuma. (Aprobada;
unanimidad, 4x0).

Inciso tercero del artículo 50 O

El inciso tercero del artículo 50 O regula el pago
de la multa para el caso en que el  infractor no interponga reclamación en
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contra de las resoluciones del Servicio, y da la posibilidad de reducir el 25%
de su valor si el infractor paga la respectiva multa dentro del plazo de cinco
días hábiles, contado desde la notificación de la resolución.

Indicación N° 117

La indicación Nº 117, de la Honorable Senadora
señora Pérez, es para reemplazar el guarismo “25%” por “30%”.

La  Honorable  Senadora  señora  Pérez hizo
presente que el 25% es el descuento que por pago anticipado de multa se
usa en otras normas, como la ley del tránsito. Su indicación busca aumentar
de un 25% a un 30% la rebaja de la multa que se haya impuesto, por pagar
dentro de los 5 días hábiles contados desde la notificación de la resolución.

El  señor  Rodrigo  Romo hizo  presente  que  el
acuerdo  de  la  mesa  fue  mantener  el  25%  por  el  pago  oportuno  y,  en
consecuencia, la propuesta es el retiro de la indicación que fue presentada
por la Honorable Senadora señora Lily Pérez.

--La  indicación  Nª  117  fue  retirada  por  su
autora.

Inciso cuarto del artículo 50 O

El inciso cuarto del artículo 50 O establece que no
podrá exigirse el cobro de la multa mientras la resolución que la aplica no se
encuentre ejecutoriada.

Indicación N° 118

La  indicación  N°  118,  de  Su  Excelencia  la
Presidenta de la República, propone reemplazar el inciso cuarto del artículo
50  O,  aclarando  que  el  cumplimiento  de  la  resolución  sancionatoria  sólo
puede exigirse una vez que se encuentre firme.

Representantes  del  Ejecutivo  señalaron  que   la
norma  en  análisis  busca  impedir  que  el  cumplimiento  de  la  resolución
sancionatoria, cualquiera sea la sanción dispuesta, se exija antes de que se
hayan  fallado  los  recursos  que  pudieran  haberse  interpuesto  contra  la
resolución.

El  Honorable Senador Tuma hizo presente que,
aunque no estuviese expresamente señalado en esta norma, la ley así lo
establece como regla general.

--La  indicación  N°  118  fue  aprobada  por  la
unanimidad  de  los  miembros  presentes  de  la  Comisión,  Honorables
Senadores señora Pérez y señores Moreira, Pizarro y Tuma. (Aprobada;
unanimidad, 4x0).



70

Inciso quinto del artículo 50 O

Indicación N° 119

La  indicación  N°  119,  de  Su  Excelencia  la
Presidenta de la República, es para sustituir  la frase “contemplado en los
incisos quinto y siguientes del artículo 50 A”, por la siguiente: “contemplado
en el Párrafo 3º de este Título”.

Representantes  del  Ejecutivo  explicaron  que  la
indicación sólo propone una modificación formal, en el sentido de sustituir la
referencia  que  la  norma  aprobada  en  general  hace  a  los  incisos  5°  y
siguientes del artículo 50 A, por “el procedimiento contemplado en el Párrafo
3° de este Título”, toda vez que se crea este nuevo párrafo donde estará
contenida la regulación del procedimiento.

--La  indicación  N°  119  fue  aprobada  por  la
unanimidad  de  los  miembros  presentes  de  la  Comisión,  Honorables
Senadores señora Pérez y señores Moreira, Pizarro y Tuma. (Aprobada;
unanimidad, 4x0).

Inciso sexto del artículo 50 O

Se refiere al monto que permite que las causas se
tramiten  en procedimientos  de única  instancia.  El  proyecto   aprobado en
general establece que las causas cuya cuantía no exceda de 25 UTM, se
tramitarán en única instancia. 

Indicación N° 120

La  indicación  Nº  120,  del  Honorable  Senador
señor Moreira, es para reemplazar la expresión “veinticinco” por “diez”.

Sobre  el  particular,  el  señor  Rodrigo  Romo
señaló que no hubo acuerdo en la mesa de asesores, sin perjuicio de lo cual
este tema fue zanjado de alguna manera por la Comisión a propósito de la
indicación N° 79, que buscaba el mismo objetivo y que fue rechazada.

El Honorable Senador señor Moreira explicó que
su indicación tiene por objetivo permitir que exista una segunda instancia en
todas las causas por sobre 10 UTM, tal como prescribe la ley.

--La indicación N° 120 fue rechazada por tres
votos en contra, de los Honorables Senadores señora Pérez y señores
Pizarro y Tuma, y uno a favor, del Honorable Senador señor Moreira
(Rechazada; mayoría, 3x1).

_______________
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INDICACIONES REFERIDAS AL PROCEDIMIENTO ANTE LOS
JUZGADOS DE POLICÍA LOCAL

INDICACIONES N°s. 128 Y 129

º º º º

Indicación N° 128

La  indicación  Nº  128,  de  Su  Excelencia  la
Presidenta  de  la  República,  es  para  consultar  un  numeral  nuevo,  del
siguiente tenor:

“…) Agrégase a continuación del artículo 50 P el
siguiente epígrafe:

“Párrafo 3°

Del  procedimiento  ante  los  Juzgados  de  Policía
Local”.”.

Representantes  del  Ejecutivo  señalaron  que  la
indicación propone la creación de un nuevo párrafo, referido al procedimiento
ante los Juzgados de Policía Local. 

Es  del  caso  recordar  que  éste  había  sido
eliminado por el  artículo 50 A del  texto aprobado en general,  pero, como
consecuencia de la aprobación de las  indicaciones Nº 62 y otras pertinentes,
fue repuesto.

La  propuesta  de  la  mesa  de  asesores  es  la
aprobación de la indicación N° 128.

--La  indicación  N°  128  fue  aprobada  por  la
unanimidad  de  los  miembros  presentes  de  la  Comisión,  Honorables
Senadores señora Pérez y señores Moreira, Pizarro y Tuma. (Aprobada;
unanimidad, 4x0).

Indicación N° 129

La  indicación  Nº  129,  de  Su  Excelencia  la
Presidenta de la República, es para incorporar el siguiente nuevo numeral:

“…) Agréganse los siguientes artículos 50 Q,
50 R y 50 S, nuevos:

“Artículo  50  Q.- El  conocimiento  de  la  acción
ejercida  a  título  individual  para  obtener  la  debida  indemnización  de  los
perjuicios que tuvieren lugar por infracción a esta ley corresponderá a los
juzgados  de  policía  local,  siendo  competente  aquel  que  corresponda  al
domicilio del consumidor o del proveedor, a elección del primero, sin que sea
admisible la prórroga de competencia por la vía contractual.
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El  procedimiento  se  iniciará  por  demanda  del
consumidor,  la  que deberá presentarse por  escrito  y  con el  patrocinio  de
abogado habilitado.

En los casos en que no resulte posible practicar la
primera notificación personalmente, por no ser habida la persona a quien se
debe notificar, y siempre que el ministro de fe encargado de la diligencia deje
constancia  de cuál es la habitación o el lugar donde habitualmente ejerce su
industria, profesión o empleo a quien se va a notificar y éste se encuentre en
el  lugar  del  juicio,  se procederá a su notificación en el  mismo acto y sin
necesidad de nueva orden del tribunal, en la forma señalada en los incisos
segundo  y  tercero  del  artículo  44  del  Código  de  Procedimiento  Civil.  El
ministro de fe dará aviso de esta notificación a ambas partes el mismo día en
que  se  efectúe  o  a  más  tardar  el  día  hábil  siguiente,  dirigiéndoles  carta
certificada. La omisión en el envío de la carta no invalidará la notificación,
pero hará responsable al infractor de los daños y perjuicios que se originen y
el tribunal,  previa audiencia del afectado, deberá imponerle alguna de las
medidas que se señalan en los números 2), 3) y 4) del inciso tercero del
artículo 532 del Código Orgánico de Tribunales.

En  este  procedimiento  no  será  admisible  la
reconvención  del  proveedor  demandado.  Las  excepciones  que  se  hayan
opuesto se tramitarán conjuntamente y se fallarán en la sentencia definitiva.
En  su  comparecencia,  las  partes  podrán  realizar  todas  las  gestiones
procesales destinadas a acreditar la infracción y probar su derecho, incluidas
la presentación y el examen de testigos, cuya lista podrá presentarse hasta
el inicio de la audiencia de contestación, conciliación y prueba.

El  tribunal  podrá  en  el  aludido  comparendo,
distribuir  la  carga  de  la  prueba  conforme  a  la  disponibilidad  y  facilidad
probatoria que posea cada una de las partes en el litigio, lo que comunicará a
ellas para que asuman las consecuencias que les pueda generar la ausencia
o insuficiencia de material probatorio que hayan debido aportar o el no rendir
la prueba correspondiente de que dispongan en su poder. Para efectos de
rendir la prueba ordenada conforme a este inciso, el juez citará a una nueva
audiencia con ese único fin, la que deberá ser citada a la brevedad posible.

Los  incidentes  deberán  promoverse  y  tramitarse
en la misma audiencia, conjuntamente con la cuestión principal, sin paralizar
el curso de esta, cualquiera sea la naturaleza de la cuestión que en ellos se
plantee.  El  tribunal  deberá dictar  sentencia definitiva dentro de los treinta
días siguientes a la última audiencia, a menos que exista un plazo pendiente
para realizar diligencias.

Las causas cuya cuantía no exceda de veinticinco
unidades  tributarias  mensuales,  se  tramitarán  como  en  procedimiento  de
única instancia, por lo que todas las resoluciones que se dicten en él serán
inapelables.  La  cuantía  se  determinará  de  acuerdo  al  monto  de  lo
denunciado o demandado por el consumidor, no considerándose para estos
efectos  el  monto  de  la  multa  aplicable.  Las  causas  que  versen  sobre
materias  que  no  tienen  una  determinada  apreciación  pecuniaria,  se
considerarán para estos efectos de cuantía superior a veinticinco unidades
tributarias mensuales.
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Artículo 50 R.- El mismo procedimiento señalado
en el artículo precedente se aplicará en caso de que el consumidor escoja
perseguir la responsabilidad contravencional del proveedor ante el juzgado
de  policía  local  competente,  de  conformidad  a  lo  dispuesto  en  el  inciso
primero del artículo 50 A. Si resultare procedente, regirá para la aplicación de
multas lo dispuesto en el artículo 50 P.

Artículo 50 S.- Si, de conformidad a lo establecido
en este Párrafo, se promueve un juicio de indemnización de perjuicios por los
daños  ocasionados  a  consecuencia  de  una  infracción  que  ha  sido
sancionada  por  el  Servicio  Nacional  del  Consumidor  mediante  resolución
firme,  no  se  admitirán  pruebas  o  alegaciones  incompatibles  con  la
declaración de existencia del hecho que constituyó la infracción, ni  con el
establecimiento de la participación del proveedor en la misma.”.”.

______________

En  discusión,  representantes  del  Ejecutivo
señalaron que el objetivo de la indicación es incorporar los artículos 50 Q, 50
R y  50  S,  nuevos,  que  contienen el  procedimiento  ante  los  juzgados  de
policía local.

Agregaron  que  este  procedimiento  es  el
establecido en el  artículo 50 A de la ley vigente, que se elimina en dicho
artículo, y se lleva a este párrafo nuevo. 

Destacaron las siguientes modificaciones respecto
del procedimiento actual:

1. Elimina la tacha de testigos.

2.  Aclara  que  la  lista  de  testigos  puede
presentarse hasta el inicio de la audiencia.

3.  Aclara  el  plazo  en  que  la  causa  queda  en
estado de fallo.

4.  Agrega  la  remisión  al  artículo  50  P,  sobre
especialidad de la sanción.

En suma,  esta  indicación  incorpora  los  artículos
que regulan este procedimiento.

En  respuesta  a  una  inquietud  planteada  por  el
Honorable Senador señor Tuma, el  señor Rodrigo Romo señaló que la
prórroga  de  competencia  es  una  institución  procesal  que  permite  que  el
acuerdo de las partes le dé competencia a un tribunal distinto de aquel que
naturalmente  corresponde.  La  indicación  busca  evitar  que  se  imponga  al
consumidor  la  competencia  de  un tribunal  que pudiera  estar  en  un lugar
distinto de aquel de su  propio domicilio.

Por su parte, la Honorable Senadora señora Lily
Pérez celebró diversos aspectos procesales de las normas que incorpora la
indicación, los que, en general, serán beneficiosos para los consumidores.
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Destacó la eliminación de la tacha de testigos, dado que  actualmente, en la
práctica, es casi imposible encontrar gente tan neutra o tan alejada de la
esfera del círculo más cercano del afectado; y el plazo para presentar la lista
de testigos, que pasa de uno muy acotado a otro que se extiende hasta el
inicio de la audiencia de contestación, conciliación y prueba. 

El  Director  del  Servicio  Nacional  del
Consumidor,  SERNAC,  señor  Ernesto  Muñoz,  hizo  hincapié  en  que  la
indicación contiene varias recomendaciones formuladas por los Jueces de
Policía  Local.  Las  normas  propuestas  modifican  mínimamente  el
procedimiento que los Jueces de Policía Local están acostumbrados a usar,
pero con ciertas diferencias como las que señaló la  Honorable Senadora
señora Pérez.

Al respecto, destacó las siguientes:

1.-  Siempre  se  ha  señalado  que  cuando  los
consumidores están sometidos a la jurisdicción del Juzgado de Policía Local
muchas  veces  están  en  una  asimetría  o  desequilibrio  muy  importante
respecto  de  los  proveedores,  porque  no  tienen  asistencia  jurídica.  Esto
cambia  respecto  del  régimen  actual,  porque  tendrán  que  concurrir
representados.  Por  cierto,  el  proyecto  contempla  la  forma  de  asistirlo
jurídicamente.

2.-  Otro  punto  que  se  recoge  en  las  normas
propuestas  es la  teoría  dinámica de la  prueba,  algo  muy sentido por  los
Jueces de Policía Local, porque muchas veces están restringidos para poder
asignar la carga de la prueba en los procedimientos que se tramitan ante
ellos. 

Recalcó  que  los  dos  puntos  señalados  fueron
propuestos por los Jueces de Policía Local  y el Ejecutivo los ha recogido.

--La  indicación  N°  129  fue  aprobada  por  la
unanimidad  de  los  miembros  presentes  de  la  Comisión,  Honorables
Senadores señora Pérez y señores Moreira, Pizarro y Tuma. (Aprobada;
unanimidad, 4x0).

º º º º
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INDICACIONES REFERIDAS AL PROCEDIMIENTO COLECTIVO

Indicaciones N°s. 130, 131, 132, 133, 134, 135, 138, 139, 140, 141, 142,
145 y 147.

Número 27)

El  numeral 27) reemplaza en el párrafo 2º, “Del
Procedimiento Especial para Protección del Interés Colectivo o Difuso de los
Consumidores”, la expresión “Párrafo 2°” por “Párrafo 3°”.

Indicación N° 130

La  indicación  Nº  130,  de  Su  Excelencia  la
Presidenta de la República, es para reemplazar la expresión “Párrafo 3º” por
“Párrafo 4º”.

El  señor  Rodrigo  Romo destacó  que  se  trata
sólo de un ajuste formal.

El  Director  del  Servicio  Nacional  del
Consumidor, SERNAC, señor Ernesto Muñoz, señaló que el proyecto no
modifica en nada la competencia de los Tribunales Ordinarios de Justicia, tal
como  existe  actualmente.  En  el  contexto  antes  explicado,  la  indicación
plantea  una  corrección  de  referencia  meramente  formal  y  de  coherencia
interna.

--La  indicación  N°  130  fue  aprobada  por  la
unanimidad  de  los  miembros  presentes  de  la  Comisión,  Honorables
Senadores señora Pérez y señores Moreira, Pizarro y Tuma. (Aprobada;
unanimidad, 4x0).

Número 28) 

El número 28) modifica el artículo 51 de la ley Nº
19.496, sobre protección de los derechos de los consumidores.

º º º º

Indicación N° 131

La  indicación  Nº  131,  de  Su  Excelencia  la
Presidenta de la República, propone agregar el siguiente número nuevo:

“…)  Agréganse  los  siguientes  incisos  tercero  y
cuarto, pasando el actual tercero a ser quinto y así sucesivamente:

“Los  consumidores  afectados  en  cualquier  caso
podrán  declarar  como  testigos  sin  que  les  sea  aplicable  la  causal  de
inhabilidad  establecida  en  el  numeral  6°  del  artículo  358  del  Código  de
Procedimiento Civil.

Los proveedores demandados estarán obligados a
entregar al  Tribunal  todos los instrumentos que éste ordene de oficio o a
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petición de parte, siempre que tales instrumentos obren o deban obrar en su
poder y que tengan relación directa con la cuestión debatida. En caso de que
el proveedor se negare a entregar tales instrumentos y el Tribunal estimare
infundada la negativa por haberse aportado pruebas acerca de su existencia
o por ser injustificadas las razones dadas, el juez podrá tener por probado lo
alegado  por  la  parte  contraria  respecto  del  contenido  de  tales
instrumentos.”.”.

El señor Rodrigo Romo destacó que la indicación
agrega al artículo 51 un inciso tercero que establece la posibilidad de que los
consumidores declaren como testigos en los juicios colectivos sin que sean
tachados por tener interés en el juicio. Asimismo incorpora un inciso cuarto
que establece la obligación del proveedor de acompañar los instrumentos
que obren en su poder y le sean solicitados, bajo apercibimiento de tenerse
por probado lo alegado por la parte contraria respecto de su contenido.

Añadió que es un problema usual  en los juicios
colectivos que los consumidores que declaran como testigos sean tachados
por la contraparte en virtud del artículo 358 N° 6 del CPC, incluso cuando la
parte demandante es el SERNAC o una Asociación de Consumidores.

La  obligación  de  acompañar  los  antecedentes
requeridos bajo apercibimiento de tener por probado lo alegado por la parte
contraria respecto de su contenido responde a que los proveedores muchas
veces  alegan  la  inexistencia  de  ciertos  antecedentes  para  excusarse  de
presentarlos en juicio.

Finalmente,  señaló  que  la  mesa  de  asesores
propone a la Comisión su aprobación.

--La  indicación  N°  131  fue  aprobada  por  la
unanimidad  de  los  miembros  presentes  de  la  Comisión,  Honorables
Senadores señora Pérez y señores Moreira, Pizarro y Tuma. (Aprobada;
unanimidad, 4x0).

Indicaciones N°s 132 y 133

La  indicación  132,  de  la  Honorable  Senadora
señora Pérez, es para agregar los siguientes incisos, nuevos:

“Los consumidores afectados, en cualquier caso,
podrán  declarar  como  testigos,  sin  que  les  sea  aplicable  la  causal  de
inhabilidad  establecida  en  el  numeral  6  del  artículo  357  del  Código  de
Procedimiento Civil.

Los proveedores demandados estarán obligados a
entregar  al  tribunal  los  antecedentes,  ya  sean documentos,  instrumentos,
registros u otros, cualquiera sea la denominación que ellos les otorguen, que
solicite  el  tribunal  de  oficio  o  a petición  de parte,  bajo  apercibimiento  de
tenerse por presumido legalmente lo alegado por la parte contraria.”.
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Por  su  parte,  la  indicación  Nº  133,  de  los
Honorables Senadores señores Tuma, Lagos y Pizarro, es para agregar los
siguientes incisos tercero y cuarto:

“Los  consumidores  afectados,  cualquier  caso,
podrán  declarar  como  testigos  sin  que  les  sea  aplicable  la  causal  de
inhabilidad  establecida  en  el  numeral  6  del  artículo  357  del  Código  de
Procedimiento Civil.

Los proveedores demandados estarán obligados a
entregar  al  Tribunal  los  antecedentes,  documentos,  instrumentos  y  otros,
cualquiera sea la denominación que les otorguen, que decrete el tribunal de
oficio o a solicitud de parte, bajo apercibimiento de tenerse por presumido
legalmente lo alegado por la parte contraria.”.

En  discusión,  la  Honorable  Senadora  señora
Pérez hizo notar que los objetivos de su indicación son los mismos que los
de la indicación N° 131, por lo que correspondería subsumirla en ésta.

En  el  mismo sentido  se  manifestó  el  Honorable
Senador señor Tuma respecto de su indicación.

La mesa de asesores destacó que las indicaciones
N°s 132 y 133 persiguen objetivos similares a aquéllos contemplados por la
indicación N° 131,  motivo por el cual propone a la Comisión su aprobación,
entendiéndolas subsumidas en ésta.

--Las  indicaciones  N°s  132  y  133  fueron
aprobadas,  con  modificaciones,  por  la  unanimidad  de  los  miembros
presentes  de  la  Comisión,  Honorables  Senadores  señora  Pérez  y
señores  Moreira,  Pizarro  y  Tuma.  (Aprobadas,  con  modificaciones;
unanimidad, 4x0).

Indicación N° 134

La  indicación  Nº  134,  de  los  Honorables
Senadores señores Navarro y Tuma, es para suprimir la letra c) del número
1) del artículo 51 de la ley N° 19.496, eliminando como legitimados activos a
50 o más consumidores. El número 1) del artículo 51 establece quiénes son
los  legitimados  activos,  es  decir,  quiénes  pueden  presentar  demandas
colectivas y, por lo tanto, iniciar el procedimiento colectivo.

Al  eliminar  la  legitimación  activa  de  50  o  más
consumidores, sólo el SERNAC y las Asociaciones de Consumidores podrían
iniciar  juicios  colectivos,  y  en  caso  de  que  éstos  no  lo  hagan,  los
consumidores sólo podrían ejercer sus derechos en forma individual.

La propuesta de la mesa de asesores es el retiro
de la indicación, porque excluir la posibilidad de que un grupo de ciudadanos
afectado pueda presentar una demanda colectiva resulta una limitación a la
protección de sus derechos.
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--La  indicación  Nº  134  fue  retirada  por  sus
autores.

Letra b)

La letra b) elimina en el numeral 2) la oración “Las
indemnizaciones  que  se  determinen  en  este  procedimiento,  no  podrán
extenderse al daño moral sufrido por el actor.”.

Indicación N° 135

La  indicación  Nº  135,  del  Honorable  Senador
señor Moreira, es para suprimirla.

Por tanto, restituye en el número 2) del artículo 51,
la prohibición de la indemnización del daño moral en los juicios colectivos.

La  mesa  de  asesores  no  alcanzó  un  acuerdo
sobre la indicación.

--La indicación fue retirada por su autor.

Indicación N° 139

La  indicación  N°  139,  de  los  Honorables
Senadores señores Navarro y Tuma, tiene por objeto eliminar el número 3)
del artículo 51 de la ley N° 19.496.

En  discusión,  representantes  del  Ejecutivo
explicaron que la indicación, al suprimir el número 3) del artículo 51, elimina
la posibilidad de que cualquier legitimado activo o consumidor se haga parte
en el juicio colectivo una vez iniciado.

La  mesa  de  asesores  propuso  su  retiro  porque
resulta incompatible con la indicación N° 140, respecto de la cual se propone
su aprobación con modificaciones. Sostuvo que es mejor mantener el texto
aprobado en general.

--La  indicación  N°  139  fue  retirada  por  sus
autores.

Indicación N° 140

La  indicación  N°  140,  de  los  los  Honorables
Senadores señores Navarro y Tuma, propone reemplazar el número 3 del
artículo 51 de la ley N° 19.496 por el siguiente:

“3.- Iniciado el juicio señalado, sólo los legitimados
activos Servicio Nacional de Consumidores o Asociaciones de Consumidores
y los consumidores que hagan reserva de acciones, podrán hacerse parte en
el juicio.”.

En  discusión,  los  autores  de  la  indicación
explicaron  que  ésta  propone  reemplazar  el  número  3)  del  artículo  51,
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estableciendo que sólo el SERNAC, las Asociaciones de Consumidores y los
consumidores que hagan reserva de acciones podrán hacerse parte en el
juicio colectivo una vez iniciado.

La mesa de asesores propuso su aprobación, con
modificaciones. Hizo presente que el objetivo de esta indicación es evitar que
consumidores  individuales  se  hagan  parte  en  el  juicio,  entorpeciendo  su
tramitación, pero dejando a salvo la posibilidad de que éstos hagan reserva
de derechos.

Por  lo  anterior,  recomendó  que,  sobre  esta
materia, se adopte la siguiente redacción: 

“3.- Iniciado el juicio señalado, cualquier legitimado
activo  podrá  hacerse  parte  en  el  juicio.  Asimismo,  podrá  comparecer
cualquier consumidor que se considere afectado para el solo efecto de hacer
reserva de sus derechos.”.

--La  indicación  N°  140  fue  aprobada,  con
modificaciones,  por  la  unanimidad  de los miembros  presentes  de  la
Comisión,  Honorables  Senadores  señora  Pérez  y  señores  Moreira  y
Tuma. (Aprobada, con modificaciones; unanimidad, 3x0).

Número 29)

El numeral 29) del artículo 1° modifica la letra b)
del artículo 52 de la ley N° 19.496, referido al examen que el tribunal debe
realizar de la demanda, para declararla admisible y darle tramitación.

Indicación N° 141

La  indicación  N°  141,  de  Su  Excelencia  la
Presidenta de la República, es para reemplazarlo por el siguiente:

“…) Modifícase el artículo 52 del siguiente modo:

a) Reemplázase el literal b) por el siguiente:

“b)  Que  la  demanda  cumpla  con  los  requisitos
establecidos en el artículo 254 del Código de Procedimiento Civil, los que
sólo se verificarán por el juez, sin que puedan discutirse en esta etapa.”.

b)  Intercálase  el  siguiente  inciso  quinto,  nuevo,
pasando el actual inciso quinto a ser sexto y así sucesivamente:

“En contra de la resolución que acoja la reposición
de  aquella  que  declaró  admisible  la  demanda,  procederá  el  recurso  de
apelación en ambos efectos, el que deberá ser interpuesto dentro de cinco
días fatales contados desde la notificación de la resolución respectiva.”.”.

Representantes  del  Ejecutivo  explicaron  que  la
indicación N° 141 propone modificar el artículo 52, en un doble sentido:
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-Estableciendo  que  en  la  fase  de  admisibilidad
sólo se revisarán los requisitos de la demanda, sin que puedan discutirse en
esta etapa del juicio.

-Intercalando un inciso quinto, nuevo, que aclara
que respecto de la resolución que acoge la reposición de aquella que declaró
admisible la demanda colectiva, procede la apelación en ambos efectos en el
plazo de 5 días.

La mesa de asesores propuso su aprobación, toda
vez  que  la  norma  propuesta  por  esta  indicación  evitará  la  dilación  del
procedimiento  en la  fase de admisibilidad de la  demanda,  acotando esta
etapa  a  la  verificación  de  requisitos  formales.  Asimismo,  precisa  que  el
recurso  que  procede  en  caso  que  se  declare  inadmisible  una  demanda
colectiva, al acogerse una reposición interpuesta en contra de la resolución
que la declaraba admisible, es el recurso de apelación en ambos efectos.

--La  indicación  N°  141  fue  aprobada  por  la
unanimidad  de  los  miembros  presentes  de  la  Comisión,  Honorables
Senadores  señora  Pérez,  y  señores  Moreira  y  Tuma.  (Aprobada;
unanimidad, 3x0).

Indicación  N° 142

La  indicación  N°  142, de  los  Honorables
Senadores señores Tuma, Lagos y Pizarro, es para agregar al artículo 52
literal b) la siguiente oración: “Las excepciones contempladas en el artículo
303 y siguientes del Código de Procedimiento Civil no podrán oponerse en
esta etapa.”

En  discusión,  el  Honorable   Senador  Tuma
señaló que el objetivo de la indicación es agregar al artículo 52 literal b) la
prohibición de presentar excepciones del artículo 303 y siguientes del Código
de Procedimiento Civil en la fase de admisibilidad de la demanda colectiva.

La  mesa  de  asesores  propuso  el  retiro  de  la
indicación,  fundado  en  que  si  bien  persigue  el  mismo  objetivo  que  la
indicación N° 141, esto es, evitar la dilación del procedimiento en la fase de
admisibilidad  de  la  demanda  colectiva,  no  queda  claro  que  no  proceda
ninguna de las excepciones dilatorias. 

--La  indicación  N°  142  fue  retirada  por  sus
autores.
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Número 30)

El  numeral  30)  del  artículo  1°  del  proyecto,
modifica el  artículo 53 B de la ley sobre protección de los consumidores,
relativo a la conciliación, el avenimiento y la transacción.

         Letra b)

Indicación N° 145

La  indicación  N°  145, de  Su  Excelencia  la
Presidenta de la República, es para sustituirla por la siguiente:

“b) Agrégase en el actual inciso tercero, que pasó
a ser cuarto, a continuación del punto y aparte (.), que pasa a ser seguido, la
siguiente oración: “La aprobación se entenderá sin perjuicio de la eventual
aplicación de multas en caso de infracciones a la presente ley. Con todo, el
tribunal  podrá  considerar  la  reparación  del  daño  causado  por  parte  del
proveedor para rebajar el monto de la multa hasta en el cincuenta por ciento.
Previo a pronunciarse sobre el  avenimiento,  conciliación o transacción,  el
tribunal  dará  traslado  al  Servicio  Nacional  del  Consumidor,  quien  podrá
hacerse parte en el juicio dentro de quinto día.”.”.

En discusión, representantes del Ejecutivo hicieron
presente que la indicación propone agregar, en el inciso tercero del artículo
53 B, la  obligación del  juez de oficiar al  SERNAC antes de pronunciarse
sobre el avenimiento, conciliación o transacción en un juicio colectivo en que
éste no es parte, pudiendo hacerlo dentro de quinto día de recibido el oficio.

La mesa de asesores sugirió su aprobación, con
modificaciones, fundado en que el objetivo de la indicación es garantizar que
el juez verifique la conformidad del acuerdo con las normas de protección de
los derechos de los consumidores.

En tal  sentido, propuso sustituir  el  inciso tercero
por el siguiente:

“Todo  avenimiento,  conciliación  o  transacción
deberá ser sometido a la aprobación del juez. Para aprobarlo, el juez deberá
verificar su conformidad con las normas de protección de los derechos de los
consumidores.  La  aprobación  se  entenderá  sin  perjuicio  de  la  eventual
aplicación de multas en caso de infracciones a la presente ley. Con todo, el
tribunal  podrá  considerar  la  reparación  del  daño  causado  por  parte  del
proveedor para rebajar el monto de la multa hasta en el 50%.”.

--La  indicación  N°  145  fue  aprobada,  con
modificaciones,  por  la  unanimidad  de los miembros  presentes  de  la
Comisión,  Honorables  Senadores  señora  Pérez  y  señores  Moreira  y
Tuma. (Aprobada, con modificaciones; unanimidad, 3x0).
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Letra a)

Indicación 147

La indicación N° 147, de la Honorable Senadora
señora Pérez, es para agregar la siguiente oración a la propuesta para el
literal c): “Dicho riesgo elevado para los consumidores deberá determinarse
de acuerdo a los criterios contemplados en el artículo 24 inciso cuarto, entre
otros que el juez considere.”.

La indicación establece en el artículo 53 C, relativo
al  contenido de la sentencia,  la forma en que el  juez debe determinar la
gravedad  del  riesgo  para  los  consumidores,  a  fin  de  aumentar  la
indemnización en un 25%.

La mesa de asesores propuso su aprobación, con
modificaciones. De acuerdo a los cambios introducidos al sistema de multas,
se  hará  referencia  a  las  circunstancias  agravantes  para  aumentar  la
indemnización en un 25%. 

Por lo anteriormente expuesto, sugirió la siguiente
redacción para la letra c):

“c)  Declarar  la  procedencia  de  las
correspondientes  indemnizaciones  o  reparaciones  y  el  monto  de  la
indemnización  o  la  reparación  a  favor  del  grupo  o  de  cada  uno  de  los
subgrupos, cuando corresponda. En aquellos casos que en que concurran
las circunstancias a que se refiere el inciso quinto del artículo 24, el tribunal
podrá aumentar en un 25% el monto de la indemnización correspondiente.”.

--La  indicación  N°  147  fue  aprobada,  con
modificaciones,  por  la  unanimidad  de los miembros  presentes  de  la
Comisión,  Honorables  Senadores  señora  Pérez  y  señores  Moreira  y
Tuma. (Aprobada, con modificaciones; unanimidad, 3x0).

______________
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INDICACIONES REFERIDAS A LAS MEDIACIONES COLECTIVAS

Indicaciones N°s. 150, 151, 152, 153, 154, 155, 156, 157, 158, 159, 160,
162, 163, 164, 165 y 166.

Número 32)

Este numeral  agrega, a continuación del artículo
54 G, el siguiente epígrafe: 

“Párrafo 4°. El procedimiento de mediación colectiva.”.

Indicación N° 150

La indicación  N°  150, de  Su  Excelencia  la
Presidenta de la República, es para reemplazar la expresión “Párrafo 4º El”
por la siguiente: “Párrafo 5º Del”.

Representantes  del  Ejecutivo  señalaron  que  la
indicación ajusta el número del párrafo 4° a 5°, ya que, como se indicó en su
oportunidad,  el proyecto agrega un párrafo para el procedimiento ante los
juzgados de policía local.

La mesa de asesores propuso su aprobación toda
vez que se trata sólo de un ajuste formal.

--La  indicación  N°  150  fue  aprobada  por  la
unanimidad  de  los  miembros  presentes  de  la  Comisión,  Honorables
Senadores señora Pérez y señores Moreira, Pizarro y Tuma. (Aprobada;
unanimidad, 4x0).

Número 33)

El número 33) del artículo 1° agrega los artículos
54 H a 54 R a la ley N° 19.496 sobre protección de los derechos de los
consumidores. 

Todos  estos  artículos  están  referidos  al
procedimiento de mediación colectiva.

Artículo 54 H

El artículo 54 H introduce en la ley N° 19.496 la
mediación colectiva para aquellos casos en que esté comprometido el interés
colectivo o difuso de los consumidores.

La  mediación  colectiva  es  un  procedimiento
administrativo especial, a cargo de una unidad independiente y especializada
dentro del Servicio, cuyo fin es cautelar el interés colectivo o difuso de los
consumidores, mediante la obtención de una solución expedita, completa y
transparente, en el caso de conductas que los afecten. Los principios básicos
del procedimiento son la indemnidad del consumidor, la economía procesal,
la publicidad y la integridad del proceso.
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Inciso cuarto

Indicación N° 151

La  indicación  N°  151,  de  su  Excelencia  la
Presidenta de la República, es para agregar la siguiente oración: “Asimismo,
una  vez  iniciada  una  mediación  colectiva,  ni  el  Servicio  ni  quienes  se
encuentren legitimados para ello de conformidad a esta ley podrán ejercer
acciones  colectivas  respecto  de  los  mismos  hechos  mientras  el
procedimiento de mediación se encuentre abierto.”.

En  discusión,  representantes  del  Ejecutivo
señalaron  que  la  indicación  agrega  al  inciso  cuarto  del  artículo  54  H  la
prohibición del ejercicio de acciones colectivas mientras el procedimiento de
mediación colectiva se encuentre abierto.

Por  su parte,  la  mesa se asesores propuso  su
aprobación. Esta norma permite evitar que se inicie un juicio colectivo en
paralelo  a un  procedimiento  de mediación colectiva,  lo  que eliminaría  los
incentivos de los proveedores para someterse a la mediación colectiva. 

--La  indicación  N°  151  fue  aprobada  por  la
unanimidad  de  los  miembros  presentes  de  la  Comisión,  Honorables
Senadores señora Pérez y señores Moreira, Pizarro y Tuma. (Aprobada;
unanimidad, 4x0).

Artículo 54 I

Dispone  que  en  la  resolución  que  da  inicio  al
procedimiento,  el  Servicio  deberá  ordenar  la  participación  de  la  o  las
Asociaciones  de  Consumidores  que  hayan  iniciado  el  procedimiento  por
denuncia.

Inciso primero

Indicación N° 152

La  indicación  N°  152,  de  Su  Excelencia  la
Presidenta de la República, es para sustituir la frase “En la resolución que da
inicio al procedimiento, el Servicio deberá ordenar la participación de la o las
Asociaciones  de  Consumidores  que  hayan  iniciado  el  procedimiento  por
denuncia”,  por  el  siguiente  texto:  “En  la  resolución  que  da  inicio  al
procedimiento, cuando la mediación colectiva se haya iniciado a solicitud de
una o más Asociaciones de Consumidores, el  Servicio deberá ordenar su
participación”.

En  discusión,  representantes  del  Ejecutivo
señalaron  que  la  indicación  cambia  en  el  artículo  54  I  la  referencia  a
“denuncia” por “solicitud”, respecto a la participación de las Asociaciones de
Consumidores que hayan solicitado el inicio de la mediación colectiva.

La mesa de asesores propuso su aprobación. Una
mediación  colectiva  puede  ser  iniciada  por  solicitud  de  una  o  más
Asociaciones de Consumidores, pero no por denuncia de éstas.
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--La  indicación  N°  152  fue  aprobada  por  la
unanimidad  de  los  miembros  presentes  de  la  Comisión,  Honorables
Senadores señora Pérez, y señores Moreira, Pizarro y Tuma. (Aprobada;
unanimidad, 4x0).

Artículo 54 J

El artículo 54 J establece que el plazo máximo de
duración  del  procedimiento  de  mediación  colectiva  será  de  tres  meses,
contado a partir del tercer día de la notificación al proveedor de la resolución
que da inicio al procedimiento. Este plazo podrá ser prorrogado por una sola
vez, hasta por tres meses, por resolución fundada.

Inciso primero

Indicación  N° 153

La indicación  N°  153,   del  Honorable  Senador
señor Navarro, es para reemplazar, en la segunda oración, la expresión “tres
meses” por “treinta días”.

En  discusión,  representantes  del  Ejecutivo
destacaron  que  la  indicación  propone  reducir  de  3  meses  a  30  días  la
prórroga del plazo de la mediación colectiva en el artículo 54 J.

La  mesa  de  asesores  propuso  el  retiro  de  la
indicación, dado que existen mediaciones que por su complejidad requieren
de un plazo más extenso. Reducir  el  plazo pone en riesgo el  éxito de la
mediación,  ya  que  tendría  que  cerrarse  desfavorablemente  por  haberse
cumplido el plazo, aun existiendo posibilidades de acuerdo favorable en un
plazo mayor. 

--La indicación N° 153 fue retirada por su autor.

Artículo 54 L

El  artículo  54  L  establece que,  en  la  resolución
que  dé  inicio  a  la  mediación,  el  Servicio  informará  al  proveedor  y  a  las
Asociaciones de Consumidores, en su caso, acerca de la naturaleza y los
objetivos de la mediación, de su duración y etapas, y de los efectos jurídicos
que produce.

Inciso primero

Indicación N° 154

La indicación N° 154,  de la Honorable Senadora
señora Pérez, tiene por objeto reemplazarlo por el siguiente:

“Artículo 54 L.- En la resolución que dé inicio a la
mediación,  el  Servicio  informará  al  proveedor,  al  grupo  de  consumidores
potencialmente   afectados y  a  las  Asociaciones de Consumidores,  en  su
caso, acerca de la naturaleza y los objetivos de la mediación, de su duración
y etapas, como también de los efectos jurídicos que esta produce.”.
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La indicación ordena la notificación del inicio de la
mediación colectiva “al grupo de consumidores potencialmente afectados”

En  discusión,  la  mesa  de  asesores  propuso  su
rechazo o retiro, debido a que, en muchos casos, resulta extremadamente
complejo determinar a los consumidores afectados, particularmente al inicio
de la  mediación colectiva,  ya que es  algo que se  determina durante  su
desarrollo. Sin perjuicio de eso, el inicio de la mediación colectiva se publica
en  la  página  web  del  Servicio,  durante  el  proceso  se  incorporan
notificaciones  a  los  consumidores  afectados,  y  dentro  del  acuerdo  se
contempla su información y difusión para que esté en conocimiento de estos
últimos. 

--La  indicación  N°  154  fue  retirada  por  su
autora.

Artículo 54 M

Inciso primero

Indicación N° 155

La indicación  N°  155,  de  los  Honorables
Senadores señores Tuma, Lagos y Pizarro, propone intercalar, después de la
expresión  “del  Servicio”,  lo  siguiente:  “y  en  dos  medios  de  circulación
regional o nacional, según corresponda dicha publicaciones serán de cargo
del proveedor.”.

En discusión, representantes del Ejecutivo hicieron
presente que la indicación propone la publicación del inicio de la mediación
colectiva  en  dos  medios  de  circulación  nacional  o  regional,  según
corresponda, de cargo del proveedor.

La mesa de asesores propuso su retiro, dado que
el inicio de la mediación colectiva se publica en la página web del Servicio.
La  obligación  de  hacer  las  publicaciones  puede  convertirse  en  un
desincentivo para el proveedor, por el costo que puede significar esta carga.

--La  indicación  N°  155  fue  retirada  por  sus
autores.

Inciso segundo

Indicación N° 156

La  indicación  N°  156,  de  los  Honorables
Senadores  señores  Tuma,  Lagos  y  Pizarro,  es  para  reemplazarlo  por  el
siguiente:

“Durante el procedimiento de mediación colectiva,
un grupo de consumidores afectados en un mismo interés, en número no
inferior a 50 personas, debidamente individualizados y las Asociaciones de
Consumidores podrán presentar las observaciones y peticiones que estimen
pertinentes. Asimismo, cualquiera de ellos podrá, de manera fundada, dentro
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de los veinte días posteriores a la comunicación de la solución ofrecida por el
proveedor, sugerir ajustes a las soluciones identificadas en el acuerdo, los
que se tomarán en consideración citando a las partes.”.

En  discusión,  representantes  del  Ejecutivo
resaltaron que la indicación reemplaza el inciso segundo del artículo 54 M,
introduciendo las siguientes modificaciones:

1.  Las  observaciones  durante  la  mediación
colectiva deberán hacerse no por “consumidores potencialmente afectados”,
sino por “un grupo de consumidores en número no inferior a 50 personas”.

2.  Agrega  la  posibilidad  de  hacer  peticiones
además de observaciones.

3.  Establece  la  posibilidad  de  que  cualquier
Asociación de Consumidores intervenga y no sólo las que solicitaron el inicio
de la mediación colectiva.

4.  El  plazo  para  hacer  observaciones  a  la
propuesta se aumenta de 5 a 20 días. 

5.  Obliga  a  tomar  en  consideración  los  ajustes
propuestos, citando a las partes.

La mesa de asesores propuso su  retiro,  porque
todas estas modificaciones implican el riesgo de entorpecer el desarrollo de
la mediación colectiva, ya sea dilatando el procedimiento o permitiendo la
intervención de actores que no son parte.

--La  indicación  N°  156  fue  retirada  por  sus
autores.

Inciso tercero

Indicación 157

La  indicación  N°  157, de  los  Honorables
Senadores  señores  Tuma,  Lagos  y  Pizarro,  propone  reemplazarlo  por  el
siguiente:

"Tanto las observaciones y observaciones deberán
presentarse por escrito o por vía electrónica, y acompañarse al expediente
conforme  a  lo  dispuesto  en  el  inciso  tercero  del  artículo  18  de  la  ley
N°19.880.".

En discusión, el  señor Rodrigo Romo hizo notar
que la indicación agrega la expresión “y observaciones” al inciso tercero del
artículo  54 M, que se refiere a la  forma en que deberán presentarse las
observaciones en la mediación colectiva

La mesa de asesores propuso su retiro, debido a
que no queda claro el sentido de la indicación.
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--La  indicación  N°  157  fue  retirada  por  sus
autores.

Artículo 54 Ñ

Dispone que, a solicitud del proveedor, el Servicio
decretará  reserva,  respecto  de  terceros  ajenos  al  procedimiento  de
mediación, de aquellos antecedentes que contengan fórmulas, estrategias o
secretos  comerciales,  siempre  que  su  revelación  pueda  afectar  el
desenvolvimiento competitivo de su titular.

Inciso cuarto

Se refiere a la sanción por la infracción del deber
de reserva por parte de terceros que intervinieron en la mediación colectiva
mediante la emisión de informes.

Indicación N° 158

La indicación N° 158, de la Honorable Senadora
señora  Pérez,  es  para  agregar,  después  de  la  expresión  “emisión  de
informes”, la locución “comunicaciones o declaraciones públicas,”.

En  discusión,  la  mesa  de  asesores  propuso  su
rechazo  o  retiro,  atendido  que  resulta  excesivo  aplicar  las  sanciones
establecidas (pena de prisión en sus grados medio a máximo y multa de uno
a cinco sueldos vitales) a los terceros que hayan intervenido en la mediación
colectiva por la emisión de comunicaciones o declaraciones públicas.

--La  indicación  N°  158  fue  retirada  por  su
autora.

Inciso quinto

Indicación 159

La  indicación  N°  159, de  Su  Excelencia  la
Presidenta de la República, es para reemplazarlo por los siguientes:

“Las partes podrán requerir  la  devolución de los
instrumentos  acompañados  una  vez  concluido  el  procedimiento  de
mediación.

El  Servicio  no  podrá  presentar  en  juicio
instrumentos obtenidos durante el procedimiento de mediación a menos que
haya tenido acceso a ellos por otro medio.”.

En discusión, representantes del Ejecutivo hicieron
presente que la indicación reemplaza el inciso quinto del artículo 54 Ñ por los
siguientes:

-Un inciso quinto que establece la  obligación de
devolver  los  instrumentos  acompañados  a  la  mediación  colectiva,  si  el
proveedor lo solicita.
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-Un inciso sexto que establece la  prohibición para
el  Servicio  de  presentar  en  juicio  instrumentos  obtenidos  durante  la
mediación colectiva, a menos que haya tenido acceso a ellos por otro medio. 

En  discusión,  la  mesa  de  asesores  propuso  su
aprobación, porque el objetivo de esta indicación es dar mayores garantías a
los proveedores sobre el  resguardo y el  uso de la información entregada
durante la mediación colectiva.

El  Honorable Senador señor Navarro manifestó
no compartir la limitación que impone la norma al Servicio, en cuanto a que
no podrá presentar en juicio instrumentos obtenidos durante el procedimiento
de mediación, a menos que haya tenido acceso a ellos por otro medio.

--La  indicación  N°  159  fue  aprobada  por  la
mayoría  de  los  miembros  de  la  Comisión.  Votaron  a  favor  los
Honorables Senadores señora Pérez y señores Moreira, Pizarro y Tuma.
Votó  en  contra  el  Honorable  Senador  señor  Navarro.  (Aprobada;
mayoría, 4x1).

Artículo 54 P

El artículo 54 P establece que, en caso de llegar a
acuerdo  en  la  mediación,  se  dictará  una  resolución  al  efecto.  Regula
además, su contenido y publicidad.

Inciso primero

Indicación N° 160

La indicación N° 160, de la Honorable Senadora
señora Pérez, tiene por objeto sustituirlo por el que sigue:

“Artículo 54 P.- En caso de llegar a acuerdo en la
mediación, y sin perjuicio de encontrarse pendiente la ejecución del mismo,
se dictará una resolución al efecto, la que tendrá el mérito de una transacción
extrajudicial  para todos los efectos legales, produciendo el efecto de cosa
juzgada y extinguiendo la responsabilidad infraccional del proveedor. En ella
se describirán los términos del acuerdo y las eventuales obligaciones que
asume cada una de las partes.”.

En  discusión,  el  señor  Rodrigo  Romo hizo
presente  que  la  indicación  propone  el  reemplazo  del  inciso  primero  del
artículo  54  P,  eliminando  la  enumeración  de  los  elementos  que  debe
contemplar el acuerdo. 

La mesa de asesores propuso el rechazo o retiro
de la indicación y, en consecuencia,  mantener el texto aprobado en general,
toda vez que incorporar expresamente los elementos que debe contemplar el
acuerdo  reduce  los  grados  de  discrecionalidad  de  quien  lleve  a  cabo  la
mediación colectiva.

--La  indicación  N°  160  fue  retirada  por  su
autora.
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Inciso segundo

Regula  a  las  consecuencias  jurídicas  de  la
resolución en que consta el acuerdo de la mediación colectiva.

Indicación N° 162

La indicación  N°  162,  de  los  Honorables
Senadores señores Tuma, Lagos y Pizarro, es para reemplazar el vocablo
“treinta” por “noventa”.

En  discusión,  representantes  del  Ejecutivo
explicaron que la  indicación modifica el  inciso segundo del  artículo  54 P,
extendiendo  de  30  a  90  días  el  plazo  que  debe  transcurrir  para  que  la
resolución tenga mérito ejecutivo.

La mesa de asesores propuso su aprobación, con
modificaciones,  porque  con  esta  norma  se  dilataría  el  cumplimiento  del
acuerdo. 

Se hizo presente que el  plazo acordado para el
cumplimiento del acuerdo o de alguna de las obligaciones que emanan de él
podría ser inferior o superior a los 30 días señalados. 

Por  lo  anteriormente  expuesto,  la  mesa  de
asesores  propuso  agregar,  a  continuación  de  la  expresión  “sitio  web
institucional del Servicio”, la siguiente frase: “en la medida en que cada una
de las obligaciones emanadas del acuerdo sean exigibles”. 

--La  indicación  N°  162  fue  aprobada,  con
modificaciones,  por  la  unanimidad  de los miembros  presentes  de  la
Comisión,  Honorables  Senadores  señora  Pérez  y  señores  Moreira,
Pizarro y Tuma. (Aprobada, con modificaciones; unanimidad, 4x0).

Inciso tercero

Dispone  que  el  incumplimiento  de  los  términos
contenidos en el acuerdo constituye una infracción a la presente ley sobre
protección de los derechos de los consumidores.

Indicación N° 163

La  indicación  N°  163, de  los  Honorables
Senadores señores Tuma, Lagos y Pizarro, es para agregar, después de la
expresión  “presente  ley”,  lo  siguiente:  “y  dará  derechos  a  solicitar  a  los
consumidores  afectados  las  compensaciones  e  indemnizaciones  que
correspondan”.

En discusión, representantes del Ejecutivo hicieron
presente que la indicación agrega que el incumplimiento del acuerdo dará
además  derecho  a  solicitar  las  compensaciones  e  indemnizaciones  que
correspondan.
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La  mesa  de  asesores  propuso  su  retiro,  puesto
que  al  tener  el  acuerdo  los  efectos  de  una  transacción  extrajudicial,  los
consumidores pueden exigir  las indemnizaciones estipuladas en él.

--La  indicación  N°  163  fue  retirada  por  sus
autores.

Número 1) del inciso primero

Indicación N° 164

La indicación  N°  164,  de  Su  Excelencia  la
Presidenta  de  la  República,  es  para  intercalar  entre  la  expresión
“consumidores  afectados”  y  el  punto  y  coma  (;),  lo  siguiente:  “,  cuando
procedan”.

En discusión, representantes del Ejecutivo hicieron
presente que la indicación precisa, en el numeral 1) del inciso primero del
artículo 54 P, que el acuerdo debe contemplar el cálculo de las devoluciones,
compensaciones  o  indemnizaciones  respectivas  por  cada  uno  de  los
consumidores afectados, cuando procedan.

Así, en caso de llegar a acuerdo en la mediación,
se dictará una resolución al efecto, en la que se describirán los términos del
acuerdo y  las  obligaciones que asume cada una de las partes.  Para ser
declarada suficiente por el Servicio, la solución propuesta debe contemplar, a
lo menos: 

1) el cálculo de las devoluciones, compensaciones
o indemnizaciones respectivas por cada uno de los consumidores afectados
cuando procedan; 

2)  el  cese  de  la  conducta  que  pudiere  haber
afectado el interés colectivo o difuso de los consumidores; 

3)  la  forma  en  la  que  se  harán  efectivos  los
términos del acuerdo y el procedimiento por el que el proveedor efectuará las
devoluciones, compensará o indemnizará a los consumidores afectados, y 

4) los procedimientos por los que se cautelará el
cumplimiento del acuerdo, a costa del proveedor. 

La  solución  propuesta  por  el  proveedor  no
implicará  su  reconocimiento  de  los  hechos  constitutivos  de  la  eventual
infracción antecedente de la mediación.

La mesa de asesores propuso su aprobación en
consideración  a  que  existen  mediaciones  colectivas  donde  no  hay
consumidores afectados y sólo se persigue el cese de la conducta infractora.
Un ejemplo de esto son los casos en que se inicia una mediación colectiva
por cláusulas abusivas que no han sido aplicadas.
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--La  indicación  N°  164  fue  aprobada  por  la
mayoría de los miembros presentes de la Comisión. Votaron a favor los
Honorables Senadores señores Moreira, Pizarro y Tuma. Votó en contra
el Honorable Senador señor Navarro. (Aprobada; mayoría, 3x1).

Artículo 54 Q

Dispone  que,  sin  perjuicio  de  la  mediación
regulada en este párrafo, durante la tramitación del procedimiento especial
para  protección  del  interés  colectivo  o  difuso  de  los  consumidores,  el
proveedor siempre podrá realizar ofertas de avenimiento, de acuerdo a los
parámetros del artículo 53 B.

Indicación N° 165

La indicación N° 165, de la Honorable Senadora
señora Pérez, es para reemplazarlo por el siguiente:

“Artículo  54  Q.-  Sin  perjuicio  de  la  mediación
regulada en este párrafo, y en caso de fracasar ésta, durante la tramitación
del procedimiento especial para protección del interés colectivo o difuso de
los consumidores que se desarrolle  por  los mismos hechos,  el  proveedor
siempre podrá realizar ofertas de avenimiento, de acuerdo a los parámetros
del  artículo  53  B,  las  que  podrán  ser  idénticas  o  similares  a  aquellas
ofrecidas en un anterior procedimiento de mediación colectiva y que deberán
ser analizadas por el tribunal teniendo a la vista los principios de economía
procesal,  de  transparencia  y   de  protección  efectiva  y  oportuna  a  los
consumidores.”.

En discusión, el señor Rodrigo Romo señaló que
la  indicación  reemplaza  el  artículo  54  Q,  agregando  que  las  ofertas  de
avenimiento en un juicio colectivo posterior a la mediación colectiva pueden
ser idénticas o similares a las planteadas en ésta.

La mesa de asesores propuso a la Comisión su
rechazo o retiro, porque, en la práctica, esto es posible. Sin embargo, se hizo
presente que si se inicia un juicio colectivo posterior a la mediación colectiva,
ello ocurre porque el acuerdo era insuficiente.

Al fundamentar su votación, el Honorable Senador
señor Navarro destacó la conveniencia de que exista equilibrio.

--La indicación N° 165 fue rechazada por tres
votos en contra, de los Honorables Senadores señores Moreira, Pizarro
y Tuma, y dos a favor, de los Honorables Senadores señora Pérez y
señor Navarro. (Rechazada; mayoría, 3x2).

o o o o o
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Indicación N° 166

La  indicación  N°  166, de los  Honorables
Senadores señores Tuma, Lagos y Pizarro, es para consultar en el numeral
33) un nuevo artículo, del siguiente tenor:

“Artículo  54  S.-  En  los  casos  en  que  a
consecuencia de un procedimiento de mediación regulado en los artículos
anteriores,  se  logre  un  resultado  positivo,  constando  éste  en  un  acta  de
mediación o en una transacción; y siempre que ellas se refieran a hechos
que sean constitutivos de un ilícito infraccional sancionado por la presente
ley,  el  cumplimiento  por  parte  del  proveedor  del  acta  de  mediación  o  la
transacción  judicial,  extinguirá  de  pleno  derecho  la  responsabilidad
infraccional  del  proveedor.  El  cumplimiento íntegro del  acuerdo o acta de
mediación  deberá  ser  acreditado  por  el  proveedor  ante  el  Servicio  con
audiencia a los consumidores afectados que fueron parte del acuerdo.”.

o o o o o

En  discusión,  representantes  del  Ejecutivo
destacaron que la indicación agrega un artículo 54 S que establece que en
caso  de  cumplirse  el  acuerdo,  esta  circunstancia  extinguirá  la
responsabilidad infraccional de pleno derecho. Agrega que el cumplimiento
deberá ser acreditado ante el SERNAC.

La  mesa  de  asesores  propuso  su  retiro  en
atención  a  que  la  introducción  de  una  norma  de  este  tenor  genera
incertidumbre  respecto  de  qué  ocurriría  en  aquellos  casos  en  que  los
consumidores no hacen efectivos sus derechos que emanan del acuerdo de
mediación colectiva. La redacción actual que le otorga al acuerdo el mérito
de transacción extrajudicial (originando acción y excepción de cosa juzgada),
así  como  el  hecho  de  que  el  acuerdo  tenga  mérito  ejecutivo,  otorgan
suficientes  garantías  para  asegurar  su  cumplimiento  y  generar  certeza
jurídica  para  el  proveedor  respecto  de la  extinción  de su  responsabilidad
contravencional y civil.

--La  indicación  N°  166  fue  retirada  por  sus
autores.

________________________
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INDICACIONES REFERIDAS A LOS CONTRATOS DE ADHESIÓN

Indicaciones N°s. 25, 26 y 186.

o o o o o

La  indicación  N°  25,  de  los  Honorables
Senadores  señores  Tuma,  Lagos  y  Pizarro,  tiene  por  objeto  agregar  los
siguientes incisos segundo y tercero al artículo 17 de la ley N° 19.496, que se
refiere a los contratos de adhesión relativos a las actividades propias de la
ley:

"El  Servicio  Nacional  del  Consumidor  llevará  un
registro  donde  se  depositarán  los  contratos  de  adhesión  de  los  distintos
proveedores, especialmente aquellos cuyas actividades estén reguladas por
la  presente  ley,  la  ley  número  20.448  y  el  DFL  número  1  de  2006  del
Ministerio de Salud.

La  organización  del  Registro,  el  plazo  para  el
depósito  de  los  contratos  de adhesión y  demás información relevante  se
determinará en un reglamento.".

_______

La  indicación  agrega  nuevos  incisos  segundo  y
tercero  al  artículo  17  de  la  L.P.C.,  creando  un  registro  de  contratos  de
adhesión que llevará el SERNAC.

En  discusión,  representantes  del  Ejecutivo
señalaron que la propuesta de la mesa de trabajo fue retirar o rechazar la
indicación,  ya  que  se  acordó  revisarla  conjuntamente  con  la  moción
parlamentaria  que  tiene  específicamente  el  mismo  propósito  (Boletín  N°
9916). 

El  referido  boletín  N°  9916  es  una  moción
parlamentaria  de  los  Honorables  Senadores  señores  Harboe,  Pérez  San
Martín, Horvath, Pizarro y Tuma, que establece la obligación de estandarizar
los contratos de adhesión de productos o servicios financieros y de salud. En
particular,  modifica  el  artículo  17  C  de  la  L.P.C.,  agregando  un  inciso
segundo  que  establece  que  “los  contratos  de  adhesión  de  productos  y
servicios  financieros,  deberán  estar  estandarizados,  es  decir,  contener
formalmente cláusulas comunes e idénticas,  por  cada producto o servicio
financiero ofrecido por los proveedores.” 

Fue  aprobado  en  general  por  la  Comisión  de
Economía del Senado y se presentaron indicaciones el día 2 de noviembre
de 2015, dentro de las cuales están las indicaciones presentadas en este
proyecto.

--La  indicación  N°  25  fue  retirada  por  sus
autores.

o o o o o



95

Indicación N° 26

La  indicación  N°  26, de  los  Honorables
Senadores señores Tuma, Lagos y Pizarro, busca reemplazar el artículo 17
A de la ley N° 19.496 por el siguiente: 

"Artículo  17  A.-  Los  proveedores  de  bienes  o
servicios  cuyas  condiciones  estén  expresadas  en  contratos  de  adhesión,
deberán  informar  al  consumidor,  de  manera  simple  y  comprensible,  las
condiciones generales del contrato, el  cobro de bienes y servicios que se
ofrecen, de manera tal que el consumidor pueda conocer el monto de los
cobros,  las  condiciones,  precios,  cargos,  costos,  tarifas  y  comisiones
descritos en el contrato, debiendo contar con una hoja resumen que incluya
la información antes señalada y las principales cláusulas del contrato." 

El  texto  actual  del  artículo  17  A  de  la  Ley  N°
19.496 es el que se indica a continuación:

“Artículo  17  A.-  Los  proveedores  de  bienes  y
servicios  cuyas  condiciones  estén  expresadas  en  contratos  de  adhesión
deberán  informar  en  términos  simples  el  cobro  de  bienes  y  servicios  ya
prestados,  entendiendo  por  ello  que  la  presentación  de  esta  información
debe permitir  al consumidor verificar si  el cobro efectuado se ajusta a las
condiciones y a los precios, cargos, costos, tarifas y comisiones descritos en
el contrato. Además, toda promoción de dichos bienes y servicios indicará
siempre el costo total de la misma.” 

En discusión, representantes del Ejecutivo hicieron
presente que esta indicación es para reemplazar el artículo 17 A por uno que
agrega la obligación de informar las condiciones generales del contrato, y de
contar  con  una  hoja  resumen que  incluya  la  información  requerida  y  las
principales cláusulas del contrato.

De acuerdo a lo explicado por el señor Romo, la
propuesta de la mesa técnica fue el retiro o rechazo de esta indicación, por
los mismos motivos señalados a propósito de la indicación N° 25.

--La  indicación  N°  26  fue  retirada  por  sus
autores.
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Indicación N° 186

La  indicación  N°  186, de  los  Honorables
Senadores señores Tuma, Lagos y Pizarro, tiene por finalidad agregar un
nuevo literal  h) al  inciso segundo del artículo 58 de la ley N° 19.496, del
siguiente tenor: 

"h)  Procurar  y  promover  que  los  contratos  de
adhesión  no  vulneren  lo  dispuesto  en  el  artículo  16  y  cumplan  con  los
requisitos y condiciones fijadas en el artículo 17A de tal manera de favorecer
la estandarización, comparación, legibilidad y comprensión de las cláusulas
que contengan."

____________

La  indicación  agrega  un  nuevo  literal  h)  en  el
inciso  segundo del  artículo  58  de la  L.P.C.,  que establece la  función  del
SERNAC  de  promover  que  los  contratos  de  adhesión  no  vulneren  lo
dispuesto en el artículo 16 y cumplan con lo dispuesto en el artículo 17 A. 

La propuesta de la mesa de asesores, según lo
indicado  por  los  representantes  del  Ejecutivo,  fue  el  retiro  o  rechazo,  en
atención  a  los  mismos  argumentos  entregados  en  relación  con  las
indicaciones N° 25 y 26. 

--La  indicación  N°  186  fue  retirada  por  sus
autores.

___________________________
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INDICACIÓN REFERIDA A LA LIBRE COMPETENCIA

Indicación N° 204

o o o o o

Indicación N° 204

La  indicación  N°  204, del  Honorable  Senador
señor Navarro, propone introducir un artículo nuevo al proyecto, del siguiente
tenor: 

“Artículo  ….-  Agrégase  al  inciso  segundo  del
artículo 39 bis del decreto con fuerza de ley N° 1, que fija el texto refundido,
coordinado y sistematizado del  decreto ley N° 211,  de 1973,  el  siguiente
número cuatro nuevo: 

“4.-  En  el  caso  de  tratarse  de  un  agente
económico  con  participación  en  el  mercado,  proponer  un  plan  de
indemnización de los perjuicios ocasionados por la comisión de la conducta,
el  que  deberá  ser  calificado  como  suficiente  por  el  Fiscal  Nacional
Económico al momento de acceder al beneficio de exención o reducción de
la disolución, multa o prohibición, en su caso.”.” 

o o o o o

La  Comisión  tuvo  presente  que  la  indicación
modifica el artículo 39 bis del decreto ley N° 211 de 1973, agregando como
requisito, para acceder al beneficio de la reducción o exención de multa en la
delación  compensada,  la  propuesta  de  un  plan  de  indemnización  de  los
perjuicios ocasionados por la comisión de la conducta, cuya suficiencia será
determinada por el Fiscal Nacional Económico. 

La  mesa  de  trabajo,  según  explicó  el  señor
Romo, sugirió el retiro o rechazo de la indicación, debido a que este tema
fue abordado en el proyecto de ley que modifica el decreto ley N° 211, sobre
libre competencia.

--La indicación N° 204 fue retirada por su autor.

o o o o o
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INDICACIONES MISCELÁNEAS

Indicaciones N°s. 2, 3, 4, 22, 23, 24 y 205

Indicación N° 2

Mediante la  indicación N° 2, de los Honorables
Senadores señores Tuma, Lagos y Pizarro, se busca intercalar en la letra b)
del artículo 3° de la ley N° 19.496, a continuación de la expresión “de ellos”,
la  siguiente:  “,  y  a  que  se  le  otorgue  el  bien  o  servicio  efectivamente
convenido”. 

La  referida  letra  b)  del  artículo  3°  de  la  ley  N°
19.496 es del siguiente tenor:

“Artículo 3º.- Son derechos y deberes básicos del
consumidor: 

b) El derecho a una información veraz y oportuna
sobre los bienes y servicios ofrecidos, su precio, condiciones de contratación
y otras características relevantes de los mismos, y el deber de informarse
responsablemente de ellos;” 

En  discusión,  los  autores  de  la  indicación
explicaron que ésta  agrega en el  artículo  3°  de  la  L.P.C.  el  derecho del
consumidor a que se le entregue el bien o servicio efectivamente convenido.

La  propuesta  de  la  mesa  técnica  fue  retirar  la
indicación, debido a que se reitera la idea contenida en el artículo 12 de la
misma ley. 

--La  indicación  N°  2  fue  retirada  por  sus
autores.

Indicación N° 3

La indicación N° 3, de los Honorables Senadores
señores Tuma, Lagos y Pizarro es para sustituir el artículo 3° bis de la ley N°
19.496, por el siguiente: 

“Artículo 3 bis.- El consumidor podrá poner término
unilateralmente al contrato dentro del plazo de 10 días contados desde la
recepción del  producto o desde la contratación del  servicio y antes de la
prestación del mismo.”.

El mencionado artículo 3° bis de la L.P.C. tiene la
siguiente redacción:

“Artículo  3º  bis.-  El  consumidor  podrá  poner
término unilateralmente al contrato en el plazo de 10 días contados desde la
recepción del  producto o desde la contratación del  servicio y antes de la
prestación del mismo, en los siguientes casos: 
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a)  En  la  compra  de  bienes  y  contratación  de
servicios  realizadas  en  reuniones  convocadas  o  concertadas  con  dicho
objetivo por el proveedor, en que el consumidor deba expresar su aceptación
dentro del mismo día de la reunión. 

El  ejercicio  de  este  derecho  se  hará  valer
mediante carta certificada enviada al proveedor, al domicilio que señala el
contrato, expedida dentro del plazo indicado en el en el encabezamiento; 

b)  En  los  contratos  celebrados  por  medios
electrónicos, y en aquéllos en que se aceptare una oferta realizada a través
de catálogos, avisos o cualquier otra forma de comunicación a distancia, a
menos que el proveedor haya dispuesto expresamente lo contrario. Para ello
podrá utilizar los mismos medios que empleó para celebrar el contrato. En
este caso, el plazo para ejercer el derecho de retracto se contará desde la
fecha de recepción del bien o desde la celebración del contrato en el caso de
servicios,  siempre  que  el  proveedor  haya  cumplido  con  la  obligación  de
remitir la confirmación escrita señalada en el artículo 12 A. De no ser así, el
plazo se extenderá a 90 días.  No podrá ejercerse el  derecho de retracto
cuando  el  bien,  materia  del  contrato,  se  haya  deteriorado  por  hecho
imputable al consumidor. 

En  aquellos  casos  en  que  el  precio  del  bien  o
servicio haya sido cubierto total o parcialmente con un crédito otorgado al
consumidor por el proveedor o por un tercero previo acuerdo entre éste y el
proveedor,  el  retracto  resolverá  dicho  crédito.  En  caso  de  haber  costos
involucrados, éstos serán de cargo del consumidor, cuando el crédito haya
sido otorgado por un tercero. 

Si el consumidor ejerciera el derecho consagrado
en  este  artículo,  el  proveedor  estará  obligado  a  devolverle  las  sumas
abonadas,  sin  retención  de  gastos,  a  la  mayor  brevedad  posible  y,  en
cualquier caso, antes de cuarenta y cinco días siguientes a la comunicación
del  retracto.  Tratándose  de  servicios,  la  devolución  sólo  comprenderá
aquellas sumas abonadas que no correspondan a servicios ya prestados al
consumidor a la fecha del retracto. 

Deberán restituirse en buen estado los elementos
originales  del  embalaje,  como  las  etiquetas,  certificados  de  garantía,
manuales  de  uso,  cajas,  elementos  de  protección  o  su  valor  respectivo,
previamente informado.” 

En  discusión,  sus  autores  señalaron  que  la
indicación sustituye el artículo 3° bis que establece el derecho de retracto
para el consumidor durante un plazo de 10 días contados desde la recepción
del producto o desde la contratación del servicio, antes de su prestación, sin
limitarlo a los casos taxativos que la disposición considera actualmente. 

La  comisión  de  asesores  propuso  el  retiro  o
rechazo de la indicación. Explicaron que este tema debe ser estudiado con
mayor profundidad, dada su complejidad, por lo que resulta más conveniente
analizarlo por separado. 
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--La  indicación  N°  3  fue  retirada  por  sus
autores.

Indicación N° 4

La indicación N° 4, de los Honorables Senadores
señores Tuma, Lagos y Pizarro, propone reemplazar el artículo 4° de la ley
N° 19.496, por el siguiente: 

“Artículo  4°.-  Los  derechos  establecidos  por  la
presente  ley  son  irrenunciables  anticipadamente  por  los  consumidores  y
cualquier estipulación en contrario se tendrá por no escrita para todos los
efectos legales.”.

El texto del mencionado artículo 4° de la L.P.C. es
el siguiente:

“Artículo  4º.-  Los  derechos  establecidos  por  la
presente ley son irrenunciables anticipadamente por los consumidores.”.

La indicación modifica el artículo 4° de la L.P.C.,
estableciendo que cualquier estipulación en contra de lo dispuesto en dicha
norma  se  tendrá  por  no  escrita  para  todos  los  efectos  legales.  Esto  es
manifestación  de  la  irrenunciabilidad  anticipada  de  los  derechos  de  los
consumidores.

El  señor Romo señaló que la mesa de asesores
recomendó el  retiro  de esta indicación,  porque la  idea propuesta  ya está
contenida  en  la  redacción  actual  de  la  norma,  de  manera  que  no  sería
necesaria su incorporación expresa.

--La  indicación  N°  4  fue  retirada  por  sus
autores.

o o o o o

Indicación N° 22

La  indicación  N°  22, de los  Honorables
Senadores señores Tuma, Lagos y Pizarro, es para agregar en el artículo 12
de la ley 19.496, después de la frase “Todo proveedor de bienes o servicios”,
la siguiente: “deberá otorgar al consumidor el bien y/o servicio convenido, por
lo que”. 

El  texto actual del  artículo 12 de la L.P.C. es el
siguiente:

“Artículo  12.-  Todo  proveedor  de  bienes  o
servicios estará obligado a respetar los términos, condiciones y modalidades
conforme a las cuales se hubiere ofrecido o convenido con el consumidor la
entrega del bien o la prestación del servicio.”.

La indicación propone agregar en el artículo 12 de
la L.P.C. una frase que explicita la obligación del proveedor de entregarle al
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consumidor el bien o servicio efectivamente convenido. 

La  mesa  de  trabajo  recomendó  el  retiro  de  la
indicación, ya que reitera lo ya establecido en el artículo 12 y además podría
acotar su alcance. 

--La  indicación  N°  22  fue  retirada  por  sus
autores.

o o o o o

Indicación N° 23

La  indicación  N°  23,  de  los  Honorables
Senadores señores Pizarro y Tuma, busca agregar el siguiente artículo 12 B
en la ley N° 19.446: 

“Artículo  12  B.-  Los  proveedores  que  ofrezcan
servicios de telecomunicación domiciliaria, tales como telefonía fija, internet o
televisión por cable o satelital, no podrán condicionar la contratación de uno
de estos servicios a la obligación de suscribir la prestación conjunta de dos o
más de los productos ofrecidos por ella. 

A la vez deberán ofertar cada uno de sus servicios
de forma separada, indicando claramente el valor de cada uno de ellos, sin
que para el consumidor signifique un mayor precio el contratar solo uno de
sus productos.” 

En discusión, los autores hicieron presente que la
indicación agrega un artículo 12 B a la L.P.C. para prohibir la venta atada de
servicios de telecomunicación domiciliaria. 

La  mesa  de  asesores,  según  indicó  el  señor
Romo,  sugirió  la  aprobación  de  la  indicación,  con  modificaciones.  La
propuesta  de  la  mesa  recoge  la  idea  de  impedir  que  las  empresas  de
telecomunicaciones puedan obligar a los consumidores a contratar paquetes
de servicios, pero permite que éstos puedan ser vendidos en forma conjunta
a precios promocionales. 

La redacción propuesta es la siguiente:

“Artículo 12 B.- Los proveedores de servicios de
telecomunicaciones  que  realicen  ofertas  conjuntas,  deberán  ofrecer
individualmente  cada  uno  de  los  servicios  y  planes  que  componen  las
mismas. De esta forma, no podrán atar, ligar o supeditar, bajo ningún modo o
condición, la contratación de un servicio cualquiera a la contratación de otro”.

--La  indicación  N°  23  fue  aprobada,  con
modificaciones,  por  la  unanimidad  de los miembros  presentes  de  la
Comisión,  Honorables  Senadores  señora  Pérez,  y  señores  Moreira  y
Tuma. (Aprobada, con modificaciones; unanimidad, 3x0).
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o o o o o

Indicación N° 24

La  indicación N° 24, de  la Honorable Senadora
señora Pérez, tiene por objeto agregar al artículo 16 de la ley N° 19.496 la
siguiente letra h): 

“h)  Establezcan  como  competente  a  un  tribunal
extranjero  para  conocer  y  resolver  todas  aquellas  controversias  que  se
produzcan con ocasión del contrato.”

Esta indicación agrega al artículo 16 una letra h),
que establece como cláusula abusiva la delegación de competencia a un
tribunal extranjero. 

La mesa técnica propuso su retiro, de acuerdo a lo
señalado  por  los  representantes  del  Ejecutivo,  atendido  que  es  posible
declarar abusiva dicha cláusula en virtud del artículo 16 letra g) o del nuevo
artículo 50 Q de la L.P.C. 

--La indicación N° 24 fue retirada por su autora.

o o o o o

Indicación N° 205

La  indicación  N°  205, de  los  Honorables
Senadores señores Navarro y Tuma, es para incorporar un artículo nuevo al
proyecto, del siguiente tenor: 

“Artículo ….- Realizase la siguiente modificación al
artículo 196 del Código Orgánico de Tribunales: 

1.-Agregase el siguiente inciso final al numeral 5º: 

“Tampoco tendrá aplicación la causal señalada en
el  presente número si  una de las partes fuera una empresa de servicios
básicos o monopólicos.” 

2.-Elimínanse  los  incisos  segundo  y  tercero  del
número 18º.”. 

La indicación modifica el artículo 196 del Código
Orgánico de Tribunales, eliminando la causal de recusación de los jueces
consistente en ser deudor o acreedor de una de las partes, cuando se trate
de servicios básicos o monopólicos. 

El  señor Romo explicó que la mesa de asesores
recomienda  la  aprobación,  con  modificaciones,  del  N°  1)  del  artículo
propuesto. 

Señaló que se acordó recoger la idea contenida en
el N° 1), pero incorporando en el inciso segundo del numeral 5) del artículo



103

196, la frase “o una compañía prestadora de un servicio básico domiciliario” a
continuación de la frase “Servicios de Vivienda y Urbanización.”.

La  redacción  propuesta  para  la  señalada norma
quedaría como sigue:

“Artículo 196.- Son causas de recusación: 

….

5° Ser el juez deudor o acreedor de alguna de las
partes o de su abogado; o serlo su cónyuge o conviviente civil o alguno de
sus ascendientes, descendientes o parientes colaterales dentro del segundo
grado. 

Sin  embargo,  no  tendrá  aplicación  la  causal  del
presente número si una de las partes fuere alguna de las instituciones de
previsión  fiscalizadas  por  la  Superintendencia  de  Seguridad  Social,  la
Asociación  Nacional  de  Ahorro  y  Préstamo,  o  uno  de  los  Servicios  de
Vivienda y Urbanización o una compañía prestadora de un servicio básico
domiciliario,  a  menos  que  estas  instituciones  u  organismos  ejerciten
actualmente cualquier acción judicial contra el juez o contra alguna otra de
las personas señaladas o viceversa.”. 

Respecto al N° 2 del artículo propuesto, el acuerdo
de  la  mesa  fue  hacer  presente  que,  al  tratarse  de  una  norma  general
contenida en el C.O.T., resulta preferible abordar el tema sólo en el numeral
5), y no alterar el numeral 18). 

--La  indicación  N°  205  fue  aprobada,  con
modificaciones,  por  la  unanimidad  de los miembros  presentes  de  la
Comisión,  Honorables  Senadores  señora  Pérez,  y  señores  Moreira  y
Tuma. (Aprobada, con modificaciones; unanimidad 3x0).

o o o o o

___________
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INDICACIONES REFERIDAS AL ARTICULADO TRANSITORIO

Indicaciones N°s 206, 207, 208, 209, 210, 211 y 212.

Indicación N° 206

Mediante la indicación N° 206, de Su Excelencia
la  Presidenta  de  la  República,  se  propone  sustituir  el  artículo  1°  de  las
disposiciones transitorias del proyecto por el siguiente: 

“Artículo  primero.-  La  presente  ley  entrará  en
vigencia transcurrido un año desde su publicación en el Diario Oficial, salvo
las modificaciones realizadas a los siguientes artículos de la ley N° 19.496:
2°; 16; 24 incisos tercero, cuarto, quinto, sexto, séptimo, octavo, noveno y
décimo respecto a la facultad del Servicios para aplicar la multa; 26 inciso
segundo; 31; 34; 35; 41; 49 inciso segundo; 50; 50 A; 50 B; 50 C; 50 F; 50 G;
los nuevos artículos 50 H a 50 S; 56; 56 A; 56 C; 56 H sólo en cuanto a la
facultad del Servicio para cursar la multa y no así respecto del monto de la
misma; 57, en cuanto al título de abogado que deban acreditar los Directores
Regionales; 58 letra a), en cuanto a lo previsto en los nuevos incisos cuarto y
quinto; 58 letra b); 58 letra c); 58 letra f); el nuevo 58 letra k); el nuevo 58
letra l); el nuevo 58 letra ñ); y 59 en cuanto a lo previsto en las nuevas letras
e) y f) del nuevo inciso cuarto. Tales modificaciones comenzarán a regir de
acuerdo al siguiente cronograma: 

a) En las regiones de Antofagasta, de Valparaíso y
de  Magallanes  y  de  la  Antártica  Chilena,  transcurridos  dieciocho  meses
desde la fecha de publicación de la presente ley en el Diario Oficial; 

b)  En  las  regiones  Arica  y  Parinacota,  de
Tarapacá,  de  Atacama,  de  Coquimbo,  del  Libertador  General  Bernardo
O’Higgins,  del  Bío  Bío,  de  la  Araucanía,  de  los  Ríos  y  de  Los  Lagos,
transcurridos  veinticuatro  meses  desde  la  fecha  de  publicación  de  la
presente ley en el Diario Oficial; y 

c) En las regiones Metropolitana de Santiago, del
Maule  y de  Aisén del  General  Carlos Ibáñez,  transcurridos treinta meses
desde la fecha de publicación de la presente ley en el Diario Oficial.”.

El texto actual del artículo 1° de las disposiciones
transitorias del proyecto es el que sigue:

“Artículo  primero.-  La  presente  ley  entrará  en
vigencia transcurrido un año desde su publicación en el Diario Oficial, salvo
las modificaciones realizadas a los siguientes artículos de la ley N°19.496:
2°;  16;  24,  inciso final,  respecto a la  facultad del  Servicio  para aplicar  la
multa; 26, inciso segundo; 31; 41; 49, inciso segundo; 50, con excepción de
la derogación del actual inciso final; 50 A; 50 B; 50 C, con excepción de la
oración final de su inciso primero; 50 F; 50 G; los nuevos artículos 50 H a 50
O; 56; 56 A; 56 C; 56 H, solo en cuanto a la facultad del Servicio para cursar
la multa y no así respecto del monto de la misma; 58 letra a), en cuanto a lo
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previsto en los nuevos párrafos cuarto y quinto; 58, letra b); 58, letra c); 58,
letra f); 58, letra k); 58, letra l); 58, letra ñ); 59, en cuanto a lo previsto en las
nuevas letras e) y f) del nuevo inciso cuarto, y 59 ter, en cuanto al título de
abogado  que  deban  acreditar  los  Directores  Regionales.  Tales
modificaciones comenzarán a regir de acuerdo al siguiente cronograma: 

a) En las regiones de Antofagasta, de Valparaíso y
de Magallanes y de la Antártica Chilena, desde el 1 de enero de 2016.

b)  En  las  regiones  de  Arica  y  Parinacota,  de
Tarapacá,  de  Atacama,  de  Coquimbo,  del  Libertador  General  Bernardo
O'Higgins, del Bío Bío, de la Araucanía, de Los Ríos y de Los Lagos, desde
el 1 de julio de 2016. 

c) En las regiones Metropolitana de Santiago, del
Maule y de Aisén del General Carlos Ibáñez del Campo, desde el 1 de enero
de 2017”.

En  discusión,  representantes  del  Ejecutivo
resaltaron que la indicación modifica el artículo primero transitorio, ajustando
las  referencias  a  las  normas  que  entran  en  vigencia  de  acuerdo  al
cronograma  y  corrigiendo  éste,  reemplazando  las  fechas  de  entrada  en
vigencia por plazos. 

Por  su  parte,  la  mesa  técnica  recomendó  la
aprobación de esta indicación. Manifestaron que, de acuerdo al cronograma,
habría modificaciones que entrarían en vigencia antes de la aprobación del
proyecto, por lo que se decidió poner plazos en vez de fechas.  Agregaron
que se han introducido modificaciones al  proyecto desde su presentación,
por lo que las referencias a ciertas normas están desactualizadas. 

En discusión, el Honorable Senador señor Tuma
señaló  que  le  parece  excesivo  el  plazo  considerado  para  que  entren  en
vigencia plenamente las reformas a la ley sobre protección de los derechos
de los consumidores. Por lo anterior, pidió a los representantes del Ejecutivo,
encabezados por el señor Director del SERNAC, realizar un esfuerzo para
disminuir los plazos para tal efecto. Sin perjuicio de lo anterior, comparte la
gradualidad del proceso.

A su turno, la Honorable Senadora señora Pérez
pidió que en la gradualidad de la entrada en vigencia de la ley se consideren
sólo dos grupos de regiones, y, en todo caso, que las regiones del Maule y
de Aisén no queden para el  final,  sino que integren el  segundo grupo de
regiones, junto con las de Arica y Parinacota, de Tarapacá, de Atacama, de
Coquimbo,  del  Libertador  General  Bernardo O'Higgins,  del  Bío  Bío,  de  la
Araucanía, de Los Ríos y de Los Lagos.

A este respecto, el  señor Director del SERNAC
señaló que tal sugerencia tiene un impacto financiero, pero se comprometió a
estudiarla.
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-- La  indicación  N°  206  fue  aprobada  por  la
unanimidad  de  los  miembros  presentes  de  la  Comisión,  Honorables
Senadores señora Pérez y señores Moreira, Pizarro y Tuma. (Aprobada;
unanimidad, 4x0).

Indicación N° 207

La  indicación  N°  207, de  Su  Excelencia  la
Presidenta  de la  República,  es  para  suprimir  el  artículo  3°  transitorio  del
proyecto.

El  referido artículo 3° transitorio es del  siguiente
tenor:

“Artículo tercero.- En las causas que se funden en
hechos  ocurridos  con  anterioridad  a  la  entrada  en  vigencia  de  las
modificaciones que comenzarán a regir de acuerdo al cronograma descrito
en las letras a), b) y c) del artículo primero transitorio, serán competentes
para conocer de ellas y resolver los tribunales señalados en el texto de la ley
N°19.496 vigente en el momento de la ocurrencia de tales hechos, contando
con todas las atribuciones que dicha ley les confería.”

o o o o o

En  discusión,  representantes  del  Ejecutivo
sugirieron la aprobación de la indicación, según lo acordado por la mesa de
trabajo, en atención a que el artículo 3° transitorio se refería al cambio de
competencia de los Juzgados de Policía Local a los Juzgados Civiles, lo que
no prosperó. 

La  mayoría  de  los  Honorables  Senadores
manifestaron  concordar  con  la  indicación  y,  por  tanto,  con  mantener  la
competencia  de  los  Juzgados  de  Policía  Local  para  conocer  de  estos
asuntos. Sin perjuicio de lo anterior, representaron su preocupación por la
recarga  de  trabajo  que  los  afecta,  la  necesidad de  reforzarlos,  así  como
también por el incremento de su presupuesto.

--La  indicación  N°  207  fue  aprobada  por  la
unanimidad de los miembros de la  Comisión,  Honorables Senadores
señora Pérez y señores Navarro, Moreira, Pizarro y Tuma. (Aprobada;
unanimidad, 5x0).

Indicación N° 208

La  indicación  N°  208, de  Su  Excelencia  la
Presidenta  de la  República,  propone eliminar  el  artículo  4°  transitorio  del
proyecto.

La redacción del referido artículo 4° transitorio es
la que se señala a continuación: 

“Artículo cuarto.- Las facultades contempladas en
los  literales  d)  y  e)  del  artículo  58  de  la  ley  N°19.496,  solo  podrán  ser
ejercidas una vez publicado en el Diario Oficial el reglamento a que alude el



107

artículo 4° permanente de esta ley.” 

En discusión, la Comisión tuvo en consideración
que  la  indicación  tiene  por  finalidad  eliminar  el  artículo  4°  transitorio  del
proyecto, sobre el Reglamento relativo al comité de coordinación creado por
el artículo 4° del proyecto, eliminado por la indicación N° 203 del Ejecutivo.

La mesa de asesores propuso la aprobación de la
indicación, y por ende, la eliminación del artículo 4° transitorio del proyecto.

--La  indicación  N°  208  fue  aprobada  por  la
unanimidad de los miembros de la  Comisión,  Honorables Senadores
señora Pérez y señores Navarro, Moreira, Pizarro y Tuma. (Aprobada;
unanimidad, 5x0).

Artículo undécimo

Indicación N° 209

A través de la  indicación N° 209 del  Honorable
Senador señor Navarro se busca agregar, en el inciso primero del artículo
undécimo transitorio del proyecto, después de la locución “asistencia jurídica
gratuita  de  las”  la  frase  “Asociaciones  de  Consumidores  de  la  zona  del
consumidor afectado y”. 

La redacción actual del mencionado inciso primero
del artículo undécimo transitorio del proyecto aprobado en general es la que
sigue:

“Artículo  undécimo.-  La  parte  final  del  inciso
primero del artículo 50 C de la ley N°19.496, en lo que corresponde a la
asistencia jurídica gratuita de las Corporaciones de Asistencia Judicial, que
se introduce por el artículo 1°, numeral 22), de la presente ley, entrará en
vigencia una vez que esté en funcionamiento el servicio público de asistencia
judicial que sucederá a las actuales Corporaciones de Asistencia Judicial.” 

La  indicación  N°  209 modifica  el  artículo  11
transitorio  incorporando,  en  relación  con  la  indicación  N°  85,  a  las
Asociaciones  de  Consumidores  como  instituciones  que  ejercen  defensa
judicial de manera gratuita. 

La  propuesta  de  la  mesa  de  trabajo,  según
señalaron  representantes  del  Ejecutivo,  fue  el  retiro  o  rechazo  de  esta
indicación. Atendido que, a propósito de la discusión de la indicación N° 85,
ya  se  descartó  en  el  artículo  50  C  la  obligatoriedad  para  estas
organizaciones de prestar asistencia jurídica gratuita a los consumidores, no
cabe hacer referencia a ellas en esta disposición transitoria.

La  finalidad  de  este  artículo  11  transitorio  es
regular el financiamiento, mediante fondos fiscales, de las instituciones que
prestan  asistencia  judicial  gratuita  a  los  consumidores,  y  esta  indicación
pretende que las Asociaciones de Consumidores también sean beneficiarias
de esos recursos. En atención a que lo anterior vulnera el inciso tercero del
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artículo 65 de la Constitución Política de la República, ya que se trata de una
materia asignada a la iniciativa exclusiva del Presidente de la República, el
Presidente  de  la  Comisión,  Honorable  Senador  Moreira,  declaró  la
inadmisibilidad de la indicación.

--La  indicación  N°  209  fue  declarada
inadmisible  por  recaer  sobre  una  materia  que,  de  conformidad  a  lo
dispuesto en el inciso tercero del artículo 65 de la Constitución Política,
es de iniciativa exclusiva del Presidente de la República.

o o o o o

Indicación N° 210

La  indicación  N°  210 del  Honorable  Senador
señor Navarro tiene por finalidad agregar el siguiente inciso final al artículo
11 transitorio del proyecto: 

“En lo que dice relación con el financiamiento de
las Asociaciones de Consumidores para asumir la representación jurídica de
los consumidores, se suscribirán convenios entre éstas y los Ministerios de
Economía, Fomento y Turismo, y de Justicia. Un reglamento del Ministerio de
Justicia  fijará  los  requisitos,  obligaciones,  transferencia  de  fondos y  otros
aspectos relevantes a regular.”.

_________

La  indicación  N°  210 modifica  el  artículo  11
transitorio  estableciendo,  en  relación  con  la  indicación  N°  85,  la
obligatoriedad de establecer financiamiento del Estado para las asociaciones
de consumidores que ejerzan defensa judicial. 

La señora Lazcano explicó que la sugerencia de
la mesa de asesores consistió en el  retiro o rechazo de la indicación. Se
acordó, a propósito de la indicación N° 85, que la asistencia jurídica gratuita
por  parte  de Asociaciones de Consumidores es voluntaria  para éstas,  de
modo  que  no  es  obligatorio  financiarla.  Aquellas  Asociaciones  de
Consumidores que quieran tener programas de asistencia jurídica gratuita
podrán  hacerlo  a  través de  los  Fondos Concursables  u  otras  fuentes  de
financiamiento. 

Tomando  en  cuenta  que  esta  indicación
complementa la N° 209, en cuanto a la asignación de recursos estatales a
las  agrupaciones de consumidores,  transgrediéndose igualmente  el  inciso
tercero del artículo 65 de la Constitución, se declaró la inadmisibilidad por el
Presidente de la Comisión, Honorable Senador Moreira.

La indicación N° 210  fue declarada inadmisible
por recaer sobre una materia que, de conformidad a lo dispuesto en el
inciso tercero del artículo 65 de la Constitución Política, es de iniciativa
exclusiva del Presidente de la República. 

o o o o o
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o o o o o

Indicación N° 211

La  indicación  N°  211,  de  Su  Excelencia  la
Presidenta de la República, es para consultar el siguiente artículo transitorio,
nuevo:

“Artículo ….- A la fecha de entrada en vigencia de
la  presente  ley  se  le  reconocerá  el  carácter  de  Asociación  Nacional  de
Consumidores a aquellas que a dicha fecha operen en tres o más regiones
del país. Para mantener tal calidad, dichas asociaciones deberán cumplir con
el  requisito  establecido  en  el  artículo  11  ter  en  un  plazo  de  cinco  años
contados desde la entrada en vigencia de esta ley.”.

La  indicación  permite  ir  subiendo  de  manera
gradual la exigencia del número de regiones en las que la asociación debe
operar para tener el carácter de nacional.

La  mesa  de  trabajo  sugirió  su  aprobación,  con
modificaciones. La redacción propuesta es la siguiente: “Por un período de
un año a contar de la entrada en vigencia de la presente ley se reconocerá el
carácter de Asociación Nacional de Consumidores a aquellas que operen en
tres  o  más  regiones  del  país.  Terminado  el  período  anterior  y  hasta
cumplidos cinco años a contar de su entrada en vigencia, dicho requisito se
extenderá  a  cinco  o  más  regiones.  Terminado  este  último  período,  el
reconocimiento  del  carácter  de  nacional  de  las  Asociaciones  de
Consumidores quedará sujeto al requisito establecido en el artículo 11 ter.”

--La  indicación  N°  211  fue  aprobada  con
modificaciones,  por  la  unanimidad  de los  miembros  presentes  de  la
Comisión,  Honorables  Senadores  señora  Pérez  y  señores  Moreira  y
Tuma. (Aprobada, con modificaciones; unanimidad, 3x0).

o o o o o

__________________________
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INDICACIONES REFERIDAS AL PRINCIPIO DE ESPECIALIDAD Y AL
ÁMBITO DE APLICACIÓN DE LA LEY.

Indicaciones N°s 1, 46, 121, 122, 123, 124, 125, 126, 127,  
146, 170 y 191

ARTÍCULO 1°

o o o o o

La indicación N° 1, de los Honorables Senadores
señores Tuma, Lagos y Pizarro, es para reemplazar el artículo 2° bis de la
ley N° 19.496 por el siguiente:

“Artículo 2° bis.- La presente ley será aplicable a
todas las actividades de producción, fabricación, importación, construcción,
distribución  y  comercialización  de  bienes  o  de  prestación  de  servicios,
incluso  en  aquellas  reguladas  por  leyes  especiales,  sin  perjuicio  de  las
normas técnicas contenidas en esas mismas leyes.”.

El referido artículo 2° bis es del siguiente tenor:

“Artículo  2º  bis.-  No  obstante  lo  prescrito  en  el
artículo anterior, las normas de esta ley no serán aplicables a las actividades
de  producción,  fabricación,  importación,  construcción,  distribución  y
comercialización de bienes o de prestación de servicios reguladas por leyes
especiales, salvo:

a) En las materias que estas últimas no prevean;

b) En lo relativo al procedimiento en las causas en
que esté comprometido el interés colectivo o difuso de los consumidores o
usuarios,  y  el  derecho  a  solicitar  indemnización  mediante  dicho
procedimiento, y 

c)  En  lo  relativo  al  derecho  del  consumidor  o
usuario para recurrir en forma individual, conforme al procedimiento que esta
ley establece, ante el tribunal correspondiente, a fin de ser indemnizado de
todo perjuicio originado en el incumplimiento de una obligación contraída por
los proveedores, siempre que no existan procedimientos indemnizatorios en
dichas leyes especiales.”.

o o o o o

El Director  del  Servicio  Nacional  del
Consumidor,  señor  Ernesto  Muñoz, introduciendo  esta  materia,  explicó
que el Ejecutivo propone mantener y reforzar el régimen que está establecido
actualmente en los artículos 1°,  2° y 2°bis de la ley de protección de los
derechos de los consumidores.

Para cumplir  con lo anterior,  en primer lugar, es
necesario  establecer  claramente  la  supletoriedad  de  las  normas  sobre
protección de los derechos de los consumidores. Esto significa que, cada vez
que  no  exista  una  regulación  especial,  se  aplica  directamente  la  ley  del
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consumidor,  como  ocurre  en  materias  como  cláusulas  abusivas,  deberes
generales de información, publicidad engañosa, entre otras.

En segundo lugar, de existir una norma especial
que regule las obligaciones entre consumidor y proveedor, se prefiere esa
especialidad,  porque  reconoce  realidades  propias  de  los  mercados
regulados.  Estas  normas  toman  en  consideración  determinadas
particularidades. 

Así es como ha estado hasta ahora la ley vigente.
El proyecto de ley refuerza la aplicación y la implementación de las normas
contenidas,  haciéndolas  más eficientes.  Por  ejemplo,  se le  da facultad  al
Servicio para fiscalizar y para sancionar, pero sin extender sustantivamente
ese ámbito de control, sino que respetando la debida regulación sectorial y
asegurándose que cada uno de los órganos reguladores tenga esta misma
misión dentro de sus competencias en el ámbito de la ley especial.  

Tal  es  el  contexto  en  el  cual  han  estado
trabajando. Hay normas de cierre que buscan reforzar lo que actualmente
está vigente: un régimen de especialidad, con una aplicación subsidiaria de
la ley del consumidor. Es el caso, por ejemplo, de las normas que refuerzan
el  principio  conforme al  cual  no  pueden  aplicarse  dos  sanciones  por  los
mismos hechos.

Luego,  el  señor  Rodrigo  Romo explicó  que  la
indicación N° 1 plantea reemplazar el artículo 2° bis de la ley actual que, en
conjunto con el artículo 2°, regula el ámbito de aplicación de la ley. 

Hizo presente también que en la discusión que se
dio  en  la  mesa  de  asesores,  no  hubo  acuerdo  sobre  qué  proponer  a  la
Comisión.

El  Honorable  Senador  Tuma señaló  que  la
indicación en debate es una de las más importantes formuladas al proyecto. 

La materia que aborda es una preocupación que
se viene arrastrando desde que se aprobó la ley del consumidor. Muchos
consideran que esta ley contiene vacíos y que no es eficaz a la hora de
responder integralmente en relación con la defensa de los derechos de los
consumidores. 

Desde  que  se  dictó  la  ley  N°  19.496,  se  ha
entregado a las superintendencias o a los servicios especializados la tuición
de los derechos de los consumidores en las materias específicas propias de
su competencia,  sabiendo que en la  mayoría  de  los  casos,  por  no  decir
todos,  esos  servicios  de  fiscalización,  subsecretarías  o  superintendencias
tienen por objeto que la industria funcione.

Tales instituciones se crearon para prevenir  que
haya vulneración de las normas propias de su área. Después surgieron los
derechos  de  los  consumidores,  una  vez  que  ya  estaban  instalados  tales
superintendencias o servicios especializados. Sin embargo, la primera ley de
protección del consumidor consagró determinadas áreas sobre las cuales el
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SERNAC tendría competencia y dejó fuera otros ámbitos regulados por leyes
especiales. Pero claramente el fin de estas últimas es proteger la industria y
su regulación, más que proteger los derechos a los consumidores.

Este es un tema que hay que resolver y, para ello,
es pertinente introducir una modificación que permita entregar una protección
integral a los consumidores.

Luego la Honorable  Senadora Pérez dijo  estar
plenamente  de  acuerdo  con  el  Ejecutivo.  No  es  pertinente  generar
incertidumbre.   Existen  leyes  especiales  y  habría  un  choque  entre
organismos intersectoriales. Generaría judicialización. 

Le  parece  que  debe  mantenerse  la  situación
actual,  en  que  existen  superintendencias  e  instituciones  que  velan  por
algunas  especialidades  dentro  de  los  derechos  de  los  consumidores,  y
respetar el principio de especialidad y especificidad de cada institución. 

En síntesis,  reiteró estar de acuerdo con lo  que
plantea el Ejecutivo y, por lo tanto, anunció que rechazará la indicación.

Por su parte, el Honorable Senador Tuma agregó
que patrocinó esta indicación en función de ciertas áreas sobre las cuales no
existe  norma de especialidad y  en  las cuales  el  SERNAC tampoco tiene
facultades. Luego, hay un vacío que no se protege. Da el ejemplo de los
servicios profesionales,  respecto de los cuales no existe superintendencia
que regule la actividad, pero tampoco está abarcada por las facultades del
SERNAC.  Entonces,  a  los  consumidores  que  se  sienten  violentados  por
algún prestador de servicios profesionales, el Estado no les da explicación
alguna respecto de cómo protegerá sus derechos. Esta es la oportunidad de
modificar la legislación y darle amplias facultades al SERNAC para que entre
efectivamente a resguardar los derechos de los consumidores.

Al respecto, el Honorable Senador Moreira indicó
que la labor de la superintendencia, si bien consiste en fiscalizar, ordenar y
hacer  cumplir  la  ley,  ello  no  significa  que,  por  tales  funciones,  vaya  a
desconocer el derecho de los consumidores.

Adelantó que votará en contra de esta indicación,
porque  afecta  el  principio  de  especialidad  de actividades que tienen una
regulación sectorial. Lo lógico es que prime ésta por sobre la norma general
de protección al consumidor.

El Director  del  Servicio  Nacional  del
Consumidor, señor Ernesto Muñoz, hizo presente que si se quiere incluir a
los servicios profesionales dentro del ámbito de aplicación de la ley, podría
resolverse  sin  necesidad  de  modificar  el  artículo  2°  bis.  Actualmente  el
SERNAC se encuentra impedido de actuar sobre esta área, no sólo debido a
que no existe una norma especial, sino porque esos servicios profesionales
muchas veces se encuentran fuera de la definición de un acto de consumo,
al  tener  el  proveedor  una  definición  determinada  y  el  consumidor  otra
definición determinada. 
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La relación que surge a partir de una prestación de
servicios  muchas  veces  no  queda  comprendida  dentro  del  ámbito  de
aplicación  de  la  L.P.C.  Pero  en  algunos  casos  dicha  relación  sí  podrá
calificarse  como  un  acto  de  consumo  de  acuerdo  a  los  conceptos  de
proveedor  y  consumidor  contemplados  en  el  artículo  1°.  Ello  ocurre,  por
ejemplo, cuando este servicio profesional se presta a través de empresas o
de proveedores.

Hay  un  ámbito  en  que  efectivamente  no  hay
subsidiariedad, pero eso no tiene que ver con el régimen establecido en el
artículo 2° bis, sino con las definiciones de consumidor y de proveedor. Esto
impide que la L.P.C. abarque ese tipo de situaciones. Por lo tanto, el punto
planteado por el Honorable Senador señor Tuma podría resolverse fuera del
ámbito de la aplicación de la ley. 

En suma, la prioridad del Ejecutivo es reforzar el
principio de especialidad tal como se plantea en el proyecto. Eventualmente
podrían incluirse algunas de las materias mencionadas, a través de otras
modificaciones.

Por  su  parte,  el Honorable  Senador  Pizarro,
explicó que ésta fue una de las grandes discusiones y debates que tuvieron a
lo largo del proceso legislativo primigenio. La indicación busca generar un
debate  más  a  fondo  que  permita  el  perfeccionamiento  de  la  norma  y
garantizar la defensa de los consumidores, sobre todo en algunas áreas que
presentan algunos vacíos.

Reconoció que la indicación causa gran revuelo,
por lo que planteó modificar lo que ha sido la regulación especializada en
determinados sectores, ya sea desde el punto de vista técnico o estratégico. 

Agregó que firmó la indicación buscando generar
el  debate más profundo y sobre todo aclarar  la  aplicación de las normas
especiales en algunos campos donde los usuarios se ven afectados y no
siempre son protegidos. La superintendencia y los organismos fiscalizadores,
o aquella institucionalidad pública que tiene autoridad sobre determinadas
áreas, a veces actúan sancionando a la empresa que infringe la actividad
regulada, pero no resguardan debidamente los intereses que persigue este
proyecto de ley. 

Del  mismo  modo,  agregó  que  hace  fuerza  la
explicación del Ejecutivo respecto a la magnitud del cambio propuesto y que
incluso  podría  ser  poco  eficaz,  porque  producirá  una  superposición  de
normas. Consideró inapropiado que en una ley como la de protección de los
derechos  de  los  consumidores  se  modifiquen  leyes  especiales  en  áreas
estratégicas.  La intención que motiva la indicación es buena,  pero puede
provocar muchas complicaciones. 

Finalmente, puso de manifiesto que le cuesta votar
en contra de la  norma, pero cree que es más razonable después de las
explicaciones que ha expuesto el Ejecutivo. 
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El Honorable Senador Navarro destacó que este
es un punto central del proyecto en debate, porque los servicios especiales
están monopolizados y representan el mayor número de quejas de parte de
los  consumidores.  Es  la  situación,  por  ejemplo,  del  agua  potable  y  la
electricidad, respecto a los cuales los consumidores sólo pueden denunciar
ante  un  órgano  que  después  sanciona,  si  es  del  caso,  como  las
superintendencias. 

En  lo  concerniente  a  los  servicios  regulados,
destacó su carácter monopólico, porque no hay mercado para comprar ni
agua ni electricidad a algún otro oferente. Es necesario proteger los derechos
de los consumidores que están sometidos a una sola opción y especialmente
si son afectados por incumplimientos graves.

En su parecer, está bien mantener las facultades
de las superintendencias, pero hay que permitir  que la gestión ciudadana
participativa  de  denuncia  sea  asociativa  y  acompañada  por  el  SERNAC,
dejando a las superintendencias como puntos intermedios. El tema de fondo
es que se debería terminar con esto que es un privilegio arcaico, que sólo se
explica en el marco del DFL 1 de la ley eléctrica y de un conjunto de leyes
que no tuvieron discusión democrática, porque no había Parlamento cuando
se generaron. 

Por lo anterior, anunció que votaría a favor de la
indicación. No es pertinente argumentar  que al  existir  una ley que fija un
marco, éste no se puede cambiar. Esta es la instancia donde se modifican
las leyes. Sostener otra posición resulta contradictorio y paradojal.

Por su parte, el Director del Servicio Nacional
del Consumidor, señor Ernesto Muñoz, clarificó que el artículo 1°, por la
vía de la definición de consumidor y proveedor, determina la aplicación de la
ley de protección al consumidor. 

Luego, el artículo 2° establece varias instancias en
las que se aplica. 

Finalmente, el artículo 2° bis dispone  que no se
aplica a aquellas materias que estén reguladas por  leyes especiales.  Sin
embargo, establece tres excepciones: 

-Primero,  en  todo  aquello  que  estas  últimas  no
prevean se aplica directamente la ley de protección al  consumidor. Por lo
tanto, si una obligación de una empresa respecto de un consumidor no está
cubierta por la ley especial, la L.P.C. se aplica directamente en el mercado
regulado. 

-Segundo,  en  el  procedimiento  colectivo  para
defender  el  interés  de  los  consumidores  afectados.  No  hay  otro
procedimiento colectivo en nuestra legislación, sea ésta general o especial.
Por lo tanto, el procedimiento colectivo, siempre que esté comprometido el
interés colectivo o difuso de los consumidores o usuarios, será aplicable y
podrá exigirse la indemnización de perjuicios que corresponda.
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-Finalmente,  en  cuanto  al  derecho  para  solicitar
indemnización  desde  el  punto  de  vista  individual.  Si  la  ley  especial  no
establece  procedimientos  indemnizatorios  ante  el  incumplimiento  de  una
obligación  del  proveedor,  el  consumidor  puede  emplear  el  procedimiento
contemplado en la L.P.C. 

Por lo tanto, la subsidiariedad rige para todas las
instituciones,  salvo  que  exista  una  regulación  específica;  en  materia  de
procedimiento colectivo; y en cuanto al derecho a ser indemnizado por vía de
procedimiento individual, si éste no está regulado en la ley sectorial. 

Manifestó  que  esta  es  la  llave  con  que
efectivamente la legislación cautela los derechos de los consumidores: por
un  lado,  una  ley  especial;  y,  por  otro  lado,  la  aplicación  de  la  ley  del
consumidor  de  manera  intensa,  cada  vez  que  no  exista  una  regulación
especial.

Por  eso  sostuvo  que  el  régimen  actual  está
claramente delimitado. Si se quiere agregar una relación contractual que no
está abarcada actualmente por la L.P.C., lo que habría que hacer es una
modificación a la definición de consumidor y de proveedor, o buscar otra vía,
pero  no  alterar  la  regulación  relativa  al  ámbito  de  aplicación.  No  hay
impedimentos para que el SERNAC utilice sus facultades para representar a
los consumidores o fiscalizar  en materias de esta ley o en cualquier otra
materia  relacionada  con  la  protección  de  los  consumidores,  lo  que  se
refuerza en este proyecto.

Finalmente, el Honorable Senador Tuma, valoró
la propuesta formulada por el señor Director. Hizo presente que este tema
amerita tomar un tiempo para redactar alguna indicación que abra espacio
para que el SERNAC tenga competencia en otras actividades que no son
reguladas por leyes especiales, pero que tampoco están reguladas en la ley
de protección de los derechos de los consumidores, y abrir un espacio para
nuevas indicaciones. 

--La indicación N° 1 fue rechazada por 3 votos
contra 2. Votaron en contra los Honorables Senadores señora Pérez,
Moreira y Pizarro, y votaron a favor los Honorables Senadores señores
Navarro y Tuma. (Rechazada; mayoría, 3x2).
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Número 8)

Artículo 24

o o o o o

Indicación N° 46

La indicación  N°  46,  de  los  Honorables
Senadores  señores  Moreira,  Coloma,  García,  Larraín  y  Pérez  Varela,
propone consultar una letra nueva, del siguiente tenor:

“…) Agrégase el siguiente inciso final:

“Las  sanciones,  multas,  compensaciones  y  la
indemnización punitiva de que trata esta Ley, sólo tendrán lugar en aquellos
casos en que las leyes especiales respectivas no contemplen una sanción,
indemnización  punitiva  o  compensación  que  se  funde  en  los  mismos
hechos.”.

o o o o o

La  Comisión  tuvo  en  consideración  que  la
indicación  agrega  un  inciso  final  al  artículo  24,  que  permitiría  aplicar
sanciones, multas, compensaciones e indemnización punitiva sólo si la ley
especial no la contempla respecto de los mismos hechos.

La mesa de asesores propuso que sea retirada,
porque la materia se encuentra regulada a propósito de las indicaciones al
artículo 50 P.

--La  indicación  N°  46  fue  retirada  por  sus
autores.

Artículo 50 P

En el texto aprobado en general, el inciso primero
del  artículo  50  P  dispone  que  cuando  por  unos  mismos  hechos  y
fundamentos jurídicos el infractor pudiese ser sancionado con arreglo a esta
ley  y  a  otra  u  otras  leyes,  de  las  sanciones  posibles  se  le  impondrá  la
establecida en aquella que contemple una de mayor gravedad.

Por su parte, el inciso segundo, establece que en
ningún  caso  se  podrán  aplicar  al  mismo  infractor  dos  o  más  sanciones
administrativas por los mismos hechos y fundamentos jurídicos.
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Inciso primero

Indicación N° 121 

La  indicación  N°  121,  de  Su  Excelencia  la
Presidenta de la República, plantea reemplazarlo por los siguientes incisos
primero y segundo:

“Artículo  50  P.-  La  sanción  impuesta  por  la
aplicación de una ley especial impedirá al Servicio aplicar en virtud de esta
ley una sanción adicional en razón de los mismos hechos, en la medida que
para la determinación de la primera se haya considerado la vulneración de
los derechos de los usuarios o consumidores en los términos que reconoce
esta ley.

Si  el  Servicio  llegare  a  tomar  conocimiento  de
hechos  que  pudieren  constituir  una  infracción  de  disposiciones  legales  o
reglamentarias  distintas  a  las  contenidas en esta  ley  relacionadas con la
protección  de  los  derechos  de  los  consumidores,  deberá  proceder  a
denunciar  los  posibles  incumplimientos  ante  los  organismos  o  instancias
jurisdiccionales  respectivas  y  podrá  hacerse  parte  en  las  causas  en  que
estén  afectados  los  intereses  generales  de  los  consumidores,  de
conformidad a lo establecido en el artículo 58 letra i) de la presente ley.”.

________

La  indicación  modifica  el  artículo  50  P
estableciendo que, en caso de haberse impuesto una sanción en virtud de
una ley especial, el Servicio no podrá aplicar una sanción adicional por los
mismos hechos, siempre que para la determinación de la primera se haya
considerado la vulneración de los derechos de los usuarios o consumidores
en los términos de la L.P.C. Asimismo, establece la obligación del Servicio de
denunciar, ante los organismos o instancia jurisdiccionales respectivas, las
infracciones de disposiciones legales o reglamentarias distintas a la L.P.C.,
relacionadas con la protección de los derechos de los consumidores, de que
tomare conocimiento. 

El  señor Rodrigo Romo aclaró que la norma en
análisis sólo se refiere a las sanciones que puedan imponerse en caso de
infracción,  y  no  a  las  compensaciones  o  indemnizaciones  a  que  tengan
derecho los consumidores, las que podrán ser perseguidas por el SERNAC
de acuerdo a las reglas generales. Indicó que se propone por la mesa de
trabajo la aprobación de la indicación, con modificaciones, ya que de esta
forma  se  resuelve  la  correcta  aplicación  del  principio  de  especialidad,  a
propósito del cual, en caso de haber sanción por el regulador sectorial, el
SERNAC no podrá sancionar. 

Con las modificaciones propuestas por la mesa de
trabajo,  el  tenor  de  los  incisos  primero  y  segundo,  que reemplazarían  al
inciso primero del artículo 50 P del proyecto, es el siguiente:

“Artículo  50  P.-  La  sanción  impuesta  por  la
aplicación de una ley especial impedirá al Servicio aplicar en virtud de esta
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ley una sanción adicional en razón de los mismos hechos, en la medida que
para la determinación de la primera se haya considerado la vulneración de
los derechos de los usuarios o consumidores. 

Si  el  Servicio  llegare  a  tomar  conocimiento  de
hechos  que  pudieren  constituir  una  infracción  de  disposiciones  legales  o
reglamentarias distintas a las contenidas en esta ley,  relacionadas con la
protección  de  los  derechos  de  los  consumidores,  deberá  proceder  a
denunciar  los  posibles  incumplimientos  ante  los  organismos  o  instancias
jurisdiccionales  respectivas  y  podrá  hacerse  parte  en  las  causas  en  que
estén  afectados  los  intereses  generales  de  los  consumidores,  de
conformidad a lo establecido en el artículo 58 letra i) de la presente ley.” 

El Honorable Senador señor Moreira señaló que
la justificación de la norma descansaría en el principio de especialidad, de
acuerdo al cual las leyes sectoriales tienen aplicación preferente respecto a
la L.P.C. Si  bien consideró que la indicación N° 121 pretende resguardar
dicho   principio,  manifestó  su  preocupación  por  el  uso  de  la  expresión
“sanción  impuesta”  y  propone  sustituirla  por  “sanción  contemplada”.  De
conservarse la actual redacción de la indicación, en su opinión, la sanción
aplicable dependerá del organismo que actúa en primer lugar, que podrá ser
la  entidad  especializada  o  el  SERNAC,  vulnerándose  el  principio  de
especialidad.

Ante  la  inquietud  planteada  por  el  Honorable
Senador señor Moreira, el Director Nacional del Servicio Nacional del
Consumidor,  señor  Ernesto  Muñoz,  aclaró  que  es  necesario  distinguir
entre el principio de especialidad y el principio non bis in idem. El primero se
encuentra consagrado y protegido por el actual artículo 2° bis, que excluye la
aplicación  de  la  L.P.C.  cuando  alguna  materia  regulada  por  ésta  se
encuentra cubierta además por una norma especial. Manifestó que lo anterior
no significa una reducción excesiva  del campo de actuación de la L.P.C., ya
que muchas leyes sectoriales no contemplan una declaración de derechos
de  los  consumidores,  deberes  de  información  ni  un  régimen  de
responsabilidad, entre otros aspectos que nombró a modo ejemplar. Debido
a lo  anterior,  según señaló,  la  L.P.C.  sí  contribuye de manera efectiva  a
proteger los derechos de los consumidores. 

El segundo de los principios es el contemplado por
el  inciso  primero  del  artículo  50  P  propuesto  por  la  indicación  N°  121  y
pretende evitar que se aplique una doble sanción sobre la base de unos
mismos hechos. Atendido el principio protegido por la norma en comento, el
señor Muñoz defendió la conservación de la expresión “sanción impuesta”. 

Recalcó que la imposición de una sanción por una
institución fiscalizadora sectorial en ningún caso impedirá la persecución de
compensaciones o indemnizaciones en favor de los consumidores, sea ésta
individual o colectiva, y tampoco la participación del SERNAC en los casos
que corresponda.

El  Honorable Senador señor Pizarro consideró
adecuada la  modificación  que  pretende  introducir  la  indicación  N°  121,  y
destacó como algo positivo el  establecimiento del  deber  del  SERNAC de
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denunciar  infracciones y  eventualmente  hacerse parte  en  las  causas que
corresponda,  cuando  sea  otra  la  institución  llamada  a  aplicar  sanciones.
Indicó que es importante tener claro que la aplicación de una ley especial no
implica una desprotección de los derechos de los consumidores.

Luego,  el  Honorable  Senador  señor  Tuma
manifestó inquietud por la preocupación que existe en torno a aplicar multas
y otras sanciones que benefician únicamente al  Fisco,  y  destacó que los
esfuerzos deberían centrarse en evitar la judicialización de los conflictos y en
permitir la obtención de soluciones más rápidas para los consumidores en
hipótesis de vulneración de sus derechos.

En respuesta, el  Director Nacional del Servicio
Nacional  del  Consumidor,  señor  Ernesto  Muñoz,  subrayó  que  en  el
proyecto  se  ha  fortalecido  la  mediación  colectiva  como  mecanismo  de
solución de conflictos alternativo a la vía judicial y con ello se ha acortado el
tiempo  de  espera  para  recibir  una  compensación  por  parte  de  los
consumidores. Aclaró además que la indicación que se está discutiendo sólo
busca evitar la trasgresión del principio non bis in idem y no afecta en forma
alguna  la  posibilidad  de  los  consumidores  de  obtener  la  reparación
correspondiente cuando existe una infracción de las normas protectoras de
sus derechos.

El  Honorable Senador señor Navarro pidió que
se precisara si el SERNAC podría aplicar una sanción adicional, en caso de
haberse ya impuesto una sanción en virtud de una ley especial, en la medida
que no se haya considerado para esta última la vulneración de los derechos
de usuarios o consumidores. 

Frente  a  la  inquietud  planteada,  el  Director
Nacional del Servicio Nacional del Consumidor, señor Ernesto Muñoz
señaló que existen muchas sanciones que pueden imponer las instituciones
sectoriales,  que  no  se  basan  sobre  la  vulneración  de  derechos  de  los
consumidores, y en esos casos el SERNAC sí está facultado para perseguir
la  aplicación de una sanción adicional,  siempre que dicha vulneración se
haya presentado. Explicó también que la aplicación de una sanción por parte
de una entidad especializada, que tiene por fundamento la transgresión de
los derechos de los consumidores, sirve como un importante antecedente
para  la  obtención  de  una  reparación  en  un  posterior  juicio  o  mediación
colectivos.

La  Honorable  Senadora  señora  Pérez hizo
referencia  a  un  comentario  efectuado  por  el  Honorable  Senador  señor
Navarro a través de la red social  twitter, de acuerdo al cual por tres votos
contra dos se rechazó la indicación para dar al  SERNAC facultades para
apoyar a los consumidores en los casos de abuso respecto de los servicios
de  agua,  gas  y  luz.  Le  preguntó  al  Presidente  de  la  Comisión  si
efectivamente se había votado alguna indicación en ese sentido, a lo que el
Honorable Senador señor Tuma contestó que eso era correcto, de acuerdo
a su interpretación y a la del Honorable Senador señor Navarro del actual
artículo  2°  bis  de  la  LPC,  que  se  mantuvo  sin  cambios.  Frente  a  esta
respuesta, la Honorable Senadora señora Pérez solicitó que se aclarara si
esa era también la postura del  Poder Ejecutivo. El  señor Muñoz,  si  bien
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sostuvo  que  no  era  su  tarea  polemizar  en  torno  a  este  tema  con  los
Senadores, reiteró lo que ya había manifestado en torno a la discusión de la
indicación  N°  1,  en  el  sentido  que  los  derechos  de  los  consumidores
quedarían  adecuadamente  resguardados  con  la  L.P.C.  El  Honorable
Senador  señor  Moreira sostuvo no estar  de acuerdo con el  director  del
SERNAC y señaló que, en su calidad de representante del Gobierno, sí le
corresponde defender la postura del Ejecutivo frente a los dichos ofensivos
del Honorable Senador señor Navarro.

--La  indicación  N°  121  fue  aprobada,  con
modificaciones,  por  tres  votos  a  favor  y  dos  abstenciones,  de  los
Honorables  Senadores  señores  Navarro  y  Moreira.  Votaron  por  la
afirmativa los Honorables Senadores señora Pérez, y señores Pizarro y
Tuma. (Aprobada, con modificaciones; mayoría 3 x 2 abstenciones).

Indicaciones N°s 122 y 123

La  indicación  N°  122,  de  los  Honorables
Senadores señores Moreira, Coloma, García, Larraín y Pérez Varela, y  la N°
123, de la Honorable Senadora señora Pérez, son para suprimir la expresión
“y fundamentos jurídicos”.

____________

Las  indicaciones  eliminan  la  referencia  a  los
fundamentos jurídicos a que se refiere el inciso segundo del artículo 50 P.

La  mesa  de  asesores  propuso  que  ambas
indicaciones fueran aprobadas con modificaciones, en el sentido que sean
subsumidas en la indicación N° 121, toda vez que esta última modifica el
artículo 50 P, haciéndose cargo del principio de especialidad en la aplicación
de la sanción, que buscaban estas dos indicaciones.

--Las  indicaciones  N°s  122  y  123  fueron
aprobadas,  con  modificaciones,  por  tres  votos  a  favor  y  dos
abstenciones, de los Honorables Senadores señores Navarro y Moreira.
Votaron por  la  afirmativa  los  Honorables  Senadores  señora  Pérez,  y
señores Pizarro y Tuma. (Aprobada, con modificaciones; mayoría 3 x 2
abstenciones).

Indicación N° 124

La  indicación  N°  124,  de  los  Honorables
Senadores señores Moreira, Coloma, García, Larraín y Pérez Varela, es para
reemplazar la locución “impondrá la establecida en aquella que contemple
una de mayor gravedad”, por “aplicarán aquellas que impongan la o las leyes
especiales,  en forma y  de acuerdo a  los procedimientos  que en ellas se
establezcan”.
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La  indicación  modifica  el  artículo  50  P
estableciendo que la sanción aplicable es la que establezca la ley especial
de acuerdo a los procedimientos que en ella se contemplen.

La mesa de asesores propuso su retiro, toda vez
que  lo  que  plantea  la  indicación  fue  resuelto  con  la  indicación  N°  121,
modificada en los términos en que se pronunció la Comisión.

--La  indicación  N°  124  fue  retirada  por  sus
autores.

Inciso segundo

Indicación N° 125

La  indicación  N°  125,  de  los  Honorables
Senadores  señores  Moreira,  Coloma,  García,  Larraín  y  Pérez  Varela,
propone eliminar la palabra “administrativas”.

Elimina la expresión “administrativa” en el artículo
50 P  respecto  de la  prohibición  de  aplicar  dos o  más sanciones por  los
mismos hechos y fundamentos jurídicos.

La  mesa  de  asesores  propuso  el  retiro  de  la
indicación,  ya  que  lo  planteado  fue  resuelto  con  la  indicación  N°  121,
modificada.

--La  indicación  N°  125  fue  retirada  por  sus
autores.

Indicaciones N°s 126 y 127

La  indicación  N°  126,  de  los  Honorables
Senadores señores Moreira, Coloma, García, Larraín y Pérez Varela,  y N°
127, de la Honorable Senadora señora Pérez, son para suprimir la expresión
“y fundamentos jurídicos”.

Las  indicaciones  N°s  126  y  127  eliminan  la
expresión  “y  fundamentos  jurídicos”  en  el  artículo  50  P  respecto  de  la
prohibición  de  aplicar  dos  o  más  sanciones  por  los  mismos  hechos  y
fundamentos jurídicos.

La  mesa  de  asesores  propuso  el  retiro  de  las
indicaciones, toda vez que esta materia fue resuelta con la indicación N° 121,
modificada.

--Las  indicaciones  N°  126  y  127  fueron
retiradas por sus autores.
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Número 31)

Modifica el  artículo  53 C, relativo a la sentencia
que acoja la demanda.

o o o

Indicación N° 146

La  indicación  N°  146,  de  Su  Excelencia  la
Presidenta de la República, tiene por objeto anteponer el siguiente literal:

“…) Agrégase en el  literal  b),  a continuación del
punto y aparte (.), que pasa a ser seguido, la siguiente oración: “Asimismo,
se estará a lo dispuesto en el artículo 50 P, si resultare aplicable.”.”.

Representantes  del  Ejecutivo  hicieron  presente
que  la  indicación  hace  aplicable  lo  dispuesto  en  el  artículo  50  P  al
procedimiento colectivo.

Por  su  parte,  la  mesa  de  asesores  propuso  su
aprobación, sobre la base que hace aplicable la norma del artículo 50 P, que
se refiere a lo individual, también a lo colectivo.

Así, la norma sobre la cual recae, quedaría, en lo
pertinente, como sigue:

 “Artículo  53  C.-  En  la  sentencia  que  acoja  la
demanda, el juez, además de lo dispuesto en el artículo 170 del Código de
Procedimiento Civil, deberá:

[…]

b)  Declarar  la  responsabilidad  del  o  los
proveedores demandados en los hechos denunciados y la aplicación de la
multa  o  sanción  que  fuere  procedente.  La  suma  de  las  multas  que  se
apliquen  por  cada  consumidor  afectado  tomará  en  consideración  en  su
cálculo los elementos descritos en el  artículo 24 y especialmente el  daño
potencialmente causado a todos los consumidores afectados por la misma
situación. Asimismo, se estará a lo dispuesto en el artículo 50 P, si resultare
aplicable.”.

En  discusión, el  Honorable  Senador  señor
Navarro expresó su preocupación por la redacción del literal b) del artículo
53  C,  señalando  que  se  está  imponiendo  por  ley  el  contenido  de  las
sentencias e indica que eso puede generar conflictos entre el legislador y la
Corte  Suprema.  Expresó  que  sólo  los  tribunales  de  justicia  pueden
determinan dicho contenido.
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Frente a lo anterior el señor Muñoz explicó que la
indicación sólo hace referencia a la extensión del principio  non bis in idem
contenido en el artículo 50 P a los procedimientos colectivos, sin alterar el
resto de la disposición. No obstante lo anterior, precisó que el artículo 53 C
regula  las  menciones  que  debe  contener  la  sentencia  en  este  tipo  de
procedimientos,  siendo  un  complemento  del  artículo  170  del  Código  de
Procedimiento Civil, y una expresión del debido proceso.

--La indicación N° 146 fue aprobada por 3 votos
a favor y 2 abstenciones.  Votaron a favor los Honorables Senadores
señora Pérez, y señores Pizarro y Tuma. Se abstuvieron los Honorables
Senadores  señores  Navarro  y  Moreira.  (Aprobada.  Mayoría;  3  x  2
abstenciones).

Número 40)

Indicación N° 170

o o o o o

La  indicación  N°  170,  de  los  Honorables
Senadores señores Moreira, Coloma, García, Larraín y Pérez Varela, es para
anteponer una letra nueva, del siguiente tenor:

“…)  Reemplázase,  en  el  inciso  primero,  la
expresión “que digan” por “, que no estando sometidas a leyes especiales,
digan”.

o o o o o

La indicación  postula  modificar  el  inciso  primero
del  artículo  58,  estableciendo  que  el  Servicio  deberá  velar  por  el
cumplimiento  de las disposiciones de la  L.P.C.  y  demás normas,  que no
estando sometidas a leyes especiales, digan relación con el consumidor.

La  mesa  de  asesores  propuso  el  retiro  de  la
indicación, toda vez que existen normas especiales que regulan cuestiones
relacionadas con el consumidor, por lo que no corresponde su exclusión.

--La  indicación  N°  170  fue  retirada  por  sus
autores.

Indicación N° 191

o o o o o

La  indicación  N°  191,  de  Su  Excelencia  la
Presidenta  de  la  República,  es  para  incorporar  un  numeral  nuevo,  del
siguiente tenor:

“…) Intercálase en el inciso segundo del artículo
58 bis, entre las frases “organismos fiscalizadores” y “que tengan facultades”,
la siguiente palabra: “sectoriales”.”.
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o o o o o

La  indicación  agrega  la  palabra  “sectoriales”  a
continuación de “organismos fiscalizadores” en el inciso segundo del artículo
58 bis, que establece la obligación de éstos de remitir copia al Servicio de las
resoluciones que impongan sanciones.

La mesa de asesores propuso su aprobación, toda
vez que  homogeniza la nomenclatura utilizada en otras leyes.

En lo pertinente, el inciso segundo del artículo 58
bis quedaría con el texto siguiente: 

“Asimismo,  los  organismos  fiscalizadores
sectoriales  que  tengan  facultades  sancionatorias  respecto  de  sectores
regulados por leyes especiales, según lo dispuesto en el artículo 2° bis de
esta ley, deberán remitir al Servicio Nacional del Consumidor copia de las
resoluciones que impongan sanciones.”.

--La  indicación  N°  191  fue  aprobada  por  la
unanimidad de los miembros de la  Comisión,  Honorables Senadores
señora Pérez, y señores Navarro, Moreira, Pizarro y Tuma. (Aprobada;
unanimidad, 5x0).

____________
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INDICACIONES REFERIDAS A LA 
FACULTAD FISCALIZADORA DEL SERNAC

Indicaciones N°s 171, 172, 173, 174, 175, 188, 189 y 190.

Número 40)

El  numeral  40)  del  artículo  1°  del  proyecto
introduce  diversas  modificaciones  en  el  artículo  58,  sobre  la  función  del
Servicio  Nacional  del  Consumidor  de  velar  por  el  cumplimiento  de  las
disposiciones  de  la  ley  sobre  protección  de  los  derechos  de  los
consumidores  y  demás  normas  que  digan  relación  con  el  consumidor;
difundir  los  derechos  y  deberes  del  consumidor;  y  realizar  acciones  de
información y educación del consumidor.

Luego,  la  norma  precisa  en  distintas  letras  las
funciones  que  corresponden  especialmente  al  Servicio  Nacional  del
Consumidor.

Letra a)

Literal a) propuesto

Párrafo primero

Indicación N° 171

La  indicación  N°  171,  de  los  Honorables
Senadores señores Moreira, Coloma, García, Larraín y Pérez Varela, es para
agregar  después  de  la  voz  “consumidores”  lo  siguiente:  “,  que  no  esté
sometida a la fiscalización especial de organismos sectoriales”.

_____________

La  indicación  modifica  el  artículo  58  letra  a),
estableciendo que el Servicio fiscalizará el cumplimiento de la L.P.C. y de
toda la normativa de protección de los derechos de los consumidores que no
esté sometida a la fiscalización especial de organismos sectoriales.

La mesa de asesores propuso su retiro sobre la
base  que  existen  normas  especiales  que  regulan  derechos  de  los
consumidores, las que no debieran quedar fuera de la vigilancia del Servicio.
Por ejemplo, se podría decir que los bancos están regulados por la SBIF y
por  ende  no  podrían  ser  fiscalizados  por  el  SERNAC  dentro  de  sus
competencias.

El  señor Romo señaló que la sola existencia de
esas normas y organismos sectoriales excluirían al SERNAC del ejercicio de
la facultad fiscalizadora, lo que podría perjudicar a los consumidores, ya que
no siempre la regulación especial cubre todas las materias relativas a sus
derechos.
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El Honorable senador señor Moreira preguntó al
Ejecutivo si  esta indicación está relacionada con el  tema del  principio  de
especialidad y ámbito de aplicación de la ley.

En respuesta, el  Director Nacional del Servicio
Nacional  del  Consumidor,  señor  Ernesto  Muñoz  aclaró  que  esta
indicación aborda una materia diferente, que es la atribución de fiscalización
que  tiene  el  SERNAC.  Ésta  no  podría  ser  ejercida  en  torno  a  ciertas
materias, por el solo hecho de existir normas y organismos especiales.

Atendido el acuerdo alcanzado por la comisión de
asesores,  el  Honorable  Senador  señor  Moreira señaló  que  retirará  la
indicación.

El  Honorable  Senador  señor  Navarro declaró
que esta indicación,  junto a las relativas al  principio  de especialidad y al
ámbito  de  aplicación  de  la  ley,  son manifestaciones de  una intención  de
disminuir las facultades del SERNAC, en desmedro de los derechos de los
consumidores.

Frente a lo anterior, el Honorable Senador señor
Moreira  le  pidió  que aclarara si  él  pensaba que existía  mala fe  y  “mano
blanda” respecto a los empresarios, de parte del Gobierno y de la Oposición.

El  Honorable Senador señor Navarro respondió
que esta  indicación  y  las  modificaciones propuestas  al  artículo  50  P son
contradictorias con la idea de proteger a los consumidores. 

--La  indicación  N°  171  fue  retirada  por  sus
autores.

Párrafo tercero

Indicación N° 172

La  indicación  N°  172,  de  Su  Excelencia  la
Presidenta  de  la  República,  es  para  intercalar  entre  las  frases  “Director
Regional” y “que corresponda”, la siguiente expresión: “del Servicio”.

__________

La  indicación  modifica  el  párrafo  tercero  del
artículo 58 letra a), aclarando que las denuncias por conductas abusivas de
funcionarios fiscalizadores deberán hacerse ante el correspondiente Director
Regional del Servicio.

La mesa de asesores propuso su aprobación, ya
que aclara  que la  denuncia debe hacerse ante la  Dirección  Regional  del
SERNAC. Sólo se trata de una modificación formal.

Luego,  de  aprobarse  la  modificación,  el  párrafo
tercero quedaría del siguiente tenor:
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“En  el  ejercicio  de  la  labor  fiscalizadora,  los
funcionarios del Servicio deberán siempre informar al sujeto fiscalizado de la
materia específica objeto de la fiscalización y de la normativa pertinente, y
dejar  copia  íntegra  de  las  actas  levantadas,  realizando  las  diligencias
estrictamente indispensables y proporcionales al  objeto de la fiscalización.
Los  sujetos  fiscalizados  podrán  denunciar  conductas  abusivas  de
funcionarios ante el Director Regional del Servicio que corresponda.”.

El  Honorable  Senador  señor  Navarro declaró
estar  de  acuerdo  con  el  contenido  de  este  inciso,  pero  preguntó  si  es
frecuente o no regular con tanto detalle el procedimiento fiscalizador de un
organismo. 

Respondiendo  a  lo  planteado,  el  Director
Nacional  del  Servicio  Nacional  al  Consumidor,  señor  Ernesto  Muñoz
explicó  que  se  recurrió  al  modelo  empleado  a  propósito  de  la  facultad
fiscalizadora de la Superintendencia del Medioambiente, porque se trata de
la normativa más avanzada que existe en nuestra legislación en torno a este
tipo de atribuciones. Agregó que, siendo la fiscalización una función nueva
para el SERNAC, desde ya se quiere prevenir situaciones abusivas mediante
esta regulación.

La  Honorable Senadora señor Pérez dijo estar
conforme con esta normativa, ya que da cuenta de un organismo moderno,
en el que existe un adecuado equilibrio entre facultades y mecanismos de
control.

En  cuanto  a  la  posibilidad  de  que  sean  los
fiscalizadores quienes sufran algún tipo de agresión o abuso, el  Honorable
Senador  señor  Navarro  preguntó  si  los  derechos  de  los  funcionarios
también están resguardados por la ley.

El  Director Nacional  del Servicio Nacional del
Consumidor, señor Ernesto Muñoz señaló que la ley prevé una sanción
específica  para  los  casos  en  que  alguien  se  niegue  a  la  práctica  de
actuaciones de fiscalización. Agregó que, en caso de algún tipo de agresión
contra  los  funcionarios,  se  puede  recurrir  a  los  tipos  establecidos  en  la
legislación general.

El  Honorable  Senador  señor  Tuma propuso
incorporar, al final de este inciso, el término “territorialmente”, para asegurar
que la expresión “que corresponda” se entienda referida al Director Regional.
Considera  que  sin  esta  modificación  la  mencionada  expresión  podría
asociarse al Servicio y ello daría pie a confusiones respecto a la institución
competente.

-La  indicación  N°  172  fue  aprobada,  con
modificaciones, por tres votos a favor y una abstención, del Honorable
Senador  señor  Navarro.  Votaron  por  la  afirmativa  los  Honorables
Senadores señora Pérez,  y  señores Moreira y Tuma.  (Aprobada,  con
modificaciones; mayoría, 3 x 1 abstención).
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Párrafo cuarto

Indicación N° 173

La  indicación  N°  173,  de  Su  Excelencia  la
Presidenta de la República, es para agregar la siguiente oración: “Cuando se
trate  de  fiscalización  de  sitios  web,  los  proveedores  estarán  obligados  a
facilitar las bases de datos u otros antecedentes relativos a éste que sean
solicitados por el respectivo funcionario del Servicio.”.

_______

La indicación modifica el párrafo cuarto del artículo
58 letra a), agregando que en caso de tratarse de fiscalización de sitios web,
los proveedores deberán entregar las bases de datos y otros antecedentes
relativos al sitio, si son solicitados.

La mesa de asesores propuso su aprobación, con
modificaciones,  porque  busca  facilitar  el  análisis  de  información  que  se
encuentra en sitios web, autorizando la solicitud de información en formato
digital.

De  aprobarse  la  indicación,  la  redacción  del
párrafo cuarto quedaría como sigue:

“Los funcionarios del Servicio estarán facultados,
en el cumplimiento de sus labores inspectivas, para ingresar a inmuebles en
que se desarrollen actividades objeto de fiscalización,  tomar registros  del
sitio  o  bienes  fiscalizados,  levantar  actas  y  dejar  testimonio  en  ellas  de
quienes se encontraren en el lugar de la fiscalización y, en general, proceder
a la ejecución de cualquier otra medida tendiente a hacer constar el estado y
circunstancias  de  las  actividades  fiscalizadas.  Cuando  se  trate  de
fiscalización de sitios web, los proveedores estarán obligados a facilitar
los antecedentes relativos a éste que sean solicitados por el respectivo
funcionario  del  Servicio,  los que deberán ser  entregados en formato
digital en caso de estar disponibles.”.

El Honorable Senador señor Tuma manifestó su
inquietud por la forma en que el SERNAC va a verificar si la información está
disponible en formato digital o no.

El Director Nacional del Servicio Nacional del
Consumidor,  señor  Ernesto  Muñoz  indicó  que  el  proveedor  deberá
entregar una justificación razonable, porque en caso contrario su conducta
podrá considerarse como obstrucción a la fiscalización y ser sancionada, de
acuerdo a las normas de la L.P.C.

Los  Honorables  Senadores  señor  Tuma  y
señora  Pérez indicaron  que  sería  apropiado  especificar  ese  deber  de
entregar una explicación razonable por parte del proveedor. Si no, nunca se
van a poder obtener los datos en formato digital,  ya que bastará con una
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simple negativa respecto a la disponibilidad de parte de los fiscalizados.

Pese  a  considerar  que  estas  situaciones  ya
quedan cubiertas por las reglas generales en materia de fiscalización, los
representantes del SERNAC propusieron agregar la siguiente oración al final
del  inciso:  “En  caso  contrario,  deberán  acompañar  antecedentes  que  lo
justifiquen debidamente.”

Respecto a la ley vigente, el  Honorable Senador
Señor Navarro  preguntó por la forma en que un consumidor puede hacer
valer  sus  derechos frente  a  la  publicación  que hace una empresa en su
página web.

El  Director Nacional  del Servicio Nacional del
Consumidor, señor Ernesto Muñoz respondió que hoy se saca una foto a
la  página  y  se  imprime,  siendo  ministros  de  fe  algunos  funcionarios  del
SERNAC. Lo que se pretende es extender esta función,  que actualmente
cumplen los ministros de fe, a los fiscalizadores. Los datos entregados en
formato  digital  serían  un antecedente más valioso para  llevar  adelante  la
fiscalización.

El Honorable Senador señor Tuma expresó que
es difícil imaginar casos en que una empresa tenga un sitio web, pero no
posea un respaldo digital  de su página.  Plantea que podría  eliminarse la
referencia a una eventual falta de disponibilidad.

Frente a lo planteado por el  Honorable Senador
señor Tuma, el  Honorable Senador señor Moreira consultó al Ejecutivo si
en el caso de empresas pequeñas o medianas el acceso al formato digital de
la página web podría resultar complicado en algunas ocasiones o no.

El  Director Nacional  del Servicio Nacional del
Consumidor,  señor  Ernesto  Muñoz  declaró  que  efectivamente  es  poco
probable que una empresa que tenga un sitio web no pueda otorgar los datos
contenidos en él de forma digital. Agregó que bastará con que se envíe un
archivo al SERNAC con la información solicitada.

Se  propuso  por  el  Honorable  Senador  señor
Tuma eliminar la expresión “en caso de estar disponible”, lo que contó con la
aprobación de los miembros de la Comisión.

--La  indicación  N°  173  fue  aprobada,  con
modificaciones,  por  la  unanimidad  de los miembros  presentes  de  la
Comisión,  Honorables  Senadores  señora  Pérez  y  señores  Navarro,
Moreira y Tuma. (Aprobada, con modificaciones; unanimidad, 4x0).
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Párrafo quinto

Indicación N° 174

La  indicación  N°  174,  de  Su  Excelencia  la
Presidenta de la República, tiene por objeto sustituir la palabra “inciso” por
“párrafo”.

__________

La indicación reemplaza en el artículo 58 letra a) la
palabra “inciso” por “párrafo”. 

La  mesa  de  asesores  propuso  su  aprobación,
dado que se trata de una modificación formal que corresponde efectuar.

--La  indicación  N°  174  fue  aprobada  por  la
unanimidad  de  los  miembros  presentes  de  la  Comisión,  Honorables
Senadores  señora  Pérez,  y  señores  Navarro,  Moreira  y  Tuma.
(Aprobada; unanimidad, 4x0).

Indicación N° 175

o o o o o

La  indicación  N°  175,  de  Su  Excelencia  la
Presidenta de la República, es para agregar el siguiente párrafo final:

“El  Servicio  desarrollará  sus  actividades  de
fiscalización en conformidad a un plan que elaborará anualmente, priorizando
aquellas áreas que involucren un mayor nivel de riesgo para los derechos de
los consumidores.”.

o o o o o

La indicación  postula  agregar  un párrafo  final  al
artículo 58 letra a), para establecer que la fiscalización se elaborará sobre la
base de un plan anual que priorice aquellas áreas que involucren un mayor
nivel de riesgo para los derechos de los consumidores.

La mesa de asesores propuso su aprobación, con
modificaciones formales, dado que obliga al Servicio a priorizar su actividad
fiscalizadora  por  criterios  de  riesgo,  debiendo  además  ser  públicas  las
directrices del plan de fiscalización. 

“El  Servicio  desarrollará  sus  actividades  de
fiscalización en conformidad a un plan que elaborará anualmente, priorizando
aquellas áreas que involucren un mayor nivel de riesgo para los derechos de
los consumidores. Las directrices generales de dicho plan serán públicas.”.

La Comisión consideró que la publicidad de tales
directrices es una manifestación del principio de publicidad y transparencia
que rige todos los actos de la Administración.
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El  Honorable  senador  señor  Tuma pidió  a los
representantes del Ejecutivo aclarar si está establecida la fecha exacta en
que  deberá  efectuarse  esa  publicación  anual  y  si  ésta  se  realizará  al
comienzo o al final del plan de fiscalización.

En  respuesta,  el  señor  Romo indicó  que  las
directrices generales deberán publicarse al  inicio del plan de fiscalización.
Señaló además que la fecha de la primera publicación dependerá del tiempo
que tome al SERNAC implementar el programa de trabajo, pero siempre el
plan durará un año.

El Honorable Senador señor Navarro, en primer
lugar, planteó su preocupación por situaciones excepcionales que requieran
tomar medidas no contempladas en el plan. Preguntó si la publicación de las
directrices  generales  puede  ser  considerada  como  una  limitación  a  las
facultades  de  fiscalización  o  si  existirá  una  flexibilidad  necesaria  para
hacerse cargo de esos casos. En segundo lugar, manifestó su duda por la
manera en que se va a determinar qué áreas son más riesgosas para los
consumidores.

Respecto al primer tema, el Director Nacional del
Servicio  Nacional  del  Consumidor,  señor  Muñoz explicó  que  las
facultades de fiscalización no se verán limitadas por el plan anual, de manera
que  las  situaciones  que  requieran  medidas  diferentes  igualmente  serán
controladas.  En  relación  con  la  segunda  materia,  señaló  que  las  áreas
riesgosas se podrán establecer  a  partir  del  registro  de  infracciones a los
distintos derechos contenidos en el artículo 3° de la L.P.C.

Destacó  que  el  plan  anual  entregará  una  señal
respecto de las actividades por las cuales existe especial preocupación de
parte  del  SERNAC.  Se  puede  generar  un  efecto  disuasivo  en  los
proveedores, que prevendrá futuras infracciones.

--La  indicación  N°  175  fue  aprobada,  con
modificaciones,  por  la  unanimidad  de los miembros  presentes  de  la
Comisión,  Honorables  Senadores  señora  Pérez,  y  señores  Navarro,
Moreira y Tuma. (Aprobada, con modificaciones; unanimidad, 4x0).

Letra e)

Ordinal ii)

Indicación N° 188

La  indicación  N°  188,  de  Su  Excelencia  la
Presidenta de la República, es para reemplazarlo por el siguiente:

“ii) Reemplázase la frase “el juez de policía local”
por la expresión “el Juzgado de Policía Local del domicilio del fiscalizado”.

_______

La indicación modifica el inciso noveno del artículo
58,  haciendo  competente  al  Juzgado  de  Policía  Local  del  domicilio  del
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fiscalizado en vez del Ministro de la Corte de Apelaciones respectiva, para
sancionar la negativa o demora injustificada en la remisión de antecedentes
requeridos por el Servicio.

La  mesa  de  asesores  propuso  su  aprobación,
porque hace más accesible la sede para reclamar del incumplimiento de la
obligación de entregar la información requerida.

Así, la redacción del inciso que modifica quedaría
como sigue:

“La negativa o demora injustificada en la remisión
de los antecedentes requeridos en virtud de este artículo será sancionada
con  multa  de  hasta  cuatrocientas  unidades  tributarias  mensuales,  por  el
Juzgado de Policía Local del domicilio del fiscalizado.”.

-La  indicación  N°  188  fue  aprobada  por  la
unanimidad  de  los  miembros  presentes  de  la  Comisión,  Honorables
Senadores  señora  Pérez,  y  señores  Moreira  y  Tuma.  (Aprobada;
unanimidad, 3x0).

Letra f)

Indicación N° 189

La  indicación  N°  189,  de  Su  Excelencia  la
Presidenta de la República, es para sustituirlo por el que sigue:

“f) Agrégase, a continuación del inciso octavo, el
siguiente inciso noveno, nuevo:

“Asimismo, el Juez de Policía Local podrá ordenar
la incautación de la documentación requerida.”.”.

_____________

La indicación  agrega un nuevo inciso noveno al
artículo 58 que hace competente al Juez de Policía Local, en vez del Ministro
de la  Corte  de  Apelaciones respectiva,  para ordenar  la  incautación de la
documentación requerida.

La  mesa  de  asesores  propuso  su  aprobación
porque es  concordante  con la  indicación  N°  188 que hizo  competente  al
Juzgado de Policía Local del domicilio del fiscalizado, en vez del Ministro de
la Corte de Apelaciones respectiva,  para sancionar  la  negativa o demora
injustificada en la remisión de antecedentes requeridos por el Servicio.

-La  indicación  N°  189  fue  aprobada  por  la
unanimidad  de  los  miembros  presentes  de  la  Comisión,  Honorables
Senadores  señora  Pérez,  y  señores  Moreira  y  Tuma.  (Aprobada;
unanimidad, 3x0).
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Letra g)

Indicación N° 190

La  indicación  N°  190,  de  Su  Excelencia  la
Presidenta de la República, es para intercalar en el primer inciso propuesto,
a continuación de la locución “aplicar sanción”, lo siguiente: “, salvo dictar la
resolución que da inicio al procedimiento”.

________

La  indicación  establece  que,  excepto  dictar  la
resolución  que  da  inicio  al  procedimiento,  los  Directores  Regionales  no
podrán participar en la instrucción de procedimientos sancionatorios.

La  mesa  de  asesores  propuso  a  la  Comisión
rechazar la indicación para efectos de no generar confusiones respecto de la
separación  de  funciones.   Se  optó  por  mantener  el  texto  aprobado  en
general. 

-La  indicación  N°  190  fue  rechazada  por  la
unanimidad  de  los  miembros  presentes  de  la  Comisión,  Honorables
Senadores  señora  Pérez,  y  señores  Moreira  y  Tuma.  (Rechazada;
unanimidad, 3x0).

______________________
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INDICACIONES REFERIDAS A 
LAS ASOCIACIONES DE CONSUMIDORES

SUB TEMAS: 

1.-  ASOCIACIONES  DE  CONSUMIDORES
COMO ORGANIZACIONES DE INTERÉS PÚBLICO; 

2.- FACULTADES DE LAS ASOCIACIONES DE
CONSUMIDORES;

3.-  PROHIBICIONES  DE  LAS  ASOCIACIONES
DE CONSUMIDORES;

4.-  FONDO  CONCURSABLE  PARA  LAS
ASOCIACIONES DE CONSUMIDORES, Y

5.- OTRAS INDICACIONES.
_______________________

SUB TEMA: ASOCIACIONES DE CONSUMIDORES COMO
ORGANIZACIONES DE INTERÉS PÚBLICO

Indicaciones N°s. 5, 6, 7, 8 y 9

Indicación N° 5

La indicación N° 5 Del Honorable Senador señor
Navarro, es para intercalar en el artículo 5° de la ley N° 19.496, después de
la expresión “interés económico, comercial o político”, la frase “calificada de
organización de interés público conforme al artículo 15° de la ley N° 20.500.” 

El texto del artículo cuya modificación se propone
es el siguiente:

“Artículo  5.-  Se  entenderá  por  Asociación  de
Consumidores la organización constituida por personas naturales o jurídicas,
independientes de todo interés económico, comercial o político, cuyo objetivo
sea  proteger,  informar  y  educar  a  los  consumidores  y  asumir  la
representación  y  defensa  de  los  derechos  de  sus  afiliados  y  de  los
consumidores que así lo soliciten, todo ello con independencia de cualquier
otro interés”. 

° ° ° ° ° °

La indicación modifica el artículo 5°, calificando a
las Asociaciones de Consumidores como organizaciones de interés público
conforme  al  artículo  15  de  la  Ley  N°  20.500,  sobre  asociaciones  y
participación ciudadana en la gestión pública.

El  señor  Romo manifestó  que  la  mesa  de
asesores propuso subsumir esta indicación en la N° 6, ya que a propósito de
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esta última se incorporaron modificaciones que recogen lo planteado por la
indicación N° 5.

En la  discusión  de la  indicación  N°  6,  como se
señala más adelante en el presente informe, se acordó por unanimidad la
subsunción propuesta por la mesa de trabajo.

-La  indicación  N°  5  fue  aprobada,  con
modificaciones,  por  unanimidad  de  los  miembros  presentes  de  la
Comisión,  Honorables  Senadores  señora  Pérez,  y  señores  Moreira  y
Tuma. (Aprobada, con modificaciones; unanimidad, 3x0).

° ° ° ° ° °

Indicación N° 6

La  indicación  N°  6 de Su  Excelencia  la
Presidenta de la República es para intercalar a continuación del número 1)
del artículo 1° del proyecto en estudio, otro nuevo, del siguiente tenor:  

“…)  Intercálase  en  el  artículo  6º  entre  la  frase
“Ministerio del Trabajo” y el punto final (.), la siguiente frase: “, sólo respecto
de su constitución y disolución. En lo demás, se regirán subsidiariamente por
las normas contenidas en el Título II de la ley N° 20.500.”.” 

El  contenido  del  referido  artículo  6  de  la  Ley
19.496 es el siguiente:

“Artículo 6.- Las asociaciones de consumidores se
regirán por lo dispuesto en esta ley, y en lo no previsto en ella por el decreto
ley Nº 2.757, de 1979, del Ministerio del Trabajo.” 

La indicación modifica el  artículo 6°, limitando la
aplicación  supletoria  de  la  ley  sobre  asociaciones  gremiales  sólo  a  la
constitución  y  disolución  de  las  Asociaciones  de  Consumidores,  y
estableciendo  que  en  las  demás  materias  no  previstas  por  la  L.P.C.  se
regirán por las normas relativas a las organizaciones de interés público de la
ley N° 20.500, sobre asociaciones y participación ciudadana en la gestión
pública. 

La mesa de trabajo propuso aprobar la indicación,
con modificaciones.  Se acordó agregar a las normas sobre constitución y
disolución, aquellas relativas a la publicidad de cuentas y la fiscalización del
Ministerio de Economía. Asimismo se acordó explicitar que las asociaciones
de consumidores serán consideradas organizaciones de interés público. 

La redacción propuesta por la mesa de asesores
es la siguiente: 

“Artículo  6°.-  Las asociaciones de consumidores
se regirán por lo dispuesto en esta ley, y en lo no previsto en ella por el
decreto ley N° 2.757, de 1979, del  Ministerio del  Trabajo,  exclusivamente
respecto de su constitución, su disolución y lo preceptuado en los artículos
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16,  21,  22  y  23  de  dicho  cuerpo  legal.  En  lo  demás,  se  regirán
subsidiariamente por las normas contenidas en el Título II de la ley N° 20.500
y serán consideradas como organizaciones de interés público en los términos
que dispone el artículo 15 de la precitada ley.”. 

En discusión, el Honorable Senador señor Tuma
manifestó  estar  de  acuerdo  con  la  declaración  expresa  del  carácter  de
organizaciones de interés público de las Asociaciones de Consumidores, y
solicitó que se ahondara en el contenido de las normas del decreto ley N°
2.757  de  1979  del  Ministerio  del  Trabajo,  que  se  citan  en  la  redacción
propuesta.

El señor Romo indicó que el señalado decreto ley
regula las asociaciones gremiales y parte de su normativa sería aplicable a
las asociaciones de consumidores de manera supletoria a la L.P.C. Dicha
normativa, de acuerdo a lo expresado por él, se refiere a la constitución de
estas organizaciones; a su disolución; al artículo 16, que establece el deber
de llevar libros de contabilidad; al artículo 21, que  encomienda al Ministerio
de  Economía  su  fiscalización;  y  a  los  artículos  22  y  23,  que  fijan  las
sanciones en caso de infracción de esta reglamentación. 

Agregó que, de forma supletoria a la L.P.C., y a
las normas mencionadas del decreto ley N° 2.757 de 1979 del Ministerio del
Trabajo, sería aplicable el Título II de la Ley N° 20.500, sobre asociaciones y
participación ciudadana en la gestión pública, recalcando que la calificación
de  organizaciones  de  interés  público  les  permitirá  a  las  asociaciones  de
consumidores acceder a los fondos concursables que esa ley establece.

Complementando lo anterior, el Director Nacional
del  Servicio  Nacional  del  Consumidor,  señor  Muñoz añadió  que  la
regulación  propuesta  tuvo  su  origen  en  las  propias  Asociaciones  de
Consumidores.  Éstas,  según  señaló,  buscaron  conservar  parte  de  la
regulación  del  decreto  ley  N°  2.757,  destacando  que  mostraron  especial
interés por la flexibilidad del proceso de constitución contenido en él. Advirtió
que  la  aplicación  plena  de  dicho  decreto  ley  perjudicaba  a  estas
organizaciones, ya que se les asimilaba a las asociaciones gremiales y ello
les impedía acceder a algunos fondos. Expresó que lo anterior se soluciona
mediante  la  aplicación  parcial  del  decreto  ley  y  la  caracterización  de  las
asociaciones de consumidores como organizaciones de interés público de
acuerdo a la Ley 20.500.

-La  indicación  N°  6  fue  aprobada,  con
modificaciones,  por  unanimidad  de  los  miembros  presentes  de  la
Comisión, los Honorables Senadores señora Pérez, y señores Moreira y
Tuma. (Aprobada, con modificaciones; unanimidad 3x0).

° ° ° ° ° °
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Indicaciones N°s. 7 y 8

La indicación N° 7 de los Honorables Senadores
señores Tuma, Lagos y Pizarro,  y  la  indicación N°  8  de los Honorables
Senadores señores Navarro y Tuma, son para intercalar en el artículo 6° de
la  ley  N°  19.496,  después  de  la  expresión  “Ministerio  del  Trabajo”,  lo
siguiente:  “y  para  todos  los  efectos  legales  serán  consideradas  como
organizaciones  no  gubernamentales  similares  a  las  reguladas  por  la  Ley
20.500”. 

Las indicaciones modifican el artículo 6° de la Ley
N°  19.496,  estableciendo  que  las  Asociaciones  de  Consumidores  serán
consideradas  como  organizaciones  no  gubernamentales  similares  a  las
reguladas en la Ley N° 20.500. 

El  señor  Romo indicó  que  la  mesa  de  trabajo
propuso  subsumir  esta  indicación  en  la  N°  6,  ya  que  las  modificaciones
introducidas respecto de ésta cubren el objetivo de las indicaciones N°s 7 y
8.

Los  Honorables  Senadores  miembros  de  la
Comisión accedieron a lo planteado por la mesa de trabajo.

-Las indicaciones N° 7 y 8 fueron aprobadas,
con modificaciones, por unanimidad de los miembros presentes de la
Comisión, los Honorables Senadores señora Pérez y señores Moreira y
Tuma. (Aprobadas, con modificaciones; unanimidad 3x0).

Indicación N° 9

La indicación N° 9 del Honorable Senador señor
Navarro es para agregar al artículo 6° de la ley N° 19.496 el siguiente inciso:

“Las disposiciones de la ley N° 20.500, de 2011,
del  Ministerio  Secretaría  General  de  Gobierno,  serán  aplicables  a  estas
asociaciones  en  lo  que  no  esté  regulado  o  sea  contradictorio  a  los  dos
cuerpos normativos mencionados en el inciso precedente.”.

La indicación modifica el artículo 6°, estableciendo
que se aplicará la Ley N° 20.500 a las Asociaciones de Consumidores, en lo
que  no  sea  incompatible  con  la  L.P.C.  y  la  Ley  sobre  Asociaciones
Gremiales. 

La  mesa  de  asesores  propuso  subsumir  esta
indicación en la N° 6, ya que las modificaciones planteadas en relación con
ésta incorporan el contenido de la indicación N° 9.

Los  Honorables  Senadores  integrantes  de  la
Comisión  estuvieron  de  acuerdo  con  lo  recomendado  a  propósito  de  la
subsunción.
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-La  indicación  N°  9  fue  aprobada,  con
modificaciones  por  unanimidad  de  los  miembros  presentes  de  la
Comisión, los Honorables Senadores señora Pérez, y señores Moreira y
Tuma. (Aprobada, con modificaciones; unanimidad 3x0).

SUB TEMA: FACULTADES DE LAS ASOCIACIONES DE
CONSUMIDORES

Indicaciones N°s. 10, 11, 12, 85, 96 Y 97

Número 2)

El  número 2)  del  artículo  1°  de  proyecto  de ley
modifica  el  artículo  8°  de la  ley  sobre protección de los derechos de los
consumidores, relativo a las funciones de las asociaciones de consumidores.

_______________

Letra e)

Indicación N° 10

La indicación N° 10 del Honorable Senador señor
Pizarro es para sustituir la letra e) del numeral 2) del artículo 1° del proyecto,
por el que sigue: 

“e) Agréganse los siguientes literales g) y h): 

“g) Ejecutar y celebrar actos y contratos civiles y
mercantiles para cumplir sus objetivos, y destinar los frutos de dichos actos y
contratos únicamente al financiamiento de sus actividades propias, con las
limitaciones señaladas en el artículo 9°; y 

h)  Realizar  cualquier  otra  actividad  destinada  a
proteger, informar y educar a los consumidores.”.”.

____________

La  letra  e)  del  numeral  2)  del  artículo  1°  del
proyecto,  cuya  modificación  se  propone  mediante  la  indicación,  es  del
siguiente tenor:

“2)  Modifícase  el  artículo  8°  en  el  siguiente
sentido: 

e) Agrégase el literal g) siguiente: 

“g) Ejecutar y celebrar actos y contratos civiles y
mercantiles para cumplir sus objetivos, y destinar los frutos de dichos actos y
contratos al financiamiento de sus actividades propias”.”.
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La indicación modifica la letra g) del artículo 8° de
la Ley 19.496, restringiendo la ejecución y celebración de actos y contratos
civiles  y  mercantiles  con  las  limitaciones  señaladas  en  el  artículo  9°.
Asimismo  agrega  una  letra  h)  que  establece  la  posibilidad  de  realizar
cualquier  otra  actividad  destinada  a  proteger,  informar  y  educar  a  los
consumidores. 

La  propuesta  de  la  mesa  de  trabajo  fue  la
aprobación  de  esta  indicación,  con  modificaciones.  Se  acordó  por  los
asesores mantener la modificación a la letra g), invertir el orden de las letras
h) e i) y agregar la frase “de conformidad a esta ley” en la nueva letra i). 

La redacción propuesta, una vez introducidas las
modificaciones, es la siguiente:

“g) Ejecutar y celebrar actos y contratos civiles y
mercantiles para cumplir sus objetivos, y destinar los frutos de dichos actos y
contratos únicamente al financiamiento de sus actividades propias,  con las
limitaciones señaladas en el artículo 9°; 

h)  Realizar,  a  solicitud  de  un  consumidor,
mediaciones individuales; y 

i)  Realizar,  de conformidad a esta  ley,  cualquier
otra actividad destinada a proteger, informar y educar a los consumidores.”. 

La Secretaria de la Comisión recomendó sustituir
el término “realizar” por “efectuar” en la letra i) propuesta, a fin de evitar que
se reitere la misma expresión en dos literales seguidos, lo que fue aceptado
por los Honorables Senadores presentes.

-La  indicación  N°  10  fue  aprobada,  con
modificaciones,  por  unanimidad  de  los  miembros  presentes  de  la
Comisión, los Honorables Senadores señora Pérez, y señores Moreira y
Tuma. (Aprobada, con modificaciones; unanimidad 3x0). 

Literal g) propuesto

Indicación N° 11

La indicación N° 11 del Honorable Senador señor
Navarro  es  para  intercalar  en  el  literal  g),  propuesto  por  el  proyecto,  del
artículo 8°, a continuación de la expresión “civiles y mercantiles”, la frase “,
como la venta de productos o la prestación de servicios,”. 

La indicación modifica la letra g) del  artículo  8°,
señalando, como ejemplos de actos y contratos civiles y mercantiles, la venta
de productos o la prestación de servicios. 

La mesa de trabajo propuso el rechazo o retiro de
la  indicación,  dado  que  la  actual  redacción  de  la  norma  ya  permite  la
celebración de dichos actos, sin necesidad de incorporarlos como ejemplos. 
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-La  indicación  N°  11  fue  rechazada  por
unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, los Honorables
Senadores  señora  Pérez,  y  señores  Moreira  y  Tuma.  (Rechazada;
unanimidad 3x0).

Indicación N° 12

La  indicación  N°  12, del  Honorable  Senador
señor Navarro, es para agregar en la letra g) del artículo 8° propuesta por el
proyecto, después de la locución “actividades propias”, el siguiente texto: “y
del normal funcionamiento de la asociación. El Estado promoverá incentivos
para  que  los  servicios  públicos,  municipios  e  instituciones  educativas
contraten a las asociaciones en materias que sean de su conocimiento. En
caso de celebrar contratos con empresas se observará lo dispuesto en la
letra c) del artículo 9°;”. 

La indicación modifica la  letra  g)  del  artículo 8°,
estableciendo  que  el  Estado  deberá  promover  incentivos  para  que  los
servicios  públicos,  municipios  e  instituciones  educativas  contraten  a  las
Asociaciones de Consumidores en materias que sean de su conocimiento. 

El señor Romo indicó que la recomendación de la
comisión de asesores fue el rechazo o retiro, atendido, por un lado, que la
redacción de la letra g) del artículo 8 antes aprobada ya permite establecer
los  incentivos  planteados  en  la  indicación;  y,  por  otro,  que  resulta
improcedente imponer al Estado un deber de incentivar la contratación con
Asociaciones de Consumidores.

El  Honorable  Senador  Señor  Tuma declaró
inadmisible  la  indicación,  por  cuanto  aborda  una  materia  que  es  de  la
iniciativa exclusiva de la Presidenta de la República, de conformidad a lo
establecido en el artículo 65 de la Constitución Política de la República.

--La indicación N° 12 fue declarada inadmisible
por el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Tuma, por
abordar una materia que es de la iniciativa exclusiva de la Presidenta de
la República,  de conformidad a lo establecido en el artículo 65 de la
Constitución Política de la República.

Indicación N° 85

La indicación  N°  85, del  Honorable  Senador
señor  Navarro,  es  para  para  intercalar  en  el  artículo  50  C  propuesto,  a
continuación  de  la  expresión  “será  asistido  por”,  lo  siguiente:  “alguna
Asociación de Consumidores del domicilio del consumidor afectado,”. 

El texto del artículo 50° C, propuesto en el artículo
N° 1 numeral 22) del proyecto aprobado en general, es el que se indica:

“Artículo  50  C.-  La  denuncia  no  requerirá
patrocinio de abogado. Los interesados podrán comparecer personalmente,
sin intervención de letrado, ante el Servicio Nacional del Consumidor. Para
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comparecer ante los tribunales de justicia siempre se requerirá patrocinio de
abogado habilitado. En caso que el consumidor no cuente con los medios
para  costear  su  defensa,  será  asistido  por  la  Corporación  de  Asistencia
Judicial  correspondiente  o  por  cualquier  institución  pública  o  privada  que
desarrolle programas de asistencia judicial gratuita.”.

o o o o o

La  indicación N° 85  agrega a las Asociaciones
de Consumidores como instituciones que deben prestar  asistencia judicial
gratuita. 

La  propuesta  de  la  mesa  de  trabajo  que  la
aprobación  de  la  indicación,  con  modificaciones.  La  redacción  que  se
propone  explicita  que  consumidores  sin  recursos  también  podrán  ser
asistidos jurídicamente en forma gratuita por Asociaciones de Consumidores,
pero sin hacerlo obligatorio para éstas. 

El texto sugerido por la mesa es el siguiente:

“Artículo  50  C.-  La  denuncia  no  requerirá
patrocinio de abogado. Los interesados podrán comparecer personalmente,
sin intervención de letrado, ante el Servicio Nacional del Consumidor. Para
comparecer ante los tribunales de justicia siempre se requerirá patrocinio de
abogado habilitado. En caso que el consumidor no cuente con los medios
para  costear  su  defensa,  será  asistido  por  la  Corporación  de  Asistencia
Judicial  correspondiente.  Asimismo,  podrá  ser  asistido  por  cualquier
institución pública o privada, entre ellas las Asociaciones de Consumidores,
que desarrolle programas de asistencia judicial gratuita.”. 

El  Honorable  Senador  señor  Navarro expresó
entender que el término “asistido” empleado en la redacción propuesta hace
referencia a la orientación jurídica que van a recibir  los consumidores de
parte  de  las  instituciones  que  menciona,  pero  no  a  la  defensa  o
representación en juicio.  Adicionalmente solicitó aclarar cómo iba a asumir el
SERNAC su rol de orientación de los consumidores en el ámbito jurídico.

El  Director Nacional  del Servicio Nacional del
Consumidor señor Muñoz precisó que la norma propuesta regula tanto la
orientación como la representación judicial de los consumidores por parte de
las instituciones señaladas ahí.  Señaló además que la exigencia para los
consumidores  de  comparecer  representados  ante  tribunales  por  abogado
habilitado busca evitar un escenario de desigualdad entre las partes en juicio.
Agregó  que  el  SERNAC  seguirá  desarrollando  su  labor  cuando  estén
involucrados los intereses colectivos de los consumidores en denuncias de
carácter general y que continuará orientando a los consumidores a través de
las distintas plataformas con las que cuenta.

El Honorable Senador señor Navarro enfatizó en
que  la  representación  judicial  de  los  consumidores  debe  fortalecerse
especialmente en sectores aislados del país.  
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-La  indicación  N°  85  fue  aprobada,  con
modificaciones, por unanimidad de los miembros de la Comisión, los
Honorables  Senadores  señora  Pérez,  y  señores  Moreira,  Navarro,
Pizarro y Tuma. (Aprobada, con modificaciones; unanimidad 5x0).

o o o o o

Número 25)

Artículo 50 G

Inciso duodécimo

La  indicación  N°  96 de  Su  Excelencia  la
Presidenta de la República, es para intercalar, en el inciso duodécimo del
artículo 50 G propuesto, entre las frases “Fomento y Turismo,” y “una vez”, la
siguiente: “tendrán carácter de transacción extrajudicial y,”. 

El  inciso duodécimo del  artículo 50 G propuesto
por el artículo 1° numeral 25) del proyecto, es del siguiente tenor:

“Asimismo, los acuerdos que en representación de
los  consumidores  alcanzaren  las  Asociaciones  de  Consumidores
acreditadas, de conformidad a los requisitos que establezca un reglamento
del  Ministerio  de  Economía,  Fomento  y  Turismo,  una  vez  cumplidas  sus
estipulaciones,  extinguirán las acciones del  denunciante para perseguir  la
responsabilidad contravencional y civil del proveedor.”.

_______

La indicación N° 96 modifica el inciso duodécimo
del  artículo  50  G,  aclarando  que  las  conciliaciones  alcanzadas  ante  una
Asociación de Consumidores acreditada tienen el  carácter  de transacción
extrajudicial. 

La propuesta de la mesa de asesores, de acuerdo
a lo  expresado por el  señor Romo,  es la aprobación de esta indicación,
debido a  que  iguala  el  efecto  de las  conciliaciones  alcanzadas  ante  una
Asociación de Consumidores al de aquellas celebradas ante el SERNAC. 

El  Honorable Senador señor Navarro solicitó al
Ejecutivo  aclarar  la  extensión  de  estos  acuerdos  en  cuanto  a  los
consumidores que resultan abarcados por ellos, para determinar qué ocurre
con quienes no prestan su consentimiento a lo pactado ante una Asociación
de Consumidores. Además pidió profundizar respecto de la forma en que se
generará la voluntad de la Asociación de Consumidores, ya que le interesa
que ésta sea fruto de un debate interno y no sólo de la decisión del directorio.

El  Director Nacional  del Servicio Nacional del
Consumidor señor Muñoz sostuvo que lo regulado por esta norma son las
conciliaciones de carácter individual, que sólo afectan a quienes concurren
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con su voluntad a formar el acuerdo, de manera que nunca se producirá el
supuesto  planteado  por  el  Honorable  Senador  señor  Navarro,  en  que
consumidores que no están de acuerdo sean afectados por la conciliación
alcanzada. Subrayó que este tipo de normas busca disminuir la cantidad de
casos que llegan a tribunales o a un procedimiento sancionatorio. Aclaró que
el  rol  que  asumirán  las  Asociaciones  de  Consumidores  será  el  de  un
intermediario  que  propondrá  bases  de  arreglo  para  el  conflicto  entre  el
consumidor individual y el proveedor. Agregó que el carácter individual al que
hizo mención incluye también los casos en que existe más de un consumidor
afectado, sin superar la cantidad de cincuenta, debiendo concurrir cada uno
de esos consumidores a todas las instancias en que se genera el acuerdo.

El  Honorable Senador señor Navarro manifestó
su  preocupación  por  aquellos  casos  en  que,  siendo  más  de  uno  los
consumidores  afectados,  los  acuerdos  alcanzados  contengan  condiciones
muy diferentes. Señaló que las empresas podrían buscar negociar con cada
consumidor de manera separada, con la finalidad de ofrecer las condiciones
menos favorables posibles, y ello podría generar acuerdos dispares entre los
afectados.  Agregó  que  los  proveedores  podrían  usar  las  transacciones
desfavorables para algunos consumidores como antecedente para ofrecer
condiciones igualmente perjudiciales para otros consumidores.

Al respecto el  Honorable Senador señor Tuma
indicó que consideraba resguardados los derechos de los consumidores, ya
que éstos pueden negociar debidamente representados y además el pacto
arribado por algunos de ellos no afecta al resto. 

El  Director Nacional  del Servicio Nacional del
Consumidor señor Muñoz también resaltó el carácter inoponible que tiene
un acuerdo celebrado  con  un  consumidor  respecto  de  otros  que  podrían
encontrarse en una situación similar. Indicó además que las asociaciones de
consumidores,  en  su  rol  de  facilitadoras  de  acuerdos,  velarán  por  los
derechos  de  los  consumidores  y  para  ello  cuentan  con  asesoría  jurídica
especializada.

-La  indicación  N°  96  fue  aprobada  por
unanimidad de los miembros de la Comisión, los Honorables Senadores
señora Pérez, y señores Moreira, Navarro, Pizarro y Tuma. (Aprobada;
unanimidad, 5x0).

Indicación N° 97 de Su Excelencia la Presidenta
de la República, es para agregar, en el inciso duodécimo del artículo 50 G
propuesto, a continuación del punto y aparte (.) que pasa a ser seguido, la
siguiente  oración:  “El  Reglamento  considerará  entre  los  requisitos  para
acceder  a  la  acreditación  la  antigüedad  de  la  Asociación,  así  como  su
experiencia en asesoría y representación judicial de los consumidores.”. 

____

La indicación N° 97 modifica el inciso duodécimo
del artículo 50° G, agregando una oración final que establece requisitos que
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el Reglamento deberá considerar para la acreditación de una Asociación de
Consumidores. 

El  Director Nacional  del Servicio Nacional del
Consumidor  señor  Muñoz indicó  que  la  mesa  de  asesores  sugirió  la
aprobación de esta indicación,  ya que se establecen los requisitos mínimos
que se deben tomar en cuenta en el Reglamento para la acreditación de una
Asociación de Consumidores. 

-La  indicación  N°  97  fue  aprobada  por
unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, los Honorables
Senadores  señora  Pérez,  y  señores  Navarro,  Pizarro  y  Tuma.
(Aprobada; unanimidad, 4x0).

o o o o o

SUB TEMA: PROHIBICIONES DE LAS ASOCIACIONES DE
CONSUMIDORES

Indicaciones N°s. 13, 14, 15, 16, 17

Número 3)

El texto del mencionado numeral 3) del artículo 1°
del proyecto modifica el artículo 9°, relativo a las prohibiciones que afectan a
las asociaciones de consumidores, en el siguiente sentido: 

a) Reemplaza la letra a) por la siguiente: 

“a)  Repartir  excedentes,  utilidades  o  beneficios
pecuniarios de sus actividades entre sus miembros fundadores, directores,
socios,  personas  relacionadas  con  los  anteriores  de  conformidad  con  el
artículo  100  de  la  ley  N°18.045,  o  trabajadores,  sin  perjuicio  de  las
gratificaciones legales que le correspondan. Los ingresos que obtengan con
sus actividades servirán exclusivamente para su financiamiento, desarrollo
institucional, investigación, estudios o para el apoyo de sus objetivos;”. 

b) Intercala la siguiente letra e), nueva, pasando la
actual letra e) a ser letra f): 

“e) Constituirse u operar con la principal finalidad
de redistribuir sus fondos a sus miembros fundadores, directores, socios o
personas relacionadas con los anteriores en los términos del artículo 100 de
la ley N°18.045.”.”

Indicación N° 13

La  indicación  N°  13, del  Honorable  Senador
señor  Pizarro,  es para sustituir  el  numeral  3)  del  artículo  1°  del  proyecto
aprobado en general por el siguiente: 
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“3)  Modifícase  el  artículo  9°  en  el  siguiente
sentido: 

a) Reemplázase la letra a) por la siguiente: 

“a) Repartir indemnizaciones, costas procesales y
personales,  excedentes,  utilidades  o  beneficios  pecuniarios  de  sus
actividades  entre  sus  miembros  fundadores,  directores,  socios,  personas
relacionadas con los anteriores de conformidad con el artículo 100 de la ley
N°18.045, o trabajadores, sin perjuicio de las gratificaciones legales que les
correspondan.  Los  ingresos  que  obtengan  con  sus  actividades  servirán
exclusivamente para su financiamiento, desarrollo institucional, investigación,
estudios o para el apoyo de sus objetivos;”. 

b) Intercálase la siguiente letra e), nueva, pasando
la actual letra e) a ser letra f): 

“e)  Constituirse  u  operar  con  la  finalidad  de
redistribuir  sus  fondos  a  sus  miembros  fundadores,  directores,  socios  o
personas relacionadas con los anteriores en los términos del artículo 100 de
la ley N°18.045.”.”. 

La indicación modifica el artículo 9°, agregando en
la  letra  a)  la  prohibición  de  repartir  indemnizaciones  y  costas  entre  sus
fundadores, socios, directores o personas relacionadas, y eliminando en la
letra e) la palabra “principal” en la prohibición de constituirse u operar con la
principal  finalidad  de  redistribuir  sus  fondos  a  sus  fundadores,  socios,
directores o personas relacionadas. 

La mesa de asesores propuso la  aprobación de
esta indicación,  con modificaciones.  La redacción recomendada  recoge el
sentido  de  la  indicación,  agregando  la  prohibición  de  repartir  costas
procesales y personales en la letra a) y eliminando la palabra “principal” en la
letra e). 

Asimismo, como se verá oportunamente, la letra e)
pasa a ser a), adecuándose la ordenación correlativa de los demás literales,
y se agrega un párrafo en la letra a),  que pasa a ser  b),  que cautela la
posibilidad  de  remunerar  a  los  trabajadores,  fijar  honorarios  a  quienes
presten servicios a la asociación y reembolsar los gastos. 

De  aprobarse  las  modificaciones recomendadas,
las letras a) y b) del artículo 9 de la L.P.C. tendrían la siguiente redacción:

“Artículo 9.- Las organizaciones de que trata este
párrafo en ningún caso podrían:

a) Constituirse u operar  con la principal finalidad
de redistribuir sus fondos a sus miembros fundadores, directores, socios o
personas relacionadas con los anteriores en los términos del artículo 100 de
la ley N°18.045.”.
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b)  Repartir  costas  procesales  y  personales,
excedentes, utilidades o beneficios pecuniarios de sus actividades entre sus
miembros  fundadores,  directores,  socios,  personas  relacionadas  con  los
anteriores  de  conformidad  con  el  artículo  100  de  la  ley  N°18.045,  o
trabajadores, sin perjuicio de las gratificaciones legales que le correspondan.
Los ingresos que obtengan con sus actividades servirán exclusivamente para
su financiamiento, desarrollo institucional, investigación, estudios o para el
apoyo  de  sus  objetivos.  Los  ingresos  que  obtengan  con  sus  actividades
servirán  exclusivamente  para  su  financiamiento,  desarrollo  institucional,
investigación, estudios o para el apoyo de sus objetivos. 

Lo dispuesto en el párrafo anterior es sin perjuicio
de la remuneración de sus trabajadores y de la facultad del directorio para
fijar  una  retribución  adecuada  a  su  representante  legal,  a  sus  miembros
fundadores,  socios  o  personas  relacionadas  con  los anteriores  de
conformidad con el  artículo 100 de la ley N°18.045, por los servicios que
prestaren a la asociación. Asimismo, las personas enumeradas en el párrafo
anterior, tendrán derecho a ser reembolsadas de los gastos, autorizados por
el directorio, que justificaren haber efectuado en el ejercicio de su función;”.

El  Honorable Senador señor Tuma preguntó si
los honorarios que se pagan a personas que prestan servicios profesionales
a las Asociaciones de Consumidores se encuentran comprendidos dentro de
la remuneración de los trabajadores a la que hace alusión el inciso segundo
de la letra b) propuesta.

El Director Nacional del Servicio Nacional del
Consumidor  señor  Muñoz respondió  afirmativamente  y  agregó  que  la
propuesta hecha por la mesa también se encarga de incluir la retribución
adecuada  del  representante  legal,  miembros  fundadores,  socios  y  otras
personas  por  los  servicios  prestados  a  la  Asociación.  Lo  anterior,  según
señaló,  tiende  a  lograr  la  profesionalización  de  las  Asociaciones  de
consumidores, porque permite una dedicación exclusiva de sus integrantes a
las funciones que realizan dentro de dichas organizaciones. 

El  Honorable  Senador  señor  Tuma planteó su
preocupación por el establecimiento de una retribución adecuada a favor de
ciertas personas, ya que a través de ella podrían infringirse las prohibiciones
reguladas en la letra a) y el inciso primero de la letra b) del artículo 9 de la
redacción  propuesta.  Preguntó  además  si  esa  retribución  adecuada  que
pueda fijarse a favor de personas que presenten servicios a las Asociaciones
de Consumidores debe entenderse como equivalente a la remuneración que
recibe un trabajador dependiente.

Al  respecto  el  Director  Nacional  del  Servicio
Nacional  del  Consumidor  señor  Muñoz expresó  que  no  se  está
contradiciendo  la  prohibición,  ya  que  las  normas  en  análisis  deben
entenderse en forma armónica. Precisó además que en el inciso segundo de
la letra b) del artículo 9 propuesto por la mesa se estarían cubriendo dos
casos: uno de ellos es el de las remuneraciones que reciben los trabajadores
dependientes; y el  otro es el  de las retribuciones adecuadas que pueden
fijarse a favor del representante legal, miembros fundadores, socios y otras
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personas  por  los  servicios  que  prestan  a  la  asociación,  debiendo  éstos
encontrarse en consonancia con los objetivos de la organización.

El  Honorable  Senador  señor  Tuma manifestó
que  debía  quedar  constancia  en  la  historia  fidedigna  de  la  ley  que  está
permitida  la  asignación  de  recursos  a  favor  de  personas  que  prestan
servicios a la asociación de consumidores, pero que no necesariamente son
trabajadores  ni  profesionales  que  realizan  actividades  dentro  de  estas
entidades.

En relación con lo anterior, el  Director Nacional
del  Servicio  Nacional  del  Consumidor  señor  Muñoz  destacó  que  la
regulación propuesta sobre esta materia fue aceptada por las asociaciones
de  consumidores,  ya  que  asegura  flexibilidad  suficiente  para  un  mejor
desarrollo de las operaciones de esas organizaciones.

-La  indicación  N°  13  fue  aprobada,  con
modificaciones,  por  unanimidad  de  los  miembros  presentes  de  la
Comisión, los Honorables Senadores señora Pérez, y señores Moreira y
Tuma. (Aprobada, con modificaciones; unanimidad, 3x0).

Letra a)

Indicación N° 14

La  indicación  N°  14, del  Honorable  Senador
señor Navarro es para suprimir la letra a), propuesta en el proyecto aprobado
en  general,  del  artículo  9°,  que  establece  la  prohibición  de  repartir
excedentes, utilidades o beneficios pecuniarios de sus actividades entre sus
fundadores, socios, directores o personas relacionadas. 

La mesa de trabajo propuso el rechazo o retiro de
esta indicación, en atención a que resulta incompatible con la indicación N°
13, ya aprobada.

-La  indicación  N°  14  fue  rechazada  por
unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, los Honorables
Senadores  señora  Pérez,  y  señores  Moreira,  Pizarro  y  Tuma.
(Rechazada; unanimidad, 4x0).

o o o o o

Indicación N° 15

La  indicación  N°  15,  del  Honorable  Senador
señor Navarro es para reemplazar la letra c) del artículo 9° por la siguiente: 

“c)  Percibir  o  ser  destinatarias  de  ayudas,
subvenciones  o  aportes  directos  de  empresas  o  agrupaciones  que
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suministren  bienes  o  servicios  a  los  consumidores;  salvo  en  lo  que  diga
relación con la contratación de algún servicio o la adquisición de algún bien
que  la  asociación  ofrezca,  estableciéndose  plazos  definidos,  trabajos  a
realizar  y  contraprestaciones  comprometidas;  y  con  los  apoyos  que  se
otorguen  a  las  asociaciones  con  motivo  de  fortalecer  la  protección  al
consumidor y que no signifiquen una acto oneroso para las partes. 

La manera en cómo se realizarán estos contratos
y  las  materias  sobre  las  cuales  podrán  versar  se  establecerá  en  un
reglamento del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo.”.

El texto de la referida letra c) del artículo 9° de la
Ley 19.496 es el que sigue:

“Artículo 9º.- Las organizaciones de que trata este
párrafo en ningún caso podrán: 

c) Percibir ayudas o subvenciones de empresas o
agrupaciones  de  empresas  que  suministren  bienes  o  servicios  a  los
consumidores;”. 

___________

La  indicación  modifica  el  artículo  9°  letra  c)
estableciendo  excepciones  a  la  prohibición  de  percibir  ayudas  o
subvenciones  de  empresas  que  suministren  bienes  o  servicios  a  los
consumidores.

El  señor Romo manifestó que la propuesta de la
mesa de trabajo fue rechazar o retirar esta indicación. Se acordó por dicha
mesa mantener esta prohibición de recibir ayudas por parte de proveedores
con  el  objeto  de  resguardar  la  independencia  e  imparcialidad  de  las
asociaciones. Asimismo se acordó modificar el literal, restringiendo todo tipo
de ayuda por  parte  de  proveedores,  lo  que se  recoge en una indicación
nueva  a la letra c) del artículo 9.

-La  indicación  N°  15  fue  rechazada  por
unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, los Honorables
Senadores  señora  Pérez,  y  señores  Moreira,  Pizarro  y  Tuma.
(Rechazada; unanimidad, 4x0).

o o o o o

A  continuación,  la  unanimidad  de  los  miembros
presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Pérez y señores
Moreira, Pizarro y Tuma, acordaron considerar una proposición de la mesa
de asesores recaída en la letra c) del artículo 9 de la Ley 19.496,  para
reemplazar  la  expresión  “ayudas  o  subvenciones”  por  la  expresión
“donaciones, subvenciones, subsidios o ayudas”.
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La redacción propuesta es la siguiente: 

“Artículo 9°.- Las organizaciones de que se trata
este párrafo en ningún caso podrán: 

c)  Percibir  donaciones,  subvenciones,
subsidios  o  ayudas  de  empresas  o  agrupaciones  de  empresas  que
suministren bienes o servicios a los consumidores.”

___________

La mesa de asesores recomendó la aprobación de
esta indicación nueva, con la finalidad de restringir la recepción de todo tipo
de ayudas por parte de proveedores a las Asociaciones de Consumidores y,
de esta manera, resguardar la independencia de estas entidades. Precisó
que lo regulado en esta letra c) es una limitación a los aportes de tipo gratuito
y no al pago que pueden recibir las organizaciones de consumidores por la
celebración de actos y contratos civiles y mercantiles en los términos que
permite la propia L.P.C.

-La modificación fue aprobada por unanimidad
de los miembros presentes de la Comisión, los Honorables Senadores
señora  Pérez,  y  señores  Moreira,  Pizarro  y  Tuma,  en  virtud  de  lo
establecido en el artículo 121 del Reglamento del Senado. (Aprobada;
unanimidad, 4x0).

Letra b)

Indicación N° 16

La  indicación  N°  16,  del  Honorable  Senador
señor  Moreira  es para eliminar  en el  literal  e)  del  artículo  9 propuesto  la
locución “Constituirse u operar con la principal finalidad de”. 

Modifica  el  artículo  9°  letra  e)  propuesto,
estableciendo  la  prohibición  de  redistribuir  sus  fondos  a  sus  fundadores,
socios, directores o personas relacionadas. 

La  mesa  de  asesores  propuso  subsumir  esta
indicación en la N° 13, ya aprobada, atendido que ésta recoge el contenido
de la indicación N° 16.

Los Honorables Senadores presentes accedieron
a la subsunción propuesta.

-La  indicación  N°  16  fue  aprobada,  con
modificaciones,  por  unanimidad  de  los  miembros  presentes  de  la
Comisión, los Honorables Senadores señora Pérez, y señores Moreira,
Pizarro y Tuma. (Aprobada, con modificaciones; unanimidad, 4x0).

o o o o o
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Indicación N° 17

La indicación N° 17 de los Honorables Senadores
señores Tuma, Lagos y Pizarro es para agregar el siguiente inciso final al
artículo 9° de la ley N° 19.496: 

“Repartir  los  beneficios  pecuniarios  que  resulten
como  excedentes  de  sus  actividades  entre  sus  trabajadores,  directores,
socios, o parientes de estos hasta el segundo grado de consanguineidad o
primer  grado  de  afinidad,  sin  perjuicio  de  las  gratificaciones  legales  que
correspondan.  Los  ingresos  que  obtengan  con  sus  actividades  servirán
exclusivamente para su financiamiento, desarrollo institucional, investigación,
estudios o para el apoyo de sus objetivos.”

o o o o o

La indicación modifica el artículo 9°, agregando un
inciso final que establece la prohibición de repartir los beneficios pecuniarios
que resulten como excedentes de sus actividades entre sus trabajadores,
directores, socios o personas relacionadas, sin perjuicio de las gratificaciones
legales que correspondan. 

El  señor  Romo señaló  que  la  mesa de  trabajo
recomendó subsumir esta indicación en la N° 13, ya aprobada, atendido que
ésta recoge el contenido de la indicación N° 17.

Los  Honorables  Senadores  presentes  estuvieron
de acuerdo con la subsunción planteada.

-La  indicación  N°  17  fue  aprobada,  con
modificaciones,  por  unanimidad  de  los  miembros  presentes  de  la
Comisión, los Honorables Senadores señora Pérez y señores Moreira,
Pizarro y Tuma. (Aprobada con modificaciones. Unanimidad 4x0).

o o o o o

SUB TEMA: FONDO CONCURSABLE PARA ASOCIACIONES

Indicaciones N°s. 18, 19, 20, 21, 201, 202

Número 4)

El número 4 modifica el artículo 11 bis de la ley
sobre protección de los derechos de los consumidores, que crea un fondo
concursable destinado al financiamiento de las iniciativas de las asociaciones
de consumidores.

Indicación N° 18

La  indicación  N°  18, de  Su  Excelencia  la
Presidenta de la República, es para consultar, a continuación de la letra a)
del numeral 4) del artículo 1 del proyecto, la siguiente letra, nueva: 
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“…)  Reemplázase  el  inciso  tercero  por  el
siguiente: 

“Un  Reglamento  suscrito  por  el  Ministro  de
Economía, Fomento y Turismo establecerá la constitución y composición del
Consejo  de  Administración  del  Fondo,  preservando  la  autonomía  de  las
Asociaciones  de  Consumidores  y  de  la  gestión  del  Fondo.  La  Secretaría
Ejecutiva  de  dicho  Consejo  estará  a  cargo  del  Ministerio  de  Economía,
Fomento y Turismo de acuerdo a lo que se disponga en dicho Reglamento.”.”

El actual inciso tercero del artículo 11° bis de la
Ley 19.496, cuya modificación se propone, es del siguiente tenor:

“Un  reglamento  establecerá  la  constitución  y
composición  del  Consejo  de  Administración  del  Fondo,  preservando  la
autonomía de las Asociaciones de Consumidores y de la gestión del Fondo”. 

La  indicación  modifica  el  artículo  11  bis
reemplazando el inciso tercero por uno que aclara que el Reglamento será
suscrito  por  el  Ministerio  de  Economía  y  establece  que  la  Secretaría
Ejecutiva  del  Consejo  de Administración  del  Fondo Concursable  estará  a
cargo del mismo Ministerio. 

La  propuesta  de  la  mesa  de  trabajo  es  la
aprobación de esta indicación, con modificaciones. Se acordó reemplazar el
inciso segundo,  agregando como componente del  Fondo Concursable los
remanentes  no  repartidos  ni  reclamados  provenientes  de  soluciones
alcanzadas a través de mediaciones o en el contexto de juicios colectivos.
Agregó que la modificación del inciso segundo responde a un tema en el que
se profundizará más adelante.  Además se acordó reemplazar en el  inciso
tercero la expresión “estará a cargo” por “estará radicada”, respecto de la
Secretaría Ejecutiva del Consejo de Administración del Fondo. 

La redacción propuesta por la mesa de asesores
para los incisos segundo y tercero del artículo 11° bis de la Ley 19.496 es la
que sigue:

“Dicho Fondo estará  compuesto por  los  aportes
que cada año se contemplen en el  presupuesto del Servicio Nacional  del
Consumidor,  por  las  donaciones  que  realicen  para  dicho  efecto
organizaciones  sin  fines  de  lucro  nacionales  o  internacionales  y  por  los
remanentes  no  transferidos  ni  reclamados  provenientes  de  soluciones
alcanzadas a través de mediaciones o en el contexto de juicios colectivos, de
conformidad a lo establecido en los artículos 53 B, 53 C y 54 P. 

Un  Reglamento  suscrito  por  el  Ministro  de
Economía, Fomento y Turismo establecerá la constitución y composición del
Consejo  de  Administración  del  Fondo,  preservando  la  autonomía  de  las
Asociaciones  de  Consumidores  y  de  la  gestión  del  Fondo.  La  Secretaría
Ejecutiva de dicho Consejo estará radicada en el  Ministerio de Economía,
Fomento y Turismo de acuerdo a lo que se disponga en dicho Reglamento.”. 
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-La  indicación  N°  18  fue  aprobada,  con
modificaciones,  por  unanimidad  de  los  miembros  presentes  de  la
Comisión, los Honorables Senadores señora Pérez, y señores Moreira y
Tuma. (Aprobada, con modificaciones; unanimidad, 3x0).

o o o o o

Letra b)
Inciso quinto propuesto

Indicación N° 19

La indicación  N°  19, de  Su  Excelencia  la
Presidenta de la República es para reemplazar en el inciso quinto del artículo
11°  bis  propuesto  la  frase:  “Un  reglamento  del  Ministerio  de  Economía,
Fomento y Turismo” por la siguiente: “El Reglamento”. 

El artículo 1° numeral 4) literal b) del proyecto, que
incorpora el mencionado inciso quinto al artículo 11° bis de la Ley 19.496, es
del siguiente tenor:

“4)  Modifícase  el  artículo  11  bis  en  el  siguiente
sentido: 

b)  Agréganse  los  siguientes  incisos  cuarto  y
quinto: 

“Las  bases  de  los  concursos  que  se  lleven  a
efecto para asignar dichos fondos especificarán los medios de verificación
del cumplimiento de las normas de este Párrafo 2°. 

Un  reglamento  del  Ministerio  de  Economía,
Fomento  y  Turismo  establecerá  los  plazos,  condiciones  y  modalidades
conforme  a  las  cuales  se  destinarán  recursos  del  Fondo  a  aquellas
Asociaciones de Consumidores que ejerzan las funciones señaladas en las
letras d) y e) del artículo 8° de la ley.”.”

o o o o o

La  indicación  reemplaza  en  el  inciso  quinto  del
artículo  11  bis,  la  expresión  “Un  reglamento  del  Ministerio  de  Economía,
Fomento y Turismo” por “El Reglamento”. 

El  señor  Romo  señaló  que  la  comisión  de
asesores  propuso  la  aprobación  de  la  indicación,  a  fin  de  adecuar  la
nomenclatura. 

-La  indicación  N°  19  fue  aprobada  por
unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, los Honorables
Senadores  señora  Pérez,  y  señores  Moreira  y  Tuma.  (Aprobada;
unanimidad, 3x0).

o o o o o
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Indicación N° 20

La indicación N° 20 del Honorable Senador señor
Navarro, es para agregar al artículo 11 bis un inciso final del siguiente tenor: 

“Además,  por  acuerdo  unánime  del  Consejo  de
Administración del Fondo Concursable para Asociaciones de Consumidores,
cada  dos  años  se  establecerán  líneas  específicas  temáticas  de
financiamiento,  además  de  la  línea  general  para  proyectos  locales,
regionales y nacionales.”

o o o o o

La indicación modifica el artículo 11 bis agregando
un inciso final que establece una línea temática especial de financiamiento
de proyectos locales, regionales y nacionales en el Fondo Concursable.

La mesa de trabajo propuso la subsunción de esta
indicación en la N° 21, ya que en ésta se recoge lo planteado por la primera,
al establecer una línea de financiamiento especial en el fondo concursable,
orientada  al  desarrollo  permanente  de  las  labores  de  las  Asociaciones
Nacionales de Consumidores. 

Durante la posterior discusión de la indicación N°
21, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Tuma, consideró
inadmisible la indicación N° 20, ya que se refiere a materias relativas a la
administración financiera del Estado.

--La indicación N° 20 fue declarada inadmisible
por el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Tuma, por
abordar una materia que es de la iniciativa exclusiva de la Presidenta de
la República,  de conformidad a lo establecido en el artículo 65 de la
Constitución Política de la República.

o o o o o

Indicación N° 21

La indicación  N°  21, de  Su  Excelencia  la
Presidenta de la República, es para consultar un numeral nuevo, del tenor
que se indica: 

“…) Intercálase el siguiente artículo 11 ter, nuevo: 

“Artículo  11  ter.-  Se  reconocerá  el  carácter  de
Asociación Nacional de Consumidores a aquellas asociaciones que operen
en ocho o más regiones del país, lo que deberá ser debidamente acreditado
ante  el  Ministerio  de  Economía,  Fomento  y  Turismo  conforme  al
procedimiento que establezca el Reglamento. El Fondo concursable al que
se refiere el artículo anterior considerará una línea especial de financiamiento
permanente a dichas asociaciones para el desarrollo de sus funciones.”.” 
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___________

La  indicación  N°  21 agrega un artículo  11°  ter
nuevo que reconoce el carácter de Asociación Nacional de Consumidores a
aquellas  asociaciones  que  operen  en  ocho  o  más  regiones  del  país  y
establece  una  línea  de  financiamiento  especial  en  el  fondo  concursable,
orientada  al  desarrollo  permanente  de  las  labores  de  esta  clase  de
asociaciones. 

La  propuesta  de  la  mesa  de  trabajo  es  la
aprobación de la indicación, atendido que busca mantener el funcionamiento
permanente  de  aquellas  asociaciones  que  tengan  un  mayor  despliegue
territorial, profesionalizando de esta manera su labor. 

Atendido  que  la  propuesta  de  la  mesa  fue
subsumir  la  indicación  N° 20 en la  N° 21,  el  Honorable  Senador  señor
Tuma planteó que estas indicaciones no se referirían a un mismo tema, ya
que la primera regula líneas específicas temáticas de financiamiento, y la
segunda  la calificación de Asociación Nacional de Consumidores de ciertas
agrupaciones. 

El  señor  Romo aclaró  que  en  esta  indicación,
luego de abordar el tema de las Asociaciones Nacionales de Consumidores,
incluye regulación sobre las líneas especiales de financiamiento de estas
entidades. Indicó que, al  menos respecto de las Asociaciones de carácter
nacional, se recoge la idea planteada en la indicación N° 20.

Insistió  el  Honorable  Senador  señor  Tuma en
que el contenido de la regulación propuesta por estas dos indicaciones no
era el mismo y solicitó al autor de la indicación N° 20, el Honorable Senador
señor Navarro que explicara esta última.

El  Honorable  Senador  señor  Navarro expresó
que los proyectos locales y regionales a los que se refiere la indicación N° 20
no necesariamente van a estar relacionados con una asociación nacional.
Agregó que la idea de esa indicación, al hacer la distinción entre proyectos
locales, regionales y nacionales, es lograr mayor equidad en la distribución
de los recursos para las asociaciones de consumidores.

El  Honorable  Senador  señor  Tuma,  reparó  en
que  la  indicación  N°  20,  al  regular  materias  relacionadas  con  la
administración  financiera  del  estado,  resultaba  inadmisible,  declarándola
como  tal.  No  obstante  lo  anterior  manifestó  estar  de  acuerdo  con  su
contenido y propuso al Ejecutivo patrocinar una indicación en ese sentido.

El  Director Nacional  del Servicio Nacional del
Consumidor  señor  Muñoz destacó  que  actualmente  el  sistema  da
preferencia a los proyectos regionales al momento de asignar los recursos y,
a modo ejemplar, indicó que durante el año 2015 más de la mitad de los
fondos disponibles se adjudicaron a proyectos de ese tipo. Señaló que las
líneas  específicas  temáticas  de  financiamiento  y  la  línea  general  para
proyectos locales y regionales a las que se refiere la indicación N° 20 pueden
ser recogidas en el Reglamento relativo a los fondos concursables, lo que
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sería coherente con la forma en que ya está operando el sistema. Agregó
que la aprobación de la indicación N° 21 no afectaría lo anterior, sino que
dejaría  subsistir  la  manera  en que  ya  está  funcionando la  asignación  de
recursos a nivel local y regional.

Al  fundamentar  su  votación  favorable,  el
Honorable Senador señor Navarro comentó que sería positivo fijar en el
Reglamento  el  porcentaje  de  los  fondos  que  pueden  ser  asignados  a
proyectos  colectivos  e  individuales,  y  que  se  establezca  que  no  resulta
incompatible que una asociación reciba fondos en virtud de ambos tipos de
proyectos simultáneamente.

El  señor  Grunberg recalcó  que  el  actual
Reglamento  referido  a  los  fondos  concursables,  en  su  artículo  4°  inciso
segundo, resguarda el equilibrio que debe existir en la adjudicación de los
recursos para proyectos nacionales, por un lado, y regionales y locales, por
otro.

-La  indicación  N°  21  fue  aprobada  por
unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, los Honorables
Senadores  señora  Pérez,  y  señores  Moreira,  Navarro  y  Tuma.
(Aprobada; unanimidad, 4x0).

o o o o o

ARTÍCULO 2°

El  artículo  2°  del  proyecto  introduce
modificaciones  en  el  decreto  ley  N°2.757,  que  establece  Normas  sobre
Asociaciones Gremiales.

Número 1)

El número 1 del artículo 2° del proyecto modifica el
artículo 16 del referido decreto ley N°2.757, sobre los libros de actas y de
contabilidad de las asociaciones de consumidores.

Inciso cuarto propuesto

Indicación N° 201

La  indicación  N°  201,  del  Honorable  Senador
señor Navarro, es para agregar la siguiente oración final al número 1) del
inciso cuarto propuesto para el artículo 16 del Decreto Ley 2.757: “El costo
asociado a dicha auditoría que cada asociación debe realizar será financiado
por un fondo que fijará el Ministerio de Economía, Fomento y Turismo y será
administrado por el Consejo de Administración del Fondo Concursable del
artículo 11° bis de la ley N°19.496.”

El  referido numeral 1) del inciso cuarto del artículo
16 del Decreto Ley 2.757, propuesto en el proyecto en su artículo 2° número
1), tiene el siguiente tenor:
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“1)  Agrégase  al  artículo  16,  el  siguiente  inciso
cuarto: 

“Las organizaciones a que se refiere el Párrafo 2°
del  Título II  de la ley N°19.496 estarán sometidas a las siguientes reglas
sobre financiamiento, contabilidad y transparencia: 

1)  Deberán  declarar  a  través  de  sus  revistas  y
páginas web institucionales sus fuentes de financiamiento certificadas por
una auditoría independiente.”.” 

La indicación N° 201 modifica el artículo 16 del DL
N° 2.757, estableciendo la creación de un fondo destinado a financiar las
auditorias  independientes  que  certifiquen  las  fuentes  de  financiamiento
declaradas por las Asociaciones de Consumidores. 

La mesa de trabajo propuso el retiro o rechazo, ya
que se acordó modificar dicho artículo, eliminando la obligación de certificar
sus  fuentes  de  financiamiento  mediante  auditoría  independiente,
estableciendo la posibilidad para el Ministerio de Economía de solicitarlo y
sancionando la declaración de información falsa o incompleta. Estas ideas
fueron recogidas en la indicación nueva que se sugiere al  número 1) del
inciso cuarto del artículo 16 del Decreto Ley 2.757.

Atendido que la creación de un fondo estatal para
financiar  las  auditorías  independientes  está  comprendida  dentro  de  las
materias que son de iniciativa exclusiva del Presidente de la República, de
acuerdo  al  inciso  tercero  del  artículo  65  de  la  Constitución  Política,  el
Presidente  de  la  Comisión,  Honorable  Senador  señor  Moreira,  declaró
inadmisible la indicación.

--La  indicación  N°  201  fue  declarada
inadmisible  por  recaer  sobre  una  materia  que,  de  conformidad  a  lo
dispuesto en el inciso tercero del artículo 65 de la Constitución Política,
es de iniciativa exclusiva del Presidente de la República.

o o o o o

Indicación N° 202

Mediante  la  indicación  N°  202  del  Honorable
Senador señor Navarro se busca consultar el siguiente párrafo nuevo en el
numeral 1) del inciso cuarto del artículo 16 propuesto para el Decreto Ley
2.757: 

“El  funcionamiento  de  dicho  fondo  será
determinado por un reglamento dictado por el Ministerio del ramo.”

La indicación N° 202 modifica el artículo 16° del
DL  N°  2.757,  disponiendo  que  el  funcionamiento  del  fondo  a  que  hace
referencia  la  indicación  N°  201  será  determinado  por  un  reglamento  del
Ministerio de Economía. 
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El acuerdo de la mesa de asesores, según explicó
la señora Lazcano, fue proponer el retiro o rechazo, por los mismos motivos
señalados a propósito de la indicación N° 201.

El Presidente de la Comisión, Honorable Senador
señor Moreira, declaró la inadmisibilidad de esta indicación, en atención a los
mismos motivos expresados en relación con la indicación N° 201.

--La  indicación  N°  202  fue  declarada
inadmisible  por  recaer  sobre  una  materia  que,  de  conformidad  a  lo
dispuesto en el inciso tercero del artículo 65 de la Constitución Política,
es de iniciativa exclusiva del Presidente de la República.

o o o o o

OTRAS INDICACIONES RELATIVAS 
A LAS ASOCIACIONES DE CONSUMIDORES

Indicaciones N°s 137, 143, 144, 148, 149 y 161.

Número 28

El número 28 del artículo 1° del proyecto, modifica
el artículo 51 de la L.P.C.

La  indicación  N°  137, de  los  Honorables
Senadores señores Tuma, Lagos y Pizarro, es para agregar, en el numeral 2
del artículo 51 de la ley N° 19.496 el siguiente texto final: “En relación con la
indemnización  del  daño  moral  colectivo  el  juez  fijará  prudencialmente  el
monto.  El  Juez  determinará  un  monto  equivalente  hasta  un  30%  de  las
restituciones  y/o  indemnizaciones  que  será  en  beneficio  de  las
organizaciones de los consumidores.".

_________

La indicación N° 137 modifica el  numeral  2)  del
artículo 51°, agregando una oración que establece que el juez determinará
prudencialmente  el  monto  del  daño  moral  a  indemnizar  en  los  juicios
colectivos. Adicionalmente establece que el juez determinará un monto en
beneficio de las Asociaciones de Consumidores equivalente hasta un 30%
del monto de las restituciones y/o indemnizaciones. 

La mesa de trabajo recomendó el rechazo o retiro
de esta indicación, debido a que se pactó recoger la propuesta de destinar
los  remanentes  provenientes  de  mediaciones  o  juicios  colectivos,  no
entregados  a  los  consumidores  ni  reclamados  por  éstos,  al  Fondo
Concursable  del  artículo  11bis.  Indicó  que  la  idea  anterior  se  encuentra
plasmada  en  las  indicaciones  N°  18,  nueva  al  artículo  53°  B  y  N°  161.
Manifestó que, habiéndose ya resguardado de esa forma el financiamiento
de las Asociaciones de Consumidores, esta indicación no sería necesaria.
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El Honorable Senador señor Tuma sostuvo que
el  objetivo  de  esta  indicación  es  asegurar  el  financiamiento  de  las
Asociaciones de Consumidores, lo que, en su opinión, no se logra a través
de la incorporación de los remanentes al fondo concursable. Consideró que a
través de este último mecanismo, los ingresos para estas organizaciones
sólo serán residuales, además de eventuales, y por ello no logran reemplazar
lo establecido en esta indicación.

En relación con lo anterior, el señor Romo explicó
que  el  contenido  de  esta  indicación  eventualmente  perjudicaría  a  los
consumidores,  ya  que,  en  la  práctica,  ese  30% que  menciona  la  norma
propuesta  podría  implicar  la  disminución  del  monto correspondiente a  las
indemnizaciones o restituciones. Señaló que, en cambio, la inclusión de los
remanentes no entregados ni retirados al fondo concursable no afectaría los
derechos de los consumidores.

El Honorable Senador señor Navarro planteó no
estar de acuerdo con el retiro de la indicación propuesto por la mesa. Por
una parte, podrían generarse disputas entre los consumidores que quieren
recuperar  sus  indemnizaciones  o  restituciones,  y  las  Asociaciones  de
Consumidores que reciben esos fondos. Por otra, podría generarse una falta
de financiamiento para las Asociaciones, por la larga espera que implican los
dos años de plazo para incorporar los remanentes a los fondos concursables.
Propuso que no se retirara la indicación, pero que se redujera el porcentaje
que beneficia a las organizaciones de consumidores a uno que no exceda el
5%, para cubrir,  por lo menos, los gastos administrativos en que incurren
cuando intervienen en la mediación o juicio colectivo.

El Honorable  Senador  señor  Pizarro destacó
como un aspecto positivo la adjudicación de fondos concursables para lograr
el  financiamiento  de  las  organizaciones  de  consumidores.  Consideró  que
este  mecanismo  evita  que  las  asociaciones  se  puedan  quedar  con  las
indemnizaciones que corresponden a los reales beneficiarios. 

--La  indicación  N°  137  fue  retirada  por  sus
autores.

o o o o o

Indicación N° 143

La  indicación  N°  143,  de  los  Honorables
Senadores señores Tuma,  Lagos y Pizarro,  es para para intercalar  en el
inciso primero del artículo 53 de la ley N° 19.496, después de la frase “medio
de  circulación  nacional”,  la  frase  “que  deberá  ser  gratuito  para  las
Asociaciones de Consumidores”. 

___________

La indicación N° 143 establece en el artículo 53 la
gratuidad  de  las  publicaciones  que  deben  efectuar  las  Asociaciones  de
Consumidores en medios de circulación nacional durante el procedimiento. 
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La  proposición  de  la  mesa  de  asesores  fue  la
aprobación de la  indicación,  con modificaciones.  Explicó que la  gratuidad
habría implicado imponer una carga a los medios de comunicación, que no
les pareció adecuada. La mesa sugirió ampliar los medios por los cuales se
pueden efectuar las publicaciones a que hace referencia el artículo, lo que
permite brindar una mayor flexibilidad y hacerse cargo de la realidad local del
caso concreto. 

El  inciso primero del  artículo  53 dispone:  “En la
misma  resolución  en  que  se  rechace  la  reposición  interpuesta  contra  la
resolución que declaró admisible  la  demanda y se ordene contestar  o se
tenga  por  contestada  la  demanda,  cuando  dicho  recurso  no  se  haya
interpuesto,  el  juez  ordenará  al  demandante  que,  dentro  de  décimo  día,
informe  a  los  consumidores  que  puedan  considerarse  afectados  por  la
conducta del proveedor demandado, mediante la publicación de un aviso en
un medio de circulación nacional y en el sitio Web del Servicio Nacional del
Consumidor, para que comparezcan a hacerse parte o hagan reserva de sus
derechos. El aviso en el sitio Web del Servicio Nacional del Consumidor se
deberá  mantener  publicado  hasta  el  último  día  del  plazo  señalado  en  el
inciso tercero de este artículo.”

La proposición de la mesa de asesores es sustituir
“medio de circulación nacional” por “medio de circulación nacional, regional o
local, escrito, electrónico o de otro tipo, que asegure su adecuada difusión”.

El Honorable Senador señor Navarro manifestó
su preocupación por la elección del medio de publicación. Señaló que ciertos
medios no aseguran que todos los consumidores puedan tomar conocimiento
del juicio, lo que ocurriría, por ejemplo, si se elige un medio de cobertura
local cuando los consumidores afectados se encuentran a lo largo de todo el
territorio  nacional,  o  si  se  elige  un  medio  electrónico  cuando  los
consumidores residen en sectores rurales sin tener acceso a internet.

El  Director Nacional  del Servicio Nacional del
Consumidor  señor  Muñoz destacó  que  la  amplitud  de  los  medios  de
comunicación que contiene la norma propuesta otorga flexibilidad suficiente
para abarcar todos los casos que puedan presentarse.

Agregó  el  señor  Romo que  será  el  juez  quien
decidirá  el  medio  de  publicación  a  utilizar,  tomando  en  cuenta  las
circunstancias particulares de cada caso, de manera que los derechos de los
consumidores quedarán adecuadamente protegidos.

El Honorable  Senador  señor  Tuma manifestó
estar  de  acuerdo  con  la  redacción  propuesta,  atendidos  los  argumentos
entregados por los señores Muñoz y Romo.

El Honorable Senador señor Navarro pidió que
se aclarara si los diez días a los que hace referencia la norma en discusión
es el plazo que tienen los demás consumidores para hacerse parte o hacer
reserva de sus derechos. En caso afirmativo, le pareció que era un término
demasiado breve para los casos en que el número de consumidores es muy
elevado.
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En respuesta, el  Director Nacional del Servicio
Nacional del Consumidor señor Muñoz explicó que el plazo de diez días
sólo  está  establecido  para  cumplir  con la  carga  de la  publicación  en  los
medios de comunicación, sin afectar los derechos de otros consumidores,
que luego pueden hacerlos valer durante el procedimiento.

El  Honorable  Senador  señor  Navarro expresó
que la  redacción  propuesta  no  era  lo  suficientemente  clara  y  que podría
interpretarse que ese plazo de diez días también está dado para que los
consumidores  se  hagan parte  o  hagan  reserva  de sus  derechos.  Sugirió
separar  el  inciso  en  dos,  uno  referido  a  la  publicación,  y  el  otro  a  las
facultades que pueden ejercer los consumidores.

Se preguntó al Ejecutivo, por parte del Honorable
Senador señor Moreira, si existía alguna forma de recoger la inquietud del
Honorable Senador señor Pizarro.

El señor Romo aclaró que la norma en discusión
está actualmente vigente y hasta ahora no se han presentado problemas de
interpretación en el sentido que señaló el Honorable Senador señor Navarro.
No obstante lo anterior, propuso alterar el orden de las palabras en el texto
que  se  había  propuesto,  de  la  siguiente  forma:  “el  juez  ordenará  al
demandante  que  informe,  dentro  de  décimo  día,  a  los  consumidores”.
Planteó  que  de  esta  manera  queda  aún  más  claro  que  el  plazo  sólo
considera la carga de la publicación.

La Honorable  Senadora señora Pérez expresó
estar  de acuerdo con la redacción propuesta,  y  consideró que separar el
inciso en dos puede generar confusión.

Frente a la reiteración de su inquietud por el plazo
de parte del Honorable Senador señor Navarro, el Secretario de la Comisión
preguntó al Ejecutivo si el plazo que tienen los consumidores para hacerse
parte  o  hacer  reserva  de  sus  derechos  está  establecido  claramente  en
alguna norma diferente de la ley.

El  Director Nacional  del Servicio Nacional del
Consumidor señor Muñoz explicó que ese plazo está contenido en el inciso
cuarto del artículo 53. Señaló además que, una vez ejecutoriada la sentencia
que declara la responsabilidad del demandado, el  artículo 54 C otorga un
nuevo plazo para que los consumidores ejerzan los derechos establecidos en
dicha resolución o hagan reserva de los mismos. Indicó que, en atención a lo
anterior, los consumidores pueden hacer valer sus derechos durante todo el
procedimiento, incluso después de dictada la sentencia, de manera que sus
intereses están suficientemente resguardados.

El  Honorable senador señor Navarro planteó al
Ejecutivo  algunas  dudas  sobre  la  norma  en  discusión.  En  primer  lugar,
preguntó si la publicación podía efectuarse antes de los diez días de plazo y
cuál era la consecuencia del incumplimiento de esa carga. En segundo lugar,
pidió  aclarar  si  las  Asociaciones  de  Consumidores  pueden  recuperar  en
algún momento el gasto de la publicación y si pueden emplear los fondos
que asigna el SERNAC para dar cumplimiento a este deber de información.
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El  Director  del  Servicio  Nacional  del
Consumidor señor Muñoz, respecto a la primera inquietud, indicó que se
aplican las reglas generales. En cuanto a la segunda pregunta, señaló que,
con la ampliación de los medios de comunicación a los que puede recurrirse,
disminuyen  considerablemente  los  costos  para  las  asociaciones  de
consumidores  y  que,  si  bien  los  fondos  adjudicados  por  el  SERNAC no
pueden  ser  destinados  a  este  gasto,  dichas  organizaciones  pueden
recuperarlo a través de la condena en costas.

Manifestó el  Honorable Senador señor Navarro
su  preocupación  por  los  gastos  que  esta  carga  significa  para  las
asociaciones  de  consumidores  y  expresó  que  debería  permitirse  su
financiamiento  mediante  los  fondos  que  asigna  el  SERNAC  a  estas
organizaciones.

El Honorable Senador señor Pizarro indicó que
los gastos que implica la demanda corresponden a quien la interpone. Aclaró
que el proyecto tiene por objetivo aumentar la protección de los derechos de
los consumidores y no resguardar el financiamiento de las organizaciones de
consumidores.

-La  indicación  N°  143  fue  aprobada,  con
modificaciones, por unanimidad de los miembros de la Comisión, los
Honorables  Senadores  señora  Pérez,  y  señores  Moreira,  Navarro,
Pizarro y Tuma. (Aprobada, con modificaciones; unanimidad, 5x0).

o o o o o

Indicación N° 144

La  indicación  N°  144 de  los  Honorables
Senadores señores Navarro y Tuma, es para agregar la siguiente letra f) al
artículo 53 de la ley N° 19.496: 

“f)  Ordenar el depósito en la cuenta bancaria de
tribunal  de  los  fondos  destinados  al  pago  de  las  compensaciones  a  los
consumidores por parte del proveedor. En dicho caso, si transcurrido un año
desde  la  fecha  en  que  la  demanda  se  encontrase  ejecutoriada  y  el
consumidor titular del derecho a exigir el pago de la compensación no ha
concurrido  a  realizar  el  cobro  correspondiente,  los  saldos  no  reclamados
serán destinados al Fondo Concursable señalado en el artículo 11 bis.” 

______

La indicación N° 144  agrega un literal f) al artículo
53° en lo relativo al contenido del aviso, estableciendo que las restituciones e
indemnizaciones  deberán  depositarse  en  la  cuenta  bancaria  del  tribunal.
Asimismo establece que si después de un año de ejecutoriada la sentencia
hay saldos no reclamados, éstos serán destinados al Fondo Concursable de
las Asociaciones de Consumidores. 

La sugerencia de la mesa de asesores fue retirar
esta indicación, atendido que la propuesta contenida en ella fue recogida en
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las indicaciones N° 18, nueva al artículo 53 B, N° 149 y N° 161. Manifestó
que  idealmente  los  montos  correspondientes  a  restituciones  e
indemnizaciones  deben  entregarse  a  los  consumidores  afectados,  pero
cuando lo  anterior  no sea posible,  las indicaciones mencionadas ordenan
destinar  al  Fondo  Concursable  del  artículo  11°  bis  los  remanentes  no
repartidos ni reclamados.

--La  indicación  N°  144  fue  retirada  por  sus
autores.

o o o o o

A  continuación,  la  unanimidad  de  los  miembros
presentes de la Comisión acordó considerar una sugerencia del Ejecutivo y
de la mesa de asesores en orden a agregar el siguiente inciso quinto, nuevo,
al artículo 53 B: 

“Los avenimientos, conciliaciones o transacciones
que contemplen la entrega a los consumidores de sumas de dinero deberán
establecer un conjunto mínimo de acciones destinadas a informar a quienes
resulten alcanzados por el respectivo acuerdo las acreencias que tienen a su
favor,  facilitar  su  cobro  y,  en  definitiva,  conseguir  la  entrega  efectiva  del
monto  correspondiente  a  cada  consumidor.  Asimismo,  estos  acuerdos
deberán designar a un tercero independiente mandatado a ejecutar, a costa
del proveedor, las diligencias previamente señaladas, salvo que otros medios
resulten preferibles, en el caso concreto, para lograr la transferencia efectiva
del  dinero  que a  cada consumidor  corresponde.  Estos  acuerdos deberán
establecer, a su vez, un plazo durante el cual las diligencias referidas en este
inciso  deberán  ejecutarse.  Transcurridos  dos  años  desde  que  se  cumpla
dicho plazo, los remanentes que no hayan sido transferidos ni reclamados
por los consumidores caducarán y se extinguirán a su respecto los derechos
de los respectivos titulares, debiendo el proveedor, o el tercero a cargo de la
entrega, enterar las cantidades correspondientes al fondo establecido en el
artículo 11 bis.”.

La proposición agrega un inciso quinto nuevo al
artículo 53 B que establece que los remanentes no repartidos ni reclamados
deberán ser integrados al Fondo Concursable del artículo 11 bis. 

La  mesa  de  trabajo  se  acordó  recoger  la
propuesta de que los remanentes de acuerdos no entregados ni reclamados
vayan al Fondo Concursable del artículo 11bis y, por lo tanto, se sugirió su
aprobación.

El  Director Nacional  del Servicio Nacional del
Consumidor señor Muñoz  explicó que el inciso propuesto busca, por un
lado,  incentivar  el  cumplimiento  de  las  obligaciones  generadas  para  los
proveedores a favor de los consumidores a partir de esos acuerdos. Destacó
que del Derecho comparado se extrajo la idea de incorporar a terceros que
se encargan exclusivamente de efectuar el pago de los montos pactados.
Por otro lado, si pese a los incentivos que se establecen, hay remanentes no
entregados ni reclamados, la norma permite aumentar el financiamiento de
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las  asociaciones  de  consumidores  mediante  la  incorporación  de  dichos
remanentes al fondo concursable del artículo 11° bis.

El Honorable Senador señor Tuma manifestó su
preocupación por el  riesgo que corren los montos pactados si  quedan en
manos del proveedor durante los dos años de plazo que establece la norma
y sugirió que, para todos los casos,  se establezca que los fondos deben ser
transferidos a un tercero encargado de efectuar el pago a los consumidores.

La inquietud antes planteada fue compartida por el
Honorable Senador señor Navarro y agregó que debería establecerse para
el  SERNAC  el  deber  de  difundir  adecuadamente  el  contenido  de  los
acuerdos,  de  manera  que  los  consumidores  que  tengan  derechos
comprometidos puedan hacerlos. Lo anterior, según señaló, permite evitar
que se pretenda financiar a las organizaciones de consumidores con fondos
que corresponden a las personas afectadas.

La Honorable Senadora señora Pérez manifestó
estar de acuerdo con la idea de dirigir la información correspondiente a los
consumidores que puedan hacer valer derechos a partir de los acuerdos a
que se refiere la norma.

Ante  las  inquietudes  anteriores,  el  Director
Nacional de la Servicio Nacional del Consumidor señor Muñoz señaló
que  en  la  norma  propuesta  ya  está  establecida  como  regla  general  la
intervención de un tercero encargado de efectuar el pago a los consumidores
de los montos a que se obliga el proveedor, destacando que los costos de
esa  intervención  son  de  cargo  del  proveedor.  Sin  embargo,  señaló  que
podría modificarse la redacción a fin de recalcar que los fondos deben ser
transferidos a ese tercero. En cuanto a la difusión de los acuerdos, aclaró
que en la práctica el SERNAC publica la información relativa a estos pactos y
aclaró  además que la  ley  establece el  deber  del  proveedor  de  poner  en
conocimiento de los consumidores su contenido.

Para hacer frente a las críticas formulada por el
Honorable  Senador  señor  Tuma,  los  representantes  del  Ejecutivo
propusieron incorporar, a continuación de la expresión “dinero que a cada
consumidor  corresponde.”,  la  siguiente  oración:  “Para  el  cumplimiento  de
dicho mandato, el proveedor deberá transferir la totalidad de los fondos al
tercero encargado de su entrega a los consumidores.”.

El Honorable  Senador  señor  Tuma manifestó
estar  de  acuerdo con la  redacción  propuesta,  ya  que de esa manera  se
elimina, en algunas situaciones, el riesgo al que él hizo alusión. Sin embargo,
advirtió que la norma aún permite que en ciertas ocasiones sea el proveedor
quien pague a los consumidores, sin existir la intermediación de un tercero, y
en esos casos subsiste el problema.

En respuesta, el  Director Nacional del Servicio
Nacional del Consumidor señor Muñoz explicó que la regla general es la
intervención de un tercero para efectuar el pago a los consumidores, pero
que la norma admite excepciones, atendido que en algunos casos será más
beneficioso para los afectados el cumplimiento directo del acuerdo por parte
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del proveedor. Aclaró que, sea el tercero o el proveedor quien deba realizar
el  pago,  transcurrido  el  plazo  contenido  en  este  inciso,  el  dinero  no
transferido ni reclamado se destinará al Fondo Concursable.

--La incorporación de un inciso quinto, nuevo,
al artículo 53 B, fue aprobada por unanimidad de los miembros de la
Comisión, los Honorables Senadores señora Pérez, y señores Moreira,
Pizarro, Quinteros y Tuma, en virtud de lo establecido en el artículo 121
del Reglamento del Senado. (Aprobada; unanimidad, 5x0).

o o o o o

Número 31

El número 31 introduce diversas modificaciones al
artículo 53 C, relativo al contenido de la sentencia que acoja la demanda.

o o o o o

La indicación  N°  148, de  los  Honorables
Senadores señores Tuma, Lagos y Pizarro, es para introducir en el artículo
53 C de la ley N° 19.496, como letra e) nueva, la que sigue: 

“e) Declarar el porcentaje que corresponde a la o
las Asociaciones de Consumidores demandantes conforme lo establecido en
el artículo 51 numeral 2”. 

o o o o o

La indicación N° 148 agrega que en la sentencia
debe  declararse  el  porcentaje  que  corresponde  a  las  Asociaciones  de
Consumidores. 

El  señor  Romo señaló  que  esta  indicación  es
complementaria a la N° 137, que ya fue rechazada. Atendido lo anterior la
mesa de trabajo sugirió el retiro o rechazo. 

El  Honorable  Senador  señor  Tuma planteó su
interés por debatir a futuro los instrumentos mediante los cuales se puede
asegurar a las Asociaciones de Consumidores su autofinanciamiento.

--La  indicación  N°  148  fue  retirada  por  sus
autores.

o o o o o

Indicación N° 149

La  indicación  N°  149,  de  los  Honorables
Senadores señores Tuma, Lagos y Pizarro, es para consultar en el artículo
53 C de la ley N° 19.496 una nueva letra, del siguiente tenor: 
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“…) Ordenar el depósito en la cuenta bancaria del
tribunal  de  los  fondos  destinados  al  pago  de  las  compensaciones  y  o
indemnizaciones a los consumidores por parte del proveedor. Transcurrido
un año desde la fecha en que la demanda se encontrase ejecutoriada los
saldos  no  reclamados  correspondientes  a  las  compensaciones  y/o
indemnizaciones  serán  destinados  al  fondo  concursable  señalado  en  el
artículo 11 bis.”

___________

La  indicación  N°  149  propone  agregar  que la
sentencia que se dicta en el juicio colectivo debe ordenar el depósito de las
indemnizaciones en la  cuenta  del  tribunal  y  que,  transcurrido un año,  los
saldos  no  reclamados  serán  destinados  al  fondo  concursable  de  las
Asociaciones de Consumidores. 

En  representación  del  Ejecutivo,  la  señora
Lazcano hizo presente que el comité de asesores recomendó la aprobación
de  la  indicación,  con  modificaciones.  Se  acordó  agregar  un  párrafo,  a
continuación del inciso segundo en el artículo 53 C, que establece que los
remanentes no repartidos ni  reclamados deberán ser integrados al  Fondo
Concursable del artículo 11 bis, en consonancia con la indicación nueva al
artículo 53 B, ya aprobada. 

La  redacción  propuesta  es  la  que  se  indica  a
continuación:

“En todo caso, el juez podrá ordenar que algunas
o  todas  las  indemnizaciones,  reparaciones  o  devoluciones  que  procedan
respecto  de  un  grupo  o  subgrupo,  se  efectúen  por  el  demandado  sin
necesidad de la comparecencia de los interesados establecida en el artículo
54 C, cuando el juez determine que el proveedor cuenta con la información
necesaria para individualizarlos y proceder a ellas.  En este último caso, la
sentencia deberá establecer un conjunto mínimo de acciones destinadas a
informar  a  quienes  resulten  alcanzados  por  el  respectivo  acuerdo  las
acreencias que tienen a su favor, facilitar su cobro y, en definitiva, conseguir
la entrega efectiva del monto correspondiente a cada consumidor, pudiendo
establecerse al proveedor la carga de mandatar a un tercero independiente
para la ejecución de dichas acciones, a su costa y con la aprobación del
tribunal. El proveedor deberá transferir la totalidad de los fondos al tercero
encargado  de  su  entrega  a  los  consumidores.  La  sentencia  deberá
establecer, además, un plazo durante el cual las diligencias referidas en este
inciso  deberán  ejecutarse.  Transcurridos  dos  años  desde  que  se  cumpla
dicho plazo, los remanentes que no hayan sido transferidos ni reclamados
por los consumidores caducarán y se extinguirán a su respecto los derechos
de los respectivos titulares, debiendo el proveedor, o el tercero a cargo de la
entrega, enterar las cantidades correspondientes al fondo establecido en el
artículo 11 bis.” .
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-La  indicación  N°  149  fue  aprobada,  con
modificaciones,  por  unanimidad  de  los  miembros  presentes  de  la
Comisión, los Honorables Senadores señora Pérez, y señores Moreira,
Pizarro y Tuma. (Aprobada, con modificaciones; unanimidad, 4x0).

o o o o o

Número 33)

Artículo 54 P

La  indicación  N°  161  de  los  Honorables
Senadores señores Tuma, Lagos y Pizarro es para sustituir el artículo 54 P,
propuesto en el numeral 33) del artículo 1° del proyecto, por el siguiente: 

“Artículo 54 P.- En caso de llegar a acuerdo en la
mediación,  se dictará  una resolución  al  efecto.  En ella  se  describirán  los
términos del acuerdo y las obligaciones que asume cada una de las partes.
Para  ser  declarada suficiente  por  el  Servicio,  la  solución  propuesta  debe
contemplar, a lo menos: 1) el número de consumidores afectados o, en su
caso la forma de determinación de los grupos o subgrupos de consumidores
afectados; 2) el monto y el cálculo de las devoluciones, compensaciones o
indemnizaciones respectivas por cada uno de los consumidores afectados o
las  formas  alternativas  de  compensación  cuando  se  infrinjan  intereses
difusos de los consumidores; 3) el cese de la conducta que pudiere haber
afectado el interés colectivo o difuso de los consumidores; 4) Las formas de
cumplimiento de los términos del acuerdo por parte de los proveedores, 5)
Los  mecanismos  que  verificación  de  los  consumidores  afectados  6)  los
procedimientos y las personas encargadas de velar por el cumplimiento del
acuerdo,  a  costa  del  proveedor,  7)  el  plazo  destinado  a  cumplir  las
obligaciones derivadas de la mediación; 8) el destino de las devoluciones,
compensaciones o indemnizaciones no reclamadas dentro del plazo fijado en
el acuerdo, las que podrán incluir, entre otras, el traspaso de los fondos a
algunas  Asociaciones  de  Consumidores  o  cualquier  clase  de  personas
jurídicas  sin  fines  de lucro,  cursos  de  educación  a  los  consumidores.  Lo
dispuesto  en  este  artículo  se  aplicará,  en  lo  que  corresponda,  a  las
menciones descritas en el artículo 53 C.”.

El tenor del referido artículo 54° P, contenido en el
proyecto, es el siguiente:  

“Artículo 54 P.- En caso de llegar a acuerdo en la
mediación,  se dictará  una resolución  al  efecto.  En ella  se  describirán  los
términos del acuerdo y las obligaciones que asume cada una de las partes.
Para  ser  declarada suficiente  por  el  Servicio,  la  solución  propuesta  debe
contemplar, a lo menos: 1) el cálculo de las devoluciones, compensaciones o
indemnizaciones respectivas por cada uno de los consumidores afectados ;
2) el cese de la conducta que pudiere haber afectado el interés colectivo o
difuso de los consumidores; 3) la forma en la que se harán efectivos los
términos del acuerdo y el procedimiento por el que el proveedor efectuará las
devoluciones, compensará o indemnizará a los consumidores afectados, y 4)
los procedimientos por los que se cautelará el cumplimiento del acuerdo, a
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costa del proveedor. La solución propuesta por el proveedor no implicará su
reconocimiento  de  los  hechos  constitutivos  de  la  eventual  infracción
antecedente de la mediación.”.

___________

La  indicación  N°  161  modifica  el  artículo  54  P,
agregando más aspectos que debe contemplar la propuesta de acuerdo de
mediación colectiva: determinación del número de consumidores afectados o
la  forma  de  determinar  los  grupos  o  subgrupos;  determinación  de
indemnizaciones o formas alternativas de compensación cuando se afecte el
interés difuso de los consumidores; plazo en el que se cumplirá el acuerdo;
destino de los montos no reclamados dentro de plazo, lo que podrá incluir
traspaso de fondos a  Asociaciones de Consumidores,  otras  personas sin
fines de lucro o capacitaciones. 

La  mesa  técnica  recomendó,  según  explicó  la
señora  Lazcano,  la  aprobación  de  la  indicación,  con  modificaciones.  Se
acordó  recoger  la  propuesta  de  que  los  remanentes  de  acuerdos  no
entregados ni reclamados vayan al Fondo Concursable del artículo 11° bis,
incorporando un inciso segundo nuevo al artículo 54 P, del siguiente tenor;

“Cuando se trate de acuerdos que contemplen la
entrega a los consumidores de sumas de dinero, se estará a lo dispuesto en
el inciso quinto del artículo 53 B.”. 

--La  indicación  N°  161  fue  aprobada,  con
modificaciones,  por  unanimidad  de  los  miembros  presentes  de  la
Comisión, los Honorables Senadores señora Pérez, y señores Moreira,
Pizarro y Tuma. (Aprobada, con modificaciones; unanimidad, 4x0).
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 INDICACIONES REFERIDAS AL DAÑO MORAL

Indicaciones N°s. 138, 136 y 61

Número 28)

El número 28 del artículo 1° del proyecto modifica
el artículo 51 de la L.P.C., que encabeza el Párrafo referido al Procedimiento
Especial para Protección del Interés Colectivo o Difuso de los Consumidores.

Letra b)

La letra b) elimina en el numeral 2 del artículo 51
la oración “Las indemnizaciones que se determinen en este procedimiento,
no podrán extenderse al daño moral sufrido por el actor.”.

o o o o o

Indicación N° 138

La  indicación  N°  138,  de  Su  Excelencia  la
Presidenta de la República, tiene por finalidad agregar la siguiente letra al
numeral 28) del artículo 1° del proyecto: 

“…)  Agrégase,  en  el  numeral  2,  el  siguiente
párrafo segundo, nuevo: 

“Para  la  determinación  del  daño  moral,  el  juez
ordenará  un  peritaje  especial,  que  establecerá,  de  una  muestra
representativa  de  los  grupos  o  subgrupos  afectados,  una  avaluación
aproximada del daño causado, determinando un monto referencial,  el  que
podrá  variar  según  cada  grupo  o  subgrupo.  El  juez  en  su  sentencia
considerará, junto con los demás antecedentes probatorios que se aporten al
proceso, el monto referencial así determinado. Dicho peritaje será de cargo
del infractor en caso de haberse establecido su responsabilidad. De no ser
así, se estará a lo que dispuesto en los incisos segundo y tercero del artículo
411 del Código de Procedimiento Civil.”.”.

_____________

La  indicación  N°  138 propone  que  el  juez
ordenará un peritaje para la determinación del daño moral de los grupos y
subgrupos de consumidores afectados en un juicio colectivo.

En relación con la regulación del daño moral en la
L.P.C.  vigente,  el  Director  del  SERNAC,  señor  Muñoz,  recordó  que
actualmente la indemnización de ese tipo de perjuicios está excluida de los
procedimientos colectivos. Explicó que, mediante las modificaciones que se
están  introduciendo  a  esta  ley,  se  pretende  volver  al  régimen  general
establecido en el artículo 3 letra e), que permite la indemnización de todo
daño experimentado por los consumidores.
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Señaló  que,  teniendo  en  vista  el  objetivo  de
permitir la reparación del daño moral en los juicios colectivos, el comité de
asesores recomendó la aprobación de esta indicación, introduciendo algunas
modificaciones que quedaron plasmadas en la siguiente redacción:

“Las indemnizaciones que se determinen en este
procedimiento  podrán  extenderse  al  daño  moral,  siempre  que  se  haya
afectado la integridad física o síquica o la dignidad de los consumidores. El
tribunal  determinará  si  los  hechos  discutidos  han  podido  provocar  dicha
afectación,  en  cuyo  caso  deberá  incluirlo  como  hecho  sustancial  y
controvertido  en  la  resolución  que  recibe  la  causa  a  prueba.  Tanto  la
afectación  como  el  monto  de  los  perjuicios,  deberán  ser  debidamente
acreditados por la parte que lo solicite. 

Para la acreditación del daño moral sufrido por los
consumidores, el juez podrá ordenar un peritaje especial, que establecerá,
de una muestra representativa de los grupos o subgrupos afectados, una
avaluación  aproximada  del  daño  causado,  determinando  un  monto
referencial, el que podrá variar según cada grupo o subgrupo. El juez en su
sentencia considerará, junto con los demás antecedentes probatorios que se
aporten al proceso, el monto referencial así determinado. Dicho peritaje será
de cargo del infractor en caso de haberse establecido su responsabilidad. De
no ser así,  se estará a lo dispuesto en los incisos segundo y tercero del
artículo 411 del Código de Procedimiento Civil.”.

Afirmó que el  texto sugerido busca disminuir  los
costos y barreras de la tramitación judicial para obtener la indemnización del
daño moral, estableciendo un procedimiento claro y preciso, que permite un
adecuado  balance  entre  los  derechos  de  los  consumidores  y  de  los
proveedores.

Resaltó  que  gracias  a  las  modificaciones
propuestas por la mesa de trabajo se incorporan múltiples mejoras: 1) se
precisan las hipótesis en que corresponde reparar el daño moral, señalando
como requisito la afectación de la integridad física o síquica, o la dignidad de
los  consumidores;  2)  se  establece  el  deber  del  juez  de  examinar  si  los
hechos invocados pueden haber provocado la afectación mencionada y de
incorporarlos en la resolución que recibe la causa a prueba; 3) se dispone
que tanto la afectación como el monto de los perjuicios debe ser probado por
la  parte  que  solicite  su  reparación;  4)  en  concordancia  con  la  indicación
original, para tener una referencia de la avaluación de los daños, se faculta al
juez para ordenar un peritaje especial respecto a muestras representativas, y
no teóricas,  de grupos o subgrupos que podrían haber sido afectados de
diferentes formas y en distintos grados; y 5) se regula quién debe costear el
peritaje antes mencionado.

Agregó  que,  si  bien  en  su  opinión  la  norma
propuesta regula adecuadamente la reparación del daño moral solicitada en
un juicio colectivo, no hubo acuerdo unánime en la mesa de asesores.

La  Honorable  Senadora  señora  Pérez,  si  bien
valoró el esfuerzo hecho por el Ejecutivo para elaborar la norma propuesta,
afirmó que la indicación N° 136 presentada por ella es una mejor opción para
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obtener la reparación de los daños extrapatrimoniales. Manifestó estar de
acuerdo  con  la  indemnización  del  daño  moral  experimentado  por  los
consumidores, pero consideró que este tipo de perjuicios debe establecerse
de manera individual, en un juicio posterior. 

Frente a lo planteado por la Honorable Senadora
señora Pérez, el Director Nacional del Servicio Nacional del Consumidor
señor Muñoz  señaló que el Ejecutivo no está de acuerdo con perseguir la
reparación  del  daño  moral  en  un  juicio  individual  posterior,  porque  la
extensión  de  tiempo  y  el  aumento  de  gastos  que  eso  implica  resultan
perjudiciales para los consumidores.

Agregó  que  hoy  los  consumidores  ya  tienen  la
opción de exigir la indemnización del daño moral vía individual, a través de la
reserva de derechos para iniciar un juicio posterior en que se determine el
monto de los perjuicios, una vez que ya comenzó el procedimiento colectivo,
o  a  través  de  una  denuncia  ante  el  Juez  de  Policía  Local,  cuando  ese
procedimiento todavía no comienza.

Señaló  que  la  norma  propuesta  busca  hacerse
cargo de las situaciones en que un número amplio de consumidores se ve
afectado, facilitándoles el acceso a la justicia, y estableciendo requisitos y un
procedimiento claros que permiten regular adecuadamente, dentro del juicio
colectivo, la reparación de daños no patrimoniales.

El Honorable Senador señor Pizarro señaló que
el  daño  moral  es  por  esencia  individual  y  por  eso  resulta  conflictiva  su
determinación dentro de un juicio colectivo. Afirmó que es posible que una
misma  infracción  abarque  a  un  número  considerable  de  consumidores,
generándose un daño moral que será diferente para cada persona o grupo
de  personas,  dependiendo  de  la  forma  en  que  fueron  afectados  por  los
hechos.  Señaló, como ejemplo, el  corte del  servicio de agua potable que
tiene diferentes extensiones en el tiempo según el sector en que se presta
dicho servicio. 

Consideró que la redacción propuesta determina
de forma precisa los requisitos que deben cumplirse y el procedimiento que
hay que seguir  para que se establezca la  existencia del  daño moral  y  el
monto de la indemnización en un procedimiento colectivo. La regulación que
sugiere el Ejecutivo se hace cargo además de las particularidades que estos
perjuicios pueden presentar según el consumidor o grupo de consumidores
afectados.

En su opinión,  mediante esta reglamentación se
logra  el  adecuado  equilibrio  que  permite  a  los  consumidores  ejercer  sus
derechos, sin que se generen situaciones de abuso por parte de quienes no
han sido realmente perjudicados.

El  tema  del  daño  moral,  según  declaró  el
Honorable Senador señor Tuma, ha sido una preocupación central durante
toda la tramitación de este proyecto de ley, porque se trata de un perjuicio
que también existe en el  contexto de los procedimientos colectivos y que
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debe poder repararse cuando se han infringido las normas de protección de
los derechos de los consumidores.

Manifestó  que  la  propuesta  de  perseguir  la
indemnización de este tipo de daño en un juicio individual posterior no resulta
adecuada,  ya  que muchas veces los  consumidores no se  encuentran en
condiciones de soportar los gastos y la postergación en el tiempo que eso
significa.

En el  mismo sentido  que el  Honorable  Senador
señor  Pizarro,  expresó  estar  de  acuerdo  con  la  formación  de  grupos  o
subgrupos de consumidores, y consideró que en la norma propuesta existe
un  adecuado  balance  entre  derechos  de  los  consumidores  y  de  los
proveedores.

La  Honorable Senadora señora Pérez preguntó
a  los  representantes  del  Ejecutivo  qué  ocurre  cuando  un  consumidor
considera  que  la  indemnización  del  daño  moral  que  se  fija  en  un
procedimiento colectivo no es la correcta.

En respuesta, el  Director Nacional del Servicio
Nacional  del  Consumidor  señor  Muñoz señaló  que,  en  caso  que  el
consumidor  crea  que  puede  obtener  mejores  resultados  en  un  juicio
individual,  puede  hacer  reserva  de  sus  derechos  en  el  contexto  de  un
procedimiento colectivo, de acuerdo al nuevo artículo 54 C propuesto.

El Honorable Senador señor Moreira afirmó que
resulta excesivo que en un juicio colectivo un proveedor sea condenado al
pago de una indemnización de daño patrimonial, una indemnización punitiva
y además una indemnización de daño moral. Consideró que la determinación
de la  indemnización  del  daño moral  en  un procedimiento  colectivo no es
posible  y  que  cumplirá  la  misma  función  que  la  indemnización  punitiva.
Preguntó  a  los  representantes  del  Ejecutivo  si  existe  realmente  alguna
diferencia entre ambos tipos de indemnización.

El  Director Nacional  del Servicio Nacional del
Consumidor señor Muñoz aclaró que existen diferencias importantes entre
ambas clases de indemnización. La indemnización punitiva tiene un carácter
objetivo, ya que basta con que se presente el supuesto descrito en la norma
para  que  se  condene  a  un  proveedor  a  pagarla,  y  tiene  una  finalidad
sancionatoria, puesto que busca disuadir a este último para que no infrinja
las normas que protegen a los consumidores. En cambio la indemnización
del daño moral opera cuando efectivamente existe un vínculo causal entre la
conducta del proveedor y el perjuicio experimentado por el consumidor, y su
objetivo es reparar ese daño ocasionado. Entonces, los supuestos en que
son aplicables y su finalidad son distintos.

Agregó que la idea que hay detrás de la norma
propuesta es facilitar a los consumidores el acceso a la justicia, evitando los
gastos  y  el  tiempo  que  conlleva  un  juicio  individual  posterior,  pero
estableciendo  reglas  claras  en  cuanto  a  los  requisitos,  la  oportunidad
procesal en que deben considerarse, la prueba pericial, y el establecimiento
de  grupos  y  subgrupos  según  las  particularidades  que  presenten.  Todos
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estos  límites  introducidos  acentúan  las  diferencias  que  existen  entre  la
indemnización del daño moral y la indemnización punitiva.

El  Honorable Senador señor Moreira manifestó
que, de acuerdo a su interpretación, no existen diferencias de fondo entre
ambos tipos de indemnización, de manera que condenar a un proveedor a
pagar las dos sería un exceso.

Señaló que la L.P.C. actual prohíbe en el numeral
2)  del  artículo  51  que en el  procedimiento  por  demanda colectiva  pueda
perseguirse la reparación del daño moral. La limita al daño patrimonial.

En su opinión, esta disposición legal es correcta,
porque el daño moral no tiene una cuantificación exacta y depende de los
intereses extrapatrimoniales que hayan sido lesionados, tomando en cuenta
la  situación  específica  e  individual  de  cada  persona  afectada.  Así,  cada
persona  debe  probar  el  daño  que  ha  experimentado  en  su  dimensión
extrapatrimonial  y  no  puede quedar  entregado al  arbitrio  de  un juez,  o  a
peritajes que fijen un criterio  general,  atendiendo a elementos que no se
conocen y, que son por lo tanto, arbitrarios y discrecionales. Lo que se debe
buscar es la reparación real del daño y no crear bajo este mecanismo una
nueva  sanción,  porque  para  eso  está  el  régimen  de  sanciones  que  ya
dispone la ley.

Agregó  que,  por  lo  demás,  así  lo  dispondría  el
nuevo inciso final del artículo 50 de la ley, con las modificaciones que se han
aprobado, que dispone: "para los efectos de determinar las indemnizaciones
o  reparaciones  que  procedan  con  motivo  de  denuncias  y  acciones  será
necesario acreditar el daño”. Pero cabe preguntarse ¿Cómo un juez podrá
acreditar el daño extra patrimonial de cada uno de los individuos en un juicio
colectivo en donde muchos de ellos ni  siquiera presentarán pruebas para
demostrar que existe? Se tendría, entonces, que presumir los daños, lo que
va en contra de la tendencia general del derecho relativa a que los daños,
para que sean indemnizados, se deben probar.

En su parecer, si se aprueba esta propuesta, se
estaría desvirtuando lo que se entiende por daño moral o extrapatrimonial y
pasaría a ser más bien una nueva sanción para el proveedor. Lo anterior se
agrava cuando además en este mismo proyecto de ley se está aumentando
las sanciones drásticamente.

Consideró que la situación empeora si se tiene en
cuenta que además se ha incorporado al proyecto la indemnización punitiva
para  determinados  proveedores.  Esta  indemnización  punitiva  se  asemeja
bastante a lo  que sería  el  daño moral  colectivo.  Los proveedores,  por  lo
tanto, quedarán expuestos, por una misma infracción, a pagar: una multa,
que se está aumentado bastante; una indemnización de perjuicio patrimonial;
una indemnización punitiva; y además una indemnización de perjuicio moral
colectiva. Calificó lo anterior de un exceso.

Manifestó  estar  de  acuerdo  en  que  todo  daño
debe ser reparado, pero el daño moral debe probarse caso a caso y no debe
dejarse  al  arbitrio  de  un  juez.  Si  se  aprueba  la  indicación  planteada,  se
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estaría  más  bien  aplicando  dos  veces  una  indemnización  punitiva  por  el
mismo hecho.

Debido  a  los  motivos  señalados,  recordó  a  la
Comisión que presentó la indicación N° 135, para suprimir esta modificación.
Declaró  que  sí  está  disponible  para  apoyar  la  indicación  N°  136,  de  la
Honorable Senadora señora Pérez, que mantiene tal como está la ley vigente
en esta materia, pero agrega un procedimiento más expedito para que el
afectado obtenga una pronta reparación del daño moral sufrido, que es lo
que el Ejecutivo busca, pero mediante la demanda colectiva.

-La  indicación  N°  138  fue  aprobada,  con
modificaciones, por tres votos a favor y dos votos en contra. Votaron
por la afirmativa los Honorables Senadores señores Pizarro, Quinteros
y Tuma, y por la negativa los Honorables Senadores señora Pérez y
señor Moreira. (Aprobada, con modificaciones; mayoría, 3x2).

o o o o o

Representantes  del  Ejecutivo  plantearon  a  la
Comisión introducir una modificación al inciso segundo del artículo 54 C de
la ley N° 19.496, agregando la expresión “tanto por daño patrimonial como
moral” a continuación de “responsabilidad civil”, e incorporando la oración “y
se tramitará de acuerdo al procedimiento establecido en el  Párrafo 3° del
Título IV” luego de la frase “patrocinio de abogado”.

El tenor del inciso segundo del artículo 54 C de la
ley N° 19.496 vigente es el que sigue:

“Dentro del mismo plazo, los interesados podrán
hacer  reserva  de  sus  derechos,  para  perseguir  la  responsabilidad  civil
derivada de la infracción en un juicio distinto, sin que sea posible discutir la
existencia de la infracción ya declarada. Esta presentación deberá contar con
patrocinio  de  abogado.  En  este  juicio,  la  sentencia  dictada  conforme  al
artículo  53  C  producirá  plena  prueba  respecto  de  la  existencia  de  la
infracción y del derecho del demandante a la indemnización de perjuicios,
limitándose el nuevo juicio a la determinación del monto de los mismos.”. 

En parecer del Ejecutivo, lo propuesto aclara que
la reserva de derechos para perseguir la responsabilidad civil  en un juicio
individual  posterior  se  extiende  tanto  al  daño  patrimonial  como  moral,  y
establece que dicha acción se tramitará de acuerdo al procedimiento que se
sigue ante los Juzgados de Policía Local. 

El  señor  Romo explicó  que  se  trata  de  una
indicación  complementaria  a  la  N°  138,  ya  aprobada.  Las modificaciones
aclaran la opción que tienen los consumidores de obtener la reparación de
los  daños  en  un  juicio  colectivo  o  en  un  juicio  individual,  sea  ese  daño
patrimonial o moral.
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La Honorable Senadora señora Pérez preguntó
si esta era una redacción que proponía el Ejecutivo o la mesa de asesores.

En respuesta, el señor Romo indicó que se trata
de una sugerencia del Ejecutivo. Si bien esta materia fue discutida con los
asesores, no se logró acuerdo en la mesa.

-La modificación propuesta al artículo 54 C fue
aprobada  por  tres  votos  a  favor  y  una  abstención.  Votaron  por  la
afirmativa  los  Honorables  Senadores  señores  Moreira,  Pizarro  y
Quinteros, y se abstuvo la Honorable Senadora señora Pérez (Artículo
121 Reglamento del Senado. Aprobada, mayoría 3x1 abstención).

El  Honorable  Senador  señor  Moreira
fundamentó  su  voto,  señalando que,  pese a  no estar  de  acuerdo con la
persecución de la indemnización del daño moral en sede colectiva, entregó
su aprobación a la indicación, porque fue un tema tratado con la comisión de
asesores.

Justificando  su  abstención,  la  Honorable
Senadora señora Pérez aclaró que no se trata de una propuesta elaborada
con  el  acuerdo  de  los  asesores.  Expresó  además  que  su  decisión  de
abstenerse guarda coherencia con su indicación N° 136, que aborda esta
materia de forma diferente.

o o o o o

Indicación N° 136

La Comisión acordó debatir  las indicaciones N°s
136 y 138 simultáneamente, toda vez que se refieren a la misma materia: el
daño moral en los juicios colectivos.

En discusión, el  Director Nacional  del Servicio
Nacional del Consumidor, SERNAC, señor Ernesto Muñoz, hizo presente
que la indicación N° 138, de Su Excelencia la Presidenta de la República,
plantea el reconocimiento de la indemnización del daño moral en los juicios
colectivos.  Lo más importante es ampliar la indemnización al  daño moral,
reconocerla.  La  propuesta  considera  ordenar  un  peritaje  especial,  que
siempre debe realizarse.

Se refirió al principio de indemnidad, cuya finalidad
es, en lo sustantivo, compensar todos los perjuicios. Muchas veces los temas
colectivos corresponden a daño moral. Puso como ejemplo una interrupción
del  suministro  de agua potable.  En tales casos claramente se genera un
daño patrimonial, pero el daño más importante que genera es la molestia y
los inconvenientes de no contar con agua potable, lo que está comprendido
en el daño moral.  
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Un principio básico en el derecho de protección de
los consumidores es que el consumidor debe ser indemnizado de todo daño.
El hecho que este daño se represente a través de una demanda colectiva, en
un procedimiento colectivo, no es una justificación suficiente para restringir el
daño moral. Sí tienen que existir reglas especiales para su determinación.
Esta indicación del Ejecutivo considera un peritaje especial, que establece a
través de una muestra representativa de los grupos o subgrupos afectados
una evaluación de los daños causado.

El  señor Rodrigo  Romo  indicó  que  existe  un
grado  de  temor  respecto  a  que  el  daño  moral  pudiera  ser  demasiado
subjetivo. Sin embargo, la tendencia mundial es a objetivar el daño moral. Un
ejemplo  cercano  es  el  Baremo  Jurisprudencial  Estadístico  sobre
Indemnización de Daño Moral, de la Corte de Apelaciones de Concepción,
que realiza un esfuerzo concreto por objetivar los montos asociados a ciertos
daños, por ejemplo, la pérdida de algún miembro del cuerpo se asocia a un
determinado  monto  de  indemnización  del  daño  moral.  Otro  ejemplo  lo
encontramos en la situación que se vivió en la planta de agua de La Farfana,
Región Metropolitana, en la que un grupo de vecinos se vio afectado por los
malos  olores  provenientes  de la  mencionada Planta.  La  Corte graduó de
manera objetiva el  daño moral,  basado sobre la distancia que tenía cada
afectado de las fuentes de la emisión. Resaltó que en el caso de La Farfana
sólo  se  produjo  daño  moral,  entonces,  si  no  existe  la  posibilidad  de
indemnizar  el  daño  moral,  esos  vecinos  habrían  quedado  sin  reparación
alguna.

La Honorable  Senadora  señora  Lily  Pérez,
sugirió subsumir la indicación N° 136, de la que es autora, en la indicación N°
138,  toda  vez  que  buscan  el  mismo  objetivo,  aunque  establecen  un
procedimiento distinto para la determinación del monto del daño moral.

Por su parte, el Honorable Senador señor Iván
Moreira hizo presente que respecto de la indicación del Ejecutivo sobre la
materia no hubo acuerdo en la mesa de asesores. Luego, señaló que no
considera razonable que las demandas colectivas puedan perseguir el daño
moral, porque, por definición, el daño moral es personal. El perjuicio por daño
moral es distinto en cada individuo y no se puede crear una norma general,
porque la indemnización pasaría a ser una multa adicional. El daño moral es
subjetivo.  Los  ejemplos  que  se  dan  son de situaciones  aisladas  y  casos
especiales. 

Luego, el  Honorable Senador  señor  Jorge
Pizarro se manifestó de acuerdo con la propuesta de discutir el tema sobre
la base de la indicación N° 138 del Ejecutivo. 

Resaltó que este punto es uno de los temas más
complejos de resolver dentro del proyecto, porque efectivamente uno tiende
a pensar que el daño moral se debe determinar respecto del afectado y que
no todos sufren el  mismo daño enfrentados a una misma situación.  Pero
también es verdad que, en algunos casos, es posible lograr cierto grado de
aproximación  objetiva  en  dinero.  Postuló  la  conveniencia  de  combinar
ambas posturas. 
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Luego  planteó  las  siguientes  interrogantes:
¿Cuándo se torna complejo determinar un daño moral? ¿Cómo se determina
el daño moral en términos colectivos? 

Por ejemplo, cuando se produce una situación de
interrupción de un servicio, como el teléfono. ¿Cómo se determina el daño
moral colectivo? No todos los clientes sufrieron los mismos problemas. Por
eso estima positivo lo propuesto por la indicación N° 138, en el sentido que el
Juez pueda fijar el  monto del daño moral en situaciones especiales, y de
manera  prudente.  Sin  perjuicio  de  lo  anterior,  es  necesario  determinar  el
marco dentro  del  cual  el  Juez podrá  resolver,  sin  que implique el  riesgo
excesivo que planteó el Honorable Senador señor Moreira.

En relación con otros aspectos, manifestó diversas
inquietudes, a  saber, ¿Por qué el tribunal sólo podrá recurrir a un peritaje
especial? ¿Quién hará el peritaje, qué institución, qué organismo? ¿Quién
confeccionará el listado de tales peritos para determinar los daños morales,
que son tan diversos?

La  Honorable  Senadora  señora  Lily  Pérez
señaló que hay que cautelar que el daño moral sea realmente una excepción
y que el Juez aplique criterio, porque establecer un daño moral de carácter
colectivo  es muy complejo.  Por  naturaleza,  el  daño moral  es individual  y
subjetivo,  es  distinto  entre  una  persona  y  otra,  y  sólo  excepcionalmente
puede  ser  de  carácter  colectivo.  Debe  existir  una  vía  para  obtener  un
resarcimiento económico del daño moral, es decir, para ser indemnizado por
ello. 

Le  gustaría  que  las  tres  indicaciones  sobre  la
materia  en  debate  tuvieran éxito.  Propuso no resolverlo  sin  que antes  el
equipo  de  asesores  las  revise  según  las  opiniones  expuestas  por  los
Honorables señores Senadores.

El  Director  del  Servicio  Nacional  del
Consumidor, SERNAC, señor Ernesto Muñoz, manifestó que el Ejecutivo
está disponible para buscar una redacción que se haga cargo de lo que los
Honorables señores Senadores han opinado. 

Hizo presente nuevamente que el reconocimiento
del  daño moral  colectivo es una tendencia mundial.   Además, en nuestra
legislación existe  un antecedente claro en la modificación de la ley de la
calidad  de  la  vivienda,  que  amplió  el  procedimiento  colectivo  a  la
indemnización del daño moral. 

El propósito de la indicación N° 138 va en la línea
de todo lo debatido, ya que junto con reconocer el principio de la indemnidad,
se  extiende  el  procedimiento  colectivo  a  la  reparación  de  daños  extra
patrimoniales.

Destacó  que  tratándose  de  abusos  masivos,
respecto de los cuales los consumidores no tienen la capacidad de encontrar
una alternativa para que se reconozca su daño, el procedimiento colectivo es
la instancia más efectiva. Dentro de éste se debe reconocer el daño moral,
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que es un daño real que se causa a la familia, y cuya reparación tiene que
ser exigible judicialmente.

Se  puede  articular  en  qué  circunstancias
excepcionales se puede aplicar,  pero siempre dejando la puerta abierta a
que este daño sea reconocido y fijado en un procedimiento colectivo.

--La  indicación  N°  136  fue  rechazada  por  la
mayoría  de  los  integrantes  de  la  Comisión,  Honorables  Senadores
señores  Pizarro,  Quintana  y  Tuma.  Votaron  a  favor  los  Honorables
Senadores señora Pérez y señor Moreira. (Rechazada; mayoría, 3x2).

Número 19

Artículo 50 

Inciso quinto

Indicación N° 61

La  indicación  N°  61,  de  los  Honorables
Senadores señores Tuma,  Lagos y  Pizarro,  es  para  agregar  en  el  inciso
quinto  del  artículo  50  propuesto  en  el  proyecto,  después  del  vocablo
“afectados”, lo siguiente: "excepto en lo que dice relación con el daño moral
colectivo en que el  juez deberá sujetarse a lo dispuesto en el  artículo 51
numeral 2". 

La  redacción  del  inciso  quinto  del  artículo  50,
contenido en el artículo 1° numeral 19) del proyecto, es la siguiente:

“Se  considerarán  de  interés  colectivo  a  las
acciones que se promueven en defensa de derechos comunes a un conjunto
determinado o determinable de consumidores, ligados con un proveedor por
un vínculo contractual. Son de interés difuso las acciones que se promueven
en defensa de un conjunto indeterminado de consumidores afectados en sus
derechos.”.

o o o o o

Esta  indicación  modifica  el  inciso  quinto  del
artículo 50 propuesto, exceptuando de las acciones de interés difuso lo que
diga relación con el daño moral colectivo. 

El señor Romo comentó que no hubo acuerdo en
la mesa técnica en relación con esta materia.  Agregó que el  Ejecutivo la
considera incompatible con la indicación N° 138 que ya fue aprobada, por lo
que recomienda su retiro.

--La  indicación  N°  61  fue  retirada  por  sus
autores.

o o o o o
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INDICACIONES REFERIDAS A LA ORGANIZACIÓN DEL SERVICIO

Indicaciones N°s 169, 176, 177, 178, 179, 180, 181, 182, 183, 184, 185,
187, 192, 193, 194, 195, 196, 197, 198, 199, 200, 203 y 213

Número 39

El número 39 del  artículo 1° incorpora un inciso
segundo al artículo 57, referido al SERNAC en cuanto servicio público.

Indicación N° 169

La  indicación  N°  169 de  de  Su  Excelencia  la
Presidenta de la República es para reemplazar el numeral 39) del artículo 1°
del proyecto por el siguiente: 

“…) Reemplázase el artículo 57 por el siguiente: 

“Artículo 57.- El Servicio Nacional del Consumidor,
en  adelante  e  indistintamente  el  “Servicio”,  será  un  servicio  público
descentralizado, con personalidad jurídica y patrimonio propios, sujeto a la
supervigilancia  del  Presidente  de  la  República  a  través  del  Ministerio  de
Economía, Fomento y Turismo. 

El Servicio será una institución fiscalizadora en los
términos  del  decreto  ley  N°  3.551,  de  1981,  del  Ministerio  de  Hacienda.
Asimismo, estará afecto al Sistema de Alta Dirección Pública establecido en
la  ley  N°  19.882  y  se  someterá  al  decreto  ley  N°  1.263,  de  1975,  del
Ministerio de Hacienda, sobre Administración Financiera del Estado. 

El  Servicio  se  desconcentrará  territorialmente  a
través  de  las  Direcciones Regionales.  En cada región  del  país  habrá  un
Director Regional, quién estará afecto al Sistema de Alta Dirección Pública
previsto  en  el  Título  VI  de  la  ley  N°  19.882  y  deberá  acreditar  título  de
abogado. También estará afecto a dicho sistema el segundo nivel jerárquico
del Servicio Nacional del Consumidor. 

Adicionalmente, dichas Direcciones Regionales se
considerarán funcionalmente  desconcentradas para  efectos  de ejercer  las
funciones señaladas en las letras b), c), f), y ñ) del artículo 58 de la presente
ley.”.”. 

La actual redacción del numeral 39) del artículo 1°
del proyecto es la que se indica a continuación:

“39)  Incorpórase  el  siguiente  inciso  segundo  al
artículo 57: 

“El  Servicio  será  una institución  fiscalizadora  en
los términos del decreto ley N°3.551, de 1981, estará afecto al Sistema de
Alta Dirección Pública establecido en la ley N°19.882 y estará sometido al
decreto ley N°1.263, de 1975, sobre Administración Financiera del Estado.”
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La indicación N° 169 reemplaza el artículo 57 por
otro,  estableciendo  respecto  a  los  Directores  Regionales  del  SERNAC la
sujeción al sistema de Alta Dirección Pública y la exigencia de poseer título
de  abogado.  Asimismo  establece  la  desconcentración  funcional  de  las
Direcciones Regionales en relación con la facultad sancionatoria.

La recomendación del comité de asesores fue la
aprobación  de  esta  indicación.  La  sujeción  al  sistema  de  Alta  Dirección
Pública  garantiza  el  nivel  técnico  y  la  independencia  de  los  Directores
Regionales,  y  la  exigencia  del  título  de  abogado  dice  relación  con  la
resolución  de  los  procedimientos  sancionatorios  que  se  tramiten  ante  el
SERNAC.  La  desconcentración  territorial  de  las  funciones  relativas  a  la
facultad  sancionatoria  asegura  una adecuada  separación  de  atribuciones,
toda vez que la mencionada facultad será ejercida exclusivamente a nivel
regional, a través de las Direcciones Regionales.

--La  indicación  N°  169  fue  aprobada  por
unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, los Honorables
Senadores  señora  Pérez,  y  señores  Moreira,  Pizarro  y  Quinteros.
(Aprobada; unanimidad, 4x0).

Número 40)

Literal a)

Indicación N° 176

La  indicación  N°  176 de  Su  Excelencia  la
Presidenta de la  República es para sustituir  la letra  d)  propuesta para el
inciso 2° del artículo 58 de la L.P.C., por la que sigue: 

“d) Interpretar administrativamente la normativa de
protección de los derechos de los consumidores que le corresponde vigilar,
atribución que será ejercida de conformidad a lo dispuesto en el artículo 59
ter de la presente ley.”

La referida letra d) propuesta para el inciso 2° del
artículo 58 en el proyecto tiene el siguiente tenor:

“d)  Aplicar  e  interpretar  administrativamente  la
normativa  de  protección  de  los  derechos  de  los  consumidores  que  le
corresponde  vigilar.  La  atribución  interpretativa  será  ejercida  de  forma
exclusiva por el Director Nacional del Servicio.” 

La indicación busca armonizar la regulación de las
funciones  del  Servicio  con  la  normativa  introducida  en  relación  con  el
Consejo Normativo.

--  La  indicación  N°  176 fue  aprobada  por  la
unanimidad de los miembros de la  Comisión,  Honorables Senadores
señora Pérez, y señores Moreira, Pizarro, Quinteros y Tuma. (Aprobada;
unanimidad, 5x0).
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o o o o o

Indicación N° 177

La  indicación  N°  177,  del  Honorable  Senador
señor  Moreira,  es  para  agregar  la  siguiente  oración  final  a  la  letra  d)
propuesta para el inciso 2° del artículo 58 de la L.P.C.: 

“Si el ejercicio de esta facultad incide en sectores
regulados,  se  requerirá  además la  concurrencia  de  la  superintendencia  o
autoridad respectiva.”

La  indicación  propone  la  participación  de  las
entidades sectoriales en el ejercicio de la facultad interpretativa.

--  La  indicación  N°  177 fue  retirada  por  su
autor.

o o o o o

Indicación N° 178

La indicación  N°  178, de Su  Excelencia  la
Presidenta de la República, es para reemplazar el primer párrafo de la letra
e) propuesto para el inciso 2° del artículo 58 de la L.P.C. por el siguiente: 

“e)  Dictar  normas  e  instrucciones  de  carácter
general  en  materia  de  protección  de  los  derechos  de  los  consumidores,
atribución que será ejercida de conformidad a lo dispuesto en el artículo 59
ter.  La  normativa  que  emane  del  Servicio  será  obligatoria  y  deberá  ser
sistematizada de forma de facilitar el acceso y conocimiento de la misma al
público en general.”

El  primer  párrafo  mencionado,  contenido  en  el
proyecto, tiene la redacción que se indica:

“e)  Dictar  normas  e  instrucciones  de  carácter
general  en  el  ejercicio  de  las  atribuciones  que  le  confiere  esta  ley.  La
normativa  que  emane  de  este  Servicio  será  obligatoria  y  deberá  ser
sistematizada de tal forma de facilitar el acceso y conocimiento de la misma
al público en general. Esta atribución será ejercida de forma exclusiva por el
Director Nacional del Servicio.” 

Esta  indicación  pretende  hacer  concordar  las
normas sobre las funciones del Servicio con la regulación referida al Consejo
Normativo.

--  La  indicación  N°  178 fue  aprobada  por  la
unanimidad de los miembros de la  Comisión,  Honorables Senadores
señora Pérez, y señores Moreira, Pizarro, Quinteros y Tuma. (Aprobada;
unanimidad, 5x0).
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o o o o o

Indicación N° 179

La  indicación  N°  179,  de  los  Honorables
Senadores señores Moreira, Coloma, García, Larraín y Pérez Varela, es para
intercalar, en el primer párrafo del literal e) propuesto para el inciso 2° del
artículo 58, a continuación del vocablo “ley” lo siguiente: “, las que en todo
caso no producirán efecto en materias reguladas por leyes especiales”. 

Esta  indicación  propone  excluir  a  los  sectores
regulados de la aplicación de las normas e instrucciones generales dictadas
por el Servicio.

--  La  indicación  N°  179 fue  retirada  por  sus
autores.

o o o o o

Indicación N° 180

La  indicación  N°  180,  del  Honorable  Senador
señor  Navarro,  busca  intercalar,  en  el  párrafo  segundo  de  la  letra  e)
propuesta para el inciso 2° del artículo 58 de la L.P.C., a continuación de la
expresión “los derechos de los consumidores,”, la siguiente: “donde uno de
los  consejeros  será  elegido  entre  las  asociaciones  de  consumidores
legalmente constituidas, que serán”. 

El  mencionado párrafo segundo es del  siguiente
tenor:

“Al  ejercer  esta  facultad,  el  Director  Nacional
deberá  solicitar  el  pronunciamiento  previo  de  un  Consejo  Técnico  que
evaluará  la  propuesta  de  normas  e  instrucciones.  Dicho  Consejo  estará
integrado  por  tres  miembros,  expertos  en  materia  de  protección  de  los
derechos de los consumidores, designados por el Presidente de la República
a través del procedimiento de selección de Altos Directivos Públicos previsto
en el Título VI de la ley N°19.882. En caso de que la unanimidad de los
miembros del Consejo considere que la propuesta de normas e instrucciones
resulta manifiestamente ilegal, se lo representará así por escrito al Director
Nacional del Servicio.” 

La indicación dispone que uno de los consejeros
deberá pertenecer a una asociación de consumidores.

Teniendo presente, por un lado, que la creación de
empleos  públicos  es  materia  de  iniciativa  exclusiva  del  Presidente  de  la
República, de acuerdo al N° 2 del inciso 4° del artículo 65 de la Constitución,
y que la indicación contiene una modificación que incide directamente en el
nombramiento de los consejeros; y, por otro,  que la determinación de las
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atribuciones de los funcionarios públicos también es de iniciativa exclusiva
del  Presidente  de  la  República,  según  la  norma  antes  citada,  y  esta
indicación limita las facultades de este último y del Senado en cuanto a la
designación  de  los  consejeros,  el  Presidente  de  la  Comisión,  Honorable
Senador señor Moreira, declaró su inadmisibilidad.

--  La  indicación  N°  180 fue  declarada
inadmisible.

o o o o o

Indicación N° 181

La  indicación  N°  181,  del  Honorable  Senador
señor Navarro, tiene por objeto reemplazar, en el párrafo cuarto de la letra e)
propuesta  para  el  inciso  2°  del  artículo  58,  la  oración  “Las  precitadas
respuestas no serán vinculantes ni estará el Director obligado a pronunciarse
respecto de ellas.” por “Las precitadas respuestas no serán vinculantes y el
Director estará obligado a pronunciarse respecto de ellas en un plazo no
mayor a 10 días hábiles desde su recepción.”

El  texto  del  párrafo  cuarto  señalado  es  el
siguiente:

“En la dictación de estas normas e instrucciones
se podrá llevar a cabo un proceso de consulta pública con el fin de que los
consumidores y proveedores opinen sobre su contenido y efectos, o formulen
propuestas sobre los mismos. Las opiniones que se manifiesten con ocasión
de las consultas a que se refiere  este  literal  serán de carácter  público y
deberán ser enviadas al Servicio a través de los medios que disponga en su
oficina  virtual,  disponible  a  través  de  la  web  institucional.  Las  precitadas
respuestas no serán vinculantes ni estará el Director obligado a pronunciarse
respecto de ellas.” 

La indicación establece el  deber para el Director
Nacional de pronunciarse acerca de las opiniones y propuestas formuladas
durante la consulta pública relativa a la dictación de normas e instrucciones
generales.

En  atención  a  que  la  determinación  de  las
atribuciones  de  los  cargos públicos  es  materia  de  iniciativa  exclusiva  del
Presidente de la República, según lo dispuesto en el N° 2 del inciso 4° del
artículo  65  de  la  Constitución  Política,  el  Presidente  de  la  Comisión,
Honorable Senador señor Moreira, declaró inadmisible la indicación.

--  La  indicación  N°  181 fue  declarada
inadmisible.

o o o o o
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Indicación N° 182

La  indicación  N°  182,  del  Honorable  Senador
señor  Moreira  es  para  reemplazar,  en  el  párrafo  quinto  de  la  letra  e)
propuesta  para  el  inciso  2°  del  artículo  58  de la  L.P.C.,  la  frase “deberá
oficiarse por el Servicio a la superintendencia o autoridad respectiva a fin de
que ésta emita su opinión técnica” por “éstas deberán ser suscritas además
por la superintendencia o autoridad respectiva”. 

El tenor del referido párrafo quinto es el siguiente:

“En el caso en que las normas e instrucciones de
carácter  general  incidan  en  sectores  regulados,  deberá  oficiarse  por  el
Servicio a la superintendencia o autoridad respectiva a fin de que esta emita
su opinión técnica.” 

Esta  indicación  impone,  como  requisito  para  la
dictación  de  normas  e  instrucciones  generales  referidas  a  sectores
regulados, la suscripción por parte de la superintendencia o autoridad que
corresponda.

--  La  indicación  N°  182 fue  retirada  por  su
autor.

o o o o o

Indicación N° 183

La indicación N° 183, de la Honorable Senadora
señora Pérez es para agregar, en el párrafo quinto de la letra e) propuesta
para el inciso 2° del artículo 58 de la L.P.C., la siguiente oración final: “Dicha
opinión técnica será vinculante para el Servicio.”

La  indicación  propone  hacer  vinculante  para  el
Servicio la opinión técnica emitida por los organismos sectoriales.

--  La  indicación  N°  183 fue  retirada  por  su
autora.

o o o o o

Indicación N° 184

La indicación  N°  184,  del  Honorable  Senador
señor Pizarro es, para reemplazar, en el párrafo sexto del literal e) propuesto
para el inciso 2° del artículo 58, la locución “de décimo día” por “del plazo de
quince  días  hábiles  judiciales,  contado  desde  la  notificación  del  acto  de
aplicación o de la publicación si se tratare de una interpretación”. 
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El  párrafo  sexto  señalado  tiene  la  siguiente
redacción:

“Cualquier  persona  afectada  por  un  acto  de
aplicación  de  normas  o  instrucciones  de  carácter  general  o  de
interpretaciones  administrativas  de  la  normativa  de  protección  de  los
derechos de los consumidores, podrá reclamar por ilegalidad ante la Corte
de Apelaciones de Santiago, dentro de décimo día.” 

La  indicación  amplía  y  aclara  el  plazo  para
presentar una reclamación por ilegalidad frente a las normas o instrucciones
generales emanadas del Servicio.

Teniendo  presente  lo  debatido  y  aprobado  a
propósito del Consejo Normativo, la Comisión entendió que el contenido de
esta indicación se encuentra subsumido en la indicación N° 200.

--  La  indicación  N°  184  fue  aprobada,  con
modificaciones,  por  la  unanimidad de los miembros de la  Comisión,
Honorables  Senadores  señora  Pérez,  y  señores  Moreira,  Pizarro,
Quinteros y Tuma. (Aprobada, con modificaciones; unanimidad, 5x0).

o o o o o

Indicación N° 185

La indicación  N°  185, del Honorable  Senador
señor  Pizarro  es  para  incorporar  el  siguiente  párrafo  final  a  la  letra  e)
propuesta para el inciso 2° del artículo 58 de la L.P.C.: 

“El  reclamo  de  ilegalidad  señalado  en  el  inciso
anterior será sustanciado conforme lo dispuesto en el artículo 151 letra d) y
siguientes  de  la  ley  N°  18.695,  en  todo  lo  que  no  sea  contrario  a  las
disposiciones de esta ley.”

La  indicación  hace  referencia  a  la  normativa
procedimental aplicable a la reclamación por ilegalidad.

--  La  indicación  N°  185 fue  retirada  por  su
autor.

o o o o o

Literal b)

Indicación N° 187

La  indicación  N°  187,  de  Su  Excelencia  la
Presidenta de la República es para sustituir, en la letra h) propuesta para el
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inciso 2° del artículo 58, la expresión “Párrafo 4°” por la siguiente: “Párrafo
5°”. 

La indicación propone una adecuación formal.

--  La  indicación  N°  187 fue  aprobada  por  la
unanimidad de los miembros de la  Comisión,  Honorables Senadores
señora Pérez, y señores Moreira, Pizarro, Quinteros y Tuma. (Aprobada;
unanimidad, 5x0).

o o o o o

Número 41)

Indicación N° 192

La indicación N° 192, de la  Honorable Senadora
señora Pérez, propone reemplazar el numeral 41) del artículo 1° del proyecto
por el que sigue: 

“41) Reemplázase el artículo 59 por los siguientes
artículos 59 A a 59 I: 

“Artículo  59  A.-  Existirá  un  Consejo  del  Servicio
Nacional del Consumidor, encargado de ejercer las facultades normativas e
interpretativas,  integrado  por  el  Director  Nacional  del  Servicio  y  cuatro
consejeros designados por el Presidente de la República, previo acuerdo del
Senado, adoptado por los dos tercios de sus miembros en ejercicio. 

Para efectos de la proposición, el Presidente de la
República deberá atender al grado de conocimientos y experiencia que sobre
la  materia  tengan  las  personas  propuestas,  la  que  deberá  ser  tenida  en
cuenta como un requisito para su designación. 

Los consejeros durarán seis años en sus cargos
pudiendo  ser  designados  sólo  por  un  período.  Se  renovarán  por
parcialidades de tres años. 

El  Consejo  elegirá  de  entre  sus miembros a su
Presidente.  Para  el  caso  de  que  no  haya  acuerdo,  la  designación  del
Presidente se hará por sorteo. 

La  presidencia  del  Consejo  será  rotativa.  El
Presidente durará dos años en el ejercicio de sus funciones y no podrá ser
reelegido durante su período como consejero. 

Artículo  59  B.-  No  podrán  ser  designados
consejeros  los  diputados  y  los  senadores,  los  Ministros  del  Tribunal
Constitucional, los Ministros de la Corte Suprema, los Consejeros del Banco
Central,  el  Fiscal  Nacional  del  Ministerio  Público,  ni  las  personas  que
conforman el alto mando de las Fuerzas Armadas y de las Fuerzas de Orden
y Seguridad Pública. 
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Los cargos de consejeros son incompatibles con
los de Ministros de Estado, subsecretarios, jefes de servicio, intendentes y
gobernadores; alcaldes y concejales;  consejeros regionales; miembros del
Escalafón  Primario  del  Poder  Judicial;  secretario  y  relator  del  Tribunal
Constitucional;  fiscales  del  Ministerio  Público;  miembros  del  Tribunal
Calificador de Elecciones y su secretario-relator; miembros de los tribunales
electorales regionales, sus suplentes y sus secretarios-relatores; miembros
de los demás tribunales creados por ley; funcionarios de la Administración
del Estado, miembros de los órganos de dirección de los Partidos Políticos y
directores de asociaciones de consumidores reconocidas por ley. 

Artículo  59  C.-  Los  consejeros  serán  removidos
por  el  Presidente  de  la  República,  por  requerimiento  de  la  Cámara  de
Diputados  mediante  acuerdo  adoptado  por  la  mayoría  absoluta  de  sus
miembros  en  ejercicio,  en  ejercicio  de  sus  facultades  fiscalizadoras,  por
incapacidad, mal comportamiento o negligencia manifiesta en el ejercicio de
sus funciones. 

Además  de  la  remoción,  serán  causales  de
cesación en el cargo de consejero, las siguientes: 

a. Expiración del plazo por el que fue designado.

b. Renuncia ante el Presidente de la República. 

c.  Postulación a un cargo de elección popular u
otro cuyo nombramiento. 

d.  Incompatibilidad  sobreviniente,  circunstancia
que será calificada por el Consejo de Alta Dirección Pública a solicitud de la
mayoría de los consejeros con exclusión del afectado. 

En  caso  que  uno  o  más  consejeros  cesare  por
cualquier causa, procederá la designación de un nuevo consejero, mediante
una proposición unipersonal del Presidente de la República, sujeto al mismo
procedimiento dispuesto en el artículo 59 A, por el período que restare. 

Artículo  59  D.-  Los  consejeros,  a  excepción  del
Presidente del Consejo, percibirán una dieta equivalente a 15 unidades de
fomento por cada sesión a la que asistan, con un máximo de 100 unidades
de fomento por mes calendario. 

Artículo 59 E.- El Consejo adoptará sus decisiones
por  la  mayoría  de  sus  miembros  y,  en  caso  de  empate,  resolverá  su
Presidente.  El  quórum mínimo para sesionar  será de tres consejeros.  Un
reglamento  establecerá  las  demás  normas  necesarias  para  su
funcionamiento. 

Artículo 59 F.- Los Consejeros podrán proponer al
Presidente de la República por, a lo menos, la mayoría de sus miembros, las
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modificaciones que estimen pertinentes; en caso que sean aprobadas por el
Presidente de la República, se dictará un nuevo reglamento al efecto.

Artículo  59  G.-  El  Consejo  tendrá  las  siguientes
funciones: 

a) Interpretar administrativamente la normativa de
protección de los derechos de los consumidores de acuerdo a lo dispuesto
en la letra d) del artículo 58. 

b)  Dictar  normas  e  instrucciones  de  carácter
general de acuerdo a lo dispuesto en la letra e) del artículo 58. 

El ejercicio de estas funciones se efectuará a partir
de las propuestas que sean presentadas al Consejo por su Presidente. Para
ser adoptadas, dichas propuestas deberán recibir el voto conforme de tres de
sus integrantes. 

En el caso en que las interpretaciones, normas o
instrucciones  de  carácter  general  incidan  en  mercados  regulados  o
fiscalizados  por  un  organismo  administrativo  de  carácter  sectorial,  el
Consejo, antes de emitir pronunciamiento, oficiará al organismo respectivo a
fin de que éste emita su opinión técnica. Esta opinión será vinculante en la
adopción definitiva de la normativa. 

Cualquier  persona  afectada  por  un  acto  de
aplicación  de  normas  o  instrucciones  de  carácter  general  o  de
interpretaciones  administrativas  de  la  normativa  de  protección  de  los
derechos de los consumidores podrá reclamar por ilegalidad ante la Corte de
Apelaciones de Santiago dentro de décimo día. 

Artículo  59  H.-  A  efectos  de  coordinar  a  las
superintendencias y servicios públicos de la Administración del Estado con
competencias  relativas  a  las  relaciones  de  consumo,  el  Ministerio  de
Economía,  Fomento  y  Turismo  deberá  disponer  de  mecanismos
permanentes para una adecuada coordinación. 

Artículo  59  I.-  Este  órgano  de  Coordinación
funcionará  en  el  Ministerio  de  Economía,  Fomento  y  Turismo  la  que  le
proveerá  su  Secretaría  Técnica,  y  los  recursos  humanos  y  materiales
necesarios para su adecuado funcionamiento.”.”

La  indicación  sustituye  de  manera  íntegra  la
regulación propuesta en el proyecto para el Consejo Normativo por otra.

--  La  indicación  N°  192 fue  retirada  por  su
autora.

o o o o o
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Indicación N° 193

La  indicación  N°  193,  de  los  Honorables
Senadores señores Tuma, Lagos y Pizarro, es para reemplazar el numeral
41 del artículo 1° del proyecto por el que sigue: 

“41) Reemplázase el artículo 59 por los siguientes
artículos 59 A a 59 I: 

“Artículo  59  A.-  Existirá  un  Consejo  del  Servicio
Nacional del Consumidor, encargado de ejercer las facultades normativas e
interpretativas, que estará integrado por 3 consejeros que serán designados
por el Presidente de la República, previo acuerdo del Senado, adoptado por
los  dos  tercios  de  sus  miembros  en  ejercicio.  El  Presidente  hará  la
proposición en un solo acto y el Senado deberá pronunciarse respecto de la
propuesta como una unidad. 

Para efectos de la proposición que deberá hacer el
Presidente de la República, se deberá atender al grado de conocimientos y
experiencia que sobre la materia tengan las personas propuestas,  la que
deberá ser tenida en cuenta como un requisito para su designación. 

Los consejeros durarán seis años en sus cargos
pudiendo  ser  designados  sólo  para  un  nuevo  período.  Se  renovarán  por
parcialidades de tres años. 

El  Consejo  Directivo  elegirá  de  entre  sus
miembros  a  su  Presidente.  Para  el  caso  de  que  no  haya  acuerdo,  la
designación del Presidente se hará por sorteo. 

La  presidencia  del  Consejo  será  rotativa.  El
Presidente durará veinticuatro meses en el ejercicio de sus funciones, y no
podrá ser reelegido por el resto de su actual período como consejero. 

Artículo  59  B.-  No  podrán  ser  designados
consejeros  los  diputados  y  los  senadores,  los  miembros  del  Tribunal
Constitucional,  los  Ministros  de  la  Corte  Suprema,  consejeros  del  Banco
Central,  el  Fiscal  Nacional  del  Ministerio  Público,  ni  las  personas  que
conforman el alto mando de las Fuerzas Armadas y de las Fuerzas de Orden
y Seguridad Pública. 

Los cargos de consejeros son incompatibles con
los  de  ministros  de  Estado,  subsecretarios,  intendentes  y  gobernadores;
alcaldes  y  concejales;  consejeros  regionales;  miembros  del  Escalafón
Primario del Poder Judicial; secretario y relator del Tribunal Constitucional;
fiscales  del  Ministerio  Público;  miembros  del  Tribunal  Calificador  de
Elecciones  y  su  secretario-relator;  miembros  de  los  tribunales  electorales
regionales,  sus  suplentes  y  sus  secretarios-relatores;  miembros  de  los
demás  tribunales  creados  por  ley;  funcionarios  de  la  Administración  del
Estado, y miembros de los órganos de dirección de los Partidos Políticos. 
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Artículo  59  C.-  Los  consejeros  serán  removidos
por  el  Presidente  de  la  República,  por  requerimiento  de  la  Cámara  de
Diputados  mediante  acuerdo  adoptado  por  la  mayoría  absoluta  de  sus
miembros  en  ejercicio,  en  ejercicio  de  sus  facultades  fiscalizadoras,  por
incapacidad, mal comportamiento o negligencia manifiesta en el ejercicio de
sus funciones. 

Además  de  la  remoción,  serán  causales  de
cesación en el cargo de consejero, las siguientes: 

a. Expiración del plazo por el que fue designado. 

b. Renuncia ante el Presidente de la República. 

c. Postulación a un cargo de elección popular. 

d.  Incompatibilidad  sobreviniente,  circunstancia
que será calificada por el Consejo de Alta Dirección Pública a solicitud de la
mayoría de los consejeros con exclusión del afectado. 

En  caso  que  uno  o  más  consejeros  cesare  por
cualquier causa, procederá la designación de un nuevo consejero, mediante
una proposición unipersonal del Presidente de la República, sujeto al mismo
procedimiento dispuesto en el artículo 59 A, por el período que restare. 

Artículo  59  D.-  Los  consejeros,  a  excepción  del
Presidente del Consejo, percibirán una dieta equivalente a 15 unidades de
fomento por cada sesión a la que asistan, con un máximo de 100 unidades
de fomento por mes calendario. 

Artículo 59 E.- El Consejo Directivo adoptará sus
decisiones por la mayoría de sus miembros y, en caso de empate, resolverá
su Presidente. El quórum mínimo para sesionar será de dos consejeros. Un
reglamento  establecerá  las  demás  normas  necesarias  para  su
funcionamiento. 

Artículo  59  F.-  Un  reglamento  establecerá  sus
normas de funcionamiento. Los Consejeros podrán proponer al Presidente
de  la  República  por,  a  lo  menos,  una  mayoría  de  sus  miembros,  las
modificaciones que estimen pertinentes; en caso que sean aprobadas por el
Presidente de la República, se dictará un nuevo reglamento al efecto. 

Artículo  59  G.-  El  Consejo  tendrá  las  siguientes
funciones: 

a) Interpretar administrativamente la normativa de
protección de los derechos de los consumidores de acuerdo a lo dispuesto
en la letra d) del artículo 58. 

b)  Dictar  normas  e  instrucciones  de  carácter
general de acuerdo a lo dispuesto en la letra e) del artículo 58. 
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El ejercicio de estas funciones se efectuará a partir
de las propuestas que sean presentadas al Consejo por su Presidente. Para
ser adoptadas, dichas propuestas deberán recibir el voto conforme de tres de
sus integrantes. 

En el caso en que las interpretaciones, normas o
instrucciones  de  carácter  general  incidan  en  mercados  regulados  o
fiscalizados  por  un  organismo  administrativo  de  carácter  sectorial,  el
Consejo, antes de emitir pronunciamiento, oficiará al organismo respectivo a
fin de que éste emita su opinión técnica. Esta opinión deberá ser tomada en
consideración en la adopción definitiva de la normativa. 

Cualquier  persona  afectada  por  un  acto  de
aplicación  de  normas  o  instrucciones  de  carácter  general  o  de
interpretaciones  administrativas  de  la  normativa  de  protección  de  los
derechos de los consumidores podrá reclamar por ilegalidad ante la Corte de
Apelaciones de Santiago dentro de décimo día. 

Artículo  59  H.-  A  efectos  de  coordinar  a  las
superintendencias y servicios públicos de la Administración del Estado con
competencias  relativas  a  las  relaciones  de  consumo,  el  Ministerio  de
Economía, Fomento y Turismo deberá disponer de las medidas para una
adecuada coordinación. 

Artículo  59  I.-  Este  órgano  de  Coordinación
funcionará  en  el  Ministerio  de  Economía,  Fomento  y  Turismo  la  que  le
proveerá  su  Secretaría  Técnica,  y  los  recursos  humanos  y  materiales
necesarios para su adecuado funcionamiento.”.” 

La  indicación  reemplaza  de  manera  íntegra  la
regulación propuesta para el Consejo Normativo en el proyecto por otra.

--  La  indicación  N°  193 fue  retirada  por  sus
autores.

o o o o o

Indicación N° 194

La  indicación  N°  194,  de  Su  Excelencia  la
Presidenta de la República, es para intercalar como incisos segundo a sexto,
en el artículo 59 propuesto, los siguientes: 

“El  cargo de Director Nacional será incompatible
con el  de  diputado,  senador,  integrante  del  Poder  Judicial  o  del  Tribunal
Constitucional,  consejero  del  Banco  Central,  fiscal  del  Ministerio  Público,
miembro de las Fuerzas Armadas y de las Fuerzas de Orden y Seguridad
Pública, ministro de Estado, subsecretario, intendente, gobernador, alcalde,
concejal, consejero regional, miembro del Tribunal Calificador de Elecciones,
funcionario  de  la  Administración  del  Estado,  miembro  de  los  órganos  de
dirección de los partidos políticos, y con el de representante de asociaciones
gremiales, organizaciones sindicales y asociaciones de consumidores. 
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El  Director  Nacional  no  podrá  ser  gerente,
administrador o director, ni podrá tener participación en la propiedad de una
empresa o sociedad, junto a sus filiales y coligadas, de acuerdo a las normas
contenidas en el Título VIII de la ley N° 18.046 sobre Sociedades Anónimas,
que sea proveedora en los términos del artículo 1° numeral 2.- de la presente
ley. Esta incompatibilidad será extensiva a su cónyuge o conviviente civil y a
sus parientes hasta el primer grado de consanguinidad. 

Una vez que el Director Nacional haya cesado en
su cargo por cualquier motivo, no podrá ser gerente, administrador o director,
ni  podrá tener participación en la propiedad de una empresa o sociedad,
junto a sus filiales y coligadas, de acuerdo a las normas contenidas en el
Título  VIII  de  la  ley  N°  18.046  sobre  Sociedades  Anónimas,  que  sea
proveedora en los términos del artículo 1° numeral 2.- de la presente ley, por
el plazo de seis meses después de haber expirado en funciones. El Director
Nacional no podrá ser candidato a cargos de elección popular hasta un año
después de haber cesado en su cargo. 

El  ex  Director  Nacional  afecto  a  la  prohibición
contenida en el inciso anterior deberá informar, durante el tiempo que ésta
dure, al Servicio Nacional del Consumidor sus participaciones societarias y
todas las actividades laborales y de prestación de servicios que realice, tanto
en el sector público como en el sector privado, sean o no remuneradas. Esta
obligación se extenderá hasta los seis meses posteriores al  término de la
precitada prohibición. 

Las  inhabilidades  e  incompatibilidades
establecidas  en  los  incisos  segundo  a  cuarto,  así  como  la  obligación
establecida en el inciso anterior, todas del presente artículo, serán también
aplicables a los Directores Regionales.”. 

La  indicación  establece  un  régimen  de
incompatibilidades y prohibiciones para el Director Nacional y los Directores
Regionales del Servicio. 

Representantes del Ejecutivo señalaron que estas
limitaciones  son  similares  a  las  ya  aprobadas  para  los  integrantes  del
Consejo Normativo, pero tienen un carácter más estricto.

--  La  indicación  N°  194 fue  aprobada  por  la
unanimidad de los miembros de la  Comisión,  Honorables Senadores
señora Pérez, y señores Moreira, Pizarro, Quinteros y Tuma. (Aprobada;
unanimidad, 5x0).

o o o o o
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Indicación N° 195

La  indicación  N°  195,  de  Su  Excelencia  la
Presidenta de la República, es para reemplazar, en la letra c) del inciso 2°
originalmente  propuesto  en el  proyecto  para  el  artículo  59  de la  LPC,  la
expresión  “Destitución  por  negligencia”,  por  la  siguiente  palabra:
“Negligencia”. 

La referida letra c) tiene el siguiente tenor:

c)  Destitución  por  negligencia manifiesta  en  el
ejercicio de sus funciones, faltas a la probidad administrativa y por cualquier
inobservancia a los deberes y obligaciones establecidos por ley. 

La indicación propone un ajuste formal a propósito
de las causales de cesación en el cargo del Director Nacional del Servicio.

--  La  indicación  N°  195 fue  aprobada  por  la
unanimidad de los miembros de la  Comisión,  Honorables Senadores
señora Pérez, y señores Moreira, Pizarro, Quinteros y Tuma. (Aprobada;
unanimidad, 5x0).

o o o o o

Indicación N° 196

La  indicación  N°  196,  de  Su  Excelencia  la
Presidenta de la República, tiene por objeto intercalar, en la letra d) del inciso
2° originalmente propuesto para el artículo 59, a continuación del vocablo
“Incapacidad” la frase “psíquica o física sobreviniente para el desempeño de
su cargo”. 

La redacción de la letra d) mencionada es la que
se indica:

“d) Incapacidad.”

La indicación propone complementar esta causal
de  cesación  en  el  cargo  del  Director  Nacional,  aclarando  el  tipo  de
incapacidad a que se refiere.

--  La  indicación  N°  196 fue  aprobada  por  la
unanimidad de los miembros de la  Comisión,  Honorables Senadores
señora Pérez, y señores Moreira, Pizarro, Quinteros y Tuma. (Aprobada;
unanimidad, 5x0).

o o o o o
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Indicación N° 197

La  indicación  N°  197,  de  Su  Excelencia  la
Presidenta de la República, es para agregar, en el inciso 2° originalmente
propuesto para el artículo 59 de la LPC, el siguiente literal, nuevo: 

“e)  Incurrir  en  una  causal  de  inhabilidad  de  las
indicadas en los incisos segundo y tercero del presente artículo.”

La  indicación  agrega  una  nueva  causal  de
cesación en el  cargo para el  Director  Nacional  de Servicio,  relativa a las
incompatibilidades y prohibiciones del cargo.

--  La  indicación  N°  197 fue  aprobada  por  la
unanimidad de los miembros de la  Comisión,  Honorables Senadores
señora Pérez, y señores Moreira, Pizarro, Quinteros y Tuma. (Aprobada;
unanimidad, 5x0).

o o o o o

Indicación N° 198

La  indicación  N°  198,  de  Su  Excelencia  la
Presidenta de la República, propone reemplazar el  inciso 3° originalmente
propuesto para el artículo 59 por los siguientes: 

“Si se verificare alguna causal de las contenidas
en los literales d)  o e)  del  inciso anterior,  cesará automáticamente en su
cargo, debiendo comunicar de inmediato dicha circunstancia al Presidente de
la República. De igual forma, cesará en su cargo si su renuncia hubiere sido
aceptada por el Presidente de la República de conformidad al literal b). 

El  Presidente  de  la  República  podrá  remover  al
Director Nacional sólo si concurre alguna de las conductas señaladas en la
letra c) del inciso séptimo.”

El inciso 3° señalado tiene el siguiente tenor:

“La remoción por  las causales señaladas en las
letras c) y d) será dispuesta por el Presidente de la República.”

La  indicación  especifica  el  momento a partir  del
cual  el  Director  cesa  en  sus  funciones  y  delimita  los  casos  en  que  el
Presidente de la República puede removerlo. 

 
--  La  indicación  N°  198 fue  aprobada  por  la

unanimidad de los miembros de la  Comisión,  Honorables Senadores
señora Pérez, y señores Moreira, Pizarro, Quinteros y Tuma. (Aprobada;
unanimidad, 5x0).
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o o o o o

Indicación N° 199

La  indicación  N°  199,  de  Su  Excelencia  la
Presidenta de la República, es para incorporar en el inciso 4° originalmente
propuesto para el  artículo  59 de la L.P.C.,  a continuación del  literal  g)  el
siguiente, nuevo:

“…) Presentar al Consejo establecido en el artículo
59  ter,  la  propuesta  de  interpretación  administrativa  de  la  normativa,  así
como la propuesta de normas e instrucciones de carácter general,  ambas
relativas a la protección de los derechos de los consumidores.”

La indicación busca armonizar la regulación de las
atribuciones del Director Nacional y del Consejo Normativo.

--  La  indicación  N°  199 fue  aprobada  por  la
unanimidad de los miembros de la  Comisión,  Honorables Senadores
señora Pérez, y señores Moreira, Pizarro, Quinteros y Tuma. (Aprobada;
unanimidad, 5x0).

o o o o o

ARTÍCULO 4°

Indicación N° 203

La  indicación  N°  203,  de  Su  Excelencia  la
Presidenta de la República, propone suprimir el artículo 4° del proyecto.

El referido artículo 4° tiene la siguiente redacción:  

“Artículo  4°.-  Con  el  objeto  de  promover  un
ejercicio  coherente  de  las  atribuciones  de  los  órganos  del  Estado  con
competencia en materia de protección de los derechos de los consumidores
o usuarios y la existencia de diálogo regulatorio, deberá propenderse a la
coordinación entre dichos órganos. 

Para el cumplimiento del fin señalado en el inciso
anterior, existirá un comité de coordinación integrado por las autoridades que
determine un reglamento del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo.
Asimismo, dicho reglamento, que deberá llevar la firma de los Ministros de
Hacienda  y  de  la  Secretaría  General  de  la  Presidencia,  determinará  las
normas que sean necesarias para el funcionamiento del comité.” 

El señor Rodrigo Romo planteó que la propuesta
del  Ejecutivo  es  la  aprobación  de  esta  indicación.  Explicó  que  existe  un
proyecto relativo a la creación de la Comisión de Valores y Seguros (Boletín
N°  9.015-05),  que  introduce  un  artículo  37  bis  a  ley  N°  19.880  sobre
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procedimiento  administrativo,  estableciendo  un  sistema  general  de
coordinación  normativa.  El  proyecto  se  encuentra  en  etapa  de  segundo
trámite constitucional y la parte mencionada ya fue aprobada por la Comisión
de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento del Senado. 

Si va a existir un régimen general de coordinación
regulatoria, el artículo 4° del proyecto se vuelve innecesario y podría generar
problemas de colisión de normas.

--  La  indicación  N°  203 fue  aprobada  por  la
unanimidad de los miembros de la  Comisión,  Honorables Senadores
señora Pérez, y señores Moreira, Pizarro, Quinteros y Tuma. (Aprobada;
unanimidad, 5x0).
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INDICACIONES REFERIDAS A 
LAS FACULTADES INTERPRETATIVA Y NORMATIVA DEL SERNAC Y

A LA CREACIÓN DE UN CONSEJO NORMATIVO

Antes  de  dar  inicio  al  debate  sobre  las
indicaciones relativas a las facultades interpretativa y normativa del SERNAC
y a la creación de un Consejo Normativo en el SERNAC, el Presidente de la
Comisión,  Honorable  Senador  señor  Moreira,  explicó  que  no  se  logró
acuerdo en torno a este tema en la mesa de trabajo. 

Señaló que, debido a las grandes diferencias entre
la  postura  del  Ejecutivo  y  la  de  algunos  integrantes  de  la  Comisión,
Honorables  Senadores  señora  Pérez,  y  señores  Moreira  y  Tuma,
representados por  sus  asesores en la  señalada mesa de trabajo,  no  fue
posible elaborar una propuesta en conjunto. Representantes de cada uno de
ellos  realizará  una  breve  exposición,  a  fin  de  aclarar  cada  una  de  esas
posiciones,  para  luego  proceder  a  discutir  y  votar  las  indicaciones
presentadas sobre esta materia.

El  Director Nacional  del Servicio Nacional del
Consumidor, señor Ernesto Muñoz, efectuó una presentación referida a la
evolución de las facultades normativa e interpretativa en el Boletín 9.369-03.
Para introducir este tema, manifestó que el Ejecutivo propone un modelo de
gobierno corporativo  del  SERNAC que busca balancear,  por  un  lado,  las
facultades  nuevas  que  se  le  entregan  y,  por  otro,  los  mecanismos  de
resguardo necesarios para evitar un ejercicio abusivo, arbitrario o ilegal de
ellas.

Agregó  que  ese  equilibrio  se  ve  reflejado,  en
primer  lugar,  en  la  estructura  que  se  ha  planteado  para  el  Servicio.  Se
contempla el establecimiento de subdirecciones para el ejercicio de cada una
de las facultades, cuyos integrantes serán elegidos de acuerdo al sistema de
Alta Dirección Pública.

En segundo lugar, en la separación de funciones
del SERNAC. La fiscalización corresponderá a una subdirección y el aspecto
sancionatorio quedará entregado a los Directores Regionales del Servicio de
manera  exclusiva,  ya  que  no  está  contemplado  el  recurso  jerárquico.  La
facultad  normativa  se  ejercerá  por  el  Director  Nacional  junto  al  Consejo
Normativo.

En tercer lugar, en el control jurisdiccional de las
facultades  del  Servicio.  Este  control  opera,  por  ejemplo,  respecto  de  la
facultad fiscalizadora y también de la facultad para interponer demandadas
colectivas,  ya  que  éstas  sólo  se  pueden  presentar  ante  el  tribunal
competente.

Destacó que este diseño comprende resguardos
más enérgicos que los establecidos a propósito de otras instituciones como
las superintendencias. En éstas, las facultades fiscalizadora, sancionatoria y
normativa se concentran en el superintendente. En cambio, en relación con
el SERNAC se imponen limitaciones mucho mayores en torno al ejercicio de
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esas mismas atribuciones.

Añadió  que el  modelo  elaborado contempla  una
facultad ejecutiva, que es ejercida de acuerdo a la estructura ya señalada; y
una facultad normativa, respecto de la cual se estimó valiosa la participación
de  un  órgano  colegiado.  Esto  debe  tomarse  en  cuenta  al  momento  de
analizar  las  propuestas  de los  asesores parlamentarios  que expondrán a
continuación,  ya  que  en  ellas  claramente  se  identifica  un  Consejo   de
carácter directivo, que ejerce facultades que, en opinión del Ejecutivo, deben
conservarse en manos del Director Nacional.

Luego  se  refirió  propiamente  a  la  evolución
experimentada  por  las  facultades  normativa  e  interpretativa  del  Servicio
durante la tramitación del proyecto.

En cuanto  al  proyecto  original,  explicó  que éste
entrega  al  SERNAC  la  facultad  para  interpretar  la  ley  y  para  dictar
instrucciones de carácter general.

-  No  contempla  consulta  pública  previa  de  la
normativa.

-  No  contempla  control  en  el  ejercicio  de  la
facultad.

- No contempla control judicial de la normativa

Luego, respecto al texto aprobado por la Cámara
de Diputados, indicó que en él se mantiene la facultad del SERNAC para
interpretar  la  ley  y  para  dictar  instrucciones  de  carácter  general,  y  se
incorporan nuevos elementos a través de las indicaciones del Ejecutivo:

- Estas facultades serán ejercidas exclusivamente
por el Director Nacional.

- Se contempla la posibilidad de llevar a cabo un
proceso de consulta pública, previa a la dictación de la normativa.

- Se establece el control del ejercicio de la facultad
a través de un Consejo Técnico,  al  cual  el  Director  del  SERNAC deberá
solicitar su pronunciamiento, antes de la dictación de la normativa.

- Se establece el control judicial de la normativa a
través  de  la  reclamación  de  ilegalidad  ante  la  Corte  de  Apelaciones  de
Santiago.

Después  se  refirió  a  las  indicaciones  de  la
Presidenta de la República, que están siendo analizadas por la Comisión.
Ellas establecen la participación de un Consejo Normativo en el ejercicio de
las  atribuciones  del  SERNAC  de  interpretar  administrativamente  la  ley  y
dictar normas e instrucciones de carácter general. Hizo referencia a ciertos
puntos contemplados en dichas indicaciones:
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- El Consejo se integra por 3 consejeros, expertos
en materia  de protección al  consumidor,  elegidos por  el  Presidente de la
República  con  acuerdo  del  Senado.  Duran  4  años  en  sus  cargos,
renovándose por parcialidades.

- Se establecen inhabilidades, incompatibilidades y
prohibiciones para el cargo de Consejero.

- Se establecen causales de cesación en el cargo,
forma de remoción y reemplazo de los Consejeros.

- El Consejo Normativo podrá aprobar o rechazar,
con fundamento, las propuestas de interpretación o normativas que haga el
Director Nacional del SERNAC.

-  El  Director  Nacional  sólo  podrá  emitir  la
respectiva  interpretación,  norma  o  instrucción  de  carácter  general,  si  es
aprobada por el Consejo. En caso de rechazo podrá someter nuevamente a
consideración del Consejo la propuesta, recogiendo los comentarios que han
fundamentado su rechazo.

-  Se  establece  un  período  de  consulta  pública
previa y  obligatoria de la  propuesta,  ante el  SERNAC, el  que deberá ser
informado al Consejo.

- Se mantiene el control judicial de la normativa a
través  de  la  reclamación  de  ilegalidad  ante  la  Corte  de  Apelaciones  de
Santiago.

Finalmente hizo presente las modificaciones que
el Ejecutivo propone realizar a las indicaciones presentadas por la Presidenta
de la República.

-  Se  aclara  que  el  nombramiento  de  los
Consejeros se efectúa con acuerdo del  Senado, adoptado por la mayoría
absoluta de sus miembros en ejercicio.

-  Se  flexibilizan  las  incompatibilidades  y
prohibiciones de los Consejeros.

-  Se  aclara  que  las  propuestas  sobre  las  que
deberá pronunciarse el Consejo Normativo pueden referirse entre otros a los
parámetros de abusividad de las cláusulas de los contratos de adhesión; los
lineamientos generales para la aplicación de los criterios de determinación de
las multas; los criterios para la determinación del riesgo a considerar en la
elaboración del plan anual de fiscalización. Este tema es importante, ya que
se  delimita  el  carácter  del  Consejo:  éste  siempre  cumple  una  función
normativa. Si bien el  Consejo realiza una labor de apoyo en relación con
otras  atribuciones  del  Servicio,  no  las  ejerce  directamente,  porque  ello
escaparía al  ámbito de su competencia.  Por ejemplo, puede pronunciarse
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acerca de ciertos criterios o parámetros relativos a la fiscalización, pero no
tiene  la  facultad  de  ordenar  una  fiscalización  en  un  caso  determinado  o
aprobar un plan de fiscalización.

-  Se establece que las propuestas de normativa
deberán  contener  los  fundamentos  que  hagan  necesaria  su  dictación,
incluyendo  la  definición  del  problema  que  se  pretende  abordar,  y  la
justificación de la intervención regulatoria.

-  Se  establece  la  posibilidad  de  que  los
Consejeros  soliciten  por  unanimidad,  por  escrito  y  en  forma debidamente
fundada la presentación de propuestas de interpretación administrativa o de
normas e instrucciones de carácter  general  en determinadas materias de
protección  de  los  derechos  de  los  consumidores  al  Director  Nacional,
pudiendo éste formular una propuesta o fundar su decisión de no hacerlo.

- Se establece que un Reglamento establecerá las
normas que sean necesarias para el funcionamiento del Consejo Normativo.

Concluyó  que  se  pasó  de  un  modelo  en  que
simplemente  se  le  entregaban  facultades  interpretativas  y  normativas  al
Director Nacional a otro en que se regula detalladamente el ejercicio de estas
facultades,  pero  siempre dentro  del  marco planteado por  el  Ejecutivo:  se
incorpora la deliberación colectiva y se establecen reglas que aseguran la
objetividad  de  las  decisiones  del  Consejo.  Éste  va  a  tener  un  rol  muy
importante, porque va más allá del Consejo Técnico aprobado por la Cámara
de  Diputados:  va  a  haber  un  procedimiento,  los  integrantes  estarán
adecuadamente capacitados, etc. Todo lo anterior se llevará a cabo dentro
de  un  contexto  de  transparencia  y  apertura  a  la  ciudadanía,  ya  que  se
incorpora la figura de la consulta pública.

Agregó  que  este  modelo  contrasta  con  las
modificaciones  que  los  asesores  parlamentarios  quieren  introducir.  Éstas
implican  prácticamente  el  establecimiento  de  un  gobierno  corporativo
colegiado del SERNAC, porque se le atribuyen facultades que van más allá
de  lo  normativo,  como  aprobar  la  Política  Nacional  de  Fiscalización  del
Servicio, aprobar la propuesta de interponer demandas colectivas, aprobar la
propuesta para nombrar y remover personal, entre otras. Todo lo anterior se
ve reflejado en el nombre propuesto por dichos asesores para este órgano:
“Consejo  Nacional  del  Consumo”.  El  problema  es  que  al  exceder  las
facultades  simplemente  normativas,  se  está  modificando  demasiado  la
estructura del Servicio, limitando el ejercicio de sus nuevas facultades, lo que
es  contrario  a  la  finalidad  de  fortalecer  a  esta  institución  para  proteger
adecuadamente los derechos de los consumidores.

El motivo que invocan los asesores que proponen
cambios a la indicación de la Presidenta de la República es la necesidad de
aumentar  los  controles  relativos  al  ejercicio  de  las  nuevas facultades  del
Servicio. Sin embargo, consideró que ya están incorporados a la regulación
en estudio suficientes mecanismos de resguardo.
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Explicó que antes han recogido las propuestas de
los Senadores respecto de otras materias, en la medida que respetaban el
marco propuesto por el Ejecutivo. Incluso en cuanto al Consejo Normativo
hay  algunas  modificaciones  sugeridas  por  miembros  de  la  Comisión  que
fueron consideradas. Pero los cambios sustanciales que plantean algunos a
través de sus asesores legislativos, implican una alteración estructural del
Servicio, y por eso no fue posible lograr una propuesta común de parte de la
mesa  de  trabajo.  El  Ejecutivo  sigue  teniendo  disposición  de  dialogar  y
trabajar  en  conjunto,  pero  en  esta  materia  las  diferencias  entre  las  dos
posiciones son tan significativas, que resultan incompatibles, por lo que se
prefirió exponer por separado las distintas posiciones.

Antes  de  dar  la  palabra  a  los  asesores
parlamentarios, el  Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor
Moreira, señaló que estima que muchas de las modificaciones propuestas
no son incompatibles con el marco definido por el Ejecutivo. Hizo referencia a
aquellas que no fueron consideradas:

1.  Aumentar  de  3  a  4  miembros  del  Consejo
Normativo e incorporación de 2 suplentes.

2.  Elevar  el  quórum  de  aprobación  de  los
consejeros por el Senado a 4/7 de sus miembros en ejercicio.

3.  Presidente del  Consejo normativo elegido por
sus pares.

4.  Incompatibilidad  para  ejercer  el  cargo  de
consejero  respecto  de  quienes  sean  candidatos  a  cargos  de  elección
popular, quienes hayan dejado de ser Director Nacional del SERNAC hace
menos de 2 años y quienes hayan sido condenados a pena aflictiva.

5. Crear causales de abstención en la votación en
hipótesis de conflicto de intereses.

6. Imposibilidad para los ex consejeros de prestar
asesorías en materias sobre las cuales hayan debido pronunciarse, hasta 18
meses después de dejar sus cargos.

7.  Aumentar  la  remuneración  de  los  consejeros
para asegurar su idoneidad, lo que habría resultado insignificante dentro del
presupuesto total contemplado para este proyecto.

8.  Declaración  jurada  de  patrimonio  de  los
consejeros.

9. Nuevas atribuciones para el Consejo, como la
facultad  para  aprobar  la  Política  Nacional  de  Fiscalización,  aprobar  la
propuesta  de  interponer  demandas  colectivas  o  hacerse  parte  en  juicios
colectivos, y aprobar la propuesta para nombrar y remover al personal que
ejercen ciertas funciones.
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Luego hicieron sus exposiciones los asesores de
los  integrantes  de  la  Comisión  que  consideran  adecuado  introducir
modificaciones a la propuesta del Ejecutivo.

El  señor  Pablo Terrazas,  asesor  del  Honorable
Senador  señor  Moreira,  manifestó  que  resulta  necesario  que  el  Consejo
asuma un rol más activo que el planteado por el Ejecutivo, toda vez que las
nuevas  atribuciones  del  SERNAC  le  confieren  amplias  posibilidades  de
intervención en diferentes mercados. Esta es una situación que no se da a
propósito de las superintendencias, ya que sus actuaciones sólo inciden en
una única actividad.

Reconoció  que  se  han  logrado  avances,  por
ejemplo,  en materia  de  aumento de multas  o de indemnización del  daño
moral en juicios colectivos. El aumento de facultades fortalece al Servicio y
ello es beneficioso para los consumidores. Sin embargo, hizo presente que,
respecto de materias especialmente sensibles, es necesario que intervenga
un órgano colegiado. Evitar el ejercicio de estas facultades extraordinarias de
forma  unipersonal  disminuye  las  posibilidades  de  incurrir  en  decisiones
arbitrarias o contradictorias y en errores.

Hizo hincapié en que la preocupación del Ejecutivo
se centra en las nuevas atribuciones que se quieren entregar al Consejo, que
pueden cambiar el carácter normativo que se le asigna a este órgano. En
atención a lo anterior, destacó que la facultad de aprobar criterios generales
para  ciertas  áreas  igualmente  podría  englobarse  dentro  de  la  función
normativa.  Hizo  referencia  a  tres  ámbitos  que  considera  especialmente
importantes:  aplicación  de  sanciones,  mediación  colectiva  y  demandas
colectivas.

Explicó  que  se  propuso  la  participación  del
Consejo en el  ejercicio de las facultades más importantes del SERNAC a
través de dos alternativas. La primera es una intervención caso a caso, lo
que,  según  reconoció,  se  aparta  más  del  espíritu  de  la  indicación  del
Ejecutivo. La segunda consiste en pronunciarse sobre los criterios generales
de acuerdo a  los  cuales  se  emplean esas facultades.  Lamentó  que  esta
segunda opción tampoco fuera aceptada por el Ejecutivo.

En  cuanto  a  los  consejeros  señaló  que
evidentemente el objetivo es que éstos cuenten con suficiente experiencia y
preparación. Para ello es necesario aumentar su remuneración, aumentar el
quórum  para  la  aprobación  de  su  designación,  flexibilizar  las
incompatibilidades  e  inhabilidades  y  hacer  más  estrictos  los  requisitos
relativos a la probidad.

A continuación se dirigió a la Comisión el asesor
del Honorable Senador señor Tuma, señor Eduardo Barros. Hizo presente
que en proyectos anteriores el Ejecutivo y los asesores parlamentarios ya
han  trabajado  en  conjunto,  debatiendo  los  diferentes  puntos  de  vista,
llegando a acuerdos y obteniendo buenos resultados.
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Destacó que hasta ahora se había respetado esa
forma  de  trabajo  y  durante  la  tramitación  de  este  proyecto  hubo  varias
materias  que  no  fueron  consideradas  inicialmente  por  el  Ejecutivo  y  que
fueron  reguladas  gracias  a  los  aportes  de  los  asesores.  Sin  embargo,
respecto al Consejo normativo, el Ejecutivo cerró las puertas para continuar
trabajando en la mesa técnica y prefirió plantear las distintas posiciones en
términos de “blanco y negro”. Consideró que lo anterior resulta muy negativo,
ya que se tensionó innecesariamente la tramitación del proyecto, y se impidió
llegar a acuerdos que eran factibles.

Explicó  que  los  asesores,  por  medio  de  sus
propuestas, buscan lograr certeza jurídica en el ejercicio de las facultades del
SERNAC,  de acuerdo a  las  recomendaciones de la  OCDE.  Para  ello  es
importante que el Consejo Normativo participe en la determinación de los
criterios generales de fiscalización y de aplicación de los procedimientos de
mediación colectiva, entre otros, para evitar decisiones contradictorias y poco
uniformes.

Atendidas  las  nuevas  atribuciones  que  se
entregan al Servicio, es necesario fortalecer el rol del Consejo, para que éste
represente un contrapeso suficiente.

Lamentó  la  falta  de  flexibilidad  de  parte  del
Ejecutivo en torno a este asunto y consideró que, pese a las diferencias de
las posturas,  se podría  haber generado un debate constructivo y llegar a
acuerdos.

El asesor de la Honorable Senadora señora Pérez,
señor Renato Rodríguez, señaló que desde el comienzo hubo dos materias
en torno a las cuales las distintas posiciones se alejaban bastante: el daño
moral colectivo y el Consejo Normativo. Fue complejo llegar a acuerdos en
relación  con  estos  temas,  debido  a  la  diversidad  de  posturas  jurídicas  y
políticas que hay entre los asesores.

En  cuanto  al  Consejo  Normativo,  el  grupo  de
asesores que representa una postura distinta a la del Ejecutivo propone, por
un lado, que los consejeros tengan mayores facultades normativas, que no
se  limiten  a  proponer  normas,  sino  que  les  permitan  participar  en  su
dictación. Por otro lado, el aumento del número de consejeros y un sistema
de suplencia.

Aclaró  que  no  se  pretende  otorgar  al  Consejo
facultades de fiscalización ni de interpretación, porque consideran que esas
atribuciones deben permanecer en la Dirección Nacional.

Reconoció la labor y la buena disposición de parte
de los representantes del Ejecutivo, salvo en lo relativo a este tema. Instó a
seguir trabajando en conjunto, ya que aún se pueden lograr acuerdos.

o o o o o
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Número 43)

Indicación N° 200

La  indicación  N°  200,  de  Su  Excelencia  la
Presidenta de la República, es para reemplazarlo por otro, que agrega los
artículos 59 ter, 59 quáter, 59 quinquies y 59 sexies, nuevos.

Esta indicación contiene una regulación completa
del  Consejo  Normativo.  En  atención  a  la  extensión  de  las  normas
propuestas, la Comisión decidió debatir y votar separadamente la indicación,
a fin de abordar cada tema en forma adecuada.

o o o o o

Nuevo artículo 59 ter

Inciso 1°: Creación del Consejo Normativo

El  tenor  del  inciso  1°  del  nuevo  artículo  59  ter
propuesto es el que sigue:

“Artículo  59  ter.-  Créase  un  cuerpo  colegiado,
denominado Consejo Normativo, al que corresponderá ejercer las funciones
y atribuciones señaladas en esta ley.”

Este  primer  inciso  contiene  la  creación  del
Consejo normativo.

En discusión, el Honorable Senador señor Tuma
preguntó  por  qué  este  órgano  debe  llamarse   “Consejo  Normativo”  y  no
“Consejo  Nacional  del  Consumo”  como  lo  habían  propuesto  algunos
asesores. Consideró que esta última denominación da mayores señales a la
ciudadanía en cuanto a la protección de sus derechos.

En respuesta, el  Director Nacional del Servicio
Nacional  del  Consumidor,  señor Ernesto Muñoz,  indicó que el  nombre
“Consejo Normativo” apunta al modelo propuesto por el Ejecutivo en cuanto
a las facultades de este órgano, que sólo se refieren a aprobar o rechazar las
propuestas de interpretación administrativa, o de normas e instrucciones de
carácter general.

La  Honorable  Senadora  señora  Pérez y  el
Honorable Senador Moreira señalaron que votarán favorablemente, pese a
que no están de acuerdo con la propuesta hecha por el  Ejecutivo, con el
objetivo  de  introducir  mejoras  al  Consejo  durante  la  discusión  de  esta
indicación. Pidieron mayor flexibilidad sobre la materia.
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--  El  inciso  1°  del  nuevo  artículo  59  ter  fue
aprobado  por  dos  votos  a  favor  y  una  abstención,  del  Honorable
Senador  señor  Tuma.  Votaron  por  la  afirmativa  los  Honorables
Senadores  señora  Pérez  y  señor  Moreira.  (Aprobado;  mayoría,  2x1
abstención).

o o o o o

Incisos 2°, 3° y 4°: Integración del Consejo Normativo

Los incisos 2°, 3° y 4° del nuevo artículo 59 ter
contenido en la indicación N° 200 tienen la siguiente redacción: 

“El  Consejo  Normativo  estará  integrado  por  tres
miembros  denominados  “Consejeros”,  nombrados por  el  Presidente  de  la
República  mediante  decreto  supremo expedido a  través del  Ministerio  de
Economía, Fomento y Turismo, previo acuerdo del Senado. 

Los integrantes que así se designen deberán ser
expertos en materia de protección de los derechos de los consumidores y
contar con relevantes méritos profesionales o académicos, cuya idoneidad
garantice el debido funcionamiento del Consejo. 

Los  Consejeros  durarán  4  años  en  sus  cargos,
pudiendo  renovarse  su  nombramiento  por  una  sola  vez.  El  Consejo  se
renovará parcialmente cada vez.” 

Los incisos 2°, 3° y 4° se refieren a la integración
del Consejo Normativo.

El señor Rodrigo Romo explicó que la propuesta
del Ejecutivo es aprobar estos incisos, con modificaciones. Se recomendó
incorporar en el inciso 2°, después de la frase “previo acuerdo del Senado”,
la expresión “, adoptado por mayoría absoluta de sus miembros”.

En  discusión,  la  Honorable  Senadora  señora
Pérez planteó  que  hay  varios  integrantes  de  la  Comisión  interesados  en
incorporar la figura de los suplentes, para evitar la paralización de funciones
cuando los consejeros titulares no pueden sesionar. Aclaró que la propuesta
de incluir suplentes no aumenta los costos del proyecto, puesto que a los
consejeros, titulares o suplentes, se les pagará sólo por las sesiones a las
que asistan. Es decir, si asiste el suplente, se le paga sólo a él y no al titular
que faltó.

El Honorable Senador señor Tuma, en apoyo de
lo  anterior,  señaló  que  los  suplentes  evitarán  que  se  detenga  el
funcionamiento de este órgano por ausencia o inhabilidad de sus miembros.
Expresó que otras instituciones han estado paralizadas mucho tiempo debido
a la falta de quórum y se refirió, a modo ejemplar, al Tribunal de Propiedad
Industrial, que estuvo sin funcionar por un año y medio.
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Agregó que  considera  insuficiente  el  número de

consejeros, ya que sólo tres personas no pueden encargarse de  resolver
temas que serán muy complejos. Por eso los asesores de los Honorables
Senadores señora Pérez y señor Moreira, y el suyo propusieron en la mesa
de trabajo que el Consejo se integre por 4 consejeros y 2 suplentes.

Planteó que es importante fortalecer el Consejo Normativo, porque con este
proyecto se le están entregando poderosas herramientas al SERNAC y es
necesario  que  exista  balance  dentro  de  esta  institución  al  momento  de
utilizarlas.

Luego, el  Honorable Senador señor Quinteros
manifestó  que  prefiere  un  número  impar  de  consejeros,  puesto  que  ello
permite  tomar  decisiones.  Afirmó que la  inclusión  de suplentes  le  parece
razonable,  toda  vez  que  no  implica  nuevos  gastos  y  facilitará  un
funcionamiento continuo del Consejo. 

En el mismo sentido opinó el Honorable Senador
señor Pizarro.

El Honorable Senador señor Moreira agregó que
la inclusión de suplentes, con la que está de acuerdo, no altera el modelo
propuesto  por  el  Ejecutivo.  Planteó  el  caso  en  que  2  integrantes  estén
inhabilitados  por  un  conflicto  de  intereses  para  pronunciarse  sobre  algún
caso: ¿Sólo un consejero tomará las decisiones?

Frente a las inquietudes de los integrantes de la
Comisión,  el  Director  Nacional  del  Servicio  Nacional  del  Consumidor,
señor Ernesto Muñoz, explicó que el propósito del Consejo es ejercer una
función deliberativa y no ejecutiva. Al tener sus atribuciones ese carácter, los
tiempos que tiene para cumplir con su labor son más amplios. Se reunirá una
o dos veces al mes y los temas complejos requerirán de varias sesiones, por
lo que habrá tiempo para una organización suficiente y, entonces, será difícil
que el Consejo interrumpa su funcionamiento. 

Si, pese a lo anterior, alguno de los consejeros no
puede concurrir a una sesión, agregó que basta con la concurrencia de dos
consejeros para sesionar.

Subrayó  que  las  incompatibilidades  y
prohibiciones son muy detalladas y, por tanto, no existe la posibilidad de que
un consejero no pueda participar respecto de una materia particular. La idea
de  tener  una  lista  de  incompatibilidades  y  prohibiciones  extensa  es
solucionar  el  problema  de  manera  general  y  previa.  Por  lo  tanto,  no  se
presentará  el  caso  que  preocupa  a  los  Honorables  Senadores  de  la
Comisión.

Respecto al número de integrantes consideró que
tres personas bastan para cumplir con una función que es normativa.

La Comisión insistió en su postura en cuanto a la
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incorporación de suplentes, puesto que le parece una medida sensata, que
no implica nuevos gastos, no altera el diseño planteado por el Ejecutivo y
permitirá solucionar importantes problemas de funcionamiento.

La  Honorable Senadora señora Pérez propuso
mantener los tres miembros titulares del Consejo e incluir un suplente. 

En cuanto al  quórum de aprobación del  Senado
para el nombramiento de los consejeros, tanto titulares como suplentes, el
Honorable Senador señor Pizarro sugirió votar favorablemente el quórum
de mayoría  absoluta  de  miembros en ejercicio  y  no  aumentarlo,  para  no
dificultar demasiado la designación de los miembros del Consejo. 

Los  integrantes  de  la  Comisión  solicitaron  al
Ejecutivo que se presentara una indicación de la Presidenta de la República,
que  contenga  la  introducción  de  un  miembro  suplente,  al  que  serán
aplicables  las  mismas  reglas  de  nombramiento,  incompatibilidades  y
prohibiciones  de  los  titulares.  El  Ejecutivo  accedió  a  esta  petición  y,  en
atención  a  ello,  los  Honorables  Senadores  comprometieron  sus  votos
favorables para los incisos del artículo 59 ter referidos a la integración del
Consejo Normativo.

-- Los incisos 2°, 3° y 4° del nuevo artículo 59
ter  fueron  aprobados,  con  modificaciones,  por  unanimidad  de  los
miembros  de  la  Comisión,  Honorables  Senadores  señora  Pérez  y
señores  Moreira,  Pizarro,  Quinteros  y  Tuma.  (Aprobados,  con
modificaciones; unanimidad 5x0).

o o o o o

Incisos 5°, 6°, 7°, 8° y 9°: Incompatibilidades y prohibiciones

El  texto  del  inciso  5°  del  nuevo  artículo  59  ter
propuesto es el que se indica a continuación:

“El  cargo de Consejero será incompatible con el
de  diputado,  senador,  integrante  del  Poder  Judicial  o  del  Tribunal
Constitucional,  consejero  del  Banco  Central,  fiscal  del  Ministerio  Público,
miembro de las Fuerzas Armadas y de las Fuerzas de Orden y Seguridad
Pública, Ministro de Estado, subsecretario, intendente, gobernador, alcalde,
concejal, consejero regional, miembro del Tribunal Calificador de Elecciones,
funcionario  de  la  Administración  del  Estado,  miembro  de  los  órganos  de
dirección de los partidos políticos, y con el de representante de asociaciones
gremiales, organizaciones sindicales y asociaciones de consumidores.”

El  señor Rodrigo Romo explicó que este inciso
contiene una lista habitual de incompatibilidades que se emplea en relación
con  cargos  públicos.  Añadió  que  la  propuesta  del  Ejecutivo  es  que  se
apruebe  este  inciso,  agregando  la  expresión  “o  miembros  del  directorio”,
luego de la expresión “representante”.
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En  discusión,  el  Honorable  Senador  señor
Pizarro manifestó  su  preocupación  por  la  dificultad  que  existirá  para
encontrar  personas  idóneas  para  el  cargo.  No  será  fácil  encontrar
profesionales preparados y de experiencia, que no incurran en ninguna de
las  incompatibilidades  ni  prohibiciones  contempladas  en  el  largo  listado
propuesto, y que estén dispuestos a asumir el rol de consejeros a cambio de
una remuneración que no es muy alta.  Preguntó a los representantes del
Ejecutivo por el perfil de las personas que están considerando.

En relación con lo anterior, el Honorable Senador
señor  Moreira señaló  que,  en  la  propuesta  conjunta  que  elaboraron  los
asesores de los Honorables Senadores señora Pérez y señor Tuma, y el
suyo, se recomendaban modificaciones para enfrentar ese problema, como
la  disminución  de  incompatibilidades  y  prohibiciones,  el  aumento  de  la
remuneración, regulación de la abstención en votaciones, etc. Sin embargo,
indicó que esas sugerencias no fueron recogidas por el Ejecutivo.

En respuesta, el  Director Nacional del Servicio
Nacional del Consumidor, señor Ernesto Muñoz, expresó que el perfil en
que se piensa es el de un académico, ya que se trata de un profesional que
cumple  con  la  idoneidad  requerida  y  además  tiene  actividades  que  se
pueden desarrollar de manera simultánea a las del Consejo. Si bien se trata
de  un  grupo  acotado  de  personas,  cree  que  la  regulación  propuesta  no
significará grandes dificultades en el sentido que se planteó.

El  Honorable  Senador  señor  Pizarro hizo
presente  que  está  en  desacuerdo  con  incluir  a  los  funcionarios  de  la
Administración del Estado dentro de la lista de incompatibilidades. Indicó que
se trata de un concepto demasiado amplio, que impedirá la participación de
académicos  de  universidades  estatales,  y  también  de  funcionarios  que
tengan cargos técnicos y que podrían ser expertos en el área.

También manifestó  su  opinión  contraria  a  incluir
dentro de las incompatibilidades a los miembros de los órganos de dirección
de los partidos políticos, porque hay algunos militantes, especialmente en
ámbito comunal, que tienen bastante experiencia en el trabajo a favor de los
consumidores.

La Comisión acordó por unanimidad excluir a los
funcionarios de la Administración del Estado y a los miembros de los órganos
de dirección de los partidos políticos de la lista de incompatibilidades. 

El  Honorable Senador señor Tuma se refirió al
caso  de  los  representantes  o  miembros  del  directorio  de  organizaciones
sindicales, y propuso mantenerlos dentro del conjunto de incompatibilidades.
Indicó que los miembros de un sindicato podrían favorecer los intereses de
su empleador a cambio de mejoras en sus condiciones laborales.

Estuvieron de acuerdo con el Honorable Senador
señor Tuma, los Honorables Senadores señora Pérez y señor Moreira, y en
contra los Honorables Senadores señores Pizarro y Quinteros.
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Todos sus miembros destacaron la importancia de
mantener a los representantes o miembros del directorio de las asociaciones
gremiales  y  asociaciones  de  consumidores,  puesto  que  en  ambos  casos
podría presentarse un conflicto de intereses, que se traduciría en un eventual
beneficio indebido para proveedores o consumidores, respectivamente.

--  El  inciso  5°  del  nuevo  artículo  59  ter  fue
aprobado, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la
Comisión,  Honorables  Senadores  señora  Pérez  y  señores  Moreira,
Pizarro, Quinteros y Tuma. (Aprobado, con modificaciones; unanimidad,
5x0).

El  tenor  del  inciso  6°  del  nuevo  artículo  59  ter
contenido en la indicación N° 200 es el siguiente: 

“Los  miembros  del  Consejo  no  podrán  ser
gerentes, administradores o directores, ni  podrán tener participación en la
propiedad de una empresa o sociedad, junto a sus filiales y coligadas, de
acuerdo a las normas contenidas en el Título VIII de la ley N° 18.046 sobre
Sociedades Anónimas, que sea proveedora en los términos del artículo 1°
numeral  2  de  la  presente  ley.  Esta  incompatibilidad  será  extensiva  a  su
cónyuge  o  conviviente  civil  y  a  sus  parientes  hasta  el  primer  grado  de
consanguinidad.”.

El señor Rodrigo Romo expresó que, al igual que
el  inciso  anterior,  éste  pretende  evitar  de  manera  anticipada  eventuales
conflictos de intereses que puedan afectar a los consejeros. Agregó que el
Ejecutivo  recomienda  aprobar  la  indicación,  eliminando  la  oración  “Esta
incompatibilidad  será  extensiva  a  su  cónyuge  o  conviviente  civil  y  a  sus
parientes  hasta  el  primer grado de consanguinidad”,  a  fin  de  restringir  la
incompatibilidad.

El Honorable Senador señor Tuma manifestó su
preocupación  por  el  equilibrio  que  debe  existir  entre  proveedores  y
consumidores y,  en esa línea,  planteó que tal  vez sería  adecuado hacer
referencia a las asociaciones de consumidores en este inciso.

Al  respecto,  el  Director  Nacional  del  Servicio
Nacional del Consumidor, señor Ernesto Muñoz, señaló que ese equilibrio
ya está resguardado por el inciso quinto de este artículo, que comprende la
incompatibilidad entre el cargo de consejero y el de representante o miembro
del directorio de las asociaciones de consumidores. 

Luego,  el  Honorable  Senador  señor  Moreira
explicó que los asesores de los Honorables Senadores señora Pérez y señor
Tuma, y el suyo, propusieron en la mesa de trabajo algunas modificaciones:

-  Incluir  al  ejecutivo  principal  de  la  empresa  o
sociedad, que es una terminología ya empleada en el decreto ley N° 211, de
manera de no restringir la incompatibilidad al gerente general. 
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- Limitar la incompatibilidad a quienes tienen una
participación superior al  10% en empresas o sociedades proveedoras,  ya
que  poseer  una  cantidad  mínima  de  acciones  no  resulta  suficiente  para
establecer una incompatibilidad. En esta hipótesis sugieren excluir el caso de
las micro y pequeñas empresas a que se refiere el artículo 2° de la ley N°
20.146.

- Ampliar las causales a quien ha sido condenado
por  delito  que  merezca  pena  aflictiva,  de  inhabilitación  perpetua  para
desempeñar cargos u oficios públicos.

Manifestaron  su  apoyo  los  Honorables
Senadores señora Pérez y señor Tuma,  y se refirieron especialmente al
tema del grado de participación que debe tener un consejero para quedar
comprendido en la norma.

En  cuanto  a  la  inclusión  de  los  “ejecutivos
principales”, el  Director Nacional del Servicio Nacional del Consumidor,
señor Ernesto Muñoz indicó que esa es una terminología relativa a la libre
competencia, que es lo regulado por el decreto ley N° 211. Lo que impide
esa regulación es que un sujeto detente esa calidad en dos o más empresas
de un mismo rubro. Siendo un concepto propio de otra materia, prefirió no
efectuar cambios en ese sentido.

Manifestó estar de acuerdo con fijar un porcentaje
mínimo  de  participación  en  empresas  o  sociedades  para  incurrir  en  una
incompatibilidad.  Sin  embargo,  propone  rebajarlo  a  un  5%,  ya  que  en
empresas de gran tamaño un 10% de participación puede significar que hay
una  gran  cantidad  de  dinero  involucrada.  Agregó  que  relativizar  esta
incompatibilidad,  permitiendo  algún  grado  de  participación,  facilitará
encontrar  postulantes  idóneos,  que  estén  dispuestos  a  asumir  el  rol  de
consejeros  a  cambio  de una remuneración  que no es  muy alta.  Expresó
también su opinión favorable respecto a exceptuar a las micro y pequeñas
empresas.

La referencia  a quienes han sido  condenados a
pena aflictiva fue considerada innecesaria por la Comisión, en atención a que
se trata de una situación ya contemplada por las reglas generales.

Teniendo presente lo  expuesto anteriormente,  la
Comisión acordó agregar la expresión “superior al 5%” después del término
“participación” y añadir lo siguiente, después del punto aparte, que pasa a
ser seguido: “La incompatibilidad a que se refiere el presente inciso no se
aplicará en el caso de las micro y pequeñas empresas a que se refiere el
artículo segundo de la ley N° 20.416.”.

--  El  inciso  6°  del  nuevo  artículo  59  ter  fue
aprobado,  con  modificaciones,  por  la  unanimidad  de  los  miembros
presentes  de  la  Comisión,  Honorables  Senadores  señora  Pérez,  y
señores Moreira, Pizarro y Quinteros. (Aprobado, con modificaciones;
unanimidad, 4x0). 
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o o o o o

El inciso 7° del nuevo artículo 59 ter propuesto por
la indicación es el que se indica:

“Una  vez  que  los  miembros  del  Consejo  hayan
cesado  en  su  cargo  por  cualquier  motivo,  no  podrán  ser  gerentes,
administradores o directores de una empresa o sociedad que sea proveedora
en los términos del artículo 1º numeral 2 de la presente ley ni podrán tener
participación en la propiedad de una empresa o sociedad, junto a sus filiales
y coligadas, de acuerdo a las normas contenidas en el Título VIII de la ley N°
18.046 sobre Sociedades Anónimas, que sea proveedora en los términos del
artículo 1° numeral 2 de la presente ley, por el plazo de  seis meses después
de haber expirado en sus funciones.”

Representantes  del  Ejecutivo  indicaron  que  se
trata de una prohibición que busca evitar posibles conflictos de intereses una
vez que los consejeros dejen sus cargos. Indicaron que esto es coherente
con  otras  normas  y  que  el  plazo  de  seis  meses  no  resulta  excesivo.
Añadieron que se sugiere la eliminación de la  expresión “ni  podrán tener
participación en la propiedad de una empresa o sociedad, junto a sus filiales
y coligadas, de acuerdo a las normas contenidas en el Título VIII de la ley N°
18.046 sobre Sociedades Anónimas, que sea proveedora en los términos del
artículo 1° numeral 2 de la presente ley”.

El Honorable Senador señor Moreira explicó que
los asesores de los Honorables Senadores señora Pérez y señor Tuma, y el
suyo,  elaboraron  una  propuesta  relativa  a  este  tema,  que  implica  la
incorporación  del  deber  de  los  futuros  consejeros  de  prestar  declaración
jurada sobre el cumplimiento de los requisitos para asumir el cargo y sobre el
hecho de no incurrir en inhabilidades. De esta manera se configurará el delito
de perjurio si ocultan maliciosamente esa información. Destacó que se trata
de  una  medida  que  tiende  a  proteger  los  principios  de  probidad  y
transparencia.

Opinó  en  el  mismo  sentido  la  Honorable
Senadora señora Pérez y agregó que este tipo de medidas son señales que
se deben enviar a la ciudadanía. El SERNAC cobrará mayor protagonismo
público  gracias  a  sus  nuevas  atribuciones  y  por  eso  deben  elevarse  las
exigencias éticas a que estarán sometidos sus integrantes.

El  Honorable  Senador  señor  Tuma también
respaldó la idea.

Al  respecto,  el  Director  Nacional  del  Servicio
Nacional del Consumidor, señor Ernesto Muñoz, señaló que el Ejecutivo
está  de  acuerdo  con  el  espíritu  de  la  propuesta,  pero  al  mismo  tiempo
manifestó  su  inquietud  por  el  aumento  de  barreras  de  entrada  que  esta
declaración  jurada  significa.  Incorporar  un  nuevo  requisito  aumenta  la
dificultad para encontrar candidatos aptos para ocupar el cargo de consejero,
tema que se abordó con anterioridad. 
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A su vez, el  Honorable Senador señor Pizarro
apoyó lo expuesto a propósito del problema para hallar postulantes idóneos.
Afirmó además que es deber de las autoridades que proponen y eligen a los
consejeros verificar el cumplimiento de los requisitos, y que no es correcto
traspasar esta responsabilidad a los candidatos.

Luego, el  Honorable Senador señor Quinteros
sugirió que los consejeros queden afectos al deber de efectuar declaración
de patrimonio e intereses de la nueva ley de probidad N° 20.880 que en su
art. 4 N° 2) incluye a los miembros de algunos cuerpos colegiados.

El  Director Nacional  del Servicio Nacional del
Consumidor,  señor  Ernesto  Muñoz,  indicó  estar  de  acuerdo  con  la
declaración  de  patrimonio  e  intereses,  ya  que  tiende  a  resguardar  la
probidad. No obstante, aclaró que se trata de algo diferente de lo que se
había estado analizando hasta ahora, que es una declaración jurada sobre el
cumplimiento de requisitos, y ausencia de inhabilidades.

El  señor  Adrián  Fuentes estimó  pertinente
resaltar la diferencia que existe entre incompatibilidades e inhabilidades. Las
primeras  buscan  evitar  conflictos  de  intereses  de  manera  anticipada,  es
decir, tienen una finalidad preventiva, debido a que impiden a una persona
asumir un cargo, si  tiene alguna posición que eventualmente creará dicho
conflicto. En cambio, las inhabilidades se refieren a un conflicto de intereses
en un caso concreto, en que un funcionario está llamado a intervenir, dictar
una resolución, fiscalizar, etc. Finalmente aclaró que el régimen contemplado
en este proyecto es uno de incompatibilidades.

En  relación  con  la  distinción  planteada,  el
Honorable Senador señor Pizarro subrayó que lo propuesto por algunos
miembros  de  la  Comisión  es  una  declaración  referida  a  la  ausencia  de
inhabilidades, lo que resulta mucho más complejo en comparación con las
incompatibilidades. Es difícil que una persona pueda saber de manera previa
si  en  alguna  actuación  que  le  corresponda  realizar  en  ejercicio  de  sus
funciones existirá un conflicto de intereses.

El Honorable Senador señor Moreira preguntó al
Ejecutivo si había alguna forma de recoger lo debatido. Propuso incorporar la
declaración  de patrimonio e intereses a  que hizo  referencia  el  Honorable
Senador señor Quinteros.

El  Director Nacional  del Servicio Nacional del
Consumidor,  señor  Ernesto  Muñoz,  manifestó  su  opinión  contraria  a
introducir el deber de efectuar una declaración jurada en el sentido planteado
originalmente, ya que el régimen de incompatibilidades y prohibiciones es lo
suficientemente  fuerte  para  evitar  conflictos  de  intereses.  Recordó  que
incurrir en alguna de las situaciones contempladas por la ley constituye una
causal de remoción del cargo.

Sí  estuvo de acuerdo en incorporar  el  deber  de
realizar una declaración jurada de patrimonio e intereses. Propuso introducir
el siguiente inciso 7°:
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“Antes de asumir su cargo los consejeros deberán
realizar una declaración jurada de patrimonio e intereses.”

Como  consecuencia  de  lo  anterior,  el  inciso  7°
propuesto por la indicación N° 200 pasa a ser el 8°.

--En virtud de lo dispuesto en el artículo 121
del  Reglamento  de  la  Corporación,  la  unanimidad  de  los  miembros
presentes  de  la  Comisión,  Honorables  Senadores  señora  Pérez,  y
señores Moreira, Pizarro y Quinteros, acordaron la incorporación de un
nuevo inciso, que pasaría a ser inciso 7°, en los términos propuestos.
(Aprobado; unanimidad, 4x0).

-- El inciso 7°, que ahora pasa a ser inciso 8°
del  nuevo  artículo  59  ter,  fue  aprobado,  con  modificaciones,  por  la
unanimidad  de  los  miembros  presentes  de  la  Comisión,  Honorables
Senadores  señora  Pérez,  y  señores  Moreira,  Pizarro  y  Quinteros.
(Aprobado, con modificaciones; unanimidad, 4x0).

o o o o o

El tenor del inciso octavo del nuevo artículo 59 ter
contemplado por la indicación N° 200 es el siguiente:

“Los  ex  Consejeros  afectos  a  la  prohibición
contenida en el inciso anterior deberán informar al Consejo establecido en
este artículo, durante el tiempo que ésta dure, sus participaciones societarias
y todas las actividades laborales y de prestación de servicios que realice,
tanto en el sector público como en el sector privado, sean o no remuneradas.
Esta obligación se extenderá hasta los seis meses posteriores al término de
dicha prohibición.”

Representantes  del  Ejecutivo  señalaron  que  se
trata  de  una  medida  de  transparencia  relacionada  con  la  prohibición  del
inciso anterior. Recomendaron su aprobación, excluyendo la siguiente parte,
atendido  que  ya  se  hace  mención  al  plazo  en  el  mismo  artículo:  “Esta
obligación se extenderá hasta los seis meses posteriores al término de dicha
prohibición.”

Tanto el Honorable Senador señor Pizarro como
el  Honorable Senador señor Quinteros plantearon sus dudas respecto a
las  consecuencias  de  esta  norma:  ¿Qué  ocurre  si  el  Consejo  toma
conocimiento  de  esta  información?  ¿Hay  alguna  sanción  para  el  ex
consejero? 

El  Director Nacional  del Servicio Nacional del
Consumidor explicó que sólo se trata de una medida de transparencia.

La Honorable Senadora señora Pérez manifestó
estar de acuerdo con este deber de información, ya que facilitará el control
público y la protección de la transparencia.



213

El  Honorable Senador señor Pizarro consideró
que  con  esto  se  aumentan  las  dificultades  para  encontrar  postulantes
idóneos, puesto que implica un nuevo requisito que se agrega al largo listado
que ya existe.

En atención a la incorporación de un nuevo inciso
7° en el artículo 59 ter, el inciso 8° propuesto pasa a ser inciso 9°.

-- El inciso 8°, que ahora pasa a ser inciso 9°
del nuevo artículo 59 ter, fue aprobado, con modificaciones, por tres
votos a favor y una abstención, del Honorable Senador señor Pizarro.
Votaron por  la  afirmativa  los  Honorables  Senadores  señora  Pérez,  y
señores Moreira y Quinteros. (Aprobado, con modificaciones; mayoría,
3 x 1 abstención).

o o o o o

El  señor Rodrigo Romo señaló que el Ejecutivo
recomienda la introducción de un inciso 10° al  nuevo artículo 59 ter,  que
establece la prohibición para los consejeros de prestar asesorías mientras
ejercen el cargo y hasta los seis meses posteriores. 

La redacción propuesta es la que sigue:

“Mientras  se  desempeñen  en  su  cargo,  los
Consejeros  no  podrán  ejercer  asesoría  profesional  a  proveedores  que
puedan ser  objeto  de  fiscalización  por  parte  del  Servicio  en  las  materias
reguladas por esta ley. Tampoco podrán ejercer asesoría profesional, hasta
seis meses luego de haber cesado en su cargo, a proveedores que hayan
sido destinatarios de las propuestas de interpretación administrativa de la
normativa o de dictación de normas e instrucciones generales respecto de
las cuales hayan tenido que pronunciarse.” 

Los  Honorables  Senadores  señora  Pérez,  y
señores  Pizarro  y  Quinteros plantearon  sus  dudas  respecto  a  las
consecuencias que implica trasgredir la prohibición después de haber cesado
en el cargo. Si se prestan las asesorías descritas en la norma durante el
ejercicio  de  sus  funciones,  el  consejero  puede  ser  removido,  pero  no  se
establece una sanción en caso que ello ocurra con posterioridad.

El  señor Adrián Fuentes explicó que en la Ley
sobre Bases Generales de la Administración del Estado existe una norma
similar referida a los directivos de servicios y tampoco tiene asignada una
sanción frente al incumplimiento. La consecuencia es que los funcionarios
quedan  expuestos  al  escrutinio  de  la  ciudadanía  y  disminuyen  sus
posibilidades de asumir nuevos cargos públicos.

Luego,  la  Honorable  Senadora  señora  Pérez
propuso  agregar  a  este  inciso  la  prohibición  de  prestar  asesorías  a  las
asociaciones  de  consumidores  para  lograr  el  equilibrio  adecuado,  lo  que
contó con la aprobación de los miembros de las Comisión.



214

El  Director Nacional  del Servicio Nacional del
Consumidor,  señor  Ernesto  Muñoz,  aclaró  que  ello  procede  sólo  en
relación con la primera parte de la norma y no la segunda, debido a que las
asociaciones  de  consumidores  no  son  destinatarias  de  interpretaciones
administrativas de normas, ni de normas o instrucciones generales.

Se acordó por la Comisión añadir la expresión “ni
a asociaciones de consumidores” después de la frase “materias reguladas
por esta ley”.

--En virtud de lo dispuesto en el artículo 121
del  Reglamento  de  la  Corporación,  la  unanimidad  de  los  miembros
presentes  de  la  Comisión,  Honorables  Senadores  señora  Pérez  y
señores Moreira, Pizarro y Quinteros, acordaron la incorporación de un
nuevo inciso, que pasaría a ser inciso 10°, en los términos propuestos.
(Aprobado; unanimidad, 4x0).

o o o o o

Incisos 9° y 10°: Causales de cesación

El inciso 9° del nuevo artículo 59 ter propuesto por
la indicación N° 200 tiene la siguiente redacción:

“Los Consejeros serán inamovibles en sus cargos.
Sin  perjuicio  de  lo  anterior,  serán  causales  de  cesación  del  cargo,  las
siguientes:

a) Término del período legal de su designación.

b) Renuncia voluntaria aceptada por el Presidente
de la República.

c)  Negligencia  manifiesta  en  el  ejercicio  de  sus
funciones, faltas a la probidad administrativa y cualquier inobservancia a los
deberes y obligaciones establecidos por ley. 

d) Incapacidad psíquica o física sobreviniente para
el desempeño de su cargo.

e)  Incurrir  en  una  causal  de  inhabilidad  de  las
indicadas en los incisos quinto, sexto y noveno del presente artículo.” 

Este inciso establece las causales de cesación en
el cargo de consejero.

Representantes  del  Ejecutivo  sugirieron
reemplazar  la  palabra  “inhabilidad”  por  la  expresión  “incompatibilidad  o
prohibición”, a fin de armonizar la terminología empleada anteriormente en el
mismo artículo.
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El  Honorable  Senador  señor  Moreira explicó
que, junto a los Honorables Senadores señora Pérez y señor Tuma, hicieron
una propuesta en la mesa de trabajo a través de sus asesores, de acuerdo a
la cual se introduce la figura del conflicto de intereses, que prohíbe a los
consejeros participar en la deliberación y concurrir  a los acuerdos cuando
existe dicho conflicto, y que agrega como causal de cesación la infracción de
lo anterior.

Al respecto, el señor Rodrigo Romo destacó que
las normas que contemplan incompatibilidades y prohibiciones impedirán que
el conflicto de intereses se produzca. Si el postulante al cargo no cumple con
esa regulación, no será nombrado como consejero. Y si una vez asumidas
sus funciones, incurre en alguna causal  de incompatibilidad o prohibición,
será removido.

Considerando  la  introducción  de  modificaciones
efectuada  con  anterioridad,  el  inciso  9°  pasa  a  ser  inciso  11°  del  nuevo
artículo 59 ter.

-- El inciso 9°, que ahora pasa a ser inciso 11°
del  nuevo  artículo  59  ter,  fue  aprobado,  con  modificaciones,  por  la
unanimidad  de  los  miembros  presentes  de  la  Comisión,  Honorables
Senadores  señora  Pérez,  y  señores  Moreira,  Pizarro  y  Quinteros.
(Aprobado, con modificaciones; unanimidad, 4x0).

El  inciso 10 del  artículo  59 ter  nuevo es el  que
sigue:

“Si se verificare alguna de las causales contenidas
en los literales d) o e), el Consejero afectado cesará automáticamente en su
cargo, debiendo comunicar de inmediato dicha circunstancia al Consejo. De
igual forma, cesará en su cargo si su renuncia hubiere sido aceptada por el
Presidente de la República, de conformidad al literal b).” 

El inciso regula el  momento a partir  del cual las
causales de cesación del cargo contempladas en las letras b), d) y e) del
inciso anterior producen sus efectos.

El  inciso  10  pasa  a  ser  inciso  12,  como
consecuencia de algunas modificaciones realizadas anteriormente.

-- El inciso 10, que ahora pasa a ser inciso 12
del  nuevo  artículo  59  ter,  fue  aprobado  por  la  unanimidad  de  los
miembros  presentes  de  la  Comisión,  Honorables  Senadores  señora
Pérez, y señores Moreira y Walker. (Aprobado; unanimidad, 3x0).

o o o o o
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Incisos 11, 12 y 13
Procedimiento de remoción

Los  incisos  11,  12  y  13  del  artículo  59  ter
propuesto tienen el siguiente tenor:

“Si alguno de los Consejeros incurre en la causal
del literal c), podrá ser acusado ante la Corte Suprema, la que resolverá en
pleno y en única instancia sobre la concurrencia de la causal. La acusación
deberá  ser  fundada  y  deberá  ser  interpuesta  por  el  Presidente  de  la
República o al menos dos miembros del Consejo.

La  Corte  dará  traslado  por  seis  días  hábiles  al
acusado, pudiendo dictar, igualmente, medidas para mejor resolver. La Corte
podrá,  si  lo  estima  pertinente,  abrir  un  término  probatorio  que  no  podrá
exceder de siete días. La causa tendrá preferencia para su vista y fallo, y la
sentencia se dictará en un plazo de treinta días contado desde la vista.

La  Corte,  mientras  se  encuentre  pendiente  su
resolución, podrá disponer la suspensión temporal del Consejero acusado.
Ejecutoriada la sentencia, el Consejero afectado cesará de inmediato en su
cargo, sin que pueda ser designado nuevamente.” 

Estos  incisos  contemplan  el  procedimiento  de
remoción aplicable cuando un consejero incurra en la causal de remoción de
la letra c) del inciso anterior.

El  Ejecutivo  propone  su  aprobación,  eliminando
del inciso 11 la expresión “al menos”.

El Abogado Secretario de la Comisión recomendó
incorporar la expresión “condenatoria”  luego del  término “sentencia”  en el
inciso 13, a fin de aclarar el contenido de la resolución que determinará la
cesación en el cargo de consejero. La Comisión estuvo de acuerdo con la
modificación propuesta.

La  Honorable  Senadora  señora  Pérez sugirió
agregar que el Consejo seguirá funcionando normalmente integrado por el
suplente, si la Corte dispone la suspensión temporal del consejero acusado
durante el  procedimiento o mientras no haya reemplazo del  consejero ya
removido.

El  señor  Rodrigo Romo consideró  que no  hay
inconvenientes  con  lo  señalado,  pero  estará  comprendido  por  las
indicaciones que la Presidenta de la República presentará a futuro.

Los incisos 11, 12, y 13 pasan a ser incisos 13, 14
y  15  respectivamente,  luego  de  los  cambios  efectuados  antes  por  la
Comisión.



217

-- Los incisos 11, 12 y 13, que ahora pasan a
ser incisos 13, 14 y 15 del nuevo artículo 59 ter, fueron aprobados por la
unanimidad  de  los  miembros  presentes  de  la  Comisión,  Honorables
Senadores  señora  Pérez,  y  señores  Moreira  y  Walker.  (Aprobados;
unanimidad, 3x0).

o o o o o

Incisos 14, 15 y 16
Reemplazo de consejeros

Los incisos 14, 15 y 16 del nuevo artículo 59 ter
propuesto por la indicación N° 200 tienen la siguiente redacción:

“Producida  una  vacante,  el  Presidente  de  la
República propondrá al Senado su reemplazante dentro de un plazo que no
podrá exceder de 30 días hábiles. 

Los  Consejeros  reemplazantes  de  aquéllos  que
cesaron en sus cargos por las causales b), c), d) o e), durarán en su cargo
hasta  el  término  del  período  que  restaba  por  cumplir  al  Consejero  que
produjo la vacante. 

Mientras se desempeñen en su cargo y hasta un
año luego de haber cesado en él, los consejeros no podrán ejercer cargos
directivos ni de asesoría profesional a proveedores que puedan ser objeto de
fiscalización por parte del Servicio en las materias reguladas por esta ley.”

Los  incisos  regulan  la  forma  en  que  opera  el
mecanismo de reemplazo de los consejeros en caso de vacancia.

Representantes  del  Ejecutivo  sugirieron  la
aprobación de los incisos 14 y 15, y el rechazo del inciso 16.

En  consideración  a  las  modificaciones  ya
aprobadas, los incisos 14 y 15 pasan a ser incisos 16 y 17. 

-- Los incisos 14, y 15, que ahora pasan a ser
incisos  16  y  17  del  nuevo  artículo  59  ter,  fueron  aprobados  por  la
unanimidad  de  los  miembros  presentes  de  la  Comisión,  Honorables
Senadores  señora  Pérez,  y  señores  Moreira  y  Walker.  (Aprobados;
unanimidad, 3x0).

--  El  inciso  16  propuesto  originalmente  fue
rechazado  por  la  unanimidad  de  los  miembros  presentes  de  la
Comisión,  Honorables  Senadores  señora  Pérez,  y  señores  Moreira  y
Walker. (Rechazado; unanimidad, 3x0).

o o o o o
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Inciso 17
Dieta de los consejeros

El  texto  del  inciso  17  del  nuevo  artículo  59  ter
contenido en la indicación N° 200 es el que se indica:

“Los Consejeros percibirán una dieta equivalente a
diecisiete unidades tributarias mensuales por cada sesión a la que asistan,
con  un  máximo  de  treinta  y  cuatro  de  dichas  unidades  por  cada  mes
calendario.” 

El inciso regula las remuneraciones que percibirán
los consejeros.

En  discusión,  el  Honorable  Senador  señor
Moreira recordó que junto a los Honorables Senadores señora Pérez y señor
Tuma propusieron un aumento de la dieta, a fin de fomentar el ingreso de
mejores  profesionales  al  Consejo  Normativo.  La  idea  es  aumentar  la
remuneración a 30 UTM por sesión, con un máximo de 68 UTM por mes.
Consideró  que  el  impacto  de  esta  medida  es  mínimo en  relación  con  el
elevado presupuesto con que cuenta este proyecto.

En respuesta, el  Director Nacional del Servicio
Nacional del Consumidor, señor Ernesto Muñoz destacó que el Ejecutivo
ya flexibilizó su postura en cuanto a las incompatibilidades y prohibiciones, lo
que  permitirá  que  los  consejeros  reciban  ingresos  adicionales  por  su
dedicación a otras actividades. Así se cumple con el objetivo de facilitar el
ingreso de personas mejor calificadas al Consejo.

No se puede aumentar las remuneraciones, toda
vez que el presupuesto del proyecto es fijado por el Ministerio de Hacienda.

El Honorable Senador señor Moreira señaló que
no se pide aumentar el presupuesto para el proyecto, sino que se pretende
elevar las remuneraciones de los consejeros a través de una redistribución
del presupuesto que ya está fijado.

El  Director Nacional  del Servicio Nacional del
Consumidor, señor Ernesto Muñoz aclaró que existe un informe financiero
separado que se elaboró especialmente respecto al Consejo Normativo, por
lo que no sería posible hacer esa redistribución.

--  El  inciso  17  propuesto  originalmente  fue
rechazado por la mayoría de los miembros presentes de la Comisión.
Votó  a  favor  el  Honorable  Senador  señor  Walker,  don Patricio,  y  en
contra  los  Honorables  Senadores  señora  Pérez  y  señor  Moreira.
(Rechazado; mayoría, 2x1).

o o o o o
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Nuevo artículo 59 quáter

Inciso 1°: Atribuciones del Consejo Normativo

El  inciso  1°  del  artículo  59  quáter  nuevo es  del
siguiente tenor:

“Artículo 59 quáter.- El Consejo Normativo tendrá
las siguientes funciones y atribuciones: 

a) Aprobar la propuesta, formulada por el Director
Nacional  del  Servicio  Nacional  del  Consumidor,  de  interpretación
administrativa  de  la  normativa  de  protección  de  los  derechos  de  los
consumidores. 

b) Aprobar la propuesta, formulada por el Director
Nacional  del Servicio Nacional  del Consumidor,  de dictación  de normas e
instrucciones de carácter general en materia de protección de los derechos
de los consumidores.”

El  inciso  1°  contiene las  facultades del  Consejo
Normativo, una de carácter interpretativo, y la otra de tipo normativo.

Representantes  del  Ejecutivo  explicaron  que  su
propuesta es eliminar, en ambos literales, la expresión “del Servicio Nacional
del Consumidor”, para no extender la redacción innecesariamente.

El  Director Nacional  del Servicio Nacional del
Consumidor, señor Ernesto Muñoz,  explicó que las nuevas atribuciones
conferidas  al  SERNAC  están  suficientemente  controladas  a  través  de
distintos mecanismos.

Por  un  lado,  hay  que  tener  presente  la
organización interna del Servicio: existirán subdirecciones para el ejercicio de
cada una de sus atribuciones.

Por otro,  se debe tomar en cuenta una serie de
contrapesos establecidos a propósito de cada facultad:

-  Fiscalización:  los  tribunales  podrán  intervenir
para proteger a eventuales personas afectadas por su ejercicio.

-  Sanciones:  sólo  pueden  ser  aplicadas  por  el
Director Regional.

-  Demandas  colectivas:  son  conocidas  por  los
tribunales.

-  Mediación  colectiva:  existe  una  regulación
detallada relativa al procedimiento, que protege  las partes.
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- Facultad normativa: el Consejo debe aprobar las
propuestas interpretativas y normativas del  Director Nacional,  es decir,  se
está limitando a este último en el ejercicio de sus atribuciones.

En  discusión,  el  Honorable  Senador  señor
Quinteros preguntó si  no resulta exagerado que cada vez que se quiera
dictar una norma, se deba realizar una consulta pública, luego esperar la
aprobación  del  Consejo  y  eventualmente  pasar  por  un  procedimiento  de
reclamación por ilegalidad ante tribunales.

En respuesta, el  Director Nacional del Servicio
Nacional del Consumidor, señor Ernesto Muñoz, indicó que efectivamente
se trata de una facultad muy restringida. Agregó que no ocurre lo mismo en
el caso de las superintendencias.

El Honorable Senador señor Tuma señaló que la
idea  del  proyecto  es  fortalecer  al  Servicio  para  asegurar  una  adecuada
protección de los derechos de los consumidores. Es contrario a ese objetivo
que el Consejo dependa tanto del Director Nacional, porque si éste no hace
propuestas, ese nuevo órgano estará inactivo. Hizo un llamado a flexibilizar
la  regulación  propuesta,  ya  que  piensa  que,  de  no  introducirse
modificaciones, el Consejo Normativo no funcionará.

Luego,  la  Honorable  Senadora  señora  Pérez
sostuvo  que  el  Ejecutivo  quiere  darle  al  Consejo  un  carácter  meramente
normativo, pero, en su opinión, debería poder participar en otros ámbitos,
como  en  el  ejercicio  de  la  facultad  fiscalizadora  o  de  las  atribuciones
relacionadas con la mediación colectiva, por ejemplo.  Hay que evitar que
este órgano sea simplemente decorativo.

Los  consejeros  serán  personas  de  grandes
conocimientos y experiencia, a quienes se les impondrá un listado largo de
requisitos, por lo tanto, deberían cumplir un rol más importante. Además su
intervención se traduciría en un mejor control de las nuevas atribuciones que
se le están entregando al Servicio.

En la misma línea, el  Honorable Senador señor
Moreira expresó su interés por la participación del Consejo en el ejercicio de
las facultades del Servicio, cuyo ejercicio puede resultar más conflictivo: las
facultades  sancionatoria,  fiscalizadora,  las  relativas  a  las  demandas
colectivas y las que se refieren a la mediación colectiva. 

Si  se  permite  que  los  consejeros  tengan  una
mayor intervención en estas atribuciones, se disminuye la discrecionalidad
de parte del  Director Nacional;  se aseguran políticas y criterios de mayor
duración, ya que no dependerán del jefe del Servicio de turno; y se generará
mayor  confianza en el  funcionamiento  del  sistema,  siendo esto  último es
especialmente importante a propósito de la mediación colectiva.

Frente a lo planteado por estos integrantes de la
Comisión,  el  Director  Nacional  del  Servicio  Nacional  del  Consumidor,
señor Ernesto Muñoz, destacó que la intención del Servicio es proteger a
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los  consumidores  y  el  diseño  que  se  ha  presentado  recoge  de  manera
efectiva esa idea. Expresó que permitir al Consejo operar respecto de otras
facultades debilitará al Servicio: su ejercicio se verá entorpecido si queda en
manos de un órgano colegiado. Por ello el ejercicio individual de las demás
atribuciones resguarda de mejor forma los derechos de los consumidores.

Las  facultades  a  las  que  hacen  alusión  los
miembros de la Comisión ya están suficientemente reguladas y controladas a
través de los mecanismos que ya se explicaron, por lo que no es necesario
agregar nuevas limitaciones.

Subrayó  la  relevancia  que  tienen  las  facultades
normativa e interpretativa, que no es menor en comparación con las demás
atribuciones. En ningún caso el rol del Consejo será decorativo. Explicó que,
a  diferencia  de  lo  que  ocurre  en  otros  países,  en  Chile  la  regulación
protectora  de  los  consumidores  es  muy  acotada  y  general,  y  en
consecuencia, necesita ser complementada e interpretada. A través de estas
facultades  se  “aterrizarán”  las  normas  legales  a  sectores  específicos,  a
empresas determinadas.

Manifestó que el Ejecutivo está abierto a realizar
modificaciones que se enmarquen dentro de las atribuciones normativa e
interpretativa. Por ejemplo, están dispuestos a permitir que la iniciativa en la
creación de normas la  tenga también el  Consejo, recogiendo al  inquietud
planteada  por  el  Honorable  Senador  señor  Tuma.  Agregó  que  se  podría
especificar que las normas propuestas por el  Consejo podrán ser las que
regulan las materias sensibles acerca de las cuales los integrantes de la
Comisión han expresado sus preocupaciones.

Si bien los Honorables Senadores señora Pérez
y  señores  Moreira  y  Tuma valoraron  la  intención  de  efectuar
modificaciones, insistieron en que no es suficiente.

La Comisión acordó que la mesa de trabajo vuelva
a reunirse para analizar posibles modificaciones relativas a esta materia y
dejar pendiente la votación de este inciso.

  A propuesta de la Honorable Senadora señora
Pérez la  Comisión  además  acordó  solicitar  a  la  Biblioteca  del  Congreso
Nacional un informe sobre la forma en que operan los órganos colegiados en
los sistemas de protección de los consumidores en otros países. 

o o o o o
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Inciso 2° 
Consulta pública

La redacción del  inciso 2° del  nuevo artículo 59
quáter propuesto es la que se indica:

“Antes  de  remitir  al  Consejo  las  propuestas
señaladas en las letras a) y b) de este artículo, el Director deberá someterlas
a  un  proceso  de  consulta  pública  disponible  a  través  del  sitio  web  del
Servicio,  con el  fin de que cualquier persona opine sobre su contenido y
efectos,  o  formule  sugerencias  sobre  la  misma.  El  Director  informará  al
Consejo  de  la  apertura  de  este  proceso  y  lo  mantendrá  al  tanto  de  su
desarrollo. Las opiniones que se manifiesten con ocasión de las consultas
serán de carácter público y deberán ser incluidas en un informe anexo a la
propuesta  remitida  al  Consejo.  Sin  perjuicio  de  lo  anterior,  las  precitadas
opiniones  y  sugerencias  en  ningún  caso  serán  vinculantes  ni  estará  el
Consejo obligado a pronunciarse en particular respecto de ellas.” 

Este  inciso  dispone  que  debe  realizarse  un
proceso de consulta pública, de manera previa al envío de las propuestas
normativa o de interpretación al Consejo Normativo.

El  señor Rodrigo Romo explicó que el Ejecutivo
propone la aprobación de este inciso, con modificaciones. Sugiere sustituir el
término “someter” por “remitir”; y la expresión “ni estará el Consejo obligado”
por “ni estarán el Director Nacional ni el Consejo obligados”.

En atención a la relación que tiene este inciso con
las atribuciones del Consejo Normativo, y dado que la mesa de trabajo se
reunirá para tratar este tema, la Comisión acordó dejar pendiente la votación.

o o o o o

Inciso 3°
Ejercicio de las atribuciones del Consejo Normativo

El  texto  propuesto  para  el  inciso  3°  del  nuevo
artículo 59 quáter es el siguiente:

“Recibidas por el Consejo las propuestas a que se
refieren los literales a) y b) del inciso primero de este artículo, acompañadas
de  los  informes  respectivos,  deliberará  sobre  éstas,  pudiendo  aceptar  o
rechazar la propuesta. Para adoptar su decisión, el Consejo podrá solicitar
información  adicional  al  Director  y  todo  otro  antecedente  necesario  para
resolver.  El  Consejo  deberá  adoptar  su  decisión  de  manera  fundada,
pudiendo  representar  al  Director  los  aspectos  que  estime  pertinentes
relativos a las propuestas. El Director Nacional sólo podrá emitir la respectiva
interpretación, norma o instrucción de carácter general, si es aprobada por el
Consejo.  En  caso  contrario,  podrá  el  Director  someter  nuevamente  a
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consideración del Consejo la propuesta, recogiendo los comentarios que han
fundamentado su rechazo.” 

El inciso regula el  ejercicio de las facultades del
Consejo Normativo.

Por  la  misma razón  que  en  el  caso  anterior,  la
Comisión acordó dejar pendiente la votación de este inciso.

o o o o o

Inciso 4°
Reclamación de ilegalidad

El  inciso  4°  del  artículo  59  quáter  nuevo es  del
siguiente tenor:

“Cualquier  persona  afectada  por  un  acto  de
aplicación  de  normas  o  instrucciones  de  carácter  general  o  de
interpretaciones  administrativas  de  la  normativa  de  protección  de  los
derechos de los consumidores podrá reclamar por ilegalidad ante la Corte de
Apelaciones de Santiago dentro de décimo día.”

Este inciso contiene un mecanismo de control del
ejercicio de las facultades normativa e interpretativa del Servicio.

En  discusión,  la  Honorable  Senadora  señora
Pérez preguntó por qué sólo la Corte de Apelaciones de Santiago puede
conocer la reclamación. 

El  Director Nacional  del Servicio Nacional del
Consumidor,  señor  Ernesto  Muñoz,  respondió  que,  atendido  que  las
facultades normativa e interpretativa se ejercen de manera centralizada en
Santiago,  sólo  la  Corte  competente  en  ese  territorio  puede  conocer  la
reclamación. 

Agregó el señor Rodrigo Romo que además esto
evita que se tomen decisiones contradictorias respecto a materias que son
de aplicación general y que afectan a todo el territorio.

El  señor Adrián Fuentes aclaró que, en materia
de  reclamación  por  ilegalidad,  la  regla  general  es  que  la  competencia
corresponda  al  tribunal  del  domicilio  del  recurrido:  en  este  caso  es  el
Servicio, cuyo domicilio se encuentra en Santiago.

El inciso regula la reclamación contra la dictación
de una norma. Sólo la Dirección Nacional tiene facultad normativa, no las
Direcciones  Regionales,  por  lo  que  las  actuaciones  de  éstas  no  son
recurribles.  Es  diferente  la  etapa  de  dictación  de  una  norma  y  la  de  su
aplicación,  siendo  esta  última  la  concreción  del  ejercicio  de  otras
atribuciones.
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El Honorable Senador señor Tuma expresó que
la  posibilidad  de  tomar  decisiones  contradictorias  es  algo  propio  de  los
tribunales de justicia. No corresponde que desde todo el territorio nacional
tengan que viajar a Santiago si quieren presentar la reclamación, porque es
contrario  a la  idea de la  descentralización.  Deberían ser  competentes las
Cortes de Apelaciones de cada lugar y el SERNAC podría actuar a través de
sus Directores Regionales.

En la misma línea opinó el  Honorable Senador
señor Quinteros.

El  Honorable  Senador  señor  Moreira hizo
presente que la norma habla de “persona afectada”, o sea, será la víctima, la
que tendrá que trasladarse a Santiago.

Luego,  la  Honorable  Senadora  señora  Pérez
señaló que los afectados no siempre serán grandes empresas de Santiago,
sino que también serán pequeños proveedores de regiones. El Servicio es el
que debe acercarse a cada lugar.

El  Director Nacional  del Servicio Nacional del
Consumidor, señor Ernesto Muñoz, destacó que se trata de normas que
regulan  la  conducta  de  las  empresas.  La  idea  es  proteger  a  eventuales
afectados, pero sin dificultar excesivamente la entrada en vigencia de esas
normas. 

Propuso efectuar dos modificaciones a la norma:
aclarar que se reclama en contra de la dictación de la norma y que quien
puede reclamar es el sujeto pasivo de esa norma, es decir, el proveedor; y
establecer una regla de prevención, de acuerdo a la cual, si la reclamación
relativa  a  una  norma es  presentada  ante  una  Corte  de  Apelaciones,  las
demás Cortes dejan de tener competencia para conocer el mismo asunto.

La Comisión acordó dejar pendiente la votación de
este inciso para que la mesa técnica trabaje en una nueva propuesta, que
recoja las inquietudes de los Honorables Senadores.

o o o o o

Indicación N° 212

La  indicación  N°  212 de  Su  Excelencia  la
Presidenta de la República tiene por objeto introducir un artículo transitorio
nuevo, del siguiente tenor: 

“Artículo undécimo.- Para efectos de lo señalado
en el  inciso tercero del  artículo 59 ter,  uno de los miembros del  Consejo
nombrado por primera vez durará en el cargo 2 años.”

Teniendo presente la relación de esta indicación
con  la  N°  200,  la  Comisión  acordó  dejar  pendiente  su  votación  hasta  la
presentación de la propuesta de la mesa de trabajo.
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____________________

En cumplimiento de un acuerdo en tal sentido, la
Comisión escuchó al analista de la Biblioteca del Congreso Nacional, señor
James Wilkins, sobre el trabajo “Institucionalidad protectora del consumidor.
Legislación extranjera.”.

Señaló que las legislaciones revisadas, (España,
Estados  Unidos  de  América,  Argentina,  Brasil  y  Perú),  sin  excepción,
disponen de una institucionalidad pública destinada a la protección de los
consumidores. Sus funciones y ámbito de atribuciones varían en cada una de
las legislaciones de acuerdo a diversos factores, principalmente referidos a la
organización territorial de cada nación. Así, en los países federados (España,
Brasil, Argentina y  EE.UU) las facultades de los órganos de aplicación de los
respectivos estatutos de protección al consumidor se distribuyen al menos en
dos niveles: órganos nacionales y órganos locales. Además, en el caso de
España,  por  ejemplo,  existe  otro  nivel  de  aplicación  asociado  a  los
ayuntamientos.

La  naturaleza  de  las  facultades  y  atribuciones
dependen  de  las  funciones  reconocidas  por  las  respectivas  legislaciones
para  cada  órgano.  En  principio,  los  órganos  nacionales  de  aplicación
cumplen  funciones  principalmente  referidas  a  regulación,  coordinación,
fomento, educación e información. Por el contrario, los órganos estatales o
locales de aplicación, cumplen mayoritariamente funciones de control, que se
traducen  en  atribuciones  de  fiscalización,  conocimiento  de  infracciones,
sanción y, en algunos casos, de compensación.

Perú se diferencia de las legislaciones anteriores
por  disponer  de  un sistema nacional  integrado de aplicación  del  estatuto
protector  del  consumidor.  Éste  se  organiza  por  medio  de  un  órgano  de
aplicación que se desconcentra territorialmente por medio de delegaciones
de competencia a entidades locales. La autoridad de control peruana goza
de atribuciones para  disponer  de  medidas cautelares  y  correctivas,  entre
otras.

El  informe original  se encuentra disponible en la
página web del Senado, en el link documentos de la ficha de tramitación del
boletín N° 9936-03. http://www.senado.cl/appsenado/templates/tramitacion 

o o o o o

Seguidamente,  el  Director  del  SERNAC,  señor
Ernesto  Muñoz,  informó  de  manera  general  los  acuerdos  adoptados  en
reuniones de fechas 23, 26 y 30 de mayo sobre la materia en debate en
torno  al  Consejo  Normativo,  indicación  N°  200  y  relacionadas,  a  la  cual
asistieron  asesores  de  todos  los  parlamentarios  de  la  Comisión  y
representantes del Ministerio de Economía y de SERNAC. Dicho trabajo se
realizó en cumplimiento del cometido encargado por la Comisión, y el ánimo
es  que  darán  cuerpo  a  una  indicación  que  el  Ejecutivo  presentaría
oportunamente.

http://www.senado.cl/appsenado/templates/tramitacion
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Tales acuerdos fueron los siguientes:

1. Nombramiento de los Consejeros. 

Será  por  el  Presidente  de  la  República  con
acuerdo del  Senado adoptado por  mayoría absoluta de sus miembros en
ejercicio.

2. Suplentes.

El Consejo contará con dos Consejeros suplentes
que  reemplazarán  a  los  titulares  que  estén  suspendidos,  inhabilitado
temporalmente o decidan abstenerse por conflicto de interés.

Su  nombramiento  que  será  por  el  mismo
mecanismo a utilizar respecto de los Consejeros titulares; tendrán el mismo
plazo  de  duración  en  sus  cargos,  y  les  afectarán  incompatibilidades  y
prohibiciones especiales.

3. Incompatibilidades y prohibiciones.

Eliminación de incompatibilidad de ser funcionario
de la administración del Estado, miembros de los órganos de dirección de los
partidos políticos.

Prohibición de participación de más de 5% en la
propiedad de una empresa proveedora. 

Excepción  respecto  de  micro  y  pequeñas
empresas.

Prohibición  de  ejercer  asesoría  profesional  a
Asociaciones  de  Consumidores  mientras  se  desempeñen  en  su  cargo  y
hasta seis meses después de haber cesado en él.

Prohibición de ejercer asesoría profesional, hasta
seis meses luego de haber cesado en su cargo, sólo a proveedores que
hayan  sido  destinatarios  de  las  propuestas  respecto  de  las  de  que  se
pronunció.

4. Declaración jurada.

Antes de asumir su cargo, los Consejeros deberán
hacer una declaración jurada de intereses y patrimonio.

5. Atribuciones del Consejo.

Se aclaran aspectos a los que pueden referirse las
propuestas de interpretación administrativa o de normas e instrucciones de
carácter general que sean sometidas al Consejo:
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Parámetros  de  abusividad  de  cláusulas  de
contratos de adhesión

Lineamientos generales para la aplicación de los
criterios  de  determinación  de  las  multas  en  los  procedimientos
sancionatorios.

Criterios  para  la  determinación  del  riesgo  a
considerar en la elaboración del plan de fiscalización.

Criterios  generales  para  la  observancia  de  los
principios del procedimiento y para la determinación del interés colectivo o
difuso en las mediaciones colectivas

6. Iniciativa del Consejo.

Los Consejeros podrán solicitar por unanimidad en
las sesiones ordinarias  la  presentación  de propuestas  de interpretación o
normas al Director Nacional, para que este las elabore y presente al consejo.

7.  Dictación  de  normas  de  funcionamiento
interno.

El  Consejo  podrá  dictar  normas  propias  de
funcionamiento, en el marco del Reglamento.

8. Reclamación de ilegalidad.

Se aclara que es respecto de la dictación de una
norma  de  carácter  general  o  interpretación  administrativa  de  normas  de
protección de los derechos de los consumidores.

Se  establece  que  el  plazo  para  reclamar  es  de
quince días contados desde su dictación.

____________

En sesión de 14 de junio, y a petición del señor
Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Moreira, el Senado
abrió un nuevo plazo para presentar indicaciones directamente en la
Secretaría de la Comisión.

Dentro  del  referido  plazo,  Su  Excelencia  la
Presidenta  de  la  República  presentó  una  indicación,  que  por  orden
correlativo le correspondió el N° 213.

____________
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INDICACIÓN N° 213

La  indicación  N°  213, de  Su  Excelencia  la
Presidenta de la República, es del siguiente tenor:

“AL ARTÍCULO 1°

1) Para modificar el artículo 59 ter, incorporado por
el actual numeral 50), de la siguiente forma:

a) Modifícase su  inciso  segundo en el  siguiente
sentido:

i) Reemplázase  la  expresión  “miembros
denominados  “Consejeros””,  por  la  siguiente:  “Consejeros  titulares  y  dos
Consejeros suplentes”.

ii)  Intercálase  entre  la  frase  “del  Senado”  y  el
punto y aparte (.), la siguiente expresión: “, adoptado por mayoría absoluta
de sus miembros en ejercicio”.

b)  Intercálase  en  el  inciso  cuarto,  entre  la
expresión “por una sola vez” y el punto seguido (.), la siguiente expresión:
“en la misma calidad”.

c)  Intercálase  el  siguiente  inciso  quinto,  nuevo,
pasando el actual inciso quinto a ser sexto y así sucesivamente:

“A los Consejeros le será aplicable el artículo 2° de
la ley N° 20.880 y deberán realizar la declaración de intereses y patrimonio
en los términos del Título II de la precitada ley.”. 

d)  Modifícase su actual inciso quinto, que pasó a
ser sexto, en el siguiente sentido:

i)  Intercálase  entre  la  frase  “Administración  del
Estado” y la coma (,), la siguiente expresión: “, con exclusión de los cargos
docentes”.

ii) Reemplázase la expresión “de dirección” por la
siguiente: “internos de alcance nacional”.

iii) Intercálase entre la palabra “representante” y la
expresión  “de  asociaciones  gremiales”,  la  expresión:  “o  miembro  del
directorio”.

e)  Modifícase su actual inciso sexto, que pasó a
ser séptimo, en el siguiente sentido:
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i)  Intercálase,  entre las frases “Los miembros” y
“del Consejo”, la siguiente palabra: “titulares”. 

ii) Intercálase, entre las frases “tener participación”
y “en la propiedad”, la siguiente expresión: “superior al 5%”.

iii) Agrégase a continuación del punto y aparte (.),
que pasa a ser seguido, la frase: “Esta incompatibilidad no se aplicará en el
caso de las micro y pequeñas empresas a que se refiere el artículo segundo
de la ley N° 20.416.”.

f) Modifícase el actual inciso séptimo, que pasó a
ser octavo, del siguiente modo:

i) Intercálase entre las frases “los miembros” y “del
Consejo”, la siguiente palabra: “titulares”.

ii)  Reemplázase  la  siguiente  expresión:  “,  ni
podrán tener participación en la propiedad de una empresa o sociedad, junto
a sus filiales y coligadas, de acuerdo a las normas contenidas en el Título VIII
de la ley N° 18.046 sobre Sociedades Anónimas” por la siguiente frase: “de
una empresa o sociedad”.  

g) Elimínase en el actual inciso octavo, que pasó a
ser noveno, la siguiente frase: “Esta obligación se extenderá hasta los seis
meses posteriores al término de dicha prohibición.”.

h) Intercálanse  los  siguientes  incisos  décimo  y
undécimo, nuevos, pasando el  actual inciso décimo a ser undécimo y así
sucesivamente: 

“Mientras  se  desempeñen  en  su  cargo,  los
Consejeros  no  podrán  ejercer  asesoría  profesional  a  proveedores  que
puedan ser  objeto  de  fiscalización  por  parte  del  Servicio  en  las  materias
reguladas por esta ley, ni a asociaciones de consumidores. Tampoco podrán
ejercer asesoría profesional, hasta seis meses luego de haber cesado en su
cargo, a proveedores que hayan sido afectados o podido ser afectados en
forma  directa  por  las  propuestas  de  interpretación  administrativa  de  la
normativa o de dictación de normas e instrucciones generales respecto de
las cuales hayan tenido que pronunciarse.

Sin  perjuicio  de  lo  dispuesto  en  el  inciso
decimonoveno,  los  suplentes  no  podrán  pronunciarse  respecto  de
propuestas que afecten de manera directa a empresas proveedoras en los
términos del artículo 1° de la presente ley en las cuales tengan participación
superior al 5%  en su propiedad, junto a sus filiales y coligadas, de acuerdo a
las normas contenidas en el Título VIII de la ley Nº 18.046 sobre sociedades
anónimas. Una vez cesados en el cargo y hasta seis meses después, los ex
suplentes  deberán  informar  al  Consejo  las  actividades  laborales  y  de
prestación de servicios que realicen, tanto en el sector público como en el
sector privado, sean o no remuneradas.”.
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i) Modifícase la letra e) del actual inciso noveno,
que pasó a ser decimosegundo, del siguiente modo:

i) Reemplázase  la  expresión  “causal  de
inhabilidad” por la palabra “incompatibilidad”.

ii) Reemplázase  la  frase  “cuarto  y  quinto  del
presente artículo”  por  la  siguiente:  “sexto y séptimo del  presente artículo,
respecto  de  los  Consejeros  titulares,  o  del  inciso  sexto  respecto  de  los
suplentes”.

j) Elimínase el actual inciso decimosexto.

k) Intercálanse,  a  continuación  del  actual  inciso
decimoquinto,  que  pasó  a  ser  decimoctavo,  los  siguientes  incisos
decimonoveno y vigésimo, nuevos:  

“Un Consejero suplente reemplazará al Consejero
que se encontrare impedido de asistir a una o más sesiones del Consejo por
una razón  de fuerza  mayor;  por  encontrarse  suspendido  en  el  cargo,  de
conformidad a lo dispuesto en el inciso decimosexto de este artículo; o por
haberse abstenido de emitir  pronunciamiento sobre un asunto sometido a
conocimiento del Consejo, de conformidad a lo dispuesto en  el artículo 12 de
la ley Nº 19.880 y el numeral 6 del artículo 62 del decreto con fuerza de ley
N° 1-19653, de 2000, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia,
que fija  texto  refundido,  coordinado y  sistematizado de la  ley  N°  18.575,
Orgánica  Constitucional  de  Bases  Generales  de  la  Administración  del
Estado. Asimismo, un Consejero suplente asistirá a las sesiones en lugar del
miembro  titular  que  hubiere  cesado  en  el  cargo  de  conformidad  a  lo
dispuesto en este artículo, hasta el nombramiento del respectivo Consejero
titular.  

Para la determinación del Consejero suplente que,
de conformidad a lo dispuesto en el inciso anterior, deberá reemplazar a un
integrante titular, se preferirá, en primer lugar, el suplente de nombramiento
más antiguo.”.

l) Para reemplazar el inciso final por el siguiente:

“Los Consejeros percibirán una dieta equivalente a
diecisiete unidades tributarias mensuales por cada sesión a la que asistan,
con  un  máximo  de  treinta  y  cuatro  de  dichas  unidades  por  cada  mes
calendario.  Los  Consejeros  suplentes  percibirán,  por  los  reemplazos  que
realicen, la dieta que hubiere  correspondido percibir al Consejero titular.”.

1) Para modificar el artículo 59 quáter, incorporado
por el actual numeral 50), de la siguiente forma:

a) Elimínase en la  letra  a)  del  inciso primero  la
expresión “del Servicio Nacional del Consumidor”.
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b)  Elimínase en la  letra  b)  del  inciso  primero la
expresión “del Servicio Nacional del Consumidor, de dictación”.

c) Intercálase el siguiente inciso segundo, nuevo,
pasando el actual inciso segundo a ser tercero y así sucesivamente: 

“Las propuestas de interpretación administrativa o
de normas e instrucciones de carácter general de competencia del Servicio
que sean sometidas al Consejo podrán referirse, entre otros aspectos, a los
parámetros  de  abusividad  señalados  en  la  letra  g)  del  artículo  16,  los
lineamientos  generales  para  la  aplicación  de  los  criterios  referidos  en  el
inciso octavo del artículo 24, así como los criterios para la determinación del
riesgo a que se refiere la letra a) del artículo 58. Asimismo, podrán establecer
criterios generales para la observancia de los principios establecidos en el
inciso segundo del artículo 54 H y criterios generales para determinar, de
acuerdo  a  la  definición  del  inciso  quinto  del  artículo  50,  la  existencia  de
interés colectivo o difuso comprometido, para efectos de los señalado en el
inciso primero del artículo 54 H.”.

d) Modifícase su actual inciso segundo, que pasó
a ser tercero, en el siguiente sentido:

i) Reemplázase la palabra “someter” por “remitir”.

ii) Intercálase entre las frases “web del Servicio” y
“con el fin de que”, la siguiente expresión: “, por un plazo no inferior a 20 días
corridos”.

iii)  Reemplázase  la  expresión  “ni  estará  el
Consejo obligado a” por la siguiente: “ni  estarán el Director Nacional ni  el
Consejo obligados a”.

3) Para  modificar  el  artículo  59  quinquies,
incorporado por el actual numeral 50), de la siguiente forma:

a) Reemplázase en su inciso primero la expresión
“la totalidad de sus miembros en ejercicio” por la siguiente: “tres Consejeros”.

b)  Modifícase su inciso segundo en el  siguiente
sentido:

i) Intercálase entre la palabra “sesionará” y la frase
“una vez”, la siguiente palabra: “ordinariamente”.

ii) Agrégase a continuación del punto y aparte (.),
que pasa a ser seguido, lo siguiente:

“Con todo, en estas sesiones se abrirá un espacio
para  que  los  consejeros  soliciten  por  unanimidad  la  presentación  de
propuestas de interpretación administrativa o de normas e instrucciones de
carácter general en determinadas materias de protección de los derechos de
los consumidores. Dichas solicitudes deberán presentarse por escrito ante el
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Director Nacional y estar debidamente fundadas. El Director se pronunciará
sobre las respectivas solicitudes, formulando una propuesta en la materia o
fundando su decisión en contrario.”. 

c) Agrégase el siguiente inciso quinto, nuevo: 

“Un  Reglamento  evacuado  por  el  Ministerio  de
Economía, Fomento y Turismo determinará las normas que sean necesarias
para  el  funcionamiento  del  Consejo.  El  Consejo  podrá  dictar  normas  de
funcionamiento interno en cuanto no resulten contrarias a lo establecido en
dicho Reglamento o la ley.”.

AL ARTÍCULO UNDÉCIMO TRANSITORIO PROPUESTO

4) Para reemplazar el artículo undécimo transitorio
agregado por el numeral 33), por el siguiente: 

“Artículo  undécimo.-  Para  efectos  del
nombramiento de los miembros del Consejo Normativo creado en virtud del
artículo 59 ter de la ley N° 19.496, que establece normas sobre protección de
los  derechos  de  los  consumidores,  y  para  efectos  de  la  renovación  por
parcialidades  de  sus  integrantes  a  que  se  refiere  el  inciso  cuarto  de  la
precitada disposición, en la primera propuesta que efectúe el Presidente de
la República al Senado, presentará uno de los Candidatos titulares y uno de
los Candidatos suplentes con una duración en su cargo de dos años a contar
de la fecha de su nombramiento. Asimismo, para efectos de determinar el
orden de prelación de los Consejeros suplentes referido el inciso vigésimo de
dicho  artículo,  la  primera  propuesta  individualizará  el  candidato  que  se
considerará a este respecto como más antiguo. 

Lo dispuesto en el inciso anterior deberá quedar
así también consignado en el primer decreto de nombramiento.”.”.

_______________

En  discusión,  el  Director  del  SERNAC,  señor
Ernesto  Muñoz  procedió  a  explicar  los  aspectos  en  los  cuales  la  nueva
indicación del Ejecutivo, signada como N° 213, contiene ciertas diferencias
con lo acordado con la Comisión en una sesión anterior.

1. Incompatibilidades de los Consejeros. 

Por razón de consistencia en la presentación de
proyectos similares, y por motivos de orden práctico el Ejecutivo ha solicitado
mantener  la  incompatibilidad  de  ser  funcionario  de  la  Administración  del
Estado,  pero  con  exclusión  de  los  cargos  docentes,  recogiendo  de  esta
forma la discusión sobre el punto en la Comisión.

Por la misma razón el Ejecutivo solicita mantener
la  incompatibilidad  de  ser  miembro  de  los  órganos  de  dirección  de  los
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partidos  políticos,  pero  se  acota  a  los  órganos  de  dirección  internos  de
alcance nacional, recogiendo también la discusión en la Comisión.

2. Prohibiciones de los Consejeros.

Se aclara  que la  prohibición  de participación  de
más de 5% en la propiedad de una empresa proveedora se aplica sólo a los
miembros titulares.

El Ejecutivo solicita, por ser estándar común en las
normas  de  probidad,  hacer  extensiva  dicha  prohibición  a  los  cónyuges,
convivientes civiles y parientes hasta en primer grado de consanguinidad.

Se  aclara  que  la  prohibición  de  ser  gerente,
administrador  o  director  de  una  empresa  proveedora  sólo  rige  para  los
miembros titulares.

Se aclara que la  prohibición de ejercer  asesoría
profesional hasta seis meses de haber cesado en el  cargo sólo se aplica
respecto de proveedores que hayan sido afectados o podido ser afectados
en forma directa por las propuestas respecto de las cuales el Consejero haya
tenido que pronunciarse.

3. Declaración jurada.

Se  aclara  que  los  Consejeros  están  sujetos  al
principio de probidad establecido en el artículo 2° de la Ley N° 20.880 sobre
probidad en la función pública y prevención de los conflictos de intereses.

Se  mantiene  la  obligación  de  hacer  una
declaración jurada de intereses y patrimonio.

4. Dieta.

Se vuelve a incorporar la dieta de los Consejeros.
Esto fue parte de los requisitos para la evaluación del impacto financiero de
estas indicaciones.

Se especifica que la dieta de los suplentes será
aquella que correspondería al titular que no asiste a la sesión.

5. Suplentes.

Se  aclara  que  los  suplentes  no  podrán
pronunciarse  sólo  respecto  de  propuestas  que  afecten  directamente  a
empresas proveedoras en las cuales tengan participación mayor al 5% en su
propiedad.

Se aclara que también se aplica a los suplentes la
obligación  de  informar  al  Consejo,  hasta  seis  meses  después  de  haber
cesado en el  cargo,   sobre  sus actividades laborales y de  prestación de
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servicios y se hace extensiva la prohibición de prestar asesoría a empresas
proveedoras en materia de protección al consumidor.

Se ajusta la redacción y se cambia la ubicación del
inciso que se refiere a los casos en que opera la suplencia.

Se aclara que el suplente que debe reemplazar al
Consejero es el de mayor antigüedad.

6. Consulta pública.

Se fija un plazo mínimo de 20 días corridos para la
consulta pública. 

7. Norma transitoria.

Se ajusta la redacción del artículo transitorio que
permite la renovación parcial  de los miembros del Consejo, estableciendo
una duración más corta en el  cargo respecto de algunos de los primeros
miembros.

Luego, la unanimidad de los miembros presentes
de la Comisión, Honorables Senadores señores Moreira, Quinteros y Tuma
se  manifestaron  conformes  con  la  indicación  y  con  las  explicaciones  del
señor  Director  del  SERNAC  respecto  de  aquellos  puntos  en  que  hubo
diferencias, con excepción de lo relativo a la dieta de los consejeros, toda
vez  que  la  consideran  insuficiente  para  el  perfil  del  cargo  y  sus
responsabilidades, así  como también, por las exigencias derivadas de las
incompatibilidades y prohibiciones.

Por  tal  motivo,  el  señor  Presidente  propuso
proceder a votar por separado el punto relativo a la dieta de los consejeros.

--En  votación,  la  indicación  N°  213,  con
excepción  de  la  letra  l),  relativa  a  la  dieta  de  los  consejeros,  fue
aprobada,  con  modificaciones,  por  la  unanimidad  de  los  miembros
presentes  de  la  Comisión,  Honorables  Senadores  señores  Moreira,
Quinteros y Tuma (Aprobada; unanimidad, 3x0).

--En votación,  la  letra  l)  del  número 1)  de  la
indicación N° 213, relativa a la dieta de los consejeros, fue rechazada
por  la  unanimidad  de  los  miembros  presentes  de  la  Comisión,
Honorables Senadores señores Moreira, Quinteros y Tuma (Rechazada;
unanimidad, 3x0).

--Finalmente,  la  Comisión  aprobó  las
indicaciones N° 200 y 212, respecto de las materias sobre las cuales no se
había pronunciado, por la unanimidad de los miembros presentes de la
Comisión, Honorables Senadores señores Moreira, Quinteros y Tuma.
(Aprobadas; unanimidad, 3x0).
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________________

Es del caso consignar que, como consecuencia de
la aprobación de las indicaciones N° 200 y 213, con modificaciones, ambas
de  S.E.  la  Presidenta  de  la  República,  sobre  el  Consejo  Normativo  del
SERNAC, se entienden rechazados los párrafos 4 a 8 del literal a), de la letra
a), del número 40), que pasa a ser número 49), que introduce modificaciones
al  artículo  58  de  la  ley  sobre  protección  de  los  derechos  de  los
consumidores, y que la materia que regulaban tales párrafos respecto del
Consejo  Técnico,  se  entiende  subsumida  en  las  normas  aprobadas
posteriormente por la Comisión en relación al  referido Consejo Normativo,
particularmente los artículos 59 ter y 59 quáter.

_______________

Se  deja  especial  constancia  que  en  sesión  de
fecha 16 de mayo de 2016, la Comisión escuchó la opinión sobre el proyecto
de ley en análisis de la Asociación Nacional de Funcionarios del SERNAC.

El  Presidente  de  la  Asociación  Nacional  de
Funcionarios  del  SERNAC,  señor  Paul  Laulié,  efectuó  una  exposición
acerca de las principales inquietudes de la organización relativas al proyecto
de ley y, en especial, a su artículo 5° transitorio.

Luego de realizar una introducción referida a los
orígenes,  grado  de  representatividad  y  finalidades  de  la  Asociación,
profundizó en tres ámbitos que preocupan especialmente a la agrupación: 

-el empleo principal de planta; 
-la estructura orgánica del Servicio, y
-las remuneraciones.

La  presentación  se  encuentra  disponible  en  la
página web del Senado, en el link documentos de la ficha de tramitación del
boletín N° 9936-03. http://www.senado.cl/appsenado/templates/tramitacion 

_______________

http://www.senado.cl/appsenado/templates/tramitacion
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MODIFICACIONES

En  mérito  de  los  acuerdos  precedentemente
expuestos, vuestra Comisión de Economía propone aprobar el proyecto con
las siguientes modificaciones:

ARTÍCULO 1°

o o o o o

--Intercalar  a  continuación  del  número  1)  otro,
nuevo, del siguiente tenor:

“2)  Intercálase  en  el  artículo  6º  entre  la  frase
“Ministerio del  Trabajo” y el  punto final  (.),  lo siguiente:  “,  exclusivamente
respecto de su constitución, su disolución y lo preceptuado en los artículos
16,  21,  22  y  23  de  dicho  cuerpo  legal.  En  lo  demás,  se  regirán
subsidiariamente por las normas contenidas en el Título II de la ley N° 20.500
y serán consideradas como organizaciones de interés público en los términos
que dispone el artículo 15 de la precitada ley.”.”. (Indicaciones N° 5, 6, 7, 8 y
9, con modificaciones). (Unanimidad. 3x0).

o o o o o

Número 2)
Pasa a ser número 3)

Letra e)

--Intercálase en  el  artículo  8º  antes  del  punto  y
coma (;),  lo siguiente: “,  con las limitaciones señaladas en el  artículo 9°”.
(Indicación N° 10, con modificaciones). (Unanimidad, 3x0).

Letra f)

--Sustituirla por la siguiente:

“f) Agréganse los siguientes literales h) e i):

“h)  Realizar,  a  solicitud  de  un  consumidor,
mediaciones individuales, y

i)  Efectuar,  de conformidad a esta ley,  cualquier
otra actividad destinada a proteger, informar y educar a los consumidores.”.
(Indicación N° 10, con modificaciones). (Unanimidad, 3x0).
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Número 3)
Pasa a ser número 4)

o o o o o

--Contemplar como letra a), nueva, la siguiente:

“a)  Constituirse  u  operar  con  la  finalidad  de
redistribuir  sus  fondos  a  sus  miembros  fundadores,  directores,  socios  o
personas relacionadas con los anteriores en los términos del artículo 100 de
la ley N°18.045.”.

o o o o o

Letra a)
Pasa a ser letra b)

-- Introducir las siguientes modificaciones:

i.-  Intercalar  entre  “Repartir”  y  “excedentes”,  lo
siguiente: “costas procesales y personales,”;

ii.-  Sustituir  el  punto  y  coma  (;)  por  un  punto
seguido  (.),  y  agregar,  a  continuación,  lo  siguiente:  “Los  ingresos  que
obtengan  con  sus  actividades  servirán  exclusivamente  para  su
financiamiento,  desarrollo  institucional,  investigación,  estudios  o  para  el
apoyo de sus objetivos.”, y

iii.- Incorporar el siguiente inciso segundo:

“Lo dispuesto en el párrafo anterior es sin perjuicio
de la remuneración de sus trabajadores y de la facultad del directorio para
fijar  una  retribución  adecuada  a  su  representante  legal,  a  sus  miembros
fundadores,  socios  o  personas  relacionadas  con  los  anteriores  de
conformidad con el  artículo 100 de la ley N°18.045, por los servicios que
prestaren a la asociación. Asimismo, las personas enumeradas en el párrafo
anterior, tendrán derecho a ser reembolsadas de los gastos, autorizados por
el directorio, que justificaren haber efectuado en el ejercicio de su función;”.
Indicaciones N°s. 13, 16 y 17, con modificaciones). (Unanimidad, 3x0).

o o o o o

--Incorporar a continuación de la letra a), que pasa
a ser letra b) la siguiente letra c, nueva:

“c) En la letra c), que pasa a ser letra d), sustituir
los  términos  “ayudas  o  subvenciones”  por  “donaciones,  subvenciones,
subsidios o ayudas”.  (Artículo 121 del  Reglamento de la  Corporación).
(Unanimidad, 4x0). 

o o o o o
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--Elimínese  la  letra  b  (Artículo  121  del
Reglamento de la Corporación). (Unanimidad, 4x0). 

Número 4)
Pasa a ser número 5)

o o o o o

--Consultar  a  continuación  de  la  letra  a),  las
siguientes letras, nuevas:

“b)  Intercálase  en  el  inciso  segundo,  a
continuación  de  la  palabra  “internacionales”,  lo  siguiente:  “y  por  los
remanentes  no  transferidos  ni  reclamados  provenientes  de  soluciones
alcanzadas a través de mediaciones o en el contexto de juicios colectivos, de
conformidad a lo establecido en los artículos 53 B, 53 C y 54 P.”.

c) Reemplázase el inciso tercero por el siguiente:

“Un  Reglamento  suscrito  por  el  Ministro  de
Economía, Fomento y Turismo establecerá la constitución y composición del
Consejo  de  Administración  del  Fondo,  preservando  la  autonomía  de  las
Asociaciones  de  Consumidores  y  de  la  gestión  del  Fondo.  La  Secretaría
Ejecutiva de dicho Consejo estará radicada en el  Ministerio de Economía,
Fomento  y  Turismo  de  acuerdo  a  lo  que  se  disponga  en  dicho
Reglamento.”.”.  (Indicación  N°  18,  con  modificaciones).  (Unanimidad.
3x0).

o o o o o

Letra b) 
Pasa a ser letra d)

Inciso quinto propuesto

--Reemplazar  la  frase:  “Un  reglamento  del
Ministerio  de  Economía,  Fomento  y  Turismo”  por  la  siguiente:  “El
Reglamento”. (Indicación N° 19). (Unanimidad. 3x0).

o o o o o

--Consultar  un  numeral  nuevo,  del  tenor  que se
indica:

“6) Intercálase el siguiente artículo 11 ter, nuevo:

“Artículo  11  ter.-  Se  reconocerá  el  carácter  de
Asociación Nacional de Consumidores a aquellas asociaciones que operen
en ocho o más regiones del país, lo que deberá ser debidamente acreditado
ante  el  Ministerio  de  Economía,  Fomento  y  Turismo  conforme  al
procedimiento que establezca el Reglamento. El Fondo concursable al que
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se refiere el artículo anterior considerará una línea especial de financiamiento
permanente a dichas asociaciones para el  desarrollo de sus funciones.”.”.
(Indicación N° 21). (Unanimidad. 3x0).

o o o o o

o o o o o

--Consultar  un  numeral  nuevo,  del  tenor  que se
indica:

“7) Agrégase el siguiente artículo 12 B, nuevo:

“Artículo 12 B.- Los proveedores de servicios de
telecomunicaciones  que  realicen  ofertas  conjuntas,  deberán  ofrecer
individualmente  cada  uno  de  los  servicios  y  planes  que  componen  las
mismas. De esta forma, no podrán atar, ligar o supeditar, bajo ningún modo o
condición,  la  contratación  de  un  servicio  cualquiera  a  la  contratación  de
otro.”. (Indicación N° 23, con modificaciones). (Unanimidad. 3x0).

o o o o o

Números 5 y 6
Pasan a ser números 8 y 9, sin modificaciones

Número 7)
Pasa a ser número 10)

--Sustituirlo por el siguiente:

“10)  Reemplázase  en  el  inciso  segundo  del
artículo 23, la frase “cien a trescientas” por “hasta 3.000”. (Indicación N° 32,
con modificaciones). (Unanimidad. 3x0).

Número 8)
Pasa a ser número 11)

Letra c)

--Sustituirla por la siguiente:

“c) Derógase el inciso tercero.”. ”.  (Indicación N°
36). (Unanimidad. 3x0).

Letra d)

--Reemplazarla por la que sigue:

“d) Reemplázase el inciso final por los siguientes
incisos tercero y siguientes:
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“Para  la  determinación  del  monto  de  las  multas
señaladas  en  esta  ley,  el  Servicio  o  el  tribunal  correspondiente  deberán
aplicar las reglas señaladas en los incisos siguientes,  sin perjuicio de las
reglas especiales establecidas para determinadas infracciones.

Se considerarán circunstancias atenuantes:
a)  El  haberse  reparado  el  daño  causado  al

consumidor, antes de dictarse la resolución o sentencia sancionatoria, según
corresponda.

b)  Que  el  proveedor  sea  empresa  de  menor
tamaño  en  los  términos  a  que  se  refiere  el  inciso  segundo  del  artículo
segundo de la ley N° 20.416.

c) La colaboración que el infractor haya prestado
al  Servicio  Nacional  del  Consumidor  antes  o  durante  el  procedimiento
sancionatorio administrativo o judicial.

Se considerarán circunstancias agravantes: 
a) La reincidencia del proveedor. Se entenderá por

reincidencia  el  haber  sido  sancionado  con  anterioridad  por  la  misma
infracción dentro de los treinta y seis meses anteriores. En caso de tratarse
de una micro o pequeña empresa en los términos del inciso segundo del
Artículo Segundo de la ley N° 20.416, sólo se considerará reincidente si ha
sido  sancionada  por  la  misma  infracción  dentro  de  los  doce  meses
anteriores.

b) El haber causado un daño patrimonial grave a
los  consumidores,  o  haber  dañado  su  integridad  física  o  psíquica  o  su
dignidad, o haber puesto en riesgo la seguridad e integridad física de los
consumidores o de la comunidad aun no habiéndose causado daño.

La  determinación  de  las  multas  se  efectuará
considerando las circunstancias atenuantes y agravantes señaladas en los
incisos precedentes conforme a los siguientes parámetros:

a) En aquellas infracciones respecto de las cuales
concurren  tres  atenuantes,  se  aplicará  hasta  el  40% del  máximum de la
multa que corresponda.

b) En aquellas infracciones respecto de las cuales
concurren dos atenuantes, se aplicará hasta el 60% del máximum de la multa
que corresponda.

c) En aquellas infracciones respecto de las cuales
concurre un atenuante, se aplicará hasta el 80% del máximum de la multa
que corresponda.

d) En aquellas infracciones respecto de las cuales
concurre  un agravante,  se aplicará  al  menos el  60% del  máximum de la
multa que corresponda.

e) En aquellas infracciones respecto de las cuales
concurren dos agravantes, se aplicará al menos el 80% del máximum de la
multa que corresponda.

En  caso  de  concurrir  tanto  circunstancias
atenuantes  como  agravantes,  el  Servicio  o  el  tribunal  deberán  ponderar
racionalmente cada una de éstas, a fin de que, graduando el valor de unas y
otras, al caso concreto se aplique una sanción proporcional a la intensidad
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de la afectación provocada en los derechos del consumidor. Sin perjuicio de
lo anterior, la procedencia de un agravante determinará la aplicación de al
menos el 40% del máximum de la multa, aun cuando concurran una o más
circunstancias atenuantes. Este último límite no aplicará en caso de tratarse
de una micro o pequeña empresa en los términos del inciso segundo del
artículo segundo de la ley N° 20.416.

Dentro de los límites que se sigan de aplicar las
reglas establecidas en los incisos precedentes, las multas se determinarán
considerando  prudencialmente  los  siguientes  criterios:  los  parámetros
objetivos que definan el deber de profesionalidad del proveedor: el grado de
asimetría de información existente entre el infractor y la víctima: el beneficio
económico obtenido con motivo de la infracción: la cantidad de infracciones
cometidas por parte del proveedor y su situación económica.

Tratándose de infracciones que afecten el interés
colectivo o difuso de los consumidores, el  tribunal graduará las multas de
acuerdo al número de consumidores afectados, pudiendo aplicar una multa
por  cada  uno  de  ellos,  tomando  en  consideración  la  naturaleza  de  la
infracción. Con todo, el total de las multas que se impusieren en estos casos,
no podrán exceder el 30% de las ventas de la línea de producto o servicio
objeto de la infracción, efectuadas por el infractor durante el periodo en que
ésta se haya prolongado o el doble del beneficio económico obtenido como
resultado  de  la  infracción.  En  caso  de  tratarse  de  un  proveedor  que
pertenezca a alguna de las categorías contenidas en el inciso segundo del
artículo segundo de la ley N° 20.416, el total de las multas no podrá exceder
el 10% de las ventas de la línea de producto o servicio objeto de la infracción
efectuadas  por  el  infractor  durante  el  periodo  en  que  ésta  se  haya
prolongado, o el doble del beneficio económico obtenido como resultado de
la infracción.

Para determinar las medidas que se adopten para
prevenir o corregir infracciones, de conformidad a esta ley, el Servicio o el
tribunal, según corresponda, deberán considerar especialmente los criterios
referidos  en  los  incisos  cuarto,  quinto  y  octavo  del  presente  artículo.”.
(Indicaciones  N°  37,  41,  42,  43,  44  y  45,  con  modificaciones).
(Unanimidad, 4x0).

Número 9)
Pasa a ser número 12)

Letra b)

--Intercalar  entre  “segundo,”  y  “reemplázase”,  lo
siguiente:  “agregar,  a  continuación  de  “energía  eléctrica,”,  lo  siguiente:
“telecomunicaciones,”  y”.  (Indicación  N°  48,  con  modificaciones).
(Unanimidad, 4x0).
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Letra c)

Inciso tercero propuesto

--Sustituir  la  expresión  “tendrá  lugar”  por  “sólo
tendrá lugar”. (Indicación N° 51). (Unanimidad, 4x0).

Números 10 a 19
Pasan a ser números 13 a 22, sin modificaciones

Número 20)
Pasa a ser número 23)

Artículo 50 A

Inciso primero

--Sustituirlo por el siguiente:

“Artículo  50  A.-  Las  denuncias  presentadas  en
defensa  del  interés  individual  podrán  interponerse,  a  elección  del
consumidor, ante el Servicio Nacional del Consumidor o ante el Juzgado de
Policía Local correspondiente a su domicilio o al domicilio del proveedor. Se
prohíbe la prórroga de competencia por vía contractual.”. (Indicaciones N°s.
62 y 69, esta última con modificaciones). (Unanimidad, 3x0).

Inciso segundo

--Reemplazarlo por el siguiente:

“Las denuncias presentadas ante el Servicio serán
de conocimiento de la Dirección Regional que corresponda a la comuna del
domicilio  del  consumidor  o  del  proveedor,  a  elección  del  consumidor.”.
(Indicación N° 68). (Unanimidad, 4x0).

Inciso tercero

--Suprimirlo.  (Indicaciones  N°s  71  y  72).
(Unanimidad, 4x0).

Inciso quinto

--Suprimirlo.  (Indicación  N°  75).  (Unanimidad,
4x0).

Incisos sexto a undécimo

--Suprimirlos.  (Indicaciones  N°s.  77,  78  y  80).
(Unanimidad, 4x0).
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Inciso duodécimo

--Suprimirlo.  (Indicación  N°  129).  (Unanimidad,
4x0).

Número 21)
Pasa a ser número 24)

Artículo 50 B

--Reemplazar  la  expresión  “inciso  quinto  del
artículo 50 A” por la siguiente frase: “Párrafo 3º de este Título”. (Indicación
N° 81). (Unanimidad, 4x0).

--Sustituir  la  expresión  “la  ley  N°18.287”  por  la
siguiente  frase:  “las  leyes  N°  18.287  y  N°  15.231”. (Indicación  N°  82).
(Unanimidad, 4x0).

--Sustituir la locución “Párrafo 3º” por “Párrafo 4º”.
(Indicación N° 83). (Unanimidad, 4x0).

Número 22) 
Pasa a ser número 25)

Artículo 50 C

Inciso primero

--  Sustituir  el  texto que señala:  “La denuncia no
requerirá  patrocinio  de  abogado.  Los  interesados  podrán  comparecer
personalmente,  sin  intervención  de  letrado,  ante  el  Servicio  Nacional  del
Consumidor.”,  por  la  siguiente  oración:  “La  denuncia  presentada  ante  el
Servicio  Nacional  del  Consumidor no requerirá  de patrocinio  de abogado,
pudiendo  los  interesados  comparecer  personalmente  ante  el  Servicio.”.
(Indicación N° 84). (Unanimidad, 4x0).

--Agregar, a continuación de las expresiones “será
asistido  por  la  Corporación  de  Asistencia  Judicial  correspondiente”,  lo
siguiente, antecedido por un punto seguido (.): “Asimismo, podrá ser asistido
por cualquier institución pública o privada, entre ellas las Asociaciones de
Consumidores, que desarrolle programas de asistencia judicial gratuita.”,  y
eliminar  lo  siguiente:  “o  por  cualquier  institución  pública  o  privada  que
desarrolle programas de asistencia judicial gratuita.”. (Indicación N° 85, con
modificaciones). (Unanimidad, 5x0).
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o o o o o

--Consultar  un  numeral  nuevo,  del  tenor  que se
indica:

“26) Reemplázase en el artículo 50 D, la frase “Si
la demandada fuera una persona jurídica, la demanda se notificará” por la
siguiente: “En aquellos casos en los que en virtud de esta ley se interponga
demanda en contra de una persona jurídica, su notificación se efectuará”.”.
(Indicación N° 86). (Unanimidad, 4x0).

o o o o o

--Incorporar un numeral  nuevo, del  tenor que se
señala:

“27)  Reemplázase  en  el  artículo  50  E  la  frase
“Cuando la denuncia, querella o demanda interpuesta” por la siguiente: “En
aquellos  casos  en  los  que,  en  virtud  de  esta  ley,  se  interponga  ante
tribunales  una  denuncia  o  demanda  que”.”.  (Indicación  N°  87).
(Unanimidad, 4x0).

o o o o o

Número 23)
Pasa a ser número 28)

Artículo 50 F

o o o o o

--Agregar el siguiente inciso segundo, nuevo:

“Tratándose  de  servicios  susceptibles  de  causar
grave  daño,  el  Servicio  o  el  juez  podrá  ordenar  la  suspensión  de  su
prestación a los consumidores.”. (Indicación N° 89). (Unanimidad, 4x0).

o o o o o

--Incorporar el siguiente inciso tercero, nuevo, del
siguiente tenor: 

“En el caso que el Servicio no cumpliere con los
requisitos previstos en los incisos precedentes, el afectado podrá reclamar
ante  el  Juzgado  de  Policía  Local  competente.”.  (Artículo  121  del
Reglamento del Senado) (Unanimidad, 4x0).

o o o o o
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Número 24)
Pasa a ser número 29)

Párrafo 2°
Del procedimiento sancionatorio

--Reemplazar  la  frase  “Del  procedimiento
sancionatorio” por la siguiente: “De la mediación individual, la conciliación y
el  procedimiento  sancionatorio  instruido  por  el  Servicio  Nacional  del
Consumidor”. (Indicación N° 90). (Unanimidad, 4x0).

Número 25)
Pasa a ser número 30)

Artículo 50 G

Inciso segundo

--Agregar la siguiente oración final: “Se iniciará por
denuncia cuando, interpuesta ésta en los términos señalados en el  inciso
siguiente,  una  vez  que  hayan  fracasado  las  instancias  de  mediación  y
conciliación señaladas en este artículo, el Servicio estimare que existe mérito
para  ello,  de  conformidad  a  lo  señalado  en  el  inciso  décimo  tercero.”.
(Indicación N° 91). (Unanimidad, 4x0).

Inciso quinto

--Eliminar lo siguiente: “, a cargo de la entidad que
recibió la denuncia”. (Indicación N° 93). (Unanimidad, 4x0).

Inciso sexto

--Agregar la siguiente oración: “Sin perjuicio de lo
anterior, las conciliaciones podrán celebrarse en forma no presencial a través
de  los  medios  tecnológicos  que  el  Servicio  ponga  a  disposición  de
consumidores y proveedores, los que en cualquier caso deben permitir dejar
registro fidedigno de la actuación.”. (Indicación N° 95, con modificaciones).
(Unanimidad, 4x0).

Inciso duodécimo

--Intercalar entre las frases “Fomento y Turismo,” y
“una  vez”,  la  siguiente:  “tendrán  carácter  de  transacción  extrajudicial  y,”.
(Indicación N° 96). (Unanimidad, 5x0).

--Agregar a continuación del punto y aparte (.) que
pasa a ser seguido, la siguiente oración: “El Reglamento considerará entre
los requisitos para acceder a la acreditación la antigüedad de la Asociación,
así  como  su  experiencia  en  asesoría  y  representación  judicial  de  los
consumidores.”. (Indicación N° 97). (Unanimidad, 4x0).
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Inciso décimo tercero

--Intercalar,  a continuación de la frase “revestida
de  seriedad”,  lo  siguiente:  “y  los  hechos  denunciados  pueden  importar
infracción a las disposiciones de esta ley o las demás normas de protección
de  los  derechos  de  los  consumidores”.  (Indicación  N°  98,  con
modificaciones). (Unanimidad, 4x0).

Inciso décimo cuarto

--Intercalar  después  de  la  frase  “Todo  el
procedimiento”  lo  siguiente:  “,  incluidas las  actuaciones previas  a  que se
refiere este artículo,”. (Indicación N° 99). (Unanimidad, 4x0).

Número 26)
Pasa a ser número 31)

Artículo 50 H

Inciso primero

--Suprimir  lo  siguiente.  “,  los  que  deberán  ser
tenidos en cuenta por el instructor al emitir el dictamen a que se refiere el
artículo  50  L”. (Indicación  N°  101,  con  modificaciones).  (Unanimidad,
4x0).

Inciso tercero

--Intercalar  entre  la  palabra  “oficio”  y  el  punto
seguido (.), lo siguiente: “, pudiendo procederse, en tal caso, de conformidad
a lo señalado en el inciso tercero del artículo 50 Q”. (Indicación N° 102).
(Unanimidad, 3x0).

Inciso cuarto

--Intercalar  entre  la  expresión  “despacho  de
correos” y el punto y aparte (.), la siguiente frase: “al domicilio del notificado”.
(Indicación N° 103). (Unanimidad, 4x0).

Artículo 50 I

Inciso segundo

--Sustituir  la  palabra  “pruebas”  por  “medidas  o
diligencias probatorias”. (Indicación N° 105). (Unanimidad, 3x0).
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Artículo 50 L

o o o o o

--Agregar el siguiente inciso tercero:

“En ningún caso el dictamen a que se refiere el
inciso anterior podrá considerar como infracciones hechos que no guarden
conexión con los descritos en la resolución que dio inicio al procedimiento.”.
(Indicación N° 106). (Unanimidad, 3x0).

o o o o o

o o o o o

Artículo 50 N

Inciso primero

Letra c)

--Suprimirla.  (Indicación  N°  107).  (Unanimidad,
4x0).

Letra d
Pasa a ser letra c), sin modificaciones

o o o o o

--Sustituir el literal e) del artículo 50 N, que pasa a
ser d), por el siguiente:

“d) Otras medidas que, de conformidad a esta ley,
tengan  por  objeto  exclusivo  prevenir  y/o  corregir  la  infracción  cometida.”.
(Artículo  121  del  Reglamento  de  la  Corporación).  (Aprobada;
unanimidad, 4x0).

o o o o o

--Intercalar los siguiente incisos segundo a cuarto,
nuevos:

“Tratándose  de  las  empresas  proveedoras
comprendidas en la clasificación del inciso segundo del Artículo Segundo de
la ley N° 20.416 y siempre que no se hubieren configurado las agravantes
señaladas en las letras a) y b) del inciso quinto del artículo 24, las multas a
que  se  refiere  la  letra  b)  de  este  artículo  serán  reemplazadas  por  la
participación obligatoria del titular o representante legal de la empresa de
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menor tamaño, y/o de uno o más de sus trabajadores, en un programa de
capacitación sobre derechos y deberes de los consumidores realizado por el
Servicio Nacional del Consumidor.

Sustituida la multa de conformidad a lo dispuesto
en el  inciso precedente,  si  el  obligado,  no participare en el  programa de
capacitación  correspondiente,  procederá  el  aumento  de  la  multa
originalmente determinada, el que no podrá exceder de un 25% de su valor.

Tratándose de micro o pequeñas empresas en los
términos del  inciso segundo del  Artículo Segundo de la ley N° 20.416,  la
primera  multa  efectivamente  impuesta  será  rebajada  en  un  70%.”.
(Indicaciones N°s 108 y 109, con modificaciones, y 111). (Unanimidad,
4x0).

o o o o o

Inciso segundo
Pasa a ser inciso quinto

--Reemplazar la frase “Lo señalado anteriormente”
por  la  siguiente:  “Lo  señalado  en  este  artículo”.  (Indicación  N°  112).
(Unanimidad, 4x0).

Artículo 50 Ñ

Inciso tercero

--Sustituirlo por el siguiente:

“El  cumplimiento  de  las  resoluciones  a  que  se
refiere el inciso primero, incluido el pago de las multas, deberá ser acreditado
ante el  Servicio dentro de los 10 días siguientes a la fecha en que aquél
fuere  exigible.”. (Artículo  121  del  Reglamento  de  la  Corporación).
(Unanimidad, 4x0). 

Artículo 50 O

Inciso primero

--Suprimir lo siguiente “, que establece las bases
de los procedimientos administrativos que rigen los actos de los Órganos de
la Administración del Estado”. ”. (Indicación N° 114). (Unanimidad, 4x0).

--Sustituir “será improcedente”, por lo siguiente: “y
todo  otro  recurso  administrativo  establecido  en  dicha  ley  serán
improcedentes.”.  (Artículo  121  del  Reglamento  de  la  Corporación).
(Unanimidad, 4x0). 

Inciso segundo

--Sustituir  la  oración  “En  la  reclamación  por
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ilegalidad el juez podrá revisar tanto aspectos formales como sustantivos.”
por lo siguiente: “Si el procedimiento administrativo fue iniciado de oficio por
el Servicio, el  proveedor podrá reclamar ante el  Juzgado de Policía Local
correspondiente  a  la  comuna  de  la  Dirección  Regional.  La  reclamación
deberá presentarse por escrito y contener los fundamentos de hecho y de
derecho en que se apoya y las peticiones concretas que se formulan.  Al
conocer  de  la  reclamación,  el  juez  podrá,  realizando  un  control  sobre  la
legalidad  de  la  resolución,  revisar  tanto  aspectos  formales  como
sustantivos.”. (Indicación N° 116). (Unanimidad, 4x0).

Inciso cuarto

--Reemplazarlo por el que sigue:

“No  podrá  exigirse  el  cumplimiento  de  la
resolución  mientras  ésta  no  se  encuentre  firme.”.  (Indicación  N°  118).
(Unanimidad, 4x0).

Inciso quinto

--Sustituir  la  frase  “contemplado  en  los  incisos
quinto y siguientes del artículo 50 A”, por la siguiente: “contemplado en el
Párrafo 3º de este Título”. (Indicación N° 119). (Unanimidad, 4x0).

Artículo 50 P

Inciso primero

--Reemplazarlo por los siguientes incisos primero
y segundo:

“Artículo  50  P.-  La  sanción  impuesta  por  la
aplicación de una ley especial impedirá al Servicio aplicar en virtud de esta
ley una sanción adicional en razón de los mismos hechos, en la medida que
para la determinación de la primera se haya considerado la vulneración de
los derechos de los usuarios o consumidores. 

Si  el  Servicio  llegare  a  tomar  conocimiento  de
hechos  que  pudieren  constituir  una  infracción  de  disposiciones  legales  o
reglamentarias distintas a las contenidas en esta ley,  relacionadas con la
protección  de  los  derechos  de  los  consumidores,  deberá  proceder  a
denunciar  los  posibles  incumplimientos  ante  los  organismos  o  instancias
jurisdiccionales  respectivas  y  podrá  hacerse  parte  en  las  causas  en  que
estén  afectados  los  intereses  generales  de  los  consumidores,  de
conformidad a lo establecido en el artículo 58 letra i) de la presente ley.”.
(Indicaciones N°s.  121,  122 y 123,  con modificaciones).  (Unanimidad,
4x0).



250

o o o o o

--Consultar un numeral nuevo, del siguiente tenor:

“32) Agrégase a continuación del artículo 50 P el
siguiente epígrafe:

“Párrafo 3°
Del procedimiento ante los Juzgados de Policía Local”.”.

(Indicación N° 128). (Unanimidad, 4x0).

o o o o o

o o o o o

--Incorporar el siguiente numeral, nuevo:

“33) Agréganse los siguientes artículos 50 Q, 50 R
y 50 S, nuevos:

“Artículo  50  Q.-  El  conocimiento  de  la  acción
ejercida  a  título  individual  para  obtener  la  debida  indemnización  de  los
perjuicios que tuvieren lugar por infracción a esta ley corresponderá a los
juzgados  de  policía  local,  siendo  competente  aquel  que  corresponda  al
domicilio del consumidor o del proveedor, a elección del primero, sin que sea
admisible la prórroga de competencia por la vía contractual.

El  procedimiento  se  iniciará  por  demanda  del
consumidor,  la  que deberá presentarse por  escrito  y  con el  patrocinio  de
abogado habilitado.

En los casos en que no resulte posible practicar la
primera notificación personalmente, por no ser habida la persona a quien se
debe notificar, y siempre que el ministro de fe encargado de la diligencia deje
constancia de cuál es la habitación o el lugar donde habitualmente ejerce su
industria, profesión o empleo a quien se va a notificar y éste se encuentre en
el  lugar  del  juicio,  se procederá a su notificación en el  mismo acto y sin
necesidad de nueva orden del tribunal, en la forma señalada en los incisos
segundo  y  tercero  del  artículo  44  del  Código  de  Procedimiento  Civil.  El
ministro de fe dará aviso de esta notificación a ambas partes el mismo día en
que  se  efectúe  o  a  más  tardar  el  día  hábil  siguiente,  dirigiéndoles  carta
certificada. La omisión en el envío de la carta no invalidará la notificación,
pero hará responsable al infractor de los daños y perjuicios que se originen y
el tribunal,  previa audiencia del afectado, deberá imponerle alguna de las
medidas que se señalan en los números 2), 3) y 4) del inciso tercero del
artículo 532 del Código Orgánico de Tribunales.
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En  este  procedimiento  no  será  admisible  la
reconvención  del  proveedor  demandado.  Las  excepciones  que  se  hayan
opuesto se tramitarán conjuntamente y se fallarán en la sentencia definitiva.
En  su  comparecencia,  las  partes  podrán  realizar  todas  las  gestiones
procesales destinadas a acreditar la infracción y probar su derecho, incluidas
la presentación y el examen de testigos, cuya lista podrá presentarse hasta
el inicio de la audiencia de contestación, conciliación y prueba.

El  tribunal  podrá  en  el  aludido  comparendo,
distribuir  la  carga  de  la  prueba  conforme  a  la  disponibilidad  y  facilidad
probatoria que posea cada una de las partes en el litigio, lo que comunicará a
ellas para que asuman las consecuencias que les pueda generar la ausencia
o insuficiencia de material probatorio que hayan debido aportar o el no rendir
la prueba correspondiente de que dispongan en su poder. Para efectos de
rendir la prueba ordenada conforme a este inciso, el juez citará a una nueva
audiencia con ese único fin, la que deberá ser citada a la brevedad posible.

Los  incidentes  deberán  promoverse  y  tramitarse
en la misma audiencia, conjuntamente con la cuestión principal, sin paralizar
el curso de esta, cualquiera sea la naturaleza de la cuestión que en ellos se
plantee.  El  tribunal  deberá dictar  sentencia definitiva dentro de los treinta
días siguientes a la última audiencia, a menos que exista un plazo pendiente
para realizar diligencias.

Las causas cuya cuantía no exceda de veinticinco
unidades tributarias mensuales, se tramitarán como procedimiento de única
instancia,  por  lo  que  todas  las  resoluciones  que  se  dicten  en  él  serán
inapelables.  La  cuantía  se  determinará  de  acuerdo  al  monto  de  lo
denunciado o demandado por el consumidor, no considerándose para estos
efectos  el  monto  de  la  multa  aplicable.  Las  causas  que  versen  sobre
materias  que  no  tienen  una  determinada  apreciación  pecuniaria,  se
considerarán para estos efectos de cuantía superior a veinticinco unidades
tributarias mensuales.

Artículo 50 R.- El mismo procedimiento señalado
en el artículo precedente se aplicará en caso de que el consumidor escoja
perseguir la responsabilidad contravencional del proveedor ante el juzgado
de  policía  local  competente,  de  conformidad  a  lo  dispuesto  en  el  inciso
primero del artículo 50 A. Si resultare procedente, regirá para la aplicación de
multas lo dispuesto en el artículo 50 P.

Artículo 50 S.- Si, de conformidad a lo establecido
en este Párrafo, se promueve un juicio de indemnización de perjuicios por los
daños  ocasionados  a  consecuencia  de  una  infracción  que  ha  sido
sancionada  por  el  Servicio  Nacional  del  Consumidor  mediante  resolución
firme,  no  se  admitirán  pruebas  o  alegaciones  incompatibles  con  la
declaración de existencia del hecho que constituyó la infracción, ni  con el
establecimiento de la participación del proveedor en la misma.”.”. (Indicación
N° 129). (Unanimidad, 4x0).

o o o o o
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Número 27)
Pasa a ser número 34)

-- Reemplazar  la  expresión  “Párrafo  3º”  por
“Párrafo 4º”.”. (Indicación N° 130). (Unanimidad, 4x0).

Número 28)
Pasa a ser número 35)

o o o o o

--Consultar como letra a), nueva, la siguiente:

“a)  Agréganse  los  siguientes  incisos  tercero  y
cuarto, pasando el actual tercero a ser quinto y así sucesivamente:

“Los  consumidores  afectados  en  cualquier  caso
podrán  declarar  como  testigos  sin  que  les  sea  aplicable  la  causal  de
inhabilidad  establecida  en  el  numeral  6°  del  artículo  358  del  Código  de
Procedimiento Civil.

Los proveedores demandados estarán obligados a
entregar al  Tribunal  todos los instrumentos que éste ordene de oficio o a
petición de parte, siempre que tales instrumentos obren o deban obrar en su
poder y que tengan relación directa con la cuestión debatida. En caso de que
el proveedor se negare a entregar tales instrumentos y el Tribunal estimare
infundada la negativa por haberse aportado pruebas acerca de su existencia
o por ser injustificadas las razones dadas, el juez podrá tener por probado lo
alegado  por  la  parte  contraria  respecto  del  contenido  de  tales
instrumentos.”.”. (Indicaciones N°s. 131, y 132 y 133, con modificaciones).
(Unanimidad, 4x0).

o o o o o

Letras a) y b)
Pasan a ser letras b) y c), sin modificaciones

o o o o o

--Agregar la siguiente letra, nueva:

“d)  Agrégase  en  el  numeral  2,  los  siguientes
párrafos segundo y tercero, nuevos:

“Las indemnizaciones que se determinen en este
procedimiento  podrán  extenderse  al  daño  moral,  siempre  que  se  haya
afectado la integridad física o síquica o la dignidad de los consumidores. El
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tribunal  determinará  si  los  hechos  discutidos  han  podido  provocar  dicha
afectación,  en  cuyo  caso  deberá  incluirlo  como  hecho  sustancial  y
controvertido  en  la  resolución  que  recibe  la  causa  a  prueba.  Tanto  la
afectación  como  el  monto  de  los  perjuicios,  deberán  ser  debidamente
acreditados por la parte que lo solicite.

Para la acreditación del daño moral sufrido por los
consumidores, el juez podrá ordenar un peritaje especial, que establecerá,
de una muestra representativa de los grupos o subgrupos afectados, una
avaluación  aproximada  del  daño  causado,  determinando  un  monto
referencial, el que podrá variar según cada grupo o subgrupo. El juez en su
sentencia considerará, junto con los demás antecedentes probatorios que se
aporten al proceso, el monto referencial así determinado. Dicho peritaje será
de cargo del infractor en caso de haberse establecido su responsabilidad. De
no ser así,  se estará a lo dispuesto en los incisos segundo y tercero del
artículo 411 del Código de Procedimiento Civil.”.”.  (Indicación N° 138, con
modificaciones). (Unanimidad, 4x0).

o o o o o

o o o o o

--Agregar la siguiente letra, nueva:

“e) Reemplazar el numeral 3 por el siguiente:

“3. Iniciado el juicio señalado, cualquier legitimado
activo  podrá  hacerse  parte  en  el  juicio,  Asimismo,  podrá  comparecer
cualquier consumidor que se considere afectado para el solo efecto de hacer
reserva  de  sus  derechos.”. (Indicación  N°  140,  con  modificaciones).
(Unanimidad, 4x0).

o o o o o

o o o o o

--Agregar la siguiente letra, nueva:

“f)  Consultar  como  numeral  10,  nuevo,  el
siguiente:

“10. De conformidad con lo dispuesto en el Título
V del Libro II del Código de Procedimiento Civil, en casos calificados y sólo
una vez admitida  a  tramitación  la  demanda,  el  juez  podrá  ordenar  como
medida precautoria que el proveedor cese provisionalmente en el cobro de
cargos cuya procedencia esté siendo controvertida en juicio. Para tal efecto,
el demandante deberá acompañar antecedentes que constituyan a lo menos
presunción grave del derecho que se reclama.”.”. (Indicación N° 100, con
modificaciones). (Unanimidad, 4x0).

o o o o o
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Número 29)
Pasa a ser número 36)

--Reemplazarlo por el siguiente:

“36) Modifícase el artículo 52 del siguiente modo:

a) Reemplázase el literal b) por el siguiente:

“b)  Que  la  demanda  cumpla  con  los  requisitos
establecidos en el artículo 254 del Código de Procedimiento Civil, los que
sólo se verificarán por el juez, sin que puedan discutirse en esta etapa.”.

b)  Intercálase  el  siguiente  inciso  quinto,  nuevo,
pasando el actual inciso quinto a ser sexto y así sucesivamente:

“En contra de la resolución que acoja la reposición
de  aquella  que  declaró  admisible  la  demanda,  procederá  el  recurso  de
apelación en ambos efectos, el que deberá ser interpuesto dentro de cinco
días  fatales  contados desde la  notificación  de la  resolución  respectiva.”.”.
(Indicación Nº 141) (Unanimidad, 3x0).

o o o o o

--Intercalar,  a  continuación  del  numeral  29,  que
pasa a ser 36, el siguiente numeral, nuevo:

“37) Modifícase el inciso primero del artículo 53 del
siguiente modo:

a.- Sustitúyase la frase “se tenga por contestada la
demanda”, por “se tenga por contestada la misma”; 

b.-   Sustitúyase  la  frase  “medio  de  circulación
nacional”, por lo siguiente: “medio de comunicación nacional, regional o local,
escrito, electrónico o de otro tipo, que asegure su adecuada difusión”, y

c.- Reemplázase la palabra “cuarto” por “tercero”.”.
(Indicación Nº 143, con modificaciones). (Unanimidad, 5x0).

o o o o o

Número 30)
Pasa a ser número 38)

Letra b)

--Sustituirla por la siguiente:

“b)   Reemplázase  el  actual  inciso  tercero,  que
pasa a ser cuarto, por el siguiente:
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“Todo  avenimiento,  conciliación  o  transacción
deberá ser sometido a la aprobación del juez. Para aprobarlo, el juez deberá
verificar su conformidad con las normas de protección de los derechos de los
consumidores.  La  aprobación  se  entenderá  sin  perjuicio  de  la  eventual
aplicación de multas en caso de infracciones a la presente ley. Con todo, el
tribunal  podrá  considerar  la  reparación  del  daño  causado  por  parte  del
proveedor para rebajar el monto de la multa hasta en el 50%.”.”. (Indicación
Nº 145, con modificaciones). (Unanimidad, 3x0).

o o o o o

--Considerar como letra c), nueva, la siguiente:

“c) Agregar el siguiente inciso final:

“Los avenimientos, conciliaciones o transacciones
que contemplen la entrega a los consumidores de sumas de dinero deberán
establecer un conjunto mínimo de acciones destinadas a informar a quienes
resulten alcanzados por el respectivo acuerdo las acreencias que tienen a su
favor,  facilitar  su  cobro  y,  en  definitiva,  conseguir  la  entrega  efectiva  del
monto  correspondiente  a  cada  consumidor.  Asimismo,  estos  acuerdos
deberán designar a un tercero independiente mandatado a ejecutar, a costa
del proveedor, las diligencias previamente señaladas, salvo que otros medios
resulten preferibles, en el caso concreto, para lograr la transferencia efectiva
del  dinero  que a  cada consumidor  corresponde.  Para  el  cumplimiento  de
dicho mandato, el proveedor deberá transferir la totalidad de los fondos al
tercero  encargado  de  su  entrega  a  los  consumidores.  Estos  acuerdos
deberán  establecer,  a  su  vez,  un  plazo  durante  el  cual  las  diligencias
referidas en este inciso deberán ejecutarse. Transcurridos dos años desde
que se cumpla dicho plazo, los remanentes que no hayan sido transferidos ni
reclamados por los consumidores caducarán y se extinguirán a su respecto
los derechos de los respectivos titulares, debiendo el proveedor, o el tercero
a  cargo  de  la  entrega,  enterar  las  cantidades  correspondientes  al  fondo
establecido  en  el  artículo  11  bis.”.  (Artículo  121  del  Reglamento  de  la
Corporación). (Unanimidad, 5x0).

o o o o o

Número 31)
Pasa a ser número 39)

o o o o o

--Anteponer el siguiente literal a), nuevo:

“a)  Agrégase  en  el  literal  b),  a  continuación  del
punto y aparte (.), que pasa a ser seguido, la siguiente oración: “Asimismo,
se  estará  a  lo  dispuesto  en  el  artículo  50  P,  si  resultare  aplicable.”.”.
(Indicación Nº 146) (Mayoría, 3 x 2 abstenciones).
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o o o o o

Letra a)
Pasa a ser letra b

--Agregar en el literal c), a continuación del punto
aparte, que pasa a ser seguido, la siguiente oración: “En aquellos casos que
en que concurran las circunstancias a que se  refiere  el  inciso  quinto  del
artículo  24,  el  tribunal  podrá  aumentar  en  un  25%  el  monto  de  la
indemnización correspondiente.”.  (Indicación Nº 147, con modificaciones)
(Unanimidad, 3x0).

o o o o o

--Consultar  la  siguiente  letra  c,  nueva,  del
siguiente tenor:

“c)  Agrégase  al  final  del  inciso  segundo,  lo
siguiente:

“En  este  último  caso,  la  sentencia  deberá
establecer un conjunto mínimo de acciones destinadas a informar a quienes
resulten alcanzados por el respectivo acuerdo las acreencias que tienen a su
favor,  facilitar  su  cobro  y,  en  definitiva,  conseguir  la  entrega  efectiva  del
monto  correspondiente  a  cada  consumidor,  pudiendo  establecerse  al
proveedor la carga de mandatar a un tercero independiente para la ejecución
de dichas acciones, a su costa y con la aprobación del tribunal. El proveedor
deberá  transferir  la  totalidad  de  los  fondos  al  tercero  encargado  de  su
entrega a los consumidores.  La sentencia deberá establecer,  además,  un
plazo  durante  el  cual  las  diligencias  referidas  en  este  inciso  deberán
ejecutarse. Transcurridos dos años desde que se cumpla dicho plazo, los
remanentes  que  no  hayan  sido  transferidos  ni  reclamados  por  los
consumidores caducarán y se extinguirán a su respecto los derechos de los
respectivos  titulares,  debiendo  el  proveedor,  o  el  tercero  a  cargo  de  la
entrega, enterar las cantidades correspondientes al fondo establecido en el
artículo 11 bis.”.”.  (Indicación Nº 149, con modificaciones) (Unanimidad,
4x0).

o o o o o

Letra b)

Pasa a ser letra d), sin modificaciones.

o o o o o

--Intercalar,  a  continuación del  numeral  31),  que
pasa a ser numeral 39), el siguiente numeral, nuevo:

“40) En el artículo inciso segundo del  artículo 54
C,  agregar  las  expresiones  “tanto  por  daño  patrimonial  como  moral”  a
continuación de “responsabilidad civil”, e incorporar la oración “y se tramitará
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de acuerdo al procedimiento establecido en el Párrafo 3° del Título IV”, luego
de la frase “patrocinio de abogado”.”. (Artículo 121 del Reglamento de la
Corporación. Mayoría, 3x1 abstención). 

Número 32)
Pasa a ser número 41)

--Reemplazar  la  expresión “Párrafo 4º  El”  por  la
siguiente: “Párrafo 5º Del”. (Indicación Nº 150). (Unanimidad, 4x0).

Número 33)
Pasa a ser número 42)

Artículo 54 H

Inciso cuarto

--Agregar  la  siguiente  oración  final:  “Asimismo,
una  vez  iniciada  una  mediación  colectiva,  ni  el  Servicio  ni  quienes  se
encuentren legitimados para ello de conformidad a esta ley podrán ejercer
acciones  colectivas  respecto  de  los  mismos  hechos  mientras  el
procedimiento  de  mediación  se  encuentre  abierto.”.  (Indicación  Nº  151).
(Unanimidad, 4x0).

Artículo 54 I

Inciso primero

--Sustituir  las  oraciones  siguientes:  “En  la
resolución  que  da  inicio  al  procedimiento,  el  Servicio  deberá  ordenar  la
participación de la o las Asociaciones de Consumidores que hayan iniciado el
procedimiento por denuncia”, por el siguiente texto: “En la resolución que da
inicio  al  procedimiento,  cuando la  mediación  colectiva  se  haya iniciado a
solicitud de una o más Asociaciones de Consumidores, el Servicio deberá
ordenar su participación”. (Indicación Nº 152). (Unanimidad, 4x0).

Artículo 54 Ñ

Inciso quinto

--Reemplazarlo por los siguientes:

“Las partes podrán requerir  la  devolución de los
instrumentos  acompañados  una  vez  concluido  el  procedimiento  de
mediación.

El  Servicio  no  podrá  presentar  en  juicio
instrumentos obtenidos durante el procedimiento de mediación a menos que
haya tenido acceso a ellos por otro medio.”.  (Indicación Nº 159) (Mayoría,
4x1).
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Artículo 54 P

Inciso primero
Número 1)

--Intercalar  entre  la  expresión  “consumidores
afectados”  y  el  punto  y  coma  (;),  lo  siguiente:  “,  cuando  procedan”.
(Indicación Nº 164). (Unanimidad, 4x0). 

o o o o o

--Considerar  como  inciso  segundo,  el  siguiente,
nuevo:

“Cuando se trate de acuerdos que contemplen la
entrega a los consumidores de sumas de dinero, se estará a lo dispuesto en
el inciso quinto del artículo 53 B.”. (Indicación Nº 161, con modificaciones).
(Unanimidad, 4x0). 

o o o o o

Inciso segundo

Pasa a ser inciso tercero

 --Para  intercalar  entre  el  punto  seguido  (.)  que
figura después de la palabra “Servicio”, lo siguiente: “, en la medida en que
cada  una  de  las  obligaciones  emanadas  del  acuerdo  sean  exigibles”.
(Indicación Nº 162, con modificaciones). (Unanimidad, 4x0). 

Número 34)
Pasa a ser número 43)

--Reemplazar el punto final (.) por un punto y coma
(;), y agregar lo siguiente: “y elimínase el inciso segundo.”. (Artículo 121 del
Reglamento del Senado). (Unanimidad, 3x0).

Números 35 a 38
Pasan a ser números 44 a 47, sin modificaciones

Número 39)
Pasa a ser número 48)

--Reemplazarlo por el siguiente:

“48) Reemplázase el artículo 57 por el siguiente:
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“Artículo 57.- El Servicio Nacional del Consumidor,
en  adelante  e  indistintamente  el  “Servicio”,  será  un  servicio  público
descentralizado,  con personalidad jurídica y patrimonio propio,  sujeto a la
supervigilancia  del  Presidente  de  la  República  a  través  del  Ministerio  de
Economía, Fomento y Turismo.

El Servicio será una institución fiscalizadora en los
términos  del  decreto  ley  N°  3.551,  de  1981,  del  Ministerio  de  Hacienda.
Asimismo, estará afecto al Sistema de Alta Dirección Pública establecido en
la  ley  N°  19.882  y  se  someterá  al  decreto  ley  N°  1.263,  de  1975,  del
Ministerio de Hacienda, sobre Administración Financiera del Estado.

El  Servicio  se  desconcentrará  territorialmente  a
través  de  las  Direcciones Regionales.  En cada región  del  país  habrá  un
Director Regional, quién estará afecto al Sistema de Alta Dirección Pública
previsto  en  el  Título  VI  de  la  ley  N°  19.882  y  deberá  acreditar  título  de
abogado. También estará afecto a dicho sistema el segundo nivel jerárquico
del Servicio Nacional del Consumidor.

Adicionalmente, dichas Direcciones Regionales se
considerarán funcionalmente  desconcentradas para  efectos  de ejercer  las
funciones señaladas en las letras b), c), f), y ñ) del artículo 58 de la presente
ley.”.”. (Indicación Nº 169). (Unanimidad, 4x0). 

Número 40)
Pasa a ser número 49)

Letra a)

Literal a) propuesto

Párrafo tercero

--Sustituir las expresiones “que corresponda”, por
las siguientes: “del Servicio que corresponda territorialmente”. (Indicación Nº
172, con modificaciones). (Mayoría, 3x1 abstención).

Párrafo cuarto

--Agregar  la  siguiente  oración  final:  “Cuando  se
trate  de  fiscalización  de  sitios  web,  los  proveedores  estarán  obligados  a
facilitar  los  antecedentes  relativos  a  éste  que  sean  solicitados  por  el
respectivo  funcionario  del  Servicio,  los  que  deberán  ser  entregados  en
formato digital.”. (Indicaciones Nº 173, con modificaciones). (Unanimidad,
4x0).

Párrafo quinto

--Sustituir  la  palabra  “inciso”  por  “párrafo”.
(Indicación Nº 174). (Unanimidad, 4x0).
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o o o o o

--Incorporar el siguiente párrafo séptimo, nuevo:

“Cuando  con  ocasión  de  una  fiscalización,  el
Servicio constate respecto de una micro o pequeña empresa en los términos
del inciso segundo del Artículo Segundo de la Ley Nº 20.416, que no haya
sido sancionada por  la  misma infracción en los últimos doce meses,  una
infracción  legal  o  reglamentaria  en  que  no  concurra  alguna  de  las
circunstancias previstas en el artículo 24, podrá conceder un plazo de hasta
diez días hábiles para dar cumplimiento a las normas respectivas, lo que
deberá ser acreditado ante el Servicio.”.  (Artículo 121 del Reglamento del
Senado). (Unanimidad, 4X0).

o o o o o

o o o o o

--Agregar el siguiente párrafo final, nuevo:

“El  Servicio  desarrollará  sus  actividades  de
fiscalización en conformidad a un plan que elaborará anualmente, priorizando
aquellas áreas que involucren un mayor nivel de riesgo para los derechos de
los consumidores. Las directrices generales de dicho plan serán públicas.”.
(Indicación Nº 175, con modificaciones). (Unanimidad, 4x0).

o o o o o

Literal d) propuesto

Párrafo 1°

--Sustituirlo por el que sigue:

“d) Interpretar administrativamente la normativa de
protección de los derechos de los consumidores que le corresponde vigilar,
atribución que será ejercida de conformidad a lo dispuesto en el artículo 59
ter de la presente ley.”. (Indicación N° 176. Unanimidad, 5x0).

Literal e) propuesto

--Reemplazarlo por el siguiente:

“e)  Dictar  normas  e  instrucciones  de  carácter
general  en  materia  de  protección  de  los  derechos  de  los  consumidores,
atribución que será ejercida de conformidad a lo dispuesto en el artículo 59
ter.  La  normativa  que  emane  del  Servicio  será  obligatoria  y  deberá  ser
sistematizada de forma de facilitar el acceso y conocimiento de la misma al
público en general.”. (Indicación N° 178. Unanimidad, 5x0).
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Párrafos segundo a sexto

--Eliminarlos  (Indicaciones  200  y  213,  con
modificaciones. (Unanimidad, 3x0).

Letra b)

Literal h) propuesto

--Sustituir  la  expresión  “Párrafo  4°”  por  la
siguiente: “Párrafo 5°”. (Indicación N° 187). (Unanimidad, 5x0).

Letra e)

Ordinal ii)

--Reemplazarlo por el siguiente:

“ii) Reemplázase la frase “el juez de policía local”
por la expresión “el Juzgado de Policía Local del domicilio del fiscalizado”.
(Indicación Nº 188) (Unanimidad, 3x0).

Letra f)

--Sustituirlo por el que sigue:

“f) Agrégase, a continuación del inciso octavo, el
siguiente inciso noveno, nuevo:

“Asimismo, el Juez de Policía Local podrá ordenar
la  incautación  de  la  documentación  requerida.”.”.  (Indicación  Nº  189)
(Unanimidad, 3x0).

o o o o o

--Incorporar a continuación del  numeral  40),  que
pasa a ser 49), un numeral nuevo, del siguiente tenor:

“50) Intercálase en el inciso segundo del artículo
58 bis, entre las frases “organismos fiscalizadores” y “que tengan facultades”,
la siguiente palabra: “sectoriales”.”. (Indicación Nº 191). (Unanimidad, 5x0).

o o o o o

Número 41
Pasa a ser número 51

Artículo 59
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--Intercalar como incisos segundo a sexto,  en el
artículo 59 propuesto, los siguientes: 

“El  cargo de Director Nacional será incompatible
con el  de  diputado,  senador,  integrante  del  Poder  Judicial  o  del  Tribunal
Constitucional,  consejero  del  Banco  Central,  fiscal  del  Ministerio  Público,
miembro de las Fuerzas Armadas y de las Fuerzas de Orden y Seguridad
Pública, ministro de Estado, subsecretario, intendente, gobernador, alcalde,
concejal, consejero regional, miembro del Tribunal Calificador de Elecciones,
funcionario  de  la  Administración  del  Estado,  miembro  de  los  órganos  de
dirección de los partidos políticos, y con el de representante de asociaciones
gremiales, organizaciones sindicales y asociaciones de consumidores. 

El  Director  Nacional  no  podrá  ser  gerente,
administrador o director, ni podrá tener participación en la propiedad de una
empresa o sociedad, junto a sus filiales y coligadas, de acuerdo a las normas
contenidas en el Título VIII de la ley N° 18.046 sobre Sociedades Anónimas,
que sea proveedora en los términos del artículo 1° numeral 2.- de la presente
ley. Esta incompatibilidad será extensiva a su cónyuge o conviviente civil y a
sus parientes hasta el primer grado de consanguinidad. 

Una vez que el Director Nacional haya cesado en
su cargo por cualquier motivo, no podrá ser gerente, administrador o director,
ni  podrá tener participación en la propiedad de una empresa o sociedad,
junto a sus filiales y coligadas, de acuerdo a las normas contenidas en el
Título  VIII  de  la  ley  N°  18.046  sobre  Sociedades  Anónimas,  que  sea
proveedora en los términos del artículo 1° numeral 2.- de la presente ley, por
el plazo de seis meses después de haber expirado en funciones. El Director
Nacional no podrá ser candidato a cargos de elección popular hasta un año
después de haber cesado en su cargo. 

El  ex  Director  Nacional  afecto  a  la  prohibición
contenida en el inciso anterior deberá informar, durante el tiempo que ésta
dure, al Servicio Nacional del Consumidor sus participaciones societarias y
todas las actividades laborales y de prestación de servicios que realice, tanto
en el sector público como en el sector privado, sean o no remuneradas. Esta
obligación se extenderá hasta los seis meses posteriores al  término de la
precitada prohibición. 

Las  incompatibilidades  y  prohibiciones
establecidas  en  los  incisos  segundo  a  cuarto,  así  como  la  obligación
establecida en el inciso anterior, todas del presente artículo, serán también
aplicables a los Directores Regionales.”.  (Indicación N° 194; unanimidad,
5x0).

Inciso segundo
Pasa a ser inciso séptimo

Literal c)

--Reemplazar  la  expresión  “Destitución  por
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negligencia”,  por  la  siguiente  palabra:  “Negligencia”. (Indicación  N°  195).
(Unanimidad, 5x0).

Literal d)

--Intercalar  a  continuación  del  vocablo
“Incapacidad” la frase “psíquica o física sobreviniente para el desempeño de
su cargo”. (Indicación N° 196). (Unanimidad, 5x0).

o o o o o

--Agregar el siguiente literal, nuevo:

“e)  Incurrir  en  una  causal  de  incompatibilidad  y
prohibiciones de las indicadas en los incisos segundo y tercero del presente
artículo.”. (Indicación N° 197). (Unanimidad, 5x0).

o o o o o

Inciso tercero
Pasa a ser inciso octavo

--Reemplazarlo por los siguientes:

“Si se verificare alguna causal de las contenidas
en los literales d)  o e)  del  inciso anterior,  cesará automáticamente en su
cargo, debiendo comunicar de inmediato dicha circunstancia al Presidente de
la República. De igual forma, cesará en su cargo si su renuncia hubiere sido
aceptada por el Presidente de la República de conformidad al literal b).

El  Presidente  de  la  República  podrá  remover  al
Director Nacional sólo si concurre alguna de las conductas señaladas en la
letra c) del inciso séptimo.”. (Indicación N° 198). (Unanimidad, 5x0).

Inciso cuarto
Pasa a ser inciso noveno

o o o o o

--Incorporar  a  continuación  del  literal  g)  el
siguiente, nuevo, pasando el literal h) a ser i):

“…) Presentar al Consejo establecido en el artículo
59  ter,  la  propuesta  de  interpretación  administrativa  de  la  normativa,  así
como la propuesta de normas e instrucciones de carácter general,  ambas
relativas a la protección de los derechos de los consumidores.”. (Indicación
N° 199) (Unanimidad, 5x0).

o o o o o
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Número 42
Pasa a ser número 52, sin modificaciones

Número 43)
Pasa a ser número 53

--Reemplazarlo por el siguiente:

53) Agréganse los siguientes artículos 59 ter, 59
quáter, 59 quinquies y 59 sexies:

“Artículo  59  ter.-  Créase  un  cuerpo  colegiado,
denominado Consejo Normativo, al que corresponderá ejercer las funciones
y atribuciones señaladas en esta ley.

El  Consejo  Normativo  estará  integrado  por  tres
Consejeros  titulares  y  dos  Consejeros  suplentes  nombrados  por  el
Presidente de la República mediante decreto supremo expedido a través del
Ministerio  de Economía,  Fomento y  Turismo,  previo  acuerdo del  Senado,
adoptado por mayoría absoluta de sus miembros en ejercicio. 

Los integrantes que así se designen deberán ser
expertos en materia de protección de los derechos de los consumidores y
contar con relevantes méritos profesionales o académicos, cuya idoneidad
garantice el debido funcionamiento del Consejo. 

Los  Consejeros  durarán  cuatro  años  en  sus
cargos, pudiendo renovarse su nombramiento por una sola vez en la misma
calidad. El Consejo se renovará parcialmente cada vez.

A los Consejeros le será aplicable el artículo 2° de
la ley N° 20.880 y deberán realizar la declaración de intereses y patrimonio
en los términos del Título II de la precitada ley.

El cargo de Consejero será incompatible con el de
diputado, senador, integrante del Poder Judicial o del Tribunal Constitucional,
consejero del  Banco Central,  fiscal  del Ministerio Público, miembro de las
Fuerzas Armadas y de las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública, Ministro
de  Estado,  subsecretario,  intendente,  gobernador,  alcalde,  concejal,
consejero  regional,  miembro  del  Tribunal  Calificador  de  Elecciones,
funcionario  de  la  Administración  del  Estado,  con  exclusión  de los  cargos
docentes, miembro de los órganos de dirección internos de alcance nacional
de los partidos políticos, y con el de representante o miembro del directorio
de  asociaciones  gremiales,  organizaciones  sindicales  y  asociaciones  de
consumidores.

Los miembros titulares del Consejo no podrán ser
gerentes, administradores o directores, ni podrán tener participación superior
al  5% en la  propiedad de una empresa o sociedad,  junto a sus filiales y
coligadas, de acuerdo a las normas contenidas en el Título VIII de la ley N°
18.046 sobre Sociedades Anónimas, que sea proveedora en los términos del
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artículo 1° numeral 2 de la presente ley. Esta incompatibilidad será extensiva
a su cónyuge o conviviente civil y a sus parientes hasta el primer grado de
consanguinidad. La incompatibilidad a que se refiere el presente inciso no se
aplicará en el caso de las micro y pequeñas empresas a que se refiere el
artículo segundo de la Ley N° 20.416.

Una vez que los miembros titulares del  Consejo
hayan cesado en su cargo por cualquier motivo, no podrán ser gerentes,
administradores o directores de una empresa o sociedad que sea proveedora
en los términos del artículo 1° numeral 2 de la presente ley, por el plazo de
seis meses después de haber expirado en funciones.

Los  ex  Consejeros  afectos  a  la  prohibición
contenida en el inciso anterior deberán informar al Consejo establecido en
este artículo, durante el tiempo que ésta dure, sus participaciones societarias
y todas las actividades laborales y de prestación de servicios que realice,
tanto en el sector público como en el sector privado, sean o no remuneradas.
Esta obligación se extenderá hasta los seis meses posteriores al término de
dicha prohibición.

Mientras  se  desempeñen  en  su  cargo,  los
Consejeros  no  podrán  ejercer  asesoría  profesional  a  proveedores  que
puedan ser  objeto  de  fiscalización  por  parte  del  Servicio  en  las  materias
reguladas por esta ley, ni a asociaciones de consumidores. Tampoco podrán
ejercer asesoría profesional, hasta seis meses luego de haber cesado en su
cargo, a proveedores que hayan sido afectados o podido ser afectados en
forma  directa  por  las  propuestas  de  interpretación  administrativa  de  la
normativa o de dictación de normas e instrucciones generales respecto de
las cuales hayan tenido que pronunciarse.

Sin  perjuicio  de  lo  dispuesto  en  el  inciso
decimonoveno,  los  suplentes  no  podrán  pronunciarse  respecto  de
propuestas que afecten de manera directa a empresas proveedoras en los
términos del artículo 1° de la presente ley en las cuales tengan participación
superior al 5%  en su propiedad, junto a sus filiales y coligadas, de acuerdo a
las normas contenidas en el Título VIII de la ley Nº 18.046 sobre sociedades
anónimas. Una vez cesados en el cargo y hasta seis meses después, los ex
suplentes  deberán  informar  al  Consejo  las  actividades  laborales  y  de
prestación de servicios que realicen, tanto en el sector público como en el
sector privado, sean o no remuneradas.”.

Los Consejeros serán inamovibles en sus cargos.
Sin  perjuicio  de  lo  anterior,  serán  causales  de  cesación  del  cargo,  las
siguientes:

a) Término del período legal de su designación.
b) Renuncia voluntaria aceptada por el Presidente

de la República.
c)  Negligencia  manifiesta  en  el  ejercicio  de  sus

funciones, faltas a la probidad administrativa y cualquier inobservancia a los
deberes y obligaciones establecidos por ley. 

d) Incapacidad psíquica o física sobreviniente para
el desempeño de su cargo.
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e) Incurrir en una incompatibilidad o prohibición de
las indicadas en los incisos sexto y séptimo del presente artículo, respecto de
los Consejeros titulares, o del inciso sexto respecto de los suplentes.

Si se verificare alguna de las causales contenidas
en los literales d) o e), el Consejero afectado cesará automáticamente en su
cargo, debiendo comunicar de inmediato dicha circunstancia al Consejo. De
igual forma, cesará en su cargo si su renuncia hubiere sido aceptada por el
Presidente de la República, de conformidad al literal b).

Si alguno de los Consejeros incurre en la causal
del literal c), podrá ser acusado ante la Corte Suprema, la que resolverá en
pleno y en única instancia sobre la concurrencia de la causal. La acusación
deberá  ser  fundada  y  deberá  ser  interpuesta  por  el  Presidente  de  la
República o al menos dos miembros del Consejo. 

La  Corte  dará  traslado  por  seis  días  hábiles  al
acusado, pudiendo dictar, igualmente, medidas para mejor resolver. La Corte
podrá,  si  lo  estima  pertinente,  abrir  un  término  probatorio  que  no  podrá
exceder de siete días. La causa tendrá preferencia para su vista y fallo, y la
sentencia se dictará en un plazo de treinta días contado desde la vista.

La  Corte,  mientras  se  encuentre  pendiente  su
resolución, podrá disponer la suspensión temporal del Consejero acusado.
Ejecutoriada la sentencia, el Consejero afectado cesará de inmediato en su
cargo, sin que pueda ser designado nuevamente.

Producida  una  vacante,  el  Presidente  de  la
República propondrá al Senado su reemplazante dentro de un plazo que no
podrá exceder de 30 días hábiles. 

Los  Consejeros  reemplazantes  de  aquéllos  que
cesaron en sus cargos por las causales b), c), d) o e), durarán en su cargo
hasta  el  término  del  período  que  restaba  por  cumplir  al  Consejero  que
produjo la vacante.

Un Consejero suplente reemplazará al Consejero
que se encontrare impedido de asistir a una o más sesiones del Consejo por
una razón  de fuerza  mayor;  por  encontrarse  suspendido  en  el  cargo,  de
conformidad a lo dispuesto en el inciso decimosexto de este artículo; o por
haberse abstenido de emitir  pronunciamiento sobre un asunto sometido a
conocimiento del Consejo, de conformidad a lo dispuesto en  el artículo 12 de
la ley Nº 19.880 y el numeral 6 del artículo 62 del decreto con fuerza de ley
N° 1-19653, de 2000, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia,
que fija  texto  refundido,  coordinado y  sistematizado de la  ley  N°  18.575,
Orgánica  Constitucional  de  Bases  Generales  de  la  Administración  del
Estado. Asimismo, un Consejero suplente asistirá a las sesiones en lugar del
miembro  titular  que  hubiere  cesado  en  el  cargo  de  conformidad  a  lo
dispuesto en este artículo, hasta el nombramiento del respectivo Consejero
titular.  



267

Para la determinación del Consejero suplente que,
de conformidad a lo dispuesto en el inciso anterior, deberá reemplazar a un
integrante titular, se preferirá, en primer lugar, el suplente de nombramiento
más antiguo.

Artículo 59 quáter.- El Consejo Normativo tendrá
las siguientes funciones y atribuciones:

a) Aprobar la propuesta, formulada por el Director
Nacional  del  Servicio  Nacional  del  Consumidor,  de  interpretación
administrativa  de  la  normativa  de  protección  de  los  derechos  de  los
consumidores.

b) Aprobar la propuesta, formulada por el Director
Nacional del Servicio Nacional del Consumidor, de normas e instrucciones de
carácter  general  en  materia  de  protección  de  los  derechos  de  los
consumidores

Las propuestas de interpretación administrativa o
de  normas  e  instrucciones  de  carácter  general  que  sean  sometidas  al
Consejo  podrán  referirse,  entre  otros  aspectos,  a  los  parámetros  de
abusividad señalados en la letra g) del artículo 16, los lineamientos generales
para la aplicación de los criterios referidos en el inciso octavo del artículo 24,
así como los criterios para la determinación del riesgo a que se refiere la letra
a) del artículo 58. Asimismo, podrán establecer criterios generales para la
observancia de los principios establecidos en el inciso segundo del artículo
54 H y criterios generales para determinar, de acuerdo a la definición del
inciso  quinto  del  artículo  50,  la  existencia  de  interés  colectivo  o  difuso
comprometido, para efectos de los señalado en el inciso primero del artículo
54 H.

Antes  de  remitir  al  Consejo  las  propuestas
señaladas en las letras a) y b) de este artículo, el Director deberá someterlas
a  un  proceso  de  consulta  pública  disponible  a  través  del  sitio  web  del
Servicio,  por  un  plazo  no  inferior  a  20  días  corridos,  con  el  fin  de  que
cualquier persona opine sobre su contenido y efectos, o formule sugerencias
sobre  la  misma.  El  Director  informará  al  Consejo  de  la  apertura  de  este
proceso  y  lo  mantendrá  al  tanto  de  su  desarrollo.  Las  opiniones  que  se
manifiesten con ocasión de las consultas serán de carácter público y deberán
ser incluidas en un informe anexo a la propuesta remitida al Consejo. Sin
perjuicio  de lo  anterior,  las precitadas opiniones y sugerencias en ningún
caso  serán  vinculantes  ni  estarán  el  Director  Nacional  ni  el  Consejo
obligados a pronunciarse en particular respecto de ellas. 

Recibidas por el Consejo las propuestas a que se
refieren los literales a) y b) del inciso primero de este artículo, acompañadas
de  los  informes  respectivos,  deliberará  sobre  éstas,  pudiendo  aceptar  o
rechazar la propuesta. Para adoptar su decisión, el Consejo podrá solicitar
información  adicional  al  Director  y  todo  otro  antecedente  necesario  para
resolver.  El  Consejo  deberá  adoptar  su  decisión  de  manera  fundada,
pudiendo  representar  al  Director  los  aspectos  que  estime  pertinentes
relativos a las propuestas. El Director Nacional sólo podrá emitir la respectiva
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interpretación, norma o instrucción de carácter general, si es aprobada por el
Consejo.  En  caso  contrario,  podrá  el  Director  someter  nuevamente  a
consideración del Consejo la propuesta, recogiendo los comentarios que han
fundamentado su rechazo.

Cualquier  persona  afectada  por  la  dictación  de
normas  o  instrucciones  de  carácter  general  o  de  interpretaciones
administrativas  de  la  normativa  de  protección  de  los  derechos  de  los
consumidores  dictadas  conforme  a  este  artículo,  podrá  reclamar  por
ilegalidad ante la Corte de Apelaciones de Santiago dentro de quince días
contados desde su dictación.

Artículo 59 quinquies.- El Consejo sólo sesionará
con tres Consejeros y adoptará sus acuerdos por mayoría de los presentes. 

El  Consejo  sesionará  ordinariamente  una vez al
mes y su Tabla será formada exclusivamente por las materias que el Director
Nacional someta a su aprobación. Con todo, en estas sesiones se abrirá un
espacio para que los consejeros soliciten por unanimidad la presentación de
propuestas de interpretación administrativa o de normas e instrucciones de
carácter general en determinadas materias de protección de los derechos de
los consumidores. Dichas solicitudes deberán presentarse por escrito ante el
Director Nacional y estar debidamente fundadas. El Director se pronunciará
sobre las respectivas solicitudes, formulando una propuesta en la materia o
fundando su decisión en contrario.

El Director Nacional del Servicio podrá asistir  de
forma permanente a las sesiones del Consejo, sólo con derecho a voz.

El Consejo contará con un Secretario Técnico, el
que será responsable de las actas de las sesiones. El Servicio Nacional del
Consumidor  deberá  otorgar  el  apoyo  administrativo  necesario  para  su
adecuado funcionamiento.

Un  Reglamento  suscrito  por  el  Ministro  de
Economía, Fomento y Turismo determinará las normas que sean necesarias
para el funcionamiento del Consejo. De igual forma, el Consejo podrá dictar
normas de funcionamiento interno en el en el marco de lo que establezca el
Reglamento.

Artículo  59  sexies.-  Los  funcionarios  y  demás
personas  que  presten  servicios  en  el  Servicio  Nacional  del  Consumidor
estarán  obligados  a  guardar  reserva  sobre  toda  información,  dato  o
antecedente de que puedan imponerse con motivo u ocasión del ejercicio de
sus labores, incluso después de haber dejado el cargo. Sin perjuicio de lo
anterior,  tales  antecedentes  podrán utilizarse  para  el  cumplimiento  de las
funciones del Servicio y el ejercicio de las acciones ante los tribunales de
justicia.

La infracción a esta prohibición se castigará con
las penas indicadas en los artículos 246, 247 y 247 bis del Código Penal, y
con las sanciones disciplinarias que puedan aplicarse administrativamente
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por la misma falta. Asimismo, serán aplicables las normas de responsabilidad
funcionaria y del Estado contempladas en la ley Nº 19.880; en el decreto con
fuerza de ley N° 29, de 2005, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto
refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto
Administrativo; y en el decreto con fuerza de ley N° 1-19653, de 2000, del
Ministerio Secretaría General de la Presidencia, que fija el texto refundido,
coordinado y sistematizado de la ley N° 18.575, Orgánica Constitucional de
Bases Generales de la Administración del Estado.”.”.  (Indicación N°s 200,
con  modificaciones  (respecto  del  artículo  59  ter:  inciso  primero,
mayoría 2x1 abstención; incisos segundo a quinto,  unanimidad,  5x0;
inciso sexto, unanimidad 3x0; incisos séptimo y octavo,  unanimidad,
4x0;  inciso  noveno,  mayoría,  3x1  abstención;  incisos  10  y  11,
unanimidad  3x0;  inciso  duodécimo,  unanimidad,  4x0;  incisos
decimotercero  a  decimoctavo,  unanimidad,  3x0//  respecto  de  los
artículos  59  quáter;  quinquies  y  sexties, indicación  N°s  200,  con
modificaciones);  indicación N° 213,  unanimidad,  3x0,  e  indicación N°
184, con modificaciones, unanimidad, 5x0). 

ARTÍCULO 4°

--Suprimirlo. (Indicación  N°  203).  (Unanimidad,
5x0).

o o o o o

Incorporar  un  artículo  nuevo,  del  tenor  que  se
señala:

“Artículo 4°.- Intercálese en el inciso segundo del
numeral 5º del artículo 196 del Código Orgánico de Tribunales, después de
los  términos  “Servicios  de  Vivienda  y  Urbanización”,  lo  siguiente:  “o  una
compañía prestadora de un servicio básico domiciliario”. (Indicación Nº 205,
con modificaciones). (Unanimidad 3x0). 

o o o o o

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo primero

--Sustituirlo por el siguiente:

“Artículo  primero.-  La  presente  ley  entrará  en
vigencia transcurrido un año desde su publicación en el Diario Oficial, salvo
las modificaciones realizadas a los siguientes artículos de la ley N° 19.496:
2°; 16; 24 incisos tercero, cuarto, quinto, sexto, séptimo, octavo, noveno y
décimo respecto a la facultad del Servicios para aplicar la multa; 26 inciso
segundo; 31; 34; 35; 41; 49 inciso segundo; 50; 50 A; 50 B; 50 C; 50 F; 50 G;
los nuevos artículos 50 H a 50 S; 56; 56 A; 56 C; 56 H sólo en cuanto a la
facultad del Servicio para cursar la multa y no así respecto del monto de la
misma; 57, en cuanto al título de abogado que deban acreditar los Directores
Regionales; 58 letra a), en cuanto a lo previsto en los nuevos incisos cuarto y
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quinto; 58 letra b); 58 letra c); 58 letra f); el nuevo 58 letra k); el nuevo 58
letra l); y el nuevo 58 letra ñ); 59 en cuanto a lo previsto en las nuevas letras
e) y f) del nuevo inciso cuarto. Tales modificaciones comenzarán a regir de
acuerdo al siguiente cronograma:

a) En las regiones de Antofagasta, de Valparaíso y
de  Magallanes  y  de  la  Antártica  Chilena,  transcurridos  dieciocho  meses
desde la fecha de publicación de la presente ley en el Diario Oficial;

b)  En  las  regiones  Arica  y  Parinacota,  de
Tarapacá,  de  Atacama,  de  Coquimbo,  del  Libertador  General  Bernardo
O’Higgins,  del  Bío  Bío,  de  la  Araucanía,  de  los  Ríos  y  de  Los  Lagos,
transcurridos  veinticuatro  meses  desde  la  fecha  de  publicación  de  la
presente ley en el Diario Oficial; y

c) En las regiones Metropolitana de Santiago, del
Maule  y de  Aisén del  General  Carlos Ibáñez,  transcurridos treinta meses
desde  la  fecha  de  publicación  de  la  presente  ley  en  el  Diario  Oficial.”.
(Indicación Nº 206). (Unanimidad, 4x0).

Artículo tercero

--Suprimirlo.  (Indicación  Nº  207).  (Unanimidad,
5x0).

Artículo cuarto

--Eliminarlo.  (Indicación  Nº  208).  (Unanimidad,
5x0).

Artículo quinto
Pasa a ser artículo 3°, sin modificaciones.

Artículo sexto
Pasa a ser artículo 4°

--Sustituir  “El  reglamento señalado en el  artículo
cuarto transitorio y los demás”, por “Los reglamentos”.  (Indicación Nº 208).
(Unanimidad, 5x0).

Artículos séptimo a undécimo
Pasan a ser artículos quinto a noveno, sin modificaciones

o o o o o

--Consultar el siguiente artículo transitorio nuevo:

“Artículo  décimo-  Por  un  período  de  un  año  a
contar de la entrada en vigencia de la presente ley se reconocerá el carácter
de Asociación Nacional de Consumidores a aquellas que operen en tres o
más regiones del país. Terminado el período anterior y hasta cumplidos cinco
años a contar de su entrada en vigencia, dicho requisito se extenderá a cinco
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o  más  regiones.  Terminado  este  último  período,  el  reconocimiento  del
carácter de nacional de las Asociaciones de Consumidores quedará sujeto al
requisito  establecido  en  el  artículo  11  ter.”.  (Indicación  Nº  211,  con
modificaciones). (Unanimidad, 3x0).

o o o o o

o o o o o

--Introducir  un  artículo  transitorio  nuevo,  del
siguiente tenor:

“Artículo  undécimo.-  Para  efectos  del
nombramiento de los miembros del Consejo Normativo creado en virtud del
artículo 59 ter de la ley N° 19.496, que establece normas sobre protección de
los  derechos  de  los  consumidores,  y  para  efectos  de  la  renovación  por
parcialidades  de  sus  integrantes  a  que  se  refiere  el  inciso  cuarto  de  la
precitada disposición, en la primera propuesta que efectúe el Presidente de
la República al Senado, presentará uno de los Candidatos titulares y uno de
los Candidatos suplentes con una duración en su cargo de dos años a contar
de la fecha de su nombramiento. Asimismo, para efectos de determinar el
orden de prelación de los Consejeros suplentes referido el inciso vigésimo de
dicho  artículo,  la  primera  propuesta  individualizará  el  candidato  que  se
considerará a este respecto como más antiguo.

Lo dispuesto en el inciso anterior deberá quedar
así  también  consignado  en  el  primer  decreto  de  nombramiento.”.
(Indicaciones N°s 212, con modificaciones, y 213). (Unanimidad, 3x0).

o o o o o

_______________________
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TEXTO DEL PROYECTO

En  virtud  de  las  modificaciones  anteriores,  el
proyecto de ley queda como sigue:

“Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N°19.496,
que  establece  normas  sobre  protección  de  los  derechos  de  los
consumidores:

1)  Reemplázase  en  la  letra  d)  del  artículo  2°,  la  frase  “y  respecto  de  la
facultad  del  o  de  los  usuarios  para  recurrir  ante  los  tribunales
correspondientes” por la frase “y respecto de la facultad del o de los usuarios
para recurrir ante el Servicio o los tribunales correspondientes”.

2) Intercálase en el artículo 6º entre la frase “Ministerio del Trabajo” y el
punto  final  (.),  lo  siguiente:  “,  exclusivamente  respecto  de  su
constitución, su disolución y lo preceptuado en los artículos 16, 21, 22 y
23 de dicho cuerpo legal. En lo demás, se regirán subsidiariamente por
las  normas  contenidas  en  el  Título  II  de  la  ley  N°  20.500  y  serán
consideradas como organizaciones de interés público en los términos
que dispone el artículo 15 de la precitada ley.”.

3) Modifícase el artículo 8° en el siguiente sentido:

a)  Reemplázase  en  el  encabezado,  la  frase  “solo  podrán  ejercer  las
siguientes funciones” por “podrán realizar las siguientes actividades”.

b) Reemplázase en el literal d), la expresión “, y” por “;”.

c) Agrégase al literal e) a continuación del punto y coma, que pasa a ser
punto aparte, el párrafo siguiente:

“El  ejercicio  de  esta  actividad  incluye  la  representación  individual  de  los
consumidores en las causas que ante los tribunales de justicia se inicien para
la determinación de la indemnización de perjuicios;”.

d) Reemplázase en el literal f) el punto final por un punto y coma.

e) Agrégase el literal g) siguiente:

“g) Ejecutar y celebrar actos y contratos civiles y mercantiles para cumplir sus
objetivos, y destinar los frutos de dichos actos y contratos al financiamiento
de sus actividades propias,  con las limitaciones señaladas en el artículo
9°;”.

f) Agréganse los siguientes literales h) e i):

“h) Realizar, a solicitud de un consumidor, mediaciones individuales, e

i) Efectuar, de conformidad a esta ley, cualquier otra actividad destinada
a proteger, informar y educar a los consumidores.”.
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4) Modifícase el artículo 9° en el siguiente sentido:

--Contemplar como letra a), nueva, la siguiente:

“a) Constituirse u operar con la finalidad de redistribuir sus fondos a
sus miembros fundadores, directores, socios o personas relacionadas
con los anteriores en los términos del artículo 100 de la ley N°18.045.”.

b) Reemplázase la letra a), que pasa a ser letra b), por la siguiente:

“b)  Repartir  costas  procesales  y  personales, excedentes, utilidades  o
beneficios pecuniarios de sus actividades entre sus miembros fundadores,
directores, socios, personas relacionadas con los anteriores de conformidad
con el artículo 100 de la ley N°18.045, o trabajadores, sin perjuicio de las
gratificaciones legales que le correspondan. Los ingresos que obtengan con
sus actividades servirán exclusivamente para su financiamiento, desarrollo
institucional, investigación, estudios o para el apoyo de sus objetivos. Los
ingresos  que  obtengan  con sus  actividades  servirán exclusivamente
para su financiamiento, desarrollo institucional, investigación, estudios
o para el apoyo de sus objetivos. 

Lo dispuesto en el párrafo anterior es sin perjuicio de la remuneración
de  sus  trabajadores  y  de  la  facultad  del  directorio  para  fijar  una
retribución  adecuada  a  su  representante  legal,  a  sus  miembros
fundadores,  socios  o  personas  relacionadas  con  los  anteriores  de
conformidad con el artículo 100 de la ley N°18.045, por los servicios que
prestaren a la asociación.  Asimismo, las personas enumeradas en el
párrafo anterior,  tendrán derecho a  ser  reembolsadas de los gastos,
autorizados  por  el  directorio,  que  justificaren  haber  efectuado  en  el
ejercicio de su función;”.

c) En la letra c), que pasa a ser letra d), sustituir los términos “ayudas o
subvenciones” por “donaciones, subvenciones, subsidios o ayudas”.

5) Modifícase el artículo 11 bis en el siguiente sentido:

a) Elimínase en el inciso primero la frase: “, con exclusión de las actividades
a que se refieren las letras d) y e) del artículo 8°”.

b)  Intercálase  en  el  inciso  segundo,  a  continuación  de  la  palabra
“internacionales”, lo siguiente: “y por los remanentes no transferidos ni
reclamados  provenientes  de  soluciones  alcanzadas  a  través  de
mediaciones o en el contexto de juicios colectivos, de conformidad a lo
establecido en los artículos 53 B, 53 C y 54 P.”.

c) Reemplázase el inciso tercero por el siguiente:

“Un  Reglamento  suscrito  por  el  Ministro  de  Economía,  Fomento  y
Turismo  establecerá  la  constitución  y  composición  del  Consejo  de
Administración  del  Fondo,  preservando  la  autonomía  de  las
Asociaciones de Consumidores y de la gestión del Fondo. La Secretaría
Ejecutiva  de  dicho  Consejo  estará  radicada  en  el  Ministerio  de
Economía,  Fomento y Turismo de acuerdo a  lo  que  se disponga en
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dicho Reglamento.”.

d) Agréganse los siguientes incisos cuarto y quinto:

“Las bases de los  concursos que se lleven a efecto para asignar  dichos
fondos  especificarán  los  medios  de  verificación  del  cumplimiento  de  las
normas de este Párrafo 2°.

El Reglamento establecerá los plazos, condiciones y modalidades conforme
a las cuales se destinarán recursos del Fondo a aquellas Asociaciones de
Consumidores que ejerzan las funciones señaladas en las letras d) y e) del
artículo 8° de la ley.”.

6) Intercálase el siguiente artículo 11 ter, nuevo:

“Artículo 11 ter.- Se reconocerá el carácter de Asociación Nacional de
Consumidores  a  aquellas  asociaciones  que  operen  en  ocho  o  más
regiones del  país,  lo  que deberá ser  debidamente acreditado ante el
Ministerio de Economía, Fomento y Turismo conforme al procedimiento
que establezca el Reglamento. El Fondo concursable al que se refiere el
artículo  anterior  considerará  una  línea  especial  de  financiamiento
permanente  a  dichas  asociaciones  para  el  desarrollo  de  sus
funciones.”. 

7) Agrégase el siguiente artículo 12 B, nuevo:

“Artículo 12 B.- Los proveedores de servicios de telecomunicaciones
que realicen ofertas conjuntas,  deberán ofrecer individualmente cada
uno de los servicios y planes que componen las mismas. De esta forma,
no podrán atar,  ligar  o supeditar,  bajo ningún modo o  condición,  la
contratación de un servicio cualquiera a la contratación de otro.”.

8) Reemplázase en el artículo 16 inciso final, la frase “Lo que se entiende sin
perjuicio  del  derecho que tiene el  consumidor  de recurrir  siempre ante el
tribunal competente” por “Lo que se entiende sin perjuicio del derecho que
tiene  el  consumidor  de  recurrir  siempre  ante  el  Servicio  o  el  tribunal
competente”.

9) Reemplázase en el artículo 17 K, la parte final, a continuación de la frase
“para la ejecución de estas normas,” y hasta el punto aparte, por lo siguiente:
“será sancionado con una multa de hasta mil quinientas unidades tributarias
mensuales.”.

10) Reemplázase en el inciso segundo del artículo 23, la frase “cien a
trescientas” por “hasta 3.000”.

11) Modifícase el artículo 24 en el siguiente sentido:

a) En el inciso primero, reemplázase el guarismo “50” por “300”.

b) En el  inciso segundo, reemplázanse los guarismos “750” y “1.000” por
“1.500” y “3.000”, respectivamente.

c) Derógase el inciso tercero.
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d)  Reemplázase  el  inciso  final  por  los  siguientes  incisos  tercero  y
siguientes:

“Para la determinación del monto de las multas señaladas en esta ley, el
Servicio  o  el  tribunal  correspondiente  deberán  aplicar  las  reglas
señaladas  en  los  incisos  siguientes,  sin  perjuicio  de  las  reglas
especiales establecidas para determinadas infracciones.

Se considerarán circunstancias atenuantes:

a)  El  haberse  reparado  el  daño  causado  al  consumidor,  antes  de
dictarse la resolución o sentencia sancionatoria, según corresponda.

b) Que el proveedor sea empresa de menor tamaño en los términos a
que  se  refiere  el  inciso  segundo  del  artículo  segundo  de  la  ley  N°
20.416.

c) La colaboración que el infractor haya prestado al Servicio Nacional
del  Consumidor  antes  o  durante  el  procedimiento  sancionatorio
administrativo o judicial.

Se considerarán circunstancias agravantes: 

a) La reincidencia del proveedor. Se entenderá por reincidencia el haber
sido sancionado con anterioridad por la misma infracción dentro de los
treinta y seis meses anteriores.  En caso de tratarse de una micro o
pequeña  empresa  en  los  términos  del  inciso  segundo  del  Artículo
Segundo de la ley N° 20.416, sólo se considerará reincidente si ha sido
sancionada  por  la  misma  infracción  dentro  de  los  doce  meses
anteriores.

b) El haber causado un daño patrimonial grave a los consumidores, o
haber dañado su integridad física o psíquica o su dignidad,  o haber
puesto en riesgo la seguridad e integridad física de los consumidores o
de la comunidad aun no habiéndose causado daño. 

La  determinación  de  las  multas  se  efectuará  considerando  las
circunstancias  atenuantes  y  agravantes  señaladas  en  los  incisos
precedentes conforme a los siguientes parámetros:

a)  En  aquellas  infracciones  respecto  de  las  cuales  concurren  tres
atenuantes,  se  aplicará  hasta  el  40% del  máximum de  la  multa  que
corresponda.

b)  En  aquellas  infracciones  respecto  de  las  cuales  concurren  dos
atenuantes,  se  aplicará  hasta  el  60% del  máximum de  la  multa  que
corresponda.

c)  En  aquellas  infracciones  respecto  de  las  cuales  concurre  un
atenuante,  se  aplicará  hasta  el  80%  del  máximum  de  la  multa  que
corresponda.

d)  En  aquellas  infracciones  respecto  de  las  cuales  concurre  un
agravante, se aplicará al menos el 60% del máximum de la multa que
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corresponda.

e)  En  aquellas  infracciones  respecto  de  las  cuales  concurren  dos
agravantes, se aplicará al menos el 80% del máximum de la multa que
corresponda.

En caso de concurrir tanto circunstancias atenuantes como agravantes,
el Servicio o el tribunal deberán ponderar racionalmente cada una de
éstas, a fin de que, graduando el valor de unas y otras, al caso concreto
se aplique una sanción proporcional  a la intensidad de la afectación
provocada en los derechos del consumidor. Sin perjuicio de lo anterior,
la procedencia de un agravante determinará la aplicación de al menos el
40%  del  máximum  de  la  multa,  aun  cuando  concurran  una  o  más
circunstancias atenuantes.  Este  último límite  no aplicará  en caso de
tratarse de una micro o pequeña empresa en los términos del inciso
segundo del artículo segundo de la ley N° 20.416.

Dentro de los límites que se sigan de aplicar las reglas establecidas en
los  incisos  precedentes,  las  multas  se  determinarán  considerando
prudencialmente los siguientes criterios: los parámetros objetivos que
definan el deber de profesionalidad del proveedor: el grado de asimetría
de  información  existente  entre  el  infractor  y  la  víctima:  el  beneficio
económico  obtenido  con  motivo  de  la  infracción:  la  cantidad  de
infracciones  cometidas  por  parte  del  proveedor  y  su  situación
económica.

Tratándose de infracciones que afecten el interés colectivo o difuso de
los consumidores, el tribunal graduará las multas de acuerdo al número
de consumidores afectados, pudiendo aplicar una multa por cada uno
de ellos, tomando en consideración la naturaleza de la infracción. Con
todo,  el  total  de  las  multas  que  se  impusieren  en  estos  casos,  no
podrán exceder el 30% de las ventas de la línea de producto o servicio
objeto de la infracción, efectuadas por el infractor durante el periodo en
que  ésta  se  haya  prolongado  o  el  doble  del  beneficio  económico
obtenido como resultado de la infracción.  En caso de tratarse de un
proveedor que pertenezca a alguna de las categorías contenidas en el
inciso segundo del artículo segundo de la ley N° 20.416, el total de las
multas no podrá exceder el 10% de las ventas de la línea de producto o
servicio objeto de la infracción efectuadas por el infractor durante el
periodo  en  que  ésta  se  haya  prolongado,  o  el  doble  del  beneficio
económico obtenido como resultado de la infracción.

Para determinar las medidas que se adopten para prevenir o corregir
infracciones, de conformidad a esta ley, el Servicio o el tribunal, según
corresponda, deberán considerar especialmente los criterios referidos
en los incisos cuarto, quinto y octavo del presente artículo.”.

12) Modifícase el artículo 25 del siguiente modo:

a) En el inciso primero, reemplázase el guarismo “150” por “750”.

b) En el inciso segundo,  agregar, a continuación de “energía eléctrica,”,
lo siguiente: “telecomunicaciones,” y reemplázase el guarismo “300” por
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“1.500”.

c)  Agréganse,  a  continuación  del  inciso  segundo,  los  siguientes  incisos
tercero y cuarto, pasando el actual tercero a ser quinto:

“En los casos señalados en el inciso anterior y, sin perjuicio del ejercicio del
derecho establecido en el artículo 3°, inciso primero, letra e), de esta ley, el
proveedor deberá indemnizar por vía punitiva al  consumidor afectado, por
cada día de suministro, con un monto equivalente al cobro efectuado por el
consumo del mes anterior, con un tope máximo de doce días. Dicho monto
deberá  descontarse  del  o  de  los  cobros  siguientes  al  de  la  suspensión,
paralización o no prestación del servicio. La indemnización punitiva de que
trata  este  inciso  sólo  tendrá  lugar  en  aquellos  casos  en  que  las  leyes
especiales respectivas no contemplen una indemnización de esta naturaleza.

Se entenderá como un día sin suministro, cada vez que el servicio haya sido
interrumpido,  paralizado o  no prestado por  cuatro  horas  o más en forma
continua.”.

13) Modifícase el artículo 26 en el siguiente sentido:

a)  En  el  inciso  primero,  reemplázanse  las  palabras  “seis  meses”  por  la
expresión “dos años”.

b) En el inciso primero, reemplázase la frase “se haya incurrido en” por “haya
cesado”.

c) Agrégase en el inciso primero, a continuación del punto aparte, que pasa a
ser seguido, la siguiente oración: “Con todo, las acciones civiles prescribirán
conforme a las normas establecidas en el Código Civil o leyes especiales.”.

d) En el inciso segundo, intercálanse las expresiones “denuncia ante” entre
las palabras “mediador o” y “el Servicio”, y, a continuación del punto final,
que pasa a  ser  seguido,  agrégase la  siguiente oración:  “Asimismo,  dicho
plazo se suspenderá por la intervención del Servicio, entendiendo por esta la
comunicación  formal  del  acto  a  través  del  cual  se  efectúe  el  primer
requerimiento referido a la infracción en cuestión, el que en todo caso deberá
ser  suscrito  por  el  funcionario  competente,  por  requerir  el  afectado  la
intervención  del  Servicio  o  por  el  inicio  de  oficio  de  un  procedimiento
administrativo sancionatorio.”.

e) Reemplázase el inciso tercero por el siguiente:

“Las multas impuestas por dichas contravenciones prescribirán en el término
de  un  año,  contado  desde  que  hubiere  quedado  a  firme  la  resolución
administrativa o la sentencia condenatoria, en su caso.”.

14) Reemplázase en el artículo 29, la frase “de cinco a cincuenta” por “de
hasta 300”.

15) Reemplázase el artículo 31 por el siguiente:

“Artículo  31.-  En  las  denuncias  que  se  formulen  por  publicidad  falsa,  el
tribunal competente, de oficio o previa solicitud del Servicio o del particular
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afectado, podrá disponer la suspensión de las emisiones publicitarias cuando
la gravedad de los hechos y los antecedentes acompañados lo ameriten.
Podrá,  asimismo,  exigir  al  anunciante  que,  a  su  propia  costa,  realice  la
publicidad  correctiva  que  resulte  apropiada  para  enmendar  errores  o
falsedades, dentro del plazo fatal de diez días hábiles.

Previo a que el tribunal competente, actuando de oficio o a petición de parte
interesada o del Servicio, aplique la suspensión de una publicidad por ser
denunciada esta como falsa, tendrá el denunciado la oportunidad para hacer
valer  sus  alegaciones en una audiencia  citada para  tal  efecto,  dentro  de
tercero día.

En caso de que el denunciado no concurra a dicha audiencia y el tribunal
acogiere la denuncia, la resolución que así lo determine será inapelable y se
notificará por el estado diario. Si el tribunal la acogiere habiendo concurrido
el  denunciado  a  la  audiencia,  la  resolución  que  así  lo  determine  será
apelable en el solo efecto devolutivo y se notificará de la misma forma.”.

16) Reemplázase el artículo 34 por el siguiente:

“Artículo 34.- En los casos de publicidad falsa o engañosa, podrá el Servicio
o el tribunal competente, de oficio o a solicitud del denunciante, exigir del
respectivo medio de comunicación utilizado en la difusión de los anuncios o
de la correspondiente agencia de publicidad, la identificación del anunciante,
su  representante  legal  o  responsable  de  la  emisión  publicitaria  en  los
términos  del  artículo  50  D,  dentro  del  plazo  de  cuarenta  y  ocho  horas
contados desde el requerimiento formal.”.

17) Reemplázase  en  el  inciso  tercero  del  artículo  35,  la  frase  “juez
competente” por “Servicio o el juez competente, en su caso,”.

18) Reemplázanse en el inciso segundo del artículo 41, las oraciones “Si el
tribunal estimare procedente el reclamo dispondrá se preste nuevamente el
servicio sin costo para el consumidor o, en su defecto, la devolución de lo
pagado  por  este  al  proveedor.  Sin  perjuicio  de  lo  anterior,  quedará
subsistente  la  acción  del  consumidor  para  obtener  la  reparación  de  los
perjuicios sufridos.” por las siguientes: “Si el Servicio o el juez competente
estimaren procedente el reclamo, dispondrán que se preste nuevamente el
servicio sin costo para el consumidor o, en su defecto, la devolución de lo
pagado  por  este  al  proveedor.  Sin  perjuicio  de  lo  anterior,  quedará
subsistente  la  acción  del  consumidor  para  obtener  la  reparación  de  los
perjuicios sufridos.”.

19) Reemplázase en el inciso tercero del artículo 45, el guarismo “750” por
“3.000”.

20) Reemplázase en el inciso segundo del artículo 49, la frase “El juez podrá”
por “El Servicio o el juez, según corresponda, podrán”.

21) Reemplázase  el  epígrafe  del  TÍTULO  IV,  por  el  siguiente:  “De  los
procedimientos a que da lugar la aplicación de esta ley”.
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22) Reemplázase el artículo 50, por el siguiente:

“Artículo 50.- Las denuncias y acciones que derivan de esta ley se ejercerán
frente a actos, omisiones o conductas que afecten el ejercicio de cualquiera
de los derechos de los consumidores.

El incumplimiento de las normas contenidas en la presente ley dará lugar a
las  denuncias  o  acciones  correspondientes,  destinadas  a  sancionar  al
proveedor  que  incurra  en  infracción,  a  anular  las  cláusulas  abusivas
incorporadas en los contratos de adhesión,  a  obtener  la  prestación de la
obligación incumplida, a hacer cesar el acto que afecte el ejercicio de los
derechos  de  los  consumidores,  o  a  obtener  la  debida  indemnización  de
perjuicios o la reparación que corresponda.

El ejercicio de las denuncias puede realizarse a título individual. El ejercicio
de las acciones puede efectuarse tanto a título individual como en beneficio
del interés colectivo o difuso de los consumidores.

Se considerarán de interés individual  a  las  denuncias o acciones que se
promueven  exclusivamente  en  defensa  de  los  derechos  del  consumidor
afectado.

Se considerarán de interés colectivo a las acciones que se promueven en
defensa de derechos comunes a un conjunto determinado o determinable de
consumidores, ligados con un proveedor por un vínculo contractual. Son de
interés difuso las acciones que se promueven en defensa de un conjunto
indeterminado de consumidores afectados en sus derechos.

Para  los  efectos  de  determinar  las  indemnizaciones  o  reparaciones  que
procedan con motivo de denuncias y acciones será necesario acreditar el
daño.  Asimismo,  en  el  caso  de  acciones  de  interés  colectivo  se  deberá
acreditar  el  vínculo contractual  que liga al  infractor  y  a  los consumidores
afectados.”.

23) Reemplázase el artículo 50 A, por el siguiente:

“Artículo  50  A.-  Las  denuncias  presentadas  en  defensa  del  interés
individual  podrán  interponerse,  a  elección  del  consumidor,  ante  el
Servicio Nacional del Consumidor o ante el Juzgado de Policía Local
correspondiente a su domicilio o al domicilio del proveedor. Se prohíbe
la prórroga de competencia por vía contractual.

Las denuncias presentadas ante el Servicio serán de conocimiento de
la Dirección Regional que corresponda a la comuna del domicilio del
consumidor o del proveedor, a elección del consumidor.

Lo  dispuesto  en  los  incisos  anteriores  no  se  aplicará  a  las  acciones
mencionadas en la letra b) del artículo 2° bis, emanadas de esta ley o de
leyes  especiales,  incluidas  las  acciones  de  interés  colectivo  o  difuso
derivadas de los artículos 16, 16 A y 16 B de la presente ley, en que serán
competentes los tribunales ordinarios de justicia,  de acuerdo a las reglas
generales.”.
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24) Reemplázase el artículo 50 B por el siguiente:

“Artículo  50  B.-  En lo  no  previsto  por  el  procedimiento  establecido  en  el
Párrafo 2° de este Título, se estará a lo dispuesto en la ley N°19.880. En lo
no previsto por el procedimiento establecido en el Párrafo 3º de este Título,
se estará a lo dispuesto en las leyes N° 18.287 y N° 15.231 y, en subsidio, a
lo dispuesto en las normas contenidas en el Código de Procedimiento Civil.
En el caso del procedimiento contemplado en el Párrafo 4° de este Título, en
lo  no  previsto  se  estará  a  lo  dispuesto  en  las  normas  del  Código  de
Procedimiento Civil.”.

25) Reemplázase el artículo 50 C por el siguiente:

“Artículo  50 C.-  La denuncia  presentada ante el  Servicio Nacional  del
Consumidor  no  requerirá  de  patrocinio  de  abogado,  pudiendo  los
interesados  comparecer  personalmente  ante  el  Servicio. Para
comparecer ante los tribunales de justicia siempre se requerirá patrocinio de
abogado habilitado. En caso que el consumidor no cuente con los medios
para  costear  su  defensa,  será  asistido  por  la  Corporación  de  Asistencia
Judicial  correspondiente.  Asimismo,  podrá  ser  asistido  por  cualquier
institución  pública  o  privada,  entre  ellas  las  Asociaciones  de
Consumidores, que desarrolle programas de asistencia judicial gratuita.

Las  partes  podrán  realizar  todas  las  gestiones  destinadas  a  acreditar  la
infracción y a probar su derecho, pudiendo valerse de cualquier medio de
prueba admisible en derecho.

Para  los  efectos  previstos  en  esta  ley,  se  presume  que  representa  al
proveedor  la  persona  que  ejerce  habitualmente  funciones  de  dirección  o
administración por cuenta o representación del proveedor a que se refiere el
artículo 50 D.

La prueba se apreciará siempre conforme a las reglas de la sana crítica.”.

26) Reemplázase en el artículo 50 D, la frase “Si la demandada fuera una
persona  jurídica,  la  demanda  se  notificará”  por  la  siguiente:  “En
aquellos casos en los que en virtud de esta ley se interponga demanda
en contra de una persona jurídica, su notificación se efectuará”.

27)  Reemplázase  en  el  artículo  50  E  la  frase  “Cuando  la  denuncia,
querella o demanda interpuesta” por la siguiente: “En aquellos casos
en los que,  en virtud de esta  ley,  se interponga ante  tribunales una
denuncia o demanda que”.

28) Reemplázase el artículo 50 F por el siguiente:

“Artículo 50 F.- Si durante un procedimiento el Servicio o el juez que conoce
del mismo tomare conocimiento de la existencia de bienes susceptibles de
causar daño, ordenará su custodia en dependencias del Servicio Nacional
del Consumidor, del tribunal, o en algún otro lugar que señale al efecto, si lo
estimare  necesario.  En  caso  de  que  ello  no  fuere  factible,  atendida  la
naturaleza y características de los bienes, el Servicio o el juez ordenará las
pericias que permitan acreditar el estado, la calidad y la aptitud de causar
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daño y dispondrá las medidas que fueren necesarias para la seguridad de las
personas o de los bienes.

Tratándose de servicios susceptibles de causar grave daño, el Servicio
o  el  juez  podrá  ordenar  la  suspensión  de  su  prestación  a  los
consumidores.

En el caso que el Servicio no cumpliere con los requisitos previstos en
los incisos precedentes, el afectado podrá reclamar ante el Juzgado de
Policía Local competente.”.

29) Agrégase, a continuación del artículo 50 F, el siguiente epígrafe:

“Párrafo 2°

De la mediación individual, la conciliación y el procedimiento
sancionatorio instruido por el Servicio Nacional del Consumidor”.

30) Reemplázase el artículo 50 G por el siguiente:

“Artículo 50 G.- El procedimiento administrativo sancionatorio podrá iniciarse
de oficio o por denuncia.

Se iniciará  de oficio  cuando el  Servicio  tome conocimiento,  por  cualquier
medio, de hechos que pudieren ser constitutivos de alguna infracción dentro
del  ámbito  de  su  competencia.  Se  iniciará  por  denuncia  cuando,
interpuesta ésta en los términos señalados en el inciso siguiente, una
vez que  hayan fracasado las  instancias  de  mediación y  conciliación
señaladas en este artículo, el Servicio estimare que existe mérito para
ello, de conformidad a lo señalado en el inciso décimo tercero.

Las denuncias de infracciones a la presente ley deberán ser formuladas al
Servicio  por  escrito,  incluyendo  para  tales  efectos  la  vía  electrónica,
señalando lugar y fecha de presentación, y la individualización completa del
denunciante, quien deberá suscribirla personalmente o por su mandatario o
representante habilitado. Asimismo, deberán contener una descripción de los
hechos  concretos  que  se  estiman  constitutivos  de  infracción,  precisando
lugar  y fecha de su comisión e identificando al  proveedor  respectivo a lo
menos por  medio de la  indicación  de la  denominación con que aquel  es
conocido en el comercio.

Las  denuncias  formuladas  conforme  al  inciso  anterior  se  pondrán  en
conocimiento  del  proveedor  a  fin  de  que  este  proponga  alternativas
concretas  de  solución  o  corrección  al  hecho  denunciado,  respuesta  que
deberá efectuar por escrito dentro de los siete días hábiles siguientes de
recibida  la  comunicación.  Aceptada  la  propuesta  por  el  denunciante,  el
acuerdo  voluntario  deberá  constar  por  escrito  y  tendrá  el  carácter  de
transacción extrajudicial, extinguiéndose las acciones del denunciante para
perseguir la responsabilidad contravencional  y civil  del proveedor una vez
cumplidas  sus  estipulaciones.  Lo  acordado  entre  las  partes  deberá  ser
certificado por el funcionario encargado de tramitar la denuncia. El acta de la
transacción, debidamente certificada, tendrá mérito ejecutivo.



282

En el evento que el consumidor no aceptare la propuesta del proveedor, o si
este no propusiere alternativas de solución o corrección, tendrá lugar una
audiencia  obligatoria  de  conciliación.  Sin  perjuicio  de  ello,  el  consumidor
siempre podrá renunciar a dicha audiencia ratificando su denuncia, lo cual
podrá originar un procedimiento sancionatorio.

El funcionario a cargo de la conciliación citará inmediatamente al consumidor
y al proveedor a una audiencia breve y desformalizada, que tendrá lugar en
un plazo no inferior  a  siete  días  hábiles.  Dicha citación  podrá efectuarse
mediante correo electrónico o carta certificada. Sin perjuicio de lo anterior,
las conciliaciones podrán celebrarse en forma no presencial a través de
los  medios  tecnológicos  que  el  Servicio  ponga  a  disposición  de
consumidores y proveedores, los que en cualquier caso deben permitir
dejar registro fidedigno de la actuación.

A  la  audiencia  deberán  asistir  consumidor  y  proveedor,  ya  sea
personalmente, o a través de terceros con poder suficiente para transigir.

En la audiencia, el funcionario a cargo llamará a las partes a una conciliación
para lo  cual  formulará bases concretas de acuerdo,  las  que deberán ser
respondidas por las partes.

De lo  obrado en la  audiencia  y  de  la  eventual  conciliación  alcanzada se
levantará  un acta  por  el  funcionario  a  cargo de la  conciliación,  que será
suscrita por todos los comparecientes. En caso de acuerdo, el acta deberá
expresar las obligaciones contraídas por el proveedor y la forma y plazo de
cumplimiento  de  las  mismas.  El  acta  de  la  conciliación,  debidamente
certificada, tendrá mérito ejecutivo.

Una vez cumplidas las estipulaciones del acuerdo se extinguirán las acciones
del denunciante para perseguir la responsabilidad contravencional y civil del
proveedor. 

Si  el  proveedor  no  da respuesta dentro  de  plazo,  incumple  la  solución o
corrección  propuesta  en  su  respuesta,  o  incumple  las  obligaciones
contraídas en la conciliación, será sancionado con arreglo a lo dispuesto en
el artículo 24 de esta ley.

Asimismo,  los  acuerdos  que  en  representación  de  los  consumidores
alcanzaren las Asociaciones de Consumidores acreditadas, de conformidad
a los requisitos que establezca un reglamento del Ministerio de Economía,
Fomento y Turismo, tendrán carácter de transacción extrajudicial y, una
vez cumplidas sus estipulaciones, extinguirán las acciones del denunciante
para perseguir la responsabilidad contravencional  y civil  del proveedor.  El
Reglamento  considerará  entre  los  requisitos  para  acceder  a  la
acreditación la antigüedad de la Asociación, así como su experiencia en
asesoría y representación judicial de los consumidores.

El  acta que declara  fallida la  conciliación  o la  ratificación  de la  denuncia
originará un procedimiento sancionatorio si, a juicio del Servicio, la denuncia
está revestida de seriedad  y los hechos denunciados pueden importar
infracción  a  las  disposiciones  de  esta  ley  o  las  demás  normas  de
protección  de  los  derechos  de  los  consumidores.  Para  realizar  esta
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calificación,  podrá  solicitar  información  adicional  a  fin  de  conocer  las
circunstancias  concretas  del  caso  y  la  procedencia  de  iniciar  un
procedimiento sancionatorio. En todo caso, se podrá disponer la realización
de acciones de fiscalización sobre el proveedor respectivo y, si no existiere
siquiera mérito para ello, se dispondrá el archivo de la misma por resolución
fundada, notificando de ello al interesado.

Todo el procedimiento, incluidas las actuaciones previas a que se refiere
este artículo, deberá constar en un expediente, escrito o electrónico.”.

31) Agréganse los artículos 50 H a 50 P:

“Artículo 50 H.- La instrucción del procedimiento sancionatorio se realizará
por un funcionario abogado del Servicio, que recibirá el nombre de instructor,
a quien se le haya delegado la atribución. Dicho procedimiento se iniciará por
resolución  de  la  Dirección  Regional  competente,  la  cual  le  conferirá  al
proveedor el plazo de diez días para formular los descargos y los medios de
prueba precisos y determinados que estime pertinente rendir. Lo anterior se
entenderá sin perjuicio del derecho del proveedor, en cualquier momento del
procedimiento,  de  aducir  alegaciones  y  aportar  documentos  u  otros
elementos de juicio.

La  resolución  que dé  inicio  al  procedimiento  resumirá  el  contenido  de  la
denuncia. Si el procedimiento se inicia de oficio se señalará una descripción
clara y precisa de los hechos de que tomó conocimiento el Servicio, la fecha
de su verificación y la norma eventualmente infringida.

La resolución que dé inicio al procedimiento deberá notificarse al proveedor,
su  representante  legal  o  administrador,  por  carta  certificada o por  correo
electrónico, ambos previamente registrados ante el Servicio. De no existir tal
registro,  deberá  notificarse  personalmente  al  domicilio  que  señale  en  la
denuncia  o  en  la  resolución  que  dé  inicio  al  procedimiento  de  oficio,
pudiendo procederse, en tal caso, de conformidad a lo señalado en el
inciso  tercero  del  artículo  50  Q.  Esta  actuación  debe  constar  en  el
expediente administrativo.

La notificación por carta certificada se entenderá practicada al tercer día hábil
siguiente del despacho de correos al domicilio del notificado.

La  notificación  por  correo  electrónico  deberá  enviarse  a  la  dirección
registrada ante el Servicio, y se entenderá practicada al día hábil siguiente de
su despacho.

Artículo 50 I.- Recibidos los descargos o transcurrido el plazo otorgado para
ello,  el  Servicio examinará el  mérito de los antecedentes y abrirá término
probatorio por un plazo no superior a quince ni inferior a cinco días. Durante
dicho término, podrá ordenar la realización de las pericias e inspecciones
que sean pertinentes y la recepción de los demás medios probatorios que
procedan.

En todo caso,  se dará lugar  a  las  medidas o diligencias probatorias  que
solicite el proveedor respectivo en sus descargos. Sin perjuicio de lo anterior,
el  instructor  podrá  rechazar  las  medidas  o  diligencias  probatorias
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propuestas  cuando  sean  manifiestamente  improcedentes  o  innecesarias,
mediante resolución motivada.

Artículo  50  J.-  Los  hechos  investigados  y  las  responsabilidades  de  los
infractores podrán acreditarse mediante cualquier medio de prueba, los que
se apreciarán conforme a las reglas de la sana crítica.

Los hechos constatados por los funcionarios a los que se reconoce la calidad
de ministro de fe y que se formalicen en el expediente respectivo constituirán
presunción  legal,  sin  perjuicio  de  los  demás  medios  de  prueba  que  se
aporten o generen en el procedimiento.

Artículo  50  K.-  Durante  la  instrucción  del  procedimiento  sancionatorio,  el
Servicio  podrá  requerir  los  informes  de  otros  organismos  sectoriales  que
estime pertinentes para fundar su resolución.

Artículo 50 L.- Cumplidos los trámites señalados en los artículos anteriores,
el instructor del procedimiento emitirá, dentro del plazo fatal de cinco días, un
dictamen  en  el  cual  propondrá  la  absolución  o  sanción  que  a  su  juicio
corresponda aplicar.

Dicho dictamen deberá contener la individualización del o de los infractores,
la  relación  de  los  hechos  investigados y  la  forma como se ha llegado  a
comprobar las infracciones precisas imputables al autor, y la proposición al
Director Regional de las sanciones que estimare procedente aplicar o de la
absolución de uno o más de los infractores, en su caso.

En ningún caso el dictamen a que se refiere el inciso anterior podrá
considerar como infracciones hechos que no guarden conexión con los
descritos en la resolución que dio inicio al procedimiento.

Artículo 50 M.- Emitido el dictamen, el instructor del procedimiento elevará
los antecedentes al Director Regional, quien resolverá en el plazo fatal de
diez días, dictando al efecto una resolución fundada en la cual absolverá al
infractor o aplicará la sanción, en su caso.

No obstante,  el  Director  Regional  podrá ordenar la realización de nuevas
diligencias o la corrección de vicios de procedimiento, fijando un plazo que
no podrá superar los quince días, dando audiencia al investigado.

Ninguna persona podrá ser sancionada por hechos que no le hubiesen sido
imputados en el dictamen del instructor.

Artículo 50 N.- La resolución que ponga término al procedimiento, junto con
resolver el asunto al que este se refiera, podrá ordenar una o más de las
siguientes medidas:

a) El cese de la o las conductas infractoras.

b) La imposición de las multas contempladas en la presente ley.

c) La restitución de los cobros que hubieren tenido lugar con infracción a la
presente  ley,  con  reajustes  e  intereses.  En  la  misma  resolución  deberá
señalarse la modalidad en que el infractor deberá realizar las restituciones
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que  correspondan  y  los  plazos  de  que  dispondrá  al  efecto.  Una  vez
producida  la  restitución,  no  será  procedente  el  ejercicio  de  acciones
judiciales que tengan por finalidad el mismo propósito, sin perjuicio de las
acciones de indemnización de perjuicios por los daños causados.

d)  Otras  medidas  que,  de  conformidad  a  esta  ley,  tengan  por  objeto
exclusivo prevenir y/o corregir la infracción cometida.

Tratándose  de  las  empresas  proveedoras  comprendidas  en  la
clasificación  del  inciso  segundo  del  Artículo  Segundo  de  la  ley  N°
20.416  y  siempre  que  no  se  hubieren  configurado  las  agravantes
señaladas en las  letras a)  y  b)  del  inciso quinto  del  artículo  24,  las
multas a que se refiere la letra b) de este artículo serán reemplazadas
por  la  participación obligatoria  del  titular  o representante  legal  de la
empresa de menor tamaño, y/o de uno o más de sus trabajadores, en un
programa  de  capacitación  sobre  derechos  y  deberes  de  los
consumidores realizado por el Servicio Nacional del Consumidor.

Sustituida  la  multa  de  conformidad  a  lo  dispuesto  en  el  inciso
precedente,  si  el  obligado,  no  participare  en  el  programa  de
capacitación  correspondiente,  procederá  el  aumento  de  la  multa
originalmente determinada, el que no podrá exceder de un 25% de su
valor.

Tratándose de micro o pequeñas empresas en los términos del inciso
segundo del  Artículo  Segundo de  la  ley  N°  20.416,  la  primera  multa
efectivamente impuesta será rebajada en un 70%.

Lo  señalado  en  este  artículo es  sin  perjuicio  del  ejercicio  de  otras
facultades entregadas al Servicio por esta ley o por leyes especiales.

Artículo 50 Ñ.- Las resoluciones del Servicio que apliquen multa, ordenen
devoluciones o reintegros o dispongan otras medidas que tengan por objeto
prevenir o corregir la infracción cometida, tendrán mérito ejecutivo.

El monto de las multas impuestas por el Servicio será a beneficio fiscal, y
deberá ser pagado en la Tesorería General de la República dentro del plazo
de  diez  días,  contado  desde  la  fecha  de  notificación  de  la  resolución
respectiva, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 50 O.

El cumplimiento de las resoluciones a que se refiere el inciso primero,
incluido el pago de las multas, deberá ser acreditado ante el Servicio
dentro de los 10 días siguientes a la fecha en que aquél fuere exigible.

Si  el  infractor  fuere  una persona jurídica,  responderán solidariamente  del
pago de las multas sus directores, administradores y aquellas personas que
se hayan beneficiado directamente de la infracción respectiva, siempre que
hubieren participado en la realización de esta.

El cumplimiento de las resoluciones que decreten las medidas señaladas en
el  artículo  50  N,  con  excepción  de  las  multas,  se  llevará  a  efecto  en
conformidad al procedimiento establecido en el artículo 233 del Código de
Procedimiento  Civil,  ante  el  juzgado  de  policía  local  correspondiente  al



286

domicilio del consumidor.

Artículo 50 O.- Contra las resoluciones que dicte el Director Regional solo
procederá el recurso de reposición contemplado en el artículo 59 de la ley
N°19.880.  El  recurso  jerárquico  y  todo  otro  recurso  administrativo
establecido en dicha ley serán improcedentes. 

Respecto de la resolución que pone fin al procedimiento administrativo, y una
vez resuelto el recurso de reposición, si es que este hubiere sido interpuesto,
el afectado, sea el proveedor o el consumidor, podrá reclamar por ilegalidad
ante el juzgado de policía local que corresponda al domicilio del consumidor,
dentro del plazo fatal e individual de diez días, contado desde la notificación
de  la  resolución  respectiva.  Si  el  procedimiento  administrativo  fue
iniciado de oficio por el Servicio, el proveedor podrá reclamar ante el
Juzgado de Policía Local correspondiente a la comuna de la Dirección
Regional. La reclamación deberá presentarse por escrito y contener los
fundamentos de hecho y de derecho en que se apoya y las peticiones
concretas que se formulan. Al conocer de la reclamación, el juez podrá,
realizando un control sobre la legalidad de la resolución, revisar tanto
aspectos formales como sustantivos.

Para el  caso que el  infractor  no interponga reclamación en contra de las
resoluciones del Servicio que impongan sanciones pecuniarias y pague la
respectiva multa dentro del plazo de cinco días hábiles, contado desde la
notificación de la resolución, se le reducirá el 25% del valor de la multa. El
pago  deberá  ser  acreditado  ante  la  Dirección  Regional  respectiva  del
Servicio, presentando copia de la consignación del valor de la multa reducida
efectuada en la Tesorería General de la República.

No podrá exigirse el cumplimiento de la resolución mientras ésta no se
encuentre firme.

La reclamación se substanciará conforme al procedimiento contemplado en
el  Párrafo  3º  de  este  Título.  La  resolución  que  admita  a  tramitación  la
reclamación será notificada por carta certificada al Director Regional y a los
demás intervinientes en los respectivos domicilios fijados ante el Servicio en
el  procedimiento  sancionatorio.  En  dicha  resolución  se  deberá  indicar  la
posibilidad de ejercer ante el  mismo tribunal  las acciones indemnizatorias
que correspondieren. El procedimiento al que se sujete el conocimiento de
tales  acciones  se  acumulará  de  oficio  a  la  reclamación,  substanciándose
ambas conforme al mismo procedimiento.

Las  causas  cuya  cuantía  no  exceda  de  veinticinco  unidades  tributarias
mensuales se tramitarán como procedimiento de única instancia, por lo que
todas las resoluciones que se dicten en él  serán inapelables.  Para estos
efectos  la  cuantía  se  determinará  de acuerdo al  monto  de lo  pedido por
indemnización de perjuicios o, en su defecto, en base a la multa impuesta
por el Servicio.

En los casos en que no sea aplicable lo indicado en el inciso anterior, contra
la  sentencia  que  resuelva  la  reclamación,  y  en  su  caso  la  acción
indemnizatoria,  procederá  el  recurso  de  apelación,  el  que  se  interpondrá
dentro del plazo de diez días. La apelación se resolverá en cuenta, salvo
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solicitud fundada de alguna de las partes. Si se diere lugar a dicha solicitud,
la Corte de Apelaciones ordenará traer los autos en relación y dispondrá
agregar extraordinariamente la causa a la tabla del día subsiguiente, previo
sorteo, en las Cortes de Apelaciones de más de una Sala.

La apelación a que se refiere este artículo gozará de preferencia para su
vista  y  fallo,  y  no  procederá  la  causal  de  suspensión contemplada en el
artículo 165, N°5, del Código de Procedimiento Civil.

En contra de la sentencia que resuelva el recurso de apelación, no procederá
recurso alguno.

Artículo 50 P.- La sanción impuesta por la aplicación de una ley especial
impedirá al Servicio aplicar en virtud de esta ley una sanción adicional
en razón de los mismos hechos, en la medida que para la determinación
de la primera se haya considerado la vulneración de los derechos de los
usuarios o consumidores. 

Si  el  Servicio llegare a tomar  conocimiento de hechos que pudieren
constituir  una  infracción  de  disposiciones  legales  o  reglamentarias
distintas a las contenidas en esta ley, relacionadas con la protección de
los derechos de los consumidores,  deberá proceder a denunciar  los
posibles  incumplimientos  ante  los  organismos  o  instancias
jurisdiccionales respectivas y podrá hacerse parte en las causas en que
estén  afectados  los  intereses  generales  de  los  consumidores,  de
conformidad a lo establecido en el artículo 58 letra i) de la presente ley.

En ningún caso se podrán aplicar al mismo infractor dos o más sanciones
administrativas por los mismos hechos y fundamentos jurídicos.”.

32) Agrégase a continuación del artículo 50 P el siguiente epígrafe:

“Párrafo 3°
Del procedimiento ante los Juzgados de Policía Local”.”.

33) Agréganse los siguientes artículos 50 Q, 50 R y 50 S, nuevos:

“Artículo 50 Q.- El conocimiento de la acción ejercida a título individual
para  obtener  la  debida  indemnización  de  los perjuicios  que tuvieren
lugar por infracción a esta ley corresponderá a los juzgados de policía
local,  siendo  competente  aquel  que  corresponda  al  domicilio  del
consumidor  o  del  proveedor,  a  elección  del  primero,  sin  que  sea
admisible la prórroga de competencia por la vía contractual.

El  procedimiento  se  iniciará  por  demanda  del  consumidor,  la  que
deberá  presentarse  por  escrito  y  con  el  patrocinio  de  abogado
habilitado.

En los casos en que no resulte posible practicar la primera notificación
personalmente, por no ser habida la persona a quien se debe notificar, y
siempre que el ministro de fe encargado de la diligencia deje constancia
de  cuál  es  la  habitación  o  el  lugar  donde  habitualmente  ejerce  su
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industria,  profesión  o  empleo  a  quien  se  va  a  notificar  y  éste  se
encuentre en el lugar del juicio,  se procederá a su notificación en el
mismo acto y sin necesidad de nueva orden del tribunal, en la forma
señalada en los incisos segundo y tercero del artículo 44 del Código de
Procedimiento Civil. El ministro de fe dará aviso de esta notificación a
ambas partes el mismo día en que se efectúe o a más tardar el día hábil
siguiente, dirigiéndoles carta certificada. La omisión en el envío de la
carta no invalidará la notificación, pero hará responsable al infractor de
los daños y perjuicios que se originen y el tribunal, previa audiencia del
afectado, deberá imponerle alguna de las medidas que se señalan en
los números 2), 3) y 4) del inciso tercero del artículo 532 del Código
Orgánico de Tribunales.

En este procedimiento no será admisible la reconvención del proveedor
demandado.  Las  excepciones  que  se  hayan  opuesto  se  tramitarán
conjuntamente  y  se  fallarán  en  la  sentencia  definitiva.  En  su
comparecencia,  las  partes  podrán  realizar  todas  las  gestiones
procesales destinadas a acreditar  la  infracción y probar  su derecho,
incluidas  la  presentación  y  el  examen  de  testigos,  cuya  lista  podrá
presentarse hasta el inicio de la audiencia de contestación, conciliación
y prueba.

El  tribunal  podrá en el aludido comparendo,  distribuir  la  carga de la
prueba conforme a la disponibilidad y facilidad probatoria que posea
cada una de las partes en el litigio, lo que comunicará a ellas para que
asuman  las  consecuencias  que  les  pueda  generar  la  ausencia  o
insuficiencia de material probatorio que hayan debido aportar o el no
rendir la prueba correspondiente de que dispongan en su poder. Para
efectos de rendir la prueba ordenada conforme a este inciso, el juez
citará a una nueva audiencia con ese único fin, la que deberá ser citada
a la brevedad posible.

Los incidentes deberán promoverse y tramitarse en la misma audiencia,
conjuntamente con la cuestión principal, sin paralizar el curso de esta,
cualquiera sea la naturaleza de la cuestión que en ellos se plantee. El
tribunal  deberá  dictar  sentencia  definitiva  dentro  de  los  treinta  días
siguientes a la última audiencia, a menos que exista un plazo pendiente
para realizar diligencias.

Las causas cuya cuantía no exceda de veinticinco unidades tributarias
mensuales, se tramitarán como procedimiento de única instancia, por lo
que todas las resoluciones que se dicten en él serán inapelables. La
cuantía  se  determinará  de  acuerdo  al  monto  de  lo  denunciado  o
demandado por el consumidor, no considerándose para estos efectos
el monto de la multa aplicable. Las causas que versen sobre materias
que no tienen una determinada apreciación pecuniaria, se considerarán
para estos efectos de cuantía superior a veinticinco unidades tributarias
mensuales.

Artículo  50  R.-  El  mismo  procedimiento  señalado  en  el  artículo
precedente se aplicará en caso de que el consumidor escoja perseguir
la  responsabilidad contravencional  del  proveedor  ante  el  juzgado de
policía local  competente,  de conformidad a lo dispuesto en el inciso
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primero  del  artículo  50  A.  Si  resultare  procedente,  regirá  para  la
aplicación de multas lo dispuesto en el artículo 50 P.

Artículo 50 S.- Si, de conformidad a lo establecido en este Párrafo, se
promueve  un  juicio  de  indemnización  de  perjuicios  por  los  daños
ocasionados a consecuencia de una infracción que ha sido sancionada
por el Servicio Nacional del Consumidor mediante resolución firme, no
se admitirán pruebas o alegaciones incompatibles con la declaración de
existencia  del  hecho  que  constituyó  la  infracción,  ni  con  el
establecimiento de la participación del proveedor en la misma.”.

34) Reemplázase en el Párrafo 2° del Título IV, la expresión “Párrafo 2°” por
“Párrafo 4°”.

35) Modifícase el artículo 51 de la siguiente manera:

a) Agréganse los siguientes incisos tercero y cuarto, pasando el actual
tercero a ser quinto y así sucesivamente:

“Los consumidores afectados en cualquier caso podrán declarar como
testigos sin que les sea aplicable la causal de inhabilidad establecida
en el numeral 6° del artículo 358 del Código de Procedimiento Civil.

Los proveedores demandados estarán obligados a entregar al Tribunal
todos los instrumentos que éste ordene de oficio o a petición de parte,
siempre que tales instrumentos obren o deban obrar en su poder y que
tengan relación directa  con la  cuestión debatida.  En caso de que el
proveedor  se  negare  a  entregar  tales  instrumentos  y  el  Tribunal
estimare infundada la negativa por haberse aportado pruebas acerca de
su existencia o por ser injustificadas las razones dadas, el juez podrá
tener  por  probado  lo  alegado  por  la  parte  contraria  respecto  del
contenido de tales instrumentos.”.

b) Reemplázase,  en  la  letra  b)  del  numeral  1,  la  palabra  “asamblea”  por
“directorio”.

c) Elimínase  en  el  numeral  2  la  oración  “Las  indemnizaciones  que  se
determinen  en  este  procedimiento,  no  podrán  extenderse  al  daño  moral
sufrido por el actor.”.

d) Agrégase en el numeral 2, los siguientes párrafos segundo y tercero,
nuevos:

“Las indemnizaciones que se determinen en este procedimiento podrán
extenderse al daño moral, siempre que se haya afectado la integridad
física  o  síquica  o  la  dignidad  de  los  consumidores.  El  tribunal
determinará  si  los  hechos  discutidos  han  podido  provocar  dicha
afectación,  en  cuyo  caso  deberá  incluirlo  como  hecho  sustancial  y
controvertido en la resolución que recibe la causa a prueba. Tanto la
afectación como el monto de los perjuicios, deberán ser debidamente
acreditados por la parte que lo solicite.

Para la acreditación del daño moral sufrido por los consumidores, el
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juez  podrá  ordenar  un  peritaje  especial,  que  establecerá,  de  una
muestra  representativa  de  los  grupos  o  subgrupos  afectados,  una
avaluación  aproximada  del  daño  causado,  determinando  un  monto
referencial, el que podrá variar según cada grupo o subgrupo. El juez en
su  sentencia  considerará,  junto  con  los  demás  antecedentes
probatorios  que  se  aporten  al  proceso,  el  monto  referencial  así
determinado.  Dicho  peritaje  será  de  cargo  del  infractor  en  caso  de
haberse establecido su responsabilidad. De no ser así, se estará a lo
dispuesto en los incisos segundo y tercero del artículo 411 del Código
de Procedimiento Civil.”.

e) Reemplazar el numeral 3 por el siguiente:

“3.  Iniciado  el  juicio  señalado,  cualquier  legitimado  activo  podrá
hacerse  parte  en  el  juicio,  Asimismo,  podrá  comparecer  cualquier
consumidor  que  se considere  afectado  para el  solo  efecto  de hacer
reserva de sus derechos.”.

f) Consultar como numeral 10, nuevo, el siguiente:

“10.  De conformidad con lo  dispuesto en el  Título  V del  Libro II  del
Código  de  Procedimiento  Civil,  en  casos calificados  y  sólo  una  vez
admitida a tramitación la demanda, el juez podrá ordenar como medida
precautoria  que  el  proveedor  cese  provisionalmente  en  el  cobro  de
cargos cuya procedencia esté siendo controvertida en juicio. Para tal
efecto, el demandante deberá acompañar antecedentes que constituyan
a lo menos presunción grave del derecho que se reclama.”.

36) Modifícase el artículo 52 del siguiente modo:

a) Reemplázase el literal b) por el siguiente:

“b)  Que  la  demanda  cumpla  con  los  requisitos  establecidos  en  el
artículo  254  del  Código  de  Procedimiento  Civil,  los  que  sólo  se
verificarán por el juez, sin que puedan discutirse en esta etapa.”.

b) Intercálase el siguiente inciso quinto, nuevo, pasando el actual inciso
quinto a ser sexto y así sucesivamente:

“En  contra  de  la  resolución  que  acoja  la  reposición  de  aquella  que
declaró admisible  la  demanda,  procederá el  recurso de apelación en
ambos  efectos,  el  que  deberá  ser  interpuesto  dentro  de  cinco  días
fatales contados desde la notificación de la resolución respectiva.”. 

37) Modifícase el inciso primero del artículo 53 del siguiente modo:

a.- Sustitúyase la frase “se tenga por contestada la demanda”, por “se
tenga por contestada la misma”; 

b.-  Sustitúyase  la  frase  “medio  de  circulación  nacional”,  por  lo
siguiente: “medio de comunicación nacional, regional o local, escrito,
electrónico o de otro tipo, que asegure su adecuada difusión”, y
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c.- Reemplázase la palabra “cuarto” por “tercero”.”.

38) Modifícase el artículo 53 B en el siguiente sentido:

a) Intercálase un nuevo inciso tercero, adecuándose la ordenación correlativa
de los demás:

“Estas ofertas deberán entregar, a lo menos, antecedentes suficientes sobre
el  hecho  que  las  motiva,  el  monto  global  del  daño  causado  a  los
consumidores  y  las  bases  objetivas  utilizadas  para  su  determinación,  la
individualización de los grupos o subgrupos de consumidores afectados, los
montos de las indemnizaciones y devoluciones, y la forma como se harán
efectivas  las  indemnizaciones,  devoluciones  y  reparaciones.  Asimismo,
deberá indicar cómo acreditará el cálculo íntegro del monto global del daño
causado a los grupos y subgrupos de consumidores así como la ejecución de
las  indemnizaciones,  devoluciones  y  reparaciones  equivalentes  a  dicho
monto global.”.

b) Reemplázase el actual inciso tercero, que pasa a ser cuarto, por el
siguiente:

“Todo avenimiento, conciliación o transacción deberá ser sometido a la
aprobación  del  juez.  Para  aprobarlo,  el  juez  deberá  verificar  su
conformidad  con  las  normas  de  protección  de  los  derechos  de  los
consumidores. La aprobación se entenderá sin perjuicio de la eventual
aplicación de multas en caso de infracciones a la  presente ley.  Con
todo, el tribunal podrá considerar la reparación del daño causado por
parte del proveedor para rebajar el monto de la multa hasta en el 50%.”.

c) Agregar el siguiente inciso final:

“Los avenimientos, conciliaciones o transacciones que contemplen la
entrega a los consumidores de sumas de dinero deberán establecer un
conjunto mínimo de acciones destinadas a informar a quienes resulten
alcanzados por el respectivo acuerdo las acreencias que tienen a su
favor, facilitar su cobro y, en definitiva, conseguir la entrega efectiva del
monto correspondiente a cada consumidor. Asimismo, estos acuerdos
deberán designar a un tercero independiente mandatado a ejecutar, a
costa del proveedor, las diligencias previamente señaladas, salvo que
otros medios resulten preferibles, en el caso concreto, para lograr la
transferencia efectiva del dinero que a cada consumidor corresponde.
Para el cumplimiento de dicho mandato, el proveedor deberá transferir
la  totalidad  de  los  fondos  al  tercero  encargado de su entrega  a  los
consumidores. Estos acuerdos deberán establecer, a su vez, un plazo
durante  el  cual  las  diligencias  referidas  en  este  inciso  deberán
ejecutarse. Transcurridos dos años desde que se cumpla dicho plazo,
los remanentes que no hayan sido transferidos ni reclamados por los
consumidores caducarán y se extinguirán a su respecto los derechos
de los respectivos titulares, debiendo el proveedor, o el tercero a cargo
de  la  entrega,  enterar  las  cantidades  correspondientes  al  fondo
establecido en el artículo 11 bis.”.
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39) Modifícase el artículo 53 C en el siguiente sentido:

a) Agrégase en el literal b), a continuación del punto y aparte (.), que
pasa a  ser  seguido,  la  siguiente  oración:  “Asimismo,  se estará  a  lo
dispuesto en el artículo 50 P, si resultare aplicable.”.

b) Agrégase en el literal c), a continuación del punto aparte, que pasa a ser
seguido, la siguiente oración: “En aquellos casos que en que concurran
las circunstancias a que se refiere el inciso quinto del artículo 24, el
tribunal  podrá  aumentar  en  un  25%  el  monto  de  la  indemnización
correspondiente.”.

c) Agrégase al final del inciso segundo, lo siguiente:

“En  este  último  caso,  la  sentencia  deberá  establecer  un  conjunto
mínimo  de  acciones  destinadas  a  informar  a  quienes  resulten
alcanzados por el respectivo acuerdo las acreencias que tienen a su
favor, facilitar su cobro y, en definitiva, conseguir la entrega efectiva del
monto correspondiente a cada consumidor,  pudiendo establecerse al
proveedor  la  carga  de  mandatar  a  un  tercero  independiente  para  la
ejecución  de  dichas  acciones,  a  su  costa  y  con  la  aprobación  del
tribunal.  El  proveedor  deberá transferir  la  totalidad de  los  fondos  al
tercero  encargado  de  su  entrega  a  los  consumidores.  La  sentencia
deberá  establecer,  además,  un  plazo  durante  el  cual  las  diligencias
referidas  en este  inciso deberán  ejecutarse.  Transcurridos  dos  años
desde que se cumpla dicho plazo, los remanentes que no hayan sido
transferidos  ni  reclamados  por  los  consumidores  caducarán  y  se
extinguirán  a  su  respecto  los  derechos  de  los  respectivos  titulares,
debiendo el proveedor, o el tercero a cargo de la entrega, enterar las
cantidades correspondientes al fondo establecido en el artículo 11 bis.”.

d) Agrégase el siguiente inciso final:

“Los recursos que se dedujeren en contra de la sentencia definitiva gozarán
de preferencia para su vista y fallo.”.

40)  En  el  artículo  inciso  segundo  del  artículo  54  C,  agregar  las
expresiones “tanto por daño patrimonial como moral” a continuación
de “responsabilidad civil”,  e incorporar la oración “y se tramitará de
acuerdo al  procedimiento establecido en el  Párrafo 3°  del  Título IV”,
luego de la frase “patrocinio de abogado”.

41) Agrégase, a continuación del artículo 54 G, el siguiente epígrafe:

“Párrafo 5º Del procedimiento de mediación colectiva”.

42) Agréganse los siguientes artículos 54 H a 54 R:

“Artículo  54  H.-.  En aquellos  casos en que esté  comprometido  el  interés
colectivo  o  difuso  de  los  consumidores  podrá  iniciarse  una  mediación
colectiva, conforme a las reglas señaladas en este párrafo.

La mediación colectiva es un procedimiento administrativo especial, a cargo
de una unidad independiente y especializada dentro del Servicio, cuyo fin es
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cautelar  el  interés  colectivo  o  difuso  de  los  consumidores,  mediante  la
obtención de una solución expedita, completa y transparente, en el caso de
conductas que los afecten. Los principios básicos del procedimiento son la
indemnidad  del  consumidor,  la  economía  procesal,  la  publicidad  y  la
integridad del proceso. En lo no dispuesto por este párrafo, se estará a las
normas contempladas en la ley N°19.880.

La mediación colectiva se iniciará, de oficio o a petición de los interesados,
por resolución del Servicio, la que será notificada al proveedor o proveedores
involucrados. Dicha resolución indicará los antecedentes que fundamentan la
posible  afección  del  interés  colectivo  o  difuso de los  consumidores  y  las
normas potencialmente infringidas.

El Servicio Nacional del Consumidor no podrá iniciar un procedimiento de
mediación  colectiva  una  vez  que  se  hayan  ejercido  acciones  colectivas
respecto de los mismos hechos, y mientras estas se encuentren pendientes.
Asimismo, una vez iniciada una mediación colectiva, ni el Servicio ni
quienes se encuentren legitimados para ello de conformidad a esta ley
podrán  ejercer  acciones  colectivas  respecto  de  los  mismos  hechos
mientras el procedimiento de mediación se encuentre abierto.

Artículo 54 I.- En la resolución que da inicio al procedimiento, cuando la
mediación  colectiva  se  haya  iniciado  a  solicitud  de  una  o  más
Asociaciones  de  Consumidores,  el  Servicio  deberá  ordenar  su
participación, salvo manifestación en contrario de estas. Sin perjuicio de lo
anterior, las Asociaciones de Consumidores podrán solicitar ser partes del
procedimiento  en  cualquier  estado,  hasta  la  publicación  de  la  solución
ofrecida por el proveedor.

Durante  el  plazo  que  dure  la  mediación  se  suspenderá  el  término  de
prescripción de las denuncias y acciones que se establecen en la presente
ley, así como de las acciones criminales a que hubiere lugar.

Artículo 54 J.- El plazo máximo de duración del procedimiento de mediación
colectiva será de tres meses, contado a partir del tercer día de la notificación
al proveedor de la resolución que da inicio al procedimiento. Este plazo podrá
ser  prorrogado  por  una  sola  vez,  hasta  por  tres  meses,  por  resolución
fundada.

Si dentro del plazo original o prorrogado no hubiere acuerdo, se entenderá
fracasada la mediación, circunstancia que será certificada por el Servicio en
la resolución de término del procedimiento.

Artículo  54  K.-  Durante  el  procedimiento,  el  Servicio  podrá  solicitar  los
antecedentes que sean necesarios para el cumplimiento de los fines de la
mediación,  especialmente  aquellos  que  se  requieran  para  determinar  el
monto de las compensaciones que procedieren para los consumidores.

Luego de notificada la resolución que da inicio al procedimiento, el proveedor
tendrá un plazo de cinco días para indicar por escrito al Servicio si acepta
participar en la mediación colectiva. Este plazo podrá prorrogarse, por una
sola vez, si el proveedor lo solicita fundadamente antes de su vencimiento. Si
al  término  del  plazo  original  o  prorrogado,  el  proveedor  no  expresa  su
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voluntad,  la  mediación se entenderá fallida,  y  el  Servicio  certificará dicha
circunstancia mediante la dictación de una resolución de término.

Artículo  54  L.-  En la  resolución  que dé inicio  a  la  mediación,  el  Servicio
informará al proveedor y a las Asociaciones de Consumidores, en su caso,
acerca de la naturaleza y los objetivos de la mediación, de su duración y
etapas y de los efectos jurídicos que esta produce.

Las  partes,  en  cualquier  momento  de  la  mediación,  podrán  expresar  su
voluntad de no perseverar en el procedimiento, lo que será certificado por el
Servicio en la resolución de término respectiva.

Artículo 54 M.- Una vez iniciado un procedimiento de mediación colectiva,
esta  circunstancia  será  informada en el  sitio  web del  Servicio,  dentro  de
quinto día contado desde la comunicación por la que el proveedor acepta
someterse al procedimiento. A través de dicho medio se informará también el
estado de la mediación y la solución ofrecida por el proveedor.

Durante  el  procedimiento  de  mediación  colectiva,  los  consumidores
potencialmente afectados y las Asociaciones de Consumidores mencionadas
en  el  artículo  anterior  podrán  presentar  las  observaciones  que  estimen
pertinentes. Asimismo, cualquiera de ellos podrá, de manera fundada, dentro
de los cinco días posteriores a la comunicación de la solución ofrecida por el
proveedor, sugerir ajustes a las soluciones identificadas en el acuerdo.

Tanto  las  observaciones  como  las  sugerencias  de  ajustes  deberán
presentarse por escrito o por vía electrónica, y acompañarse al expediente
conforme  a  lo  dispuesto  en  el  inciso  tercero  del  artículo  18  de  la  ley
N°19.880.

Artículo 54 N.- La comparecencia de los proveedores a las audiencias que se
fijen  deberá  realizarse  por  un  apoderado  facultado  expresamente  para
transigir.  En el  caso  de  que el  apoderado del  proveedor  no  contare  con
facultades suficientes, el Servicio citará a una nueva audiencia que deberá
tener  lugar  dentro  de  quinto  día.  Si  en  dicha  nueva  audiencia  no  se
subsanare  la  situación,  la  mediación  se  entenderá  fallida  y  el  Servicio
certificará  dicha circunstancia  mediante  la  dictación  de una resolución  de
término.

Artículo  54  Ñ.-  A  solicitud  del  proveedor,  el  Servicio  decretará  reserva,
respecto  de  terceros  ajenos  al  procedimiento  de  mediación,  de  aquellos
antecedentes que contengan fórmulas, estrategias o secretos comerciales,
siempre que su revelación pueda afectar el desenvolvimiento competitivo de
su titular.

En conformidad a lo establecido en el inciso anterior, tanto los funcionarios
encargados de la tramitación del procedimiento como las partes involucradas
deberán guardar reserva de aquellos antecedentes que hayan conocido con
ocasión del procedimiento de mediación. Asimismo, este deber de reserva
alcanza a los terceros que intervinieren en el procedimiento a través de la
emisión de informes.

El  funcionario  del  Servicio  que  infringiere  el  deber  de  reserva  del  inciso
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precedente, descubriendo en perjuicio del proveedor aquellos antecedentes,
fórmulas,  estrategias  o  secretos  que  haya  conocido  con  ocasión  del
procedimiento  de  mediación  y  respecto  de  los  cuales  se  haya decretado
reserva respecto de terceros ajenos a la mediación, será sancionado con las
penas de reclusión menor en sus grados mínimo a medio y multa de seis a
diez unidades tributarias mensuales.

Si  la  infracción  la  cometiere  cualesquiera  de  las  partes  involucradas,  o
terceros intervinientes en el procedimiento mediante la emisión de informes,
sufrirán la pena de prisión en sus grados medio a máximo o multa de uno a
cinco sueldos vitales.

Las  partes  podrán  requerir  la  devolución  de  los  instrumentos
acompañados una vez concluido el procedimiento de mediación.

El Servicio no podrá presentar en juicio instrumentos obtenidos durante
el procedimiento de mediación a menos que haya tenido acceso a ellos
por otro medio.

Artículo 54 O.- La notificación de las resoluciones que este párrafo establece
se  efectuará  por  carta  certificada,  entendiéndose  practicada  al  tercer  día
hábil siguiente del despacho de correos. Asimismo, también podrá efectuarse
por correo electrónico, debiendo enviarse a la dirección registrada ante el
Servicio, y se entenderá practicada al día hábil siguiente de su despacho.

Artículo 54 P.- En caso de llegar a acuerdo en la mediación, se dictará una
resolución al  efecto. En ella se describirán los términos del acuerdo y las
obligaciones  que  asume  cada  una  de  las  partes.  Para  ser  declarada
suficiente por el Servicio, la solución propuesta debe contemplar, a lo menos:
1)  el  cálculo  de  las  devoluciones,  compensaciones  o  indemnizaciones
respectivas por cada uno de los consumidores afectados, cuando procedan;
2) el cese de la conducta que pudiere haber afectado el interés colectivo o
difuso de los consumidores; 3) la forma en la que se harán efectivos los
términos del acuerdo y el procedimiento por el que el proveedor efectuará las
devoluciones, compensará o indemnizará a los consumidores afectados, y 4)
los procedimientos por los que se cautelará el cumplimiento del acuerdo, a
costa del proveedor. La solución propuesta por el proveedor no implicará su
reconocimiento  de  los  hechos  constitutivos  de  la  eventual  infracción
antecedente de la mediación.

Cuando  se  trate  de  acuerdos  que  contemplen  la  entrega  a  los
consumidores de sumas de dinero, se estará a lo dispuesto en el inciso
quinto del artículo 53 B.

La copia autorizada por el Director Nacional de la resolución en la que conste
el acuerdo surtirá los efectos de una transacción extrajudicial  respecto de
todos  los  consumidores  potencialmente  afectados,  con  excepción  de
aquellos  que  hayan  hecho  valer  sus  derechos  ante  los  tribunales  con
anterioridad al  acuerdo en la mediación, o que hayan acordado en forma
particular  con el  proveedor,  y  tendrá mérito  ejecutivo transcurridos treinta
días desde la publicación de un extracto de la resolución en el Diario Oficial y
en un medio de circulación nacional, a costa del proveedor, así como en el
sitio web institucional del Servicio, en la medida en que cada una de las
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obligaciones  emanadas  del  acuerdo  sean  exigibles.  Durante  dicho
término,  los  consumidores  afectados  que  no  estén  de  acuerdo  con  la
solución alcanzada, para efectos de no quedar sujetos a esta, deberán hacer
presente  su  disconformidad  al  Servicio,  reservándose  sus  acciones
individuales que emanen de la posible infracción. Las publicaciones deberán
efectuarse a más tardar dentro de quinto día desde la fecha de la resolución
en la que conste el acuerdo.

El incumplimiento de los términos contenidos en el acuerdo constituye una
infracción a la presente ley.

Artículo  54  Q.-.  Sin  perjuicio  de  la  mediación  regulada  en  este  párrafo,
durante la tramitación del procedimiento especial para protección del interés
colectivo o difuso de los consumidores, el proveedor siempre podrá realizar
ofertas de avenimiento, de acuerdo a los parámetros del artículo 53 B.

Artículo  54  R.-  Un  reglamento  dictado  por  el  Ministerio  de  Economía,
Fomento  y  Turismo establecerá  las  normas que sean necesarias  para  la
sustanciación de cada una de las etapas del procedimiento de mediación
colectiva, la forma de resolver las incidencias que se planteen por las partes
y,  en  general,  todas las  demás materias  que resulten  necesarias  para la
adecuada aplicación del procedimiento a que se refiere este párrafo.”.

43) Reemplázase en el inciso primero del artículo 55 D, la frase “mil unidades
tributarias mensuales” por la frase “2.000 unidades tributarias mensuales”; y
elimínase el inciso segundo.

44) Reemplázase,  en  el  inciso  final  del  artículo  56,  la  frase  “el  Servicio
Nacional  del  Consumidor  deberá  denunciar  al  proveedor  ante  el  juez  de
policía local competente, para que, si  procediere, se le sancione con una
multa de hasta cincuenta unidades tributarias mensuales, sin perjuicio del
derecho del  consumidor afectado para denunciar el  incumplimiento de las
obligaciones referidas.”  por  la  frase “el  Servicio  Nacional  del  Consumidor
podrá  sancionar  al  proveedor  con  una  multa  de  hasta  150  unidades
tributarias mensuales.”.

45) Reemplázase, en el inciso primero del artículo 56 A, la frase “y que no
hubiere  ejercido  las  acciones  que  le  confiere  esta  ley  ante  el  tribunal
competente” por “y que no hubiere ejercido las denuncias o acciones que le
confiere esta ley ante el Servicio o el tribunal competente, respectivamente”.

46) Modifícase el artículo 56 C en el siguiente sentido:

a) Reemplázase el número 2 del inciso tercero por el siguiente: 

“2.- Los que han sido previamente sometidos al conocimiento del Servicio o
de  un  juez  competente  por  el  consumidor  o  por  alguna  Asociación  de
Consumidores.”.

b) Derógase el inciso cuarto.



297

47) Reemplázase,  en  el  artículo  56  H,  la  frase  “el  Servicio  Nacional  del
Consumidor  deberá  denunciarlo  ante  el  juez  competente  para  que  se  le
sancione con una multa de hasta setecientas cincuenta unidades tributarias
mensuales”  por  la  frase  “el  Servicio  Nacional  del  Consumidor  deberá
sancionarlo con una multa de hasta 1.500 unidades tributarias mensuales”.

48) Reemplázase el artículo 57 por el siguiente:

“Artículo  57.-  El  Servicio  Nacional  del  Consumidor,  en  adelante  e
indistintamente el “Servicio”, será un servicio público descentralizado,
con  personalidad  jurídica  y  patrimonio  propio,  sujeto  a  la
supervigilancia del Presidente de la República a través del Ministerio de
Economía, Fomento y Turismo.

El Servicio será una institución fiscalizadora en los términos del decreto
ley  N°  3.551,  de  1981,  del  Ministerio  de  Hacienda.  Asimismo,  estará
afecto al  Sistema de Alta  Dirección Pública  establecido  en la  ley  N°
19.882 y se someterá al decreto ley N° 1.263, de 1975, del Ministerio de
Hacienda, sobre Administración Financiera del Estado.

El  Servicio  se  desconcentrará  territorialmente  a  través  de  las
Direcciones  Regionales.  En  cada  región  del  país  habrá  un  Director
Regional,  quién  estará  afecto  al  Sistema  de  Alta  Dirección  Pública
previsto en el Título VI de la ley N° 19.882 y deberá acreditar título de
abogado.  También  estará  afecto  a  dicho  sistema  el  segundo  nivel
jerárquico del Servicio Nacional del Consumidor.

Adicionalmente,  dichas  Direcciones  Regionales  se  considerarán
funcionalmente desconcentradas para efectos de ejercer las funciones
señaladas en las letras b), c), f), y ñ) del artículo 58 de la presente ley.”.

49) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 58:

a) Reemplázanse, en su inciso segundo, las letras a), b), c), d), e), f) y g) por
las siguientes:

“a) Fiscalizar el cumplimiento de las disposiciones de la presente ley y de
toda la normativa de protección de los derechos de los consumidores.

Durante  los  procedimientos  de  fiscalización,  los  proveedores  y  sus
representantes  deberán  otorgar  todas  las  facilidades  para  que  estos  se
lleven a efecto y no podrán negarse a proporcionar la información requerida
sobre los aspectos materia de la fiscalización.

En el ejercicio de la labor fiscalizadora, los funcionarios del Servicio deberán
siempre informar al sujeto fiscalizado de la materia específica objeto de la
fiscalización y de la normativa pertinente, y dejar copia íntegra de las actas
levantadas,  realizando  las  diligencias  estrictamente  indispensables  y
proporcionales al objeto de la fiscalización. Los sujetos fiscalizados podrán
denunciar conductas abusivas de funcionarios ante el Director Regional  del
Servicio que corresponda territorialmente.

Los funcionarios del Servicio estarán facultados, en el cumplimiento de sus
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labores  inspectivas,  para  ingresar  a  inmuebles  en  que  se  desarrollen
actividades  objeto  de  fiscalización,  tomar  registros  del  sitio  o  bienes
fiscalizados,  levantar  actas  y  dejar  testimonio  en  ellas  de  quienes  se
encontraren  en  el  lugar  de  la  fiscalización  y,  en  general,  proceder  a  la
ejecución de cualquier otra medida tendiente a hacer constar  el  estado y
circunstancias  de  las  actividades  fiscalizadas.  Cuando  se  trate  de
fiscalización de sitios web, los proveedores estarán obligados a facilitar
los antecedentes relativos a éste que sean solicitados por el respectivo
funcionario  del  Servicio,  los que deberán ser  entregados en formato
digital.

Para el cumplimiento de lo dispuesto en el párrafo anterior, los funcionarios
del  Servicio  podrán  solicitar,  previa  autorización  del  juez  competente,  el
auxilio  de  la  fuerza  pública,  cuando  exista  oposición  a  la  fiscalización
debidamente certificada por el fiscalizador.

Sin  perjuicio  de  lo  señalado  en  el  párrafo  anterior,  la  negativa  a  dar
cumplimiento a los requerimientos durante las acciones de fiscalización será
castigada con multa de hasta 1.000 unidades tributarias mensuales.

Cuando con ocasión de una fiscalización, el Servicio constate respecto
de una micro o pequeña empresa en los términos del inciso segundo
del Artículo Segundo de la Ley Nº 20.416, que no haya sido sancionada
por la misma infracción en los últimos doce meses, una infracción legal
o  reglamentaria  en  que  no  concurra  alguna  de  las  circunstancias
previstas en el artículo 24, podrá conceder un plazo de hasta diez días
hábiles para dar cumplimiento a las normas respectivas, lo que deberá
ser acreditado ante el Servicio.

El Servicio desarrollará sus actividades de fiscalización en conformidad
a un  plan  que  elaborará  anualmente,  priorizando aquellas  áreas que
involucren  un  mayor  nivel  de  riesgo  para  los  derechos  de  los
consumidores. Las directrices generales de dicho plan serán públicas.

b) Tramitar y resolver los procedimientos sancionatorios consagrados en el
Párrafo 2° del Título IV de esta ley.

c) Imponer las sanciones correspondientes por infracción a la normativa de
protección  de  los  derechos  de  los  consumidores  en  el  marco  del
procedimiento sancionatorio consagrado en el Párrafo 2° del Título IV de esta
ley.

d)  Interpretar  administrativamente  la  normativa  de  protección  de  los
derechos de los consumidores que le corresponde vigilar,  atribución
que será ejercida de conformidad a lo dispuesto en el artículo 59 ter de
la presente ley.

e)  Dictar  normas  e  instrucciones  de  carácter  general  en  materia  de
protección de los derechos de los consumidores, atribución que será
ejercida  de  conformidad  a  lo  dispuesto  en  el  artículo  59  ter.  La
normativa  que  emane  del  Servicio  será  obligatoria  y  deberá  ser
sistematizada  de  forma  de  facilitar  el  acceso  y  conocimiento  de  la
misma al público en general.
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f) Citar a declarar a los representantes legales, administradores, asesores y
dependientes de las entidades sometidas a su fiscalización, así como a toda
persona  que  haya  tenido  participación  o  conocimiento  respecto  de  algún
hecho que estime necesario para resolver un procedimiento sancionatorio, o
tomar  la  declaración  respectiva  por  medios  que  permitan  asegurar  su
fidelidad.

Si el citado debidamente apercibido no comparece, sin mediar justificación
plausible, el juzgado de policía local competente podrá ordenar su arresto
hasta su comparecencia.

g)  Proporcionar  información  y  absolver  las  consultas  del  Ministerio  de
Economía,  Fomento  y  Turismo,  del  Tribunal  de  Defensa  de  la  Libre
Competencia,  de  la  Fiscalía  Nacional  Económica  y  demás  organismos
relacionados con la protección de los derechos de los consumidores.”.

b) Agréganse en el inciso segundo los siguientes literales h), i), j), k), l), m),
n), ñ), o), p), q) y r):

“h) Llevar a cabo el procedimiento de mediación colectiva consagrado en el
Párrafo 5° del Título IV de esta ley.

i)  Velar por el  cumplimiento de las disposiciones legales y reglamentarias
relacionadas  con  la  protección  de  los  derechos  de  los  consumidores  y
hacerse parte en aquellas causas que comprometan los intereses generales
de  los  consumidores,  según  los  procedimientos  que  fijan  las  normas
generales o los que se señalen en leyes especiales. La facultad de velar por
el  cumplimiento  de  normas  establecidas  en  leyes  especiales  que  digan
relación con la protección de los derechos de los consumidores, incluye la
atribución del Servicio Nacional del Consumidor de denunciar los posibles
incumplimientos ante los organismos o instancias jurisdiccionales respectivas
y  de  hacerse  parte  en  las  causas  en  que  estén  afectados  los  intereses
generales  de  los  consumidores,  según  los  procedimientos  que  fijan  las
normas generales o los que se señalen en esas leyes especiales.

j)  Formular,  realizar  y  fomentar  programas de información y educación al
consumidor.

k)  Realizar,  a  través  de  laboratorios  o  entidades  especializadas,  de
reconocida solvencia, análisis selectivos de los productos que se ofrezcan en
el  mercado  en  relación  a  su  composición,  contenido  neto  y  otras
características.

Aquellos  análisis  que  excedan  en  su  costo  de  250  unidades  tributarias
mensuales, deberán ser efectuados por laboratorios o entidades elegidas en
licitación pública.

En  todo  caso  el  Servicio  deberá  dar  cuenta  detallada  y  pública  de  los
procedimientos  y  metodología  utilizada  para  llevar  a  cabo  las  funciones
contenidas en esta letra.

l) Reunir, elaborar, procesar, divulgar y publicar información para facilitar al
consumidor  un  mejor  conocimiento  de  las  características  de  la
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comercialización de los bienes y servicios que se ofrecen en el mercado. En
el ejercicio de esta facultad, se deberá tener especial consideración con lo
establecido  en  el  decreto  ley  N°211,  de  1973,  que  fija  normas  sobre  la
defensa de la libre competencia.

m) Realizar y promover estudios en el área del consumo.

n) Llevar el registro público a que se refiere el artículo 58 bis.

ñ) Tratándose del procedimiento contemplado en el Párrafo 2° del Título IV
de la ley, recibir denuncias de consumidores que consideren lesionados sus
intereses,  iniciar  investigación a causa de esas denuncias y,  en su caso,
ponerlas  en  conocimiento  del  proveedor  a  fin  de  que  este  proponga
alternativas  concretas  de solución  o  corrección  del  hecho denunciado  en
conformidad a lo dispuesto en el inciso cuarto del artículo 50 G.

o)  Requerir  de  los  organismos  del  Estado  los  antecedentes  que  estime
necesarios  para  el  cumplimiento  de  sus  funciones.  Dichos  organismos
deberán entregar al Servicio toda la información que este les solicite y obre
en su poder respecto de las personas reguladas o fiscalizadas. En caso de
estar  dicha  información  protegida  por  el  deber  de  reserva  o  secreto,  se
requerirá la autorización previa de un Ministro de la Corte de Apelaciones
respectiva que corresponda de acuerdo al turno.

p) Solicitar la entrega de cualquier documento, libro o antecedente que sea
necesario  para  fines  de  fiscalización,  procurando  no  alterar  el
desenvolvimiento normal de las actividades del afectado.

q)  Celebrar  convenios  con  municipalidades  para  que  estas  coordinen  y
gestionen  las  audiencias  de  conciliación  obligatorias  contempladas  en  el
artículo 50 G respecto de los casos de denuncias presentadas en defensa
del interés individual.

r) Las demás funciones y atribuciones que le asigne esta ley u otras.”.

c) Derógase el inciso tercero.

d) Reemplázase su inciso séptimo por el siguiente:

“El  requerimiento  de  documentación  que  se  ejerza  de  acuerdo  al  inciso
anterior podrá contener todas aquellas solicitudes de información y datos que
sean necesarios para el debido cumplimiento de las funciones del Servicio
Nacional del Consumidor, de conformidad a lo señalado en la presente ley.”.

e) Modifícase su inciso noveno en el siguiente sentido:

i) Reemplázase la frase “cuatrocientas unidades tributarias mensuales” por
“mil unidades tributarias mensuales”.

ii) Reemplázase la frase “el juez de policía local” por la expresión “el
Juzgado de Policía Local del domicilio del fiscalizado”.

f)  Agrégase,  a  continuación  del  inciso  octavo,  el  siguiente  inciso
noveno, nuevo:
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“Asimismo, el Juez de Policía Local podrá ordenar la incautación de la
documentación requerida.”.

g) Reemplázase el inciso final por los siguientes:

“Los  funcionarios  que  realicen  labores  de  fiscalización  no  podrán  asumir
como responsables de la instrucción de procedimientos sancionatorios. Del
mismo modo, los Directores Regionales no podrán intervenir en funciones de
fiscalización,  ni  participar  de  ningún  modo  en  la  instrucción  de
procedimientos sancionatorios en relación a hechos respecto de los cuales
después pudieran aplicar sanción.

Asimismo, las funciones señaladas en el inciso anterior y las de mediación
colectiva y demanda para la protección del interés colectivo o difuso de los
consumidores estarán a cargo de unidades diferentes e independientes entre
sí, cada una de las cuales será dirigida por un Subdirector del Servicio.

Los  Subdirectores  referidos  en  el  inciso  precedente  estarán  afectos  al
Sistema de Alta Dirección Pública previsto en el Título VI de la ley N°19.882.

Los funcionarios que infrinjan los deberes asociados a la división estricta de
funciones a la que se refiere este artículo incurrirán en una infracción grave a
sus deberes funcionarios.

El Director Nacional dictará las normas de orden interno que sean necesarias
a fin de que en los distintos procedimientos en que participen funcionarios del
Servicio se garantice la división estricta de funciones que ordena esta ley,
especialmente en lo que se refiere al resguardo y traspaso de la información
obtenida por los funcionarios en el ejercicio de sus funciones.”.

50) Intercálase en el inciso segundo del artículo 58 bis, entre las frases
“organismos  fiscalizadores”  y  “que  tengan  facultades”,  la  siguiente
palabra: “sectoriales”.”. 

51) Reemplázase el artículo 59 por el siguiente:

“Artículo 59.- El Director Nacional será el Jefe Superior del Servicio y tendrá
su representación judicial y extrajudicial. Será nombrado por el Presidente de
la República a partir de una terna propuesta por el Consejo de Alta Dirección
Pública con el voto favorable de cuatro quintos de sus miembros. Durará
cuatro años en su cargo, pudiendo renovarse su nombramiento por una sola
vez.

El  cargo de Director  Nacional  será  incompatible  con el  de diputado,
senador,  integrante  del  Poder  Judicial  o  del  Tribunal  Constitucional,
consejero del Banco Central, fiscal del Ministerio Público, miembro de
las Fuerzas Armadas y de las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública,
ministro  de  Estado,  subsecretario,  intendente,  gobernador,  alcalde,
concejal,  consejero  regional,  miembro  del  Tribunal  Calificador  de
Elecciones, funcionario de la Administración del Estado, miembro de
los  órganos  de  dirección  de  los  partidos  políticos,  y  con  el  de
representante de asociaciones gremiales, organizaciones sindicales y
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asociaciones de consumidores. 

El Director Nacional no podrá ser gerente, administrador o director, ni
podrá tener participación en la propiedad de una empresa o sociedad,
junto a sus filiales y coligadas, de acuerdo a las normas contenidas en
el Título VIII de la ley N° 18.046 sobre Sociedades Anónimas, que sea
proveedora en los términos del artículo 1° numeral 2.- de la presente
ley. Esta incompatibilidad será extensiva a su cónyuge o conviviente
civil y a sus parientes hasta el primer grado de consanguinidad. 

Una vez que el Director Nacional haya cesado en su cargo por cualquier
motivo, no podrá ser gerente, administrador o director, ni podrá tener
participación en la propiedad de una empresa o sociedad, junto a sus
filiales y coligadas, de acuerdo a las normas contenidas en el Título VIII
de la ley N° 18.046 sobre Sociedades Anónimas, que sea proveedora en
los términos del artículo 1° numeral 2.- de la presente ley, por el plazo
de seis  meses después de haber  expirado en funciones.  El  Director
Nacional no podrá ser candidato a cargos de elección popular hasta un
año después de haber cesado en su cargo. 

El ex Director Nacional afecto a la prohibición contenida en el inciso
anterior deberá informar, durante el tiempo que ésta dure, al Servicio
Nacional  del  Consumidor  sus participaciones societarias  y todas las
actividades laborales y de prestación de servicios que realice, tanto en
el sector público como en el sector privado, sean o no remuneradas.
Esta  obligación  se  extenderá  hasta  los  seis  meses  posteriores  al
término de la precitada prohibición. 

Las  incompatibilidades  y  prohibiciones  establecidas  en  los  incisos
segundo  a  cuarto,  así  como  la  obligación  establecida  en  el  inciso
anterior,  todas  del  presente  artículo,  serán  también  aplicables  a  los
Directores Regionales.

El Director Nacional cesará en sus funciones por las siguientes causales:

a) Término del período legal de su designación.

b) Renuncia voluntaria aceptada por el Presidente de la República.

c)  Negligencia manifiesta  en  el  ejercicio  de  sus  funciones,  faltas  a  la
probidad  administrativa  y  por  cualquier  inobservancia  a  los  deberes  y
obligaciones establecidos por ley.

d) Incapacidad psíquica o física sobreviniente para el desempeño de su
cargo.

e)  Incurrir  en  una  causal  de  incompatibilidad  y  prohibición  de  las
indicadas en los incisos segundo y tercero del presente artículo.

Si se verificare alguna causal de las contenidas en los literales d) o e)
del  inciso  anterior,  cesará  automáticamente  en  su  cargo,  debiendo
comunicar  de  inmediato  dicha  circunstancia  al  Presidente  de  la
República. De igual forma, cesará en su cargo si su renuncia hubiere
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sido  aceptada  por  el  Presidente  de  la  República  de  conformidad  al
literal b).

El Presidente de la República podrá remover al Director Nacional sólo si
concurre alguna de las conductas señaladas en la letra c) del inciso
séptimo.

Le corresponderá especialmente al Director Nacional:

a)  Planificar,  organizar,  dirigir,  coordinar  y  controlar  el  funcionamiento  del
Servicio y ejercer las atribuciones propias de su calidad de Jefe Superior del
Servicio.

b) Dictar las instrucciones necesarias para el cumplimiento de los objetivos y
el buen funcionamiento del Servicio.

c)  Ejecutar  los  actos  y  celebrar  los  convenios  necesarios  para  el
cumplimiento de los objetivos del Servicio.

d) Nombrar y remover al personal del Servicio, de conformidad a esta ley y a
las normas estatutarias.

e)  Delegar  atribuciones  o  facultades  específicas  en  funcionarios  de  su
dependencia, de conformidad a la ley, salvo las materias señaladas en las
letras d) y e) del inciso segundo del artículo 58.

f) Conocer y resolver los recursos que la ley establece, pudiendo en su caso
aplicar las sanciones que correspondan.

g) Rendir  cuenta  anualmente  de  su  gestión,  a  lo  menos  a  través  de  la
publicación de una memoria y balance institucional, con el objeto de permitir
a  las  personas  efectuar  una  evaluación  continua  y  permanente  de  los
avances y resultados alcanzados por el Servicio.

h) Presentar al Consejo establecido en el artículo 59 ter, la propuesta de
interpretación administrativa de la normativa, así como la propuesta de
normas  e  instrucciones  de  carácter  general,  ambas  relativas  a  la
protección de los derechos de los consumidores.

i) Las demás que establezcan las leyes.

En  todo  lo  no  previsto  en  los  incisos  anteriores,  y  en  cuanto  no  sea
contradictorio con aquéllos, le serán aplicables al cargo de Director Nacional
las normas establecidas en el Título VI de la ley N°19.882.

En conformidad con lo establecido en la ley N°18.575, cuyo texto refundido,
coordinado  y  sistematizado  fue  fijado  por  el  decreto  con  fuerza  de  ley
N°1/19.353, de 2001, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, el
Director Nacional, con sujeción a la planta y la dotación máxima de personal,
establecerá  la  organización  interna  y  determinará  las  denominaciones  y
funciones que corresponda a cada una de las unidades del Servicio.”.
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52) Reemplázase el artículo 59 bis por el siguiente:

“Artículo 59 bis.- El personal del Servicio habilitado como fiscalizador tendrá
el  carácter  de  ministro  de  fe  respecto  de  los  hechos  constitutivos  de
infracciones  que  consignen  en  el  cumplimiento  de  sus  funciones  y  que
consten  en  el  acta  de  fiscalización.  Los  hechos  establecidos  por  dicho
ministro  de  fe  constituirán  presunción  legal  en  cualquiera  de  los
procedimientos contemplados en los párrafos 2° y 3° del Título IV de esta
ley.”.

53) Agréganse los siguientes artículos 59 ter, 59 quáter, 59 quinquies y
59 sexies:

“Artículo  59  ter.-  Créase  un  cuerpo  colegiado,  denominado  Consejo
Normativo, al que corresponderá ejercer las funciones y atribuciones
señaladas en esta ley.

El Consejo Normativo estará integrado por tres Consejeros titulares y
dos Consejeros suplentes nombrados por el Presidente de la República
mediante  decreto  supremo  expedido  a  través  del  Ministerio  de
Economía, Fomento y Turismo, previo acuerdo del Senado, adoptado
por mayoría absoluta de sus miembros en ejercicio. 

Los integrantes que así se designen deberán ser expertos en materia de
protección  de  los  derechos  de  los  consumidores  y  contar  con
relevantes  méritos  profesionales  o  académicos,  cuya  idoneidad
garantice el debido funcionamiento del Consejo. 

Los  Consejeros  durarán  cuatro  años  en  sus  cargos,  pudiendo
renovarse su nombramiento por una sola vez en la misma calidad. El
Consejo se renovará parcialmente cada vez.

A los Consejeros le será aplicable el artículo 2° de la ley N° 20.880 y
deberán  realizar  la  declaración  de  intereses  y  patrimonio  en  los
términos del Título II de la precitada ley.

El cargo de Consejero será incompatible con el de diputado, senador,
integrante del Poder Judicial o del Tribunal Constitucional,  consejero
del Banco Central, fiscal del Ministerio Público, miembro de las Fuerzas
Armadas y de las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública, Ministro de
Estado,  subsecretario,  intendente,  gobernador,  alcalde,  concejal,
consejero  regional,  miembro  del  Tribunal  Calificador  de  Elecciones,
funcionario  de  la  Administración  del  Estado,  con  exclusión  de  los
cargos  docentes,  miembro  de  los  órganos  de  dirección  internos  de
alcance nacional de los partidos políticos, y con el de representante o
miembro  del  directorio  de  asociaciones  gremiales,  organizaciones
sindicales y asociaciones de consumidores.

Los  miembros  titulares  del  Consejo  no  podrán  ser  gerentes,
administradores o directores, ni podrán tener participación superior al
5% en la propiedad de una empresa o sociedad, junto a sus filiales y
coligadas, de acuerdo a las normas contenidas en el Título VIII de la ley
N°  18.046  sobre  Sociedades  Anónimas,  que  sea  proveedora  en  los
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términos  del  artículo  1°  numeral  2  de  la  presente  ley.  Esta
incompatibilidad será extensiva a su cónyuge o conviviente civil y a sus
parientes hasta el primer grado de consanguinidad. La incompatibilidad
a que se refiere el presente inciso no se aplicará en el caso de las micro
y pequeñas empresas a que se refiere el artículo segundo de la Ley N°
20.416.

Una vez que los miembros titulares del Consejo hayan cesado en su
cargo por cualquier motivo, no podrán ser gerentes, administradores o
directores  de  una  empresa  o  sociedad  que  sea  proveedora  en  los
términos del artículo 1° numeral 2 de la presente ley, por el plazo de
seis meses después de haber expirado en funciones.

Los  ex  Consejeros  afectos  a  la  prohibición  contenida  en  el  inciso
anterior  deberán  informar  al  Consejo  establecido  en  este  artículo,
durante el tiempo que ésta dure, sus participaciones societarias y todas
las actividades laborales y de prestación de servicios que realice, tanto
en el sector público como en el sector privado, sean o no remuneradas. 

Mientras se desempeñen en su cargo, los Consejeros no podrán ejercer
asesoría  profesional  a  proveedores  que  puedan  ser  objeto  de
fiscalización por parte del Servicio en las materias reguladas por esta
ley,  ni  a  asociaciones  de  consumidores.  Tampoco  podrán  ejercer
asesoría profesional,  hasta seis meses luego de haber cesado en su
cargo, a proveedores que hayan sido afectados o podido ser afectados
en forma directa por las propuestas de interpretación administrativa de
la  normativa  o  de  dictación  de  normas  e  instrucciones  generales
respecto de las cuales hayan tenido que pronunciarse.

Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso decimonoveno, los suplentes
no podrán pronunciarse respecto de propuestas que afecten de manera
directa a empresas proveedoras en los términos del artículo 1° de la
presente ley en las cuales tengan participación superior al 5%  en su
propiedad,  junto a sus filiales  y coligadas,  de acuerdo a las normas
contenidas  en  el  Título  VIII  de  la  ley  Nº  18.046  sobre  sociedades
anónimas. Una vez cesados en el cargo y hasta seis meses después,
los ex suplentes deberán informar al Consejo las actividades laborales
y de prestación de servicios que realicen,  tanto en el sector público
como en el sector privado, sean o no remuneradas.

Los Consejeros serán inamovibles en sus cargos. Sin perjuicio de lo
anterior, serán causales de cesación del cargo, las siguientes:

a) Término del período legal de su designación.

b) Renuncia voluntaria aceptada por el Presidente de la República.

c) Negligencia manifiesta en el ejercicio de sus funciones, faltas a la
probidad  administrativa  y  cualquier  inobservancia  a  los  deberes  y
obligaciones establecidos por ley. 

d) Incapacidad psíquica o física sobreviniente para el desempeño de su
cargo.
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e) Incurrir en una incompatibilidad o prohibición de las indicadas en los
incisos  sexto  y  séptimo  del  presente  artículo,  respecto  de  los
Consejeros titulares, o del inciso sexto respecto de los suplentes.

Si se verificare alguna de las causales contenidas en los literales d) o
e),  el  Consejero  afectado  cesará  automáticamente  en  su  cargo,
debiendo comunicar de inmediato dicha circunstancia al Consejo. De
igual forma, cesará en su cargo si su renuncia hubiere sido aceptada
por el Presidente de la República, de conformidad al literal b).

Si alguno de los Consejeros incurre en la causal del literal c), podrá ser
acusado ante la Corte Suprema, la que resolverá en pleno y en única
instancia sobre la concurrencia de la causal. La acusación deberá ser
fundada y deberá ser interpuesta por el Presidente de la República o al
menos dos miembros del Consejo. 

La  Corte  dará  traslado  por  seis  días  hábiles  al  acusado,  pudiendo
dictar, igualmente, medidas para mejor resolver. La Corte podrá, si lo
estima pertinente, abrir un término probatorio que no podrá exceder de
siete  días.  La  causa  tendrá  preferencia  para  su  vista  y  fallo,  y  la
sentencia se dictará en un plazo de treinta días contado desde la vista.

La  Corte,  mientras  se  encuentre  pendiente  su  resolución,  podrá
disponer la suspensión temporal del Consejero acusado. Ejecutoriada
la sentencia, el Consejero afectado cesará de inmediato en su cargo,
sin que pueda ser designado nuevamente.

Producida  una  vacante,  el  Presidente  de  la  República  propondrá  al
Senado su reemplazante dentro de un plazo que no podrá exceder de 30
días hábiles. 

Los Consejeros reemplazantes de aquéllos que cesaron en sus cargos
por las causales b), c), d) o e), durarán en su cargo hasta el término del
período que restaba por cumplir al Consejero que produjo la vacante.

Un  Consejero  suplente  reemplazará  al  Consejero  que  se  encontrare
impedido de asistir a una o más sesiones del Consejo por una razón de
fuerza mayor; por encontrarse suspendido en el cargo, de conformidad
a lo dispuesto en el inciso decimosexto de este artículo; o por haberse
abstenido  de  emitir  pronunciamiento  sobre  un  asunto  sometido  a
conocimiento del Consejo, de conformidad a lo dispuesto en  el artículo
12 de la ley Nº 19.880 y el numeral 6 del artículo 62 del decreto con
fuerza de ley N° 1-19653, de 2000, del Ministerio Secretaría General de la
Presidencia, que fija texto refundido, coordinado y sistematizado de la
ley  N°  18.575,  Orgánica  Constitucional  de  Bases  Generales  de  la
Administración del Estado. Asimismo, un Consejero suplente asistirá a
las  sesiones  en lugar  del  miembro  titular  que  hubiere  cesado  en el
cargo  de  conformidad  a  lo  dispuesto  en  este  artículo,  hasta  el
nombramiento del respectivo Consejero titular.  

Para la determinación del Consejero suplente que, de conformidad a lo
dispuesto  en  el  inciso  anterior,  deberá  reemplazar  a  un  integrante
titular, se preferirá, en primer lugar, el suplente de nombramiento más
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antiguo.

Artículo  59  quáter.-  El  Consejo  Normativo  tendrá  las  siguientes
funciones y atribuciones:

a)  Aprobar  la  propuesta,  formulada  por  el  Director  Nacional,  de
interpretación  administrativa  de  la  normativa  de  protección  de  los
derechos de los consumidores.

b) Aprobar la propuesta, formulada por el Director Nacional, de normas
e instrucciones de carácter  general  en materia  de protección de los
derechos de los consumidores

Las  propuestas  de  interpretación  administrativa  o  de  normas  e
instrucciones  de  carácter  general  que  sean  sometidas  al  Consejo
podrán referirse, entre otros aspectos, a los parámetros de abusividad
señalados en la letra g) del artículo 16, los lineamientos generales para
la aplicación de los criterios referidos en el inciso octavo del artículo 24,
así como los criterios para la determinación del riesgo a que se refiere
la  letra  a)  del  artículo  58.  Asimismo,  podrán  establecer  criterios
generales  para  la  observancia  de  los  principios  establecidos  en  el
inciso segundo del artículo 54 H y criterios generales para determinar,
de acuerdo a la definición del inciso quinto del artículo 50, la existencia
de  interés  colectivo  o  difuso  comprometido,  para  efectos  de  los
señalado en el inciso primero del artículo 54 H.

Antes de remitir al Consejo las propuestas señaladas en las letras a) y
b)  de  este  artículo,  el  Director  deberá  someterlas  a  un  proceso  de
consulta pública disponible a través del sitio web del Servicio, por un
plazo no inferior a 20 días corridos, con el fin de que cualquier persona
opine  sobre su contenido  y  efectos,  o  formule  sugerencias sobre la
misma. El Director informará al Consejo de la apertura de este proceso
y  lo  mantendrá  al  tanto  de  su  desarrollo.  Las  opiniones  que  se
manifiesten con ocasión de las consultas serán de carácter público y
deberán ser incluidas en un informe anexo a la propuesta remitida al
Consejo.  Sin  perjuicio  de  lo  anterior,  las  precitadas  opiniones  y
sugerencias en ningún caso serán vinculantes ni  estarán el  Director
Nacional ni el Consejo obligados a pronunciarse en particular respecto
de ellas. 

Recibidas por el Consejo las propuestas a que se refieren los literales a)
y b) del inciso primero de este artículo, acompañadas de los informes
respectivos,  deliberará  sobre  éstas,  pudiendo  aceptar  o  rechazar  la
propuesta.  Para  adoptar  su  decisión,  el  Consejo  podrá  solicitar
información  adicional  al  Director  y  todo  otro  antecedente  necesario
para  resolver.  El  Consejo  deberá  adoptar  su  decisión  de  manera
fundada,  pudiendo  representar  al  Director  los  aspectos  que  estime
pertinentes relativos a las propuestas. El Director Nacional sólo podrá
emitir  la  respectiva  interpretación,  norma  o  instrucción  de  carácter
general,  si  es  aprobada por  el  Consejo.  En caso contrario,  podrá  el
Director someter nuevamente a consideración del Consejo la propuesta,
recogiendo los comentarios que han fundamentado su rechazo.
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Cualquier persona afectada por la dictación de normas o instrucciones
de  carácter  general  o  de  interpretaciones  administrativas  de  la
normativa de protección de los derechos de los consumidores dictadas
conforme a este artículo, podrá reclamar por ilegalidad ante la Corte de
Apelaciones  de  Santiago  dentro  de  quince  días  contados  desde  su
dictación.

Artículo 59 quinquies.- El Consejo sólo sesionará con tres Consejeros y
adoptará sus acuerdos por mayoría de los presentes. 

El Consejo sesionará ordinariamente una vez al mes y su Tabla será
formada  exclusivamente  por  las  materias  que  el  Director  Nacional
someta  a  su  aprobación.  Con  todo,  en  estas  sesiones  se  abrirá  un
espacio  para  que  los  consejeros  soliciten  por  unanimidad  la
presentación  de  propuestas  de  interpretación  administrativa  o  de
normas e instrucciones de carácter general en determinadas materias
de protección de los derechos de los consumidores. Dichas solicitudes
deberán  presentarse  por  escrito  ante  el  Director  Nacional  y  estar
debidamente fundadas. El Director se pronunciará sobre las respectivas
solicitudes,  formulando  una  propuesta  en  la  materia  o  fundando  su
decisión en contrario.

El Director Nacional del Servicio podrá asistir de forma permanente a
las sesiones del Consejo, sólo con derecho a voz.

El Consejo contará con un Secretario Técnico, el que será responsable
de  las  actas  de  las  sesiones.  El  Servicio  Nacional  del  Consumidor
deberá  otorgar  el  apoyo  administrativo  necesario  para  su  adecuado
funcionamiento.

Un  Reglamento  suscrito  por  el  Ministro  de  Economía,  Fomento  y
Turismo  determinará  las  normas  que  sean  necesarias  para  el
funcionamiento del  Consejo.  De igual  forma, el  Consejo podrá dictar
normas  de  funcionamiento  interno  en  el  en  el  marco  de  lo  que
establezca el Reglamento.

Artículo 59 sexies.-  Los funcionarios  y  demás personas que presten
servicios en el Servicio Nacional del Consumidor estarán obligados a
guardar  reserva  sobre  toda  información,  dato  o  antecedente  de  que
puedan imponerse con motivo u ocasión del ejercicio de sus labores,
incluso después de haber dejado el cargo. Sin perjuicio de lo anterior,
tales  antecedentes  podrán  utilizarse  para  el  cumplimiento  de  las
funciones del Servicio y el ejercicio de las acciones ante los tribunales
de justicia.

La infracción a esta prohibición se castigará con las penas indicadas en
los artículos 246, 247 y 247 bis del Código Penal, y con las sanciones
disciplinarias que puedan aplicarse administrativamente por la misma
falta.  Asimismo,  serán  aplicables  las  normas  de  responsabilidad
funcionaria y del Estado contempladas en la ley Nº 19.880; en el decreto
con fuerza de ley N° 29, de 2005, del Ministerio de Hacienda, que fija el
texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre
Estatuto Administrativo; y en el decreto con fuerza de ley N° 1-19653, de
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2000,  del  Ministerio  Secretaría  General  de  la  Presidencia,  que  fija  el
texto  refundido,  coordinado  y  sistematizado  de  la  ley  N°  18.575,
Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del
Estado.

Artículo  2°.-  Introdúcense  las  siguientes  modificaciones  en  el  decreto  ley
N°2.757, que establece Normas sobre Asociaciones Gremiales:

1) Agrégase al artículo 16, el siguiente inciso cuarto:

“Las organizaciones a que se  refiere  el  Párrafo 2°  del  Título  II  de  la  ley
N°19.496 estarán sometidas a  las  siguientes  reglas  sobre  financiamiento,
contabilidad y transparencia:

1) Deberán declarar a través de sus revistas y páginas web institucionales
sus fuentes de financiamiento certificadas por una auditoría independiente.

2)  Deberán  informar,  a  lo  menos  semestralmente,  y  de  acuerdo  a  las
instrucciones generales que les imparta el Ministerio de Economía, Fomento
y Turismo, sus balances y demás estados financieros, aplicando estándares
de  transparencia  y  presentación  comunes,  previamente  definidos  por  el
referido Ministerio.”.

2) Agrégase al artículo 21 el siguiente inciso segundo:

“Tratándose de las organizaciones a que se refiere el Párrafo 2° del Título II
de la ley N°19.496, el Ministerio podrá, en todo caso, requerir la precisión y
aclaración  de  las  fuentes  de  financiamiento,  sus  balances  y  estados
financieros.”.

Artículo 3°.- Agrégase al artículo 5° del decreto con fuerza de ley N°1, de
2006,  del  Ministerio  del  Interior,  que  fija  el  texto  refundido,  coordinado  y
sistematizado  de  la  ley  Nº18.695,  Orgánica  Constitucional  de
Municipalidades, el siguiente literal m):

“m) Gestionar las audiencias de conciliación obligatorias señaladas en la ley
N°19.496, sobre Protección de los Derechos de los Consumidores, respecto
de los casos de denuncias presentadas en defensa del  interés individual.
Para  tal  efecto,  las  municipalidades  deberán  celebrar  convenios  con  el
Servicio  Nacional  del  Consumidor  de conformidad al  artículo  58 de dicha
ley.”.

Artículo 4°.- Intercálese en el inciso segundo del numeral 5º del artículo
196  del  Código  Orgánico  de  Tribunales,  después  de  los  términos
“Servicios de Vivienda y Urbanización”, lo siguiente: “o una compañía
prestadora de un servicio básico domiciliario”.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo primero.- La presente ley entrará en vigencia transcurrido un
año desde su publicación en el Diario Oficial, salvo las modificaciones
realizadas  a  los  siguientes  artículos  de  la  ley  N°  19.496:  2°;  16;  24
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incisos tercero, cuarto, quinto, sexto, séptimo, octavo, noveno y décimo
respecto  a  la  facultad  del  Servicios  para  aplicar  la  multa;  26  inciso
segundo; 31; 34; 35; 41; 49 inciso segundo; 50; 50 A; 50 B; 50 C; 50 F;
50 G; los nuevos artículos 50 H a 50 S; 56; 56 A; 56 C; 56 H sólo en
cuanto a la facultad del Servicio para cursar la multa y no así respecto
del monto de la misma; 57, en cuanto al título de abogado que deban
acreditar los Directores Regionales; 58 letra a), en cuanto a lo previsto
en los nuevos incisos cuarto y quinto; 58 letra b); 58 letra c); 58 letra f);
el nuevo 58 letra k); el nuevo 58 letra l); y el nuevo 58 letra ñ); 59 en
cuanto a lo previsto en las nuevas letras e) y f) del nuevo inciso cuarto.
Tales  modificaciones  comenzarán  a  regir  de  acuerdo  al  siguiente
cronograma:

a) En las regiones de Antofagasta, de Valparaíso y de Magallanes y de la
Antártica  Chilena,  transcurridos  dieciocho  meses  desde  la  fecha  de
publicación de la presente ley en el Diario Oficial;

b)  En las  regiones Arica y  Parinacota,  de Tarapacá,  de Atacama,  de
Coquimbo, del Libertador General Bernardo O’Higgins, del Bío Bío, de
la Araucanía,  de los Ríos y de Los Lagos, transcurridos veinticuatro
meses desde la fecha de publicación de la  presente ley en el  Diario
Oficial; y

c) En las regiones Metropolitana de Santiago, del Maule y de Aisén del
General Carlos Ibáñez, transcurridos treinta meses desde la fecha de
publicación de la presente ley en el Diario Oficial.Artículo segundo.- Los
procedimientos iniciados con anterioridad a la entrada en vigencia de la
presente ley seguirán tramitándose conforme a sus normas hasta su
total tramitación.

Artículo segundo.- Los procedimientos iniciados con anterioridad a la entrada
en vigencia de la presente ley seguirán tramitándose conforme a sus normas
hasta su total tramitación.

Artículo tercero.- Facúltase al Presidente de la República para que, dentro
del  plazo  de  un  año  contado  desde  la  publicación  de  la  presente  ley,
establezca mediante uno o más decretos con fuerza de ley, expedidos por
intermedio del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, los que también
deberán ser suscritos por el  Ministro de Hacienda, las normas necesarias
para regular las siguientes materias:

1) Fijar la nueva planta de personal del Servicio Nacional del Consumidor y el
régimen de remuneraciones que le resulte aplicable.

2) Dictar las normas para la adecuada estructuración y funcionamiento de las
plantas  que fije,  y  en  especial  determinar  las  normas transitorias  para  la
aplicación de las remuneraciones variables, tales como la bonificación de la
ley N°19.528 y la asignación dispuesta en los artículos 9°, 10, 11 y 12 de la
ley  N°20.212,  el  número  de  cargos  para  cada  planta,  los  requisitos
específicos  para  el  desempeño  de  los  mismos,  sus  denominaciones,  los
cargos que tendrán el  carácter de exclusiva confianza y de carrera, y los
niveles jerárquicos para la aplicación del artículo 8° de la ley N°18.834, cuyo
texto  refundido,  coordinado  y  sistematizado  fue  fijado  por  el  decreto  con
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fuerza de ley  N°29,  de  2004,  del  Ministerio  de  Hacienda.  Además,  en  el
ejercicio  de  esta  facultad  podrá  establecer  normas  distintas  o
complementarias al artículo 15 de esta última ley para los encasillamientos
del personal derivados de las plantas que fije. Igualmente determinará los
niveles jerárquicos, para efectos de la aplicación de lo dispuesto en el Título
VI de la ley N°19.882.

Los funcionarios que, a la fecha de publicación del correspondiente decreto
con fuerza de ley, se encuentren desempeñando cargos calificados como de
alta  dirección  pública  o  de  carrera,  acorde  con  las  referidas  normas,
mantendrán  su  nombramiento  mientras  no  se  produzca  la  vacancia,  por
cualquier causa, de los cargos de los que son titulares.

3)  Ordenar  el  traspaso,  en  las  condiciones  que  determine,  sin  alterar  la
condición jurídica de la  designación y sin  solución de continuidad,  de los
funcionarios  titulares  de  planta  y  a  contrata  del  Servicio  Nacional  del
Consumidor y de otras instituciones que se desempeñen en dicho servicio a
la fecha de la publicación de la presente ley.

Para el  encasillamiento del personal que se encuentre en funciones en el
Servicio  Nacional  del  Consumidor  a  la  fecha  de  publicación  del
correspondiente decreto con fuerza de ley, no serán exigibles los requisitos
que se establezcan para el ingreso en los cargos de planta. A igual norma se
sujetarán los  funcionarios  que tengan la  calidad de contratados,  para  los
efectos de su asimilación.

4) El traspaso del personal titular de planta y a contrata y de los cargos que
sirven  se  efectuará  al  grado  de  la  Escala  de  Fiscalizadores  cuya
remuneración total  mensualizada sea la más cercana a la que percibía el
funcionario  traspasado.  La  remuneración  más  cercana  corresponderá  a
aquella cuya diferencia con la que percibía en el grado de origen, positiva o
negativa, sea la menor. Para su determinación se considerará la suma del
total  de  haberes brutos  mensualizados,  excluidas las remuneraciones por
horas extraordinarias.

5) En el respectivo decreto con fuerza de ley se determinará el número de
funcionarios  que  serán  traspasados  por  estamento  y  calidad  jurídica,
estableciéndose,  además,  el  plazo  en  que  deberá  llevarse  a  cabo  este
proceso. En cambio, la individualización del personal traspasado se realizará
a través de decretos expedidos bajo la fórmula “Por Orden del Presidente de
la  República”,  por  intermedio  del  Ministerio  de  Economía,  Fomento  y
Turismo.

6) Determinar la fecha de entrada en vigencia de las plantas que fije y de los
encasillamientos que se practiquen. Igualmente, fijar la dotación máxima de
personal del Servicio Nacional del Consumidor.

7) El uso de las facultades señaladas en este artículo quedará sujeto a las
siguientes restricciones, respecto del personal al que afecte:

a) No podrá importar cambio de la residencia habitual de los funcionarios
fuera  de  la  región  en  que  estén  prestando  servicios,  salvo  con  su
consentimiento.



312

b) No podrá tener como consecuencia ni ser considerado como causal de
término de servicios, supresión de cargos, cese de funciones o término de la
relación laboral del personal.

c)  No  podrá  significar  disminución  de  remuneraciones  ni  modificación  de
derechos previsionales. Cualquier diferencia de remuneraciones deberá ser
pagada  por  planilla  suplementaria,  la  que  se  absorberá  por  los  futuros
mejoramientos  de  remuneraciones  que  correspondan  a  los  funcionarios,
excepto  los  derivados  de  reajustes  generales  que  se  otorguen  a  los
trabajadores  del  sector  público.  Dicha  planilla  mantendrá  la  misma
imponibilidad de las remuneraciones que compensa. Además, a la planilla
suplementaria se le aplicará el reajuste general antes indicado.

d) Los funcionarios encasillados y traspasados mantendrán la asignación de
antigüedad que tengan reconocida, como también el tiempo computable para
su reconocimiento.

Artículo  cuarto.- Los  reglamentos que  resulten  necesarios  para  la
implementación de esta ley, deberán dictarse dentro del  plazo de un año
desde su publicación.

Artículo quinto.- Mediante decreto del Ministerio de Hacienda, expedido por
“Orden del Presidente de la República”, se fijará el porcentaje de asignación
de alta dirección pública a que se refiere el artículo sexagésimo quinto de la
ley  N°19.882,  en  razón  del  cambio  de  escala  de  remuneraciones  a  que
estarán afectos los altos directivos públicos que continúen desempeñando
funciones  conforme  a  lo  señalado  en  el  numeral  2)  del  artículo  cuarto
transitorio.

Artículo sexto.- El mayor gasto fiscal que irrogue la aplicación de esta ley
durante su primer año presupuestario de vigencia, se financiará con cargo al
presupuesto del Servicio Nacional del Consumidor, y en lo que faltare, con
cargo a los recursos de la partida presupuestaria Tesoro Público, de la ley de
Presupuestos del Sector Público.

Artículo séptimo.- Facúltase al Presidente de la República para que, dentro
del  plazo  de  un  año  contado  desde  la  publicación  de  la  presente  ley,
mediante un decreto con fuerza de ley, fije el texto refundido, coordinado y
sistematizado de la ley N°19.496, que establece normas sobre protección de
los derechos de los consumidores.

Artículo  octavo.- Quienes  se  encuentren  desempeñando  el  cargo  de
Director Regional a la época de entrada en vigencia de la nueva planta de
personal del Servicio Nacional del Consumidor a que se refiere el artículo
quinto transitorio anterior, continuarán rigiéndose por las normas vigentes a
la época de su designación.

Artículo noveno.- La parte final del inciso primero del artículo 50 C de la ley
N°19.496,  en  lo  que  corresponde  a  la  asistencia  jurídica  gratuita  de  las
Corporaciones de Asistencia Judicial,  que se  introduce por  el  artículo  1°,
numeral 22), de la presente ley, entrará en vigencia una vez que esté en
funcionamiento el servicio público de asistencia judicial que sucederá a las
actuales Corporaciones de Asistencia Judicial.
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En el período intermedio entre la publicación de la presente ley y la condición
señalada en el inciso anterior, la prestación de asistencia jurídica gratuita a
los consumidores que no puedan costearla por sí mismos, se financiará a
través  de  convenios  suscritos  específicamente  entre  el  Ministerio  de
Economía,  Fomento  y  Turismo y  el  Ministerio  de  Justicia,  debiendo  este
último  transferir  los  fondos  aportados,  a  las  Corporaciones  de  Asistencia
Judicial, de acuerdo a las reglas generales.

Cada  convenio  suscrito  deberá  indicar  los  requisitos  bajo  los  cuales  se
realizará el traspaso, la destinación especial de los fondos, las condiciones y
características  específicas  de  la  prestación  de  asistencia  jurídica,  las
facultades  y  obligaciones  de  las  Corporaciones  de  Asistencia  Judicial  y
cualquier otra especificación que permita delimitar claramente los servicios
que se prestan y los recursos necesarios para financiarlos debidamente.

Además, durante el mismo lapso señalado en el inciso segundo, se habilita
expresamente  para  comparecer  ante  los  juzgados  de  policía  local,  en  la
realización  de  todas  las  actuaciones,  gestiones  y  audiencias  que  sean
necesarias para poder brindar la asistencia jurídica gratuita a que se refiere
este artículo, a las personas señaladas en el inciso segundo del artículo 2°
de la ley N°18.120.

Artículo décimo.- Por un período de un año a contar de la entrada en
vigencia  de  la  presente  ley  se reconocerá el  carácter  de Asociación
Nacional  de  Consumidores  a  aquellas  que  operen  en  tres  o  más
regiones  del  país.  Terminado  el  período  anterior  y  hasta  cumplidos
cinco  años  a  contar  de  su  entrada  en  vigencia,  dicho  requisito  se
extenderá a cinco o más regiones. Terminado este último período, el
reconocimiento  del  carácter  de  nacional  de  las  Asociaciones  de
Consumidores quedará sujeto al requisito establecido en el artículo 11
ter.

Artículo undécimo.-  Para efectos del  nombramiento de los miembros
del Consejo Normativo creado en virtud del artículo 59 ter de la ley N°
19.496, que establece normas sobre protección de los derechos de los
consumidores, y para efectos de la renovación por parcialidades de sus
integrantes a que se refiere el inciso cuarto de la precitada disposición,
en la primera propuesta que efectúe el Presidente de la República al
Senado,  presentará  uno  de  los  Candidatos  titulares  y  uno  de  los
Candidatos  suplentes con una  duración en su cargo de dos  años a
contar  de  la  fecha  de  su nombramiento.  Asimismo,  para  efectos  de
determinar el orden de prelación de los Consejeros suplentes referido el
inciso vigésimo de dicho artículo, la primera propuesta individualizará
el candidato que se considerará a este respecto como más antiguo.”

Lo  dispuesto  en  el  inciso  anterior  deberá  quedar  así  también
consignado en el primer decreto de nombramiento.

_________________
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 Acordado  en  sesiones  de  18,  23  y  25  de
noviembre, 9 y 23 de diciembre de 2015, 6 y 20 de enero, 2, 7, 9, 14, 16, 21
y 23 de marzo de 2016, con la asistencia de los Honorables Senadores señor
Eugenio Tuma Zedán (Presidente), señora Lily Pérez San Martín y señores
Alejandro Navarro Brain, Iván Moreira Barros y Jorge Pizarro Soto (Manuel
Antonio Matta Aragay); y de 6 y 11 de abril, 2, 4, 11, 16 y 18 de mayo, 1, 8 y
15 de junio de 2016, con la asistencia de los Honorables Senadores señor
Iván Moreira Barros (Presidente), señora Lily Pérez San Martín y señores
Rabindranath Quinteros Lara, Jorge Pizarro Soto (Patricio Walker Prieto) y
Eugenio Tuma Zedán.

Sala de la Comisión, a 21 de junio de 2016.

PEDRO FADIC RUIZ
ABOGADO SECRETARIO DE LA COMISIÓN
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RESUMEN EJECUTIVO

I.- BOLETIN Nº: 9.369-03.

II.-  MATERIA: Proyecto  de  ley  que  modifica  la  ley  N°  19.496,  sobre
Protección de los Derechos de los Consumidores. 

III.- OBJETIVOS DEL PROYECTO: 

1. Fortalecimiento del SERNAC
El  proyecto  propone  un  cambio  en  el  rol  que  le  corresponde  al

SERNAC, confiriéndole facultades para fiscalizar,  sancionar,  interpretar
la ley y dictar normas de carácter general.

a. Facultad de fiscalizar.
b. Facultad de sancionar.
c. Facultad para interpretar la ley.
d. Facultad para dictar instrucciones de carácter general.
e. Regulación de mediaciones colectivas.
f.  Nuevo estatuto  de nombramiento y remoción para el  cargo de

Director Nacional del SERNAC.

2. Modificaciones en materia de la competencia de los juzgados de
policía  local  para  resolver  los  conflictos  en  el  ámbito  del  interés
individual del consumidor.

3. Fortalecimiento de las Asociaciones de Consumidores.

4.  Incremento  de  los  montos  correspondientes  a  las  multas  por
infracción  a  la  normativa  de  protección  de  los  derechos  de  los
consumidores.

5. Reparación íntegra de los daños causados a los consumidores.

6. Aumento en los plazos de prescripción extintiva de acciones que
persigan la responsabilidad contravencional.

IV.-  ORIGEN: Mensaje  de  Su  Excelencia  la  señora  Presidenta  de  la
República.

V.- TRÁMITE CONSTITUCIONAL: Segundo trámite.

VI. TRÁMITE REGLAMENTARIO: Segundo informe. 

VII.- URGENCIA: Suma urgencia.

VIII.- NORMAS DE QUORUM ESPECIAL: El número 20), que pasa a ser
número 23); el artículo 50 O contenido en el número 26), que pasa a ser
número 31); el artículo 50 Q, contenido en el número 33, nuevo; la letra
o) propuesta en la letra b) del número 40) que pasa a ser número 49); el
literal  ii)  de la letra e) del  número 40) que pasa a ser número 49);  los
incisos catorce a dieciséis del artículo 59 ter y el inciso quinto del artículo
59 quáter,  ambos contenido en el  número 43),  que pasa a ser número
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53), todos ellos del artículo 1° del proyecto contienen normas de carácter
orgánico constitucional, de conformidad a lo establecido en el artículo 77
en  relación  con  el  inciso  segundo  de  la  Constitución  Política  de  la
República,  y  a  lo  dispuesto  en  el  artículo  16  de  la  Ley  Orgánica
Constitucional del Congreso Nacional.

También  tiene  el  carácter  de  norma  orgánico
constitucional  la  contenida  en  el  inciso  quinto  del  artículo  59  ter,
contenido en el número 43), que pasa a ser número 53), en razón de lo
dispuesto en el inciso tercero del artículo 8° de la Constitución Política de
la República.

Tienen  el  carácter  de  normas  de  quórum
calificado las contenidas los incisos primero y segundo del artículo 54 Ñ,
contenido  en  el  número  33),  que  pasa  a  ser  número  42,  y  el  inciso
primero del artículo 59 sexies, contenido en el  número 43) que pasa a
ser  número  53),  en  razón  de  lo  dispuesto  en  el  inciso  segundo  del
artículo  8°  de  la  Constitución  Política  de  la  República;  y  los  incisos
tercero y cuarto del artículo 54 Ñ, contenido en el número 33), que pasa
a ser número 42, y el inciso segundo del artículo 59 sexies, contenido en
el número 43) que pasa a ser número 53), en atención a lo establecido
en  el  inciso  primero  del  número  12  del  artículo  19  de  la  Carta
Fundamental.

IX. ACUERDOS: 

Indicación N° 1: Rechazada. Mayoría, 3x2.
Indicación N° 2: Retirada.
Indicación N° 3: Retirada.
Indicación N° 4: Retirada.
Indicación N° 5: Aprobada con modificaciones. Unanimidad, 3x0.
Indicación N° 6: Aprobada con modificaciones. Unanimidad, 3x0.
Indicación N° 7: Aprobada con modificaciones. Unanimidad, 3x0.
Indicación N° 8: Aprobada con modificaciones. Unanimidad, 3x0.
Indicación N° 9: Aprobada con modificaciones. Unanimidad, 3x0.
Indicación N° 10: Aprobada con modificaciones. Unanimidad, 3x0.
Indicación N° 11: Rechazada. Unanimidad, 3x0.
Indicación N° 12: Inadmisible.
Indicación N° 13: Aprobada con modificaciones. Unanimidad, 3x0.
Indicación N° 14: Rechazada. Unanimidad, 4x0.
Indicación N° 15: Rechazada. Unanimidad, 4x0.
Indicación N° 16: Aprobada con modificaciones. Unanimidad, 4x0.
Indicación N° 17: Aprobada con modificaciones. Unanimidad, 4x0.
Indicación N° 18: Aprobada con modificaciones. Unanimidad, 3x0.
Indicación N° 19: Aprobada. Unanimidad, 3x0.
Indicación N° 20: Inadmisible.
Indicación N° 21: Aprobada. Unanimidad, 4x0.
Indicación N° 22: Retirada.
Indicación N° 23: Aprobada con modificaciones. Unanimidad, 3x0.
Indicación N° 24: Retirada.
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Indicación N° 25: Retirada.
Indicación N° 26: Retirada.
Indicación N° 27: Retirada.
Indicación N° 28: Rechazada. Unanimidad, 4x0.
Indicación N° 29: Rechazada. Unanimidad, 4x0.
Indicación N° 30: Rechazada. Unanimidad, 4x0.
Indicación N° 31: Rechazada. Unanimidad, 4x0.
Indicación N° 32: Aprobada con modificaciones. Unanimidad, 4x0.
Indicación N° 33: Rechazada. Unanimidad, 4x0.
Indicación N° 34: Rechazada. Unanimidad, 4x0.
Indicación N° 35: Rechazada. Unanimidad, 4x0.
Indicación N° 36: Aprobada. Unanimidad, 4x0.
Indicación N° 37: Aprobada con modificaciones. Unanimidad, 4x0.
Indicación N° 38: Retirada.
Indicación N° 39: Retirada.
Indicación N° 40: Retirada.
Indicación N° 41: Aprobada con modificaciones. Unanimidad, 4x0.
Indicación N° 42: Aprobada con modificaciones. Unanimidad, 4x0.
Indicación N° 43: Aprobada con modificaciones. Unanimidad, 4x0.
Indicación N° 44: Aprobada con modificaciones. Unanimidad, 4x0.
Indicación N° 45: Aprobada con modificaciones. Unanimidad, 4x0.
Indicación N° 46: Retirada.
Indicación N° 47: Rechazada. Unanimidad, 4x0.
Indicación N° 48: Aprobada con modificaciones. Unanimidad, 4x0.
Indicación N° 49: Rechazada. Unanimidad, 4x0.
Indicación N° 50: Retirada.
Indicación N° 51: Aprobada. Unanimidad, 4x0.
Indicación N° 52: Retirada.
Indicación N° 53: Rechazada. Unanimidad, 4x0.
Indicación N° 54: Rechazada. Unanimidad, 4x0.
Indicación N° 54 bis: Retirada.
Indicación N° 55: Retirada.
Indicación N° 56: Retirada.
Indicación N° 57: Rechazada. Unanimidad, 4x0.
Indicación N° 58: Retirada.
Indicación N° 59: Rechazada. Unanimidad, 4x0.
Indicación N° 60: Retirada.
Indicación N° 61: Retirada.
Indicación N° 62: Aprobada. Unanimidad, 3x0.
Indicación N° 63: Rechazada. Unanimidad, 3x0.
Indicación N° 64: Retirada.
Indicación N° 65: Retirada.
Indicación N° 66: Rechazada. Unanimidad, 3x0.
Indicación N° 67: Rechazada. Unanimidad, 3x0.
Indicación N° 68: Aprobada. Unanimidad, 3x0.
Indicación N° 69: Aprobada con modificaciones. Unanimidad, 3x0.
Indicación N° 70: Retirada.
Indicación N° 71: Aprobada. Unanimidad, 3x0.
Indicación N° 72: Aprobada. Unanimidad, 3x0.
Indicación N° 73: Retirada.
Indicación N° 74: Retirada.
Indicación N° 75: Aprobada. Unanimidad, 4x0.
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Indicación N° 76: Rechazada. Unanimidad, 4x0.
Indicación N° 77: Aprobada. Unanimidad, 4x0.
Indicación N° 78: Aprobada. Unanimidad, 4x0.
Indicación N° 79: Rechazada. Mayoría, 3x1.
Indicación N° 80: Aprobada. Unanimidad, 4x0.
Indicación N° 81: Aprobada. Unanimidad, 4x0.
Indicación N° 82: Aprobada. Unanimidad, 4x0.
Indicación N° 83: Aprobada. Unanimidad, 4x0.
Indicación N° 84: Aprobada. Unanimidad, 4x0.
Indicación N° 85: Aprobada con modificaciones. Unanimidad, 5x0.
Indicación N° 86: Aprobada. Unanimidad, 4x0.
Indicación N° 87: Aprobada. Unanimidad, 4x0.
Indicación N° 88: Rechazada. Unanimidad, 4x0. 
Indicación N° 89: Aprobada. Unanimidad, 4x0.
Indicación N° 90: Aprobada. Unanimidad, 4x0.
Indicación N° 91: Aprobada. Unanimidad, 4x0.
Indicación N° 92: Retirada.
Indicación N° 93: Aprobada. Unanimidad, 4x0.
Indicación N° 94: Retirada.
Indicación N° 95: Aprobada con modificaciones. Unanimidad, 4x0.
Indicación N° 96: Aprobada. Unanimidad, 5x0.
Indicación N° 97: Aprobada. Unanimidad, 4x0.
Indicación N° 98: Aprobada con modificaciones. Unanimidad, 4x0.
Indicación N° 99: Aprobada. Unanimidad, 4x0.
Indicación N° 100: Aprobada con modificaciones. Unanimidad, 4x0.
Indicación N° 101: Aprobada con modificaciones. Unanimidad, 4x0.
Indicación N° 102: Aprobada. Unanimidad, 3x0.
Indicación N° 103: Aprobada. Unanimidad, 4x0.
Indicación N° 104: Retirada.
Indicación N° 105: Aprobada. Unanimidad, 3x0.
Indicación N° 106: Aprobada. Unanimidad, 3x0.
Indicación N° 107: Aprobada. Unanimidad, 4x0.
Indicación N° 108: Aprobada con modificaciones. Unanimidad, 4x0.
Indicación N° 109: Aprobada con modificaciones. Unanimidad, 4x0.
Indicación N° 110: Rechazada. Mayoría, 2x1.
Indicación N° 111: Aprobada con modificaciones. Unanimidad, 4x0.
Indicación N° 112: Aprobada. Unanimidad, 4x0.
Indicación N° 113: Retirada.
Indicación N° 114: Aprobada. Unanimidad, 4x0.
Indicación N° 115: Retirada.
Indicación N° 116: Aprobada. Unanimidad, 4x0.
Indicación N° 117: Retirada.
Indicación N° 118: Aprobada. Unanimidad, 4x0.
Indicación N° 119: Aprobada. Unanimidad, 4x0.
Indicación N° 120: Rechazada. Mayoría, 3x1.
Indicación N° 121: Aprobada con modificaciones. Mayoría, 3x2 abstenciones.
Indicación N° 122: Aprobada con modificaciones. Mayoría, 3x2 abstenciones.
Indicación N° 123: Aprobada con modificaciones. Mayoría, 3x2 abstenciones.
Indicación N° 124: Retirada.
Indicación N° 125: Retirada.
Indicación N° 126: Retirada.
Indicación N° 127: Retirada.
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Indicación N° 128: Aprobada. Unanimidad, 4x0.
Indicación N° 129: Aprobada. Unanimidad, 4x0.
Indicación N° 130: Aprobada. Unanimidad, 4x0.
Indicación N° 131: Aprobada. Unanimidad, 4x0.
Indicación N° 132: Aprobada con modificaciones. Unanimidad, 4x0.
Indicación N° 133: Aprobada con modificaciones. Unanimidad, 4x0.
Indicación N° 134: Retirada.
Indicación N° 135: Retirada.
Indicación N° 136: Rechazada. Mayoría 3x2.
Indicación N° 137: Retirada.
Indicación N° 138: Aprobada con modificaciones. Mayoría 3x2.
Indicación N° 139: Retirada.
Indicación N° 140: Aprobada con modificaciones. Unanimidad, 3x0.
Indicación N° 141: Aprobada. Unanimidad, 3x0.
Indicación N° 142: Retirada.
Indicación N° 143: Aprobada con modificaciones. Unanimidad, 5x0.
Indicación N° 144: Retirada.
Indicación N° 145: Aprobada con modificaciones. Unanimidad, 3x0.
Indicación N° 146: Aprobada. Mayoría, 3x2 abstenciones.
Indicación N° 147: Aprobada con modificaciones. Unanimidad, 3x0.
Indicación N° 148: Retirada.
Indicación N° 149: Aprobada con modificaciones. Unanimidad, 4x0.
Indicación N° 150: Aprobada. Unanimidad, 4x0.
Indicación N° 151: Aprobada. Unanimidad, 4x0.
Indicación N° 152: Aprobada. Unanimidad, 4x0.
Indicación N° 153: Retirada.
Indicación N° 154: Retirada.
Indicación N° 155: Retirada.
Indicación N° 156: Retirada.
Indicación N° 157: Retirada.
Indicación N° 158: Retirada.
Indicación N° 159: Aprobada. Mayoría 4x1.
Indicación N° 160: Retirada.
Indicación N° 161: Aprobada con modificaciones. Unanimidad, 4x0.
Indicación N° 162: Aprobada con modificaciones. Unanimidad, 4x0.
Indicación N° 163: Retirada.
Indicación N° 164: Aprobada. Mayoría 3x1.
Indicación N° 165: Rechazada. Mayoría 3x2.
Indicación N° 166: Retirada.
Indicación N° 167: Rechazada. Unanimidad, 4x0.
Indicación N° 168: Rechazada. Unanimidad, 4x0.
Indicación N° 169: Aprobada. Unanimidad, 4x0.
Indicación N° 170: Retirada.
Indicación N° 171: Retirada.
Indicación N° 172: Aprobada con modificaciones. Mayoría, 3x1 abstención.
Indicación N° 173: Aprobada con modificaciones. Unanimidad, 4x0.
Indicación N° 174: Aprobada. Unanimidad, 4x0.
Indicación N° 175: Aprobada con modificaciones. Unanimidad, 4x0.
Indicación N° 176: Aprobada. Unanimidad, 5x0.
Indicación N° 177: Retirada.
Indicación N° 178: Aprobada. Unanimidad, 5x0.
Indicación N° 179: Retirada.
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Indicación N° 180: Inadmisible.
Indicación N° 181: Inadmisible.
Indicación N° 182: Retirada.
Indicación N° 183: Retirada.
Indicación N° 184: Aprobada con modificaciones. Unanimidad, 5x0.
Indicación N° 185: Retirada.
Indicación N° 186: Retirada.
Indicación N° 187: Aprobada. Unanimidad, 5x0.
Indicación N° 188: Aprobada. Unanimidad, 3x0.
Indicación N° 189: Aprobada. Unanimidad, 3x0.
Indicación N° 190: Rechazada. Unanimidad, 3x0.
Indicación N° 191: Aprobada. Unanimidad, 5x0.
Indicación N° 192: Retirada.
Indicación N° 193: Retirada.
Indicación N° 194: Aprobada. Unanimidad, 5x0.
Indicación N° 195: Aprobada. Unanimidad, 5x0.
Indicación N° 196: Aprobada. Unanimidad, 5x0.
Indicación N° 197: Aprobada. Unanimidad, 5x0.
Indicación N° 198: Aprobada. Unanimidad, 5x0.
Indicación N° 199: Aprobada. Unanimidad, 5x0.
Indicación  N°  200:  Aprobada  respecto  del  artículo  59  ter:  inciso  primero,
mayoría 2x1 abstención; incisos segundo a quinto, unanimidad, 5x0; inciso
sexto,  unanimidad 3x0;  incisos séptimo y octavo,  unanimidad,  4x0;  inciso
noveno, mayoría, 3x1 abstención; incisos décimo y undécimo, unanimidad
3x0;  inciso  duodécimo,  unanimidad,  4x0;  incisos  decimotercero  a
decimoctavo,  unanimidad,  3x0  //  respecto  de  los  artículos  59  quáter;
quinquies y sexties, unanimidad, 3x0).
Indicación N° 201: Inadmisible.
Indicación N° 202: Inadmisible.
Indicación N° 203: Aprobada. Unanimidad, 5x0.
Indicación N° 204: Retirada.
Indicación N° 205: Aprobada con modificaciones. Unanimidad, 3x0.
Indicación N° 206: Aprobada. Unanimidad, 4x0.
Indicación N° 207: Aprobada. Unanimidad, 5x0.
Indicación N° 208: Aprobada. Unanimidad, 5x0.
Indicación N° 209: Inadmisible.
Indicación N° 210: Inadmisible.
Indicación N° 211: Aprobada con modificaciones. Unanimidad, 3x0.
Indicación N° 212: Aprobada con modificaciones. Unanimidad, 5x0.
Indicación N° 213: Aprobada, con modificaciones, por unanimidad, 3x0; con
excepción  de  la  letra  l),  relativa  a  la  dieta  de  los  consejeros,  que  fue
rechazada, por unanimidad, 3x0.

X. ESTRUCTURA DEL PROYECTO APROBADO POR LA COMISIÓN:
En  relación  a  su  estructura,  el  proyecto  consta  de  4  artículos
permanentes y 11 artículos transitorios.

-Artículo 1°.- Introduce diversas modificaciones en la ley N°19.496, sobre
protección de los derechos de los consumidores;

-Artículo 2°.-  Introduce modificaciones en el  decreto ley N°2.757, sobre
Asociaciones Gremiales;
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-Artículo 3°.- Agrega al artículo 5° del decreto con fuerza de ley N°1, de
2006, del Ministerio del Interior, que fija el texto refundido, coordinado y
sistematizado  de  la  ley  Nº18.695,  Orgánica  Constitucional  de
Municipalidades,  un  literal  m),  para  facultar  a  las  Municipalidades  a
gestionar audiencia de conciliación obligatorias, y

-Artículo 4.- Modifica el numeral 5º del artículo 196 del Código Orgánico
de  Tribunales,  eliminando  la  causal  de  recusación  de  los  jueces
consistente en ser deudor o acreedor de una de las partes, cuando se
trate de servicios básicos o monopólicos

XI. TRAMITACIÓN EN EL SENADO: 

- Con fecha 20 de mayo de 2015 ingresó al Senado, pasando a la Comisión
de Economía y a la de Hacienda, en su caso.

Con  fecha  11  de  agosto  de  2015  la  Sala  acuerda  que,  luego  de  ser
informado por la Comisión de Economía, el proyecto sea informado también
por la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento. 

- Con fecha 2 de septiembre la Sala acuerda que el proyecto sea informado
en general sólo por la Comisión de Economía, y en la discusión particular
sea  considerado  por  la  de  Economía  y  luego  por  la  Comisión  de
Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento. Ello, sin perjuicio del trámite
ante la Comisión de Hacienda.

- Con fecha 29 de septiembre el proyecto fue aprobado en general por la
Sala, fijándose como plazo para presentar indicaciones el 9 de noviembre de
2015. Posteriormente ese plazo fue ampliado hasta el 16 de noviembre a las
12 horas. Dentro de ese plazo fueron presentadas 212 indicaciones.

XII.  LEYES  QUE  SE  MODIFICAN  O  QUE  SE  RELACIONAN  CON  LA
MATERIA: 

-La ley N°19.496, sobre protección de los derechos de los consumidores;
-El decreto ley N°2.757, sobre Asociaciones Gremiales;
-El decreto con fuerza de ley N°1, de 2006, del Ministerio del Interior, que
fija  el  texto  refundido,  coordinado  y  sistematizado  de  la  ley  Nº18.695,
Orgánica Constitucional de Municipalidades.

Valparaíso, a  21 de junio de 2016.

PEDRO FADIC RUIZ
ABOGADO SECRETARIO DE LA COMISIÓN
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